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de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, en materia de Psicología y Psiquiatría. Se
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

De la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 151
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, en materia de nutrición. Se remite a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

De la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 74-A
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

De la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 17-H
del Código Fiscal de la Federación. Se remite a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA
Y LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN ESTADÍSTICA Y
GEOGRÁFICA

De la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
17 y 40 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y adi-
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LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Del diputado Carlos Alberto De La Fuente Flores, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na el artículo 29 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. Se remite a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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2o. de la Ley de Planeación. Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EMITIR UNA MONEDA CONMEMORATIVA DEL CENTENARIO DE LA
FUNDACIÓN DE LA CONFEDERACIÓN DE CÁMARAS NACIONALES DE
COMERCIO, SERVICIOS Y TURISMO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI-
CANOS

Del diputado Jorge Enrique Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto para emitir una
moneda conmemorativa del centenario de la fundación de la Confederación de
Cámaras Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo de los Estados Unidos
Mexicanos, (Concanaco Servytur). Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para dictamen . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del diputado Jorge Enrique Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

Del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 50 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se remite
a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 397 del Có-
digo Civil Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dis-
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posiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia. Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado Wenceslao Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el ar-
tículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA INCENTIVAR LA DONACIÓN SOLIDA-
RIA DE ALIMENTOS Y LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Francisco Xavier Nava Palacios, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley General para incentivar la donación solidaria de alimentos, y reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud. Se remite a las Comi-
siones Unidas de Desarrollo Social y de Salud, para dictamen y a la comisión de
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ción a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado Jonadab Martínez García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 2o., 3o. y 8o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . 
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vimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
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vimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 41
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CÓDIGO CIVIL FEDERAL

Del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 303 del Código Civil Federal. Se remite a la Comisión de Justicia, 
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 2o.
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Fidel Calderón Torreblanca, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona los artículos 19 y 40 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria. Se remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Del diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 24 de la Ley General de Educación; 53 y 54 de la Ley Reglamentaria del
Artículo 5o. Constitucional, Relativo al Ejercicio de las Profesiones en el Distrito
Federal. Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

De los diputados Alfredo Anaya Orozco y Jorge Carlos Ramírez Marín, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del diputado Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adicio-
na y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se re-
mite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE DERECHOS

Del diputado Óscar Ferrer Abalos, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
los artículos 268, 270 y 271 de la Ley Federal de Derechos. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 486 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales. Se remite a la Comisión de Justicia,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y
LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Puntos Constituciona-
les, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES

FOMENTAR LA PRODUCCIÓN Y UTILIZACIÓN DE BIOFERTILIZANTES
Y BIOPLAGUICIDAS, COMO MECANISMO DE MEJORAMIENTO Y
BIORREMEDIACIÓN DE LOS SUELOS

De diputado Germán Escobar Manjarrez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Sagarpa, para que en coordinación con la Semarnat, se implemente el Pro-
grama Integral de Rescate de Suelos Agrícolas, donde se considere conveniente
fomentar la producción y utilización de biofertilizantes y bioplaguicidas, como
mecanismo de mejoramiento y biorremediación de los suelos. Se remite a la Co-
misión de Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRANSPARENTAR LAS ACCIONES Y EL EJERCICIO DEL GASTO DE LOS
PROGRAMAS POR REGIÓN, ESTADO, MUNICIPIO, MONTO Y PADRÓN
DE BENEFICIARIOS

Del diputado Exaltación González Ceceña, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Eje-
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cutivo federal, para que a través de la  Sagarpa, publique en la página electrónica
de esta dependencia los informes de labores anuales, información detallada sobre
los programas en operación a cargo de la Sagarpa, a fin de transparentar las ac-
ciones y el ejercicio del gasto de los programas por región, estado, municipio,
monto y padrón de beneficiarios. Se turna a la Comisión de Agricultura y Siste-
mas de Riego, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IRREGULARIDADES DETECTADAS DURANTE LAS REVISIONES EFEC-
TUADAS AL RUBRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

Del diputado Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
gobierno del estado de México, para que difunda el estado que guardan los expe-
dientes presentados por la ASF, con las irregularidades detectadas durante las re-
visiones efectuadas al rubro de seguridad pública. Se remite a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NO AUTORIZAR DURANTE LOS PRÓXIMOS 20 AÑOS EL CAMBIO DE
USO DE SUELO EN LAS 87 HECTÁREAS AFECTADAS POR EL INCENDIO
OCURRIDO EN LA ISLA DE HOLBOX

De la diputada Lorena Corona Valdés, a nombre propio y de diversos diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, pro-
posición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat, publique en
el Diario Oficial de la Federación, el programa de manejo del Área de Protec-
ción de Flora y Fauna de Yum- Balam, así como también se exhorta a no auto-
rizar durante los próximos 20 años el cambio de uso de suelo en las 87 hectáre-
as afectadas por el incendio ocurrido en la Isla de Holbox en el mes de
septiembre pasado. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EMPRESA BARRIER SYSTEMS DE MÉXICO, PROPIEDAD DE RICARDO
ARTURO SAN ROMÁN DUNNE, VENDIÓ A OHL MÉXICO AL DOBLE DE
SU PRECIO ORIGINAL, MAQUINARIA PARA CONTROLAR EL TRÁFICO
VEHICULAR DEL VIADUCTO ELEVADO BICENTENARIO

De la diputada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF, a que audite, y
deslinde las responsabilidades administrativas y/o penales, por las operaciones
con las cuales la empresa Barrier Systems de México, propiedad de Ricardo Artu-
ro San Román Dunne, vendió a OHL México al doble de su precio original, ma-
quinaria para controlar el tráfico vehicular del Viaducto Elevado Bicentenario,
causando un probable daño al erario público. Se remite a la Comisión de Trans-
parencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

229

231

233

236



Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados10

INVESTIGUEN Y SANCIONEN LAS IRREGULARIDADES ENCONTRADAS
EN LA ADMINISTRACIÓN DE LA EMPRESA EXPORTADORA DE SAL, SA
DE CV

Del diputado Macedonio Salomón Tamez Guajardo, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la SE, a la SFP y a la  ASF, investiguen y sancionen las irregularidades encon-
tradas en la administración de la empresa Exportadora de Sal, SA de CV, así
como las condiciones de venta de sal de dicha empresa. Se turna a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA O REUBICACIÓN DEL BASURERO DE LAS MATAS EN EL
MUNICIPIO DE COSOLEACAQUE, VERACRUZ

Del diputado Gonzalo Guízar Valladares, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat y a la Profepa a llevar a cabo acciones para tomar medidas inmediatas que
deriven en la clausura o reubicación del basurero de Las Matas en el municipio de
Cosoleacaque, Veracruz. Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OPINIÓN SOBRE LA TÉCNICA DENOMINADA “LOS TRES PADRES”, ASÍ
COMO DE LA NECESIDAD DE LEGISLAR RESPECTO A ESTE TIPO DE
PRÁCTICAS MÉDICO-CIENTÍFICAS

De la diputada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Secretaría de Salud, a emitir una opinión sobre la técnica denominada “los
tres padres”, así como de la necesidad de legislar respecto a este tipo de prácticas
médico-científicas. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . 

VIGILEN Y HAGAN PÚBLICO EL CUMPLIMIENTO DE LAS NORMAS 
ESPECÍFICAS DE CONTROL ESCOLAR EN LAS ESCUELAS NORMALES

De la diputada Rocío Matesanz Santamaría, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP
y a las autoridades educativas de las entidades federativas, para que en el ámbito
de sus respectivas competencias, vigilen y hagan público el cumplimiento de las
normas específicas de control escolar en las escuelas normales. Se remite a la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . 

TIPIFICAR COMO DELITO Y CON PENAS PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD,
LAS ACCIONES U OMISIONES DE LOS ACTOS JURÍDICOS REALIZADOS
POR LOS NOTARIOS PÚBLICOS Y/O FEDATARIOS PÚBLICOS

Del diputado Jesús Sesma Suárez, a nombre propio y de diversos diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario Verde Ecologista de México, proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congresos locales de las 32 entida-
des Federativas a que modifiquen su legislación penal para tipificar como delito y
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con penas privativas de la libertad, las acciones u omisiones de los actos jurídicos
realizados por los notarios públicos y/o fedatarios públicos. Se turna a la Comi-
sión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSIDERE LA SUFICIENCIA FINANCIERA PARA EL SISTEMA EDUCA-
TIVO NACIONAL

De la diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parlamentario de More-
na, proposición con punto de acuerdo, por el que se se exhorta a la SHCP, para que
considere la suficiencia financiera para el Sistema Educativo Nacional y se dé
cumplimiento a lo que establece el artículo 25 de la Ley General de Educación. Se
remite a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. 

MANTENER A LA POBLACIÓN PREPARADA ANTE LA POSIBILIDAD
DEL IMPACTO DE UN METEORO EN LOS MESES DE OCTUBRE Y
NOVIEMBRE

Del diputado Moisés Guerra Mota,  del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Coordina-
ción Nacional de Protección Civil y al estado de Nayarit, a implementar de mane-
ra periódica e inmediata en coordinación con los municipios de esa entidad,
simulacros de huracán, para mantener a la población preparada ante la posibilidad
del impacto de un meteoro en los meses de octubre y noviembre que comprenden
el pico de la temporada de huracanes en el Pacífico. Se turna a la Comisión de Pro-
tección Civil, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CREACIÓN Y OTORGAMIENTO DE LA MEDALLA DE LA CULTURA DE
PAZ, “DR. ALFONSO GARCÍA ROBLES, PREMIO NOBEL DE LA PAZ”

Del diputado Rafael Yerena Zambrano, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se pro-
pone la creación y otorgamiento de la medalla de la cultura de paz, “Dr. Alfonso
García Robles, Premio Nobel de la Paz”, a mexicanas, mexicanos y organizacio-
nes de la sociedad civil que se distingan por su labor a favor y fomento de la cul-
tura de paz y la no violencia en nuestro país. Se remite a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VERIFIQUE LOS TRABAJOS DE CONSTRUCCIÓN DEL TRAMO ATIZAPÁN-
ATLACOMULCO, COMO PARTE DE LA CARRETERA MÉXICO-GUADA-
LAJARA

De la diputada Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo,  por el que se 
exhorta a la SCT, para que verifique los trabajos de construcción del tramo Atiza-
pán-Atlacomulco, como parte de la carretera México-Guadalajara, a fin de que se
concluyan a la brevedad. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. 
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PRESUNTAS IRREGULARIDADES EN LAS OPERACIONES DE LA
EMPRESA TRANSPORTES ESPECIALES DE TOLUCA SA DE CV

Del diputado Ángel Antonio Hernández de la Piedra, del Grupo Parlamentario de
Morena, proposición con punto de acuerdo, relativo al derrame de hidrocarburos
en las inmediaciones del río Pantepec, ocurrido el 12 de febrero de 2015, a la al-
tura del paraje conocido “Los Naranjos”, en el municipio Francisco Z. Mena, con
cabecera municipal en Metlaltoyuca, Puebla, y las presuntas irregularidades en las
operaciones de la empresa Transportes Especiales de Toluca SA de CV. Se remite
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . 

ORDEN MATERIAL, SOCIALY CULTURAL PARAPROVEER LAEDUCACIÓN
OBLIGATORIA DE SUS DEPENDIENTES ECONÓMICOS

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Conasa-
mi, para llevar a cabo la fijación de los salarios mínimos generales, asegurando
que estos sean suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe o je-
fa de familia, en el orden material, social y cultural para proveer la educación obli-
gatoria de sus dependientes económicos. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SANCIONAR Y PREVENIR LAS DESCARGAS CLANDESTINAS A LOS
CAUDALES DEL RÍO ATOYAC EN EL ESTADO DE PUEBLA Y EL RÍO
MIXTECO EN EL ESTADO DE OAXACA

De la diputada Xitlalic Ceja García, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta res-
petuosamente a la Conagua y a la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios, para que de manera coordinada con las autoridades estatales y
municipales, fortalezcan sus acciones de saneamiento y políticas públicas enca-
minadas a identificar y disminuir la contaminación del agua, así como sancionar
y prevenir las descargas clandestinas a los caudales del río Atoyac en el estado de
Puebla y el río Mixteco en el estado de Oaxaca, y a su vez fortalezcan sus políti-
cas para el saneamiento de la presa Yosocuta. Se remite a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIFUNDIR LAS RAZONES POR LAS CUALES EL PROGRAMA NACIONAL
DE PREVENCIÓN DEL DELITO, EN EL PAQUETE 2017, CARECE DE 
PRESUPUESTO

De la diputada Mayra Angélica Enríquez Vanderkam y del diputado Baltazar Mar-
tínez Montemayor, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, propo-
sición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a difundir
las razones por las cuales el Programa Nacional de Prevención del Delito, en el
paquete 2017, carece de presupuesto, así como las medidas alternativas que se
aplicarán en caso de desaparecer dicho programa. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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AUMENTO DE ASESINATOS DE MUJERES EN LOS ÚLTIMOS DÍAS

De los diversos diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, propo-
sición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del estado de Pue-
bla y a la Segob, para que se declare una alerta de violencia de género en esa en-
tidad federativa, debido al aumento de asesinatos de mujeres en los últimos días.
Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑA DE SALUD QUE INCENTIVE Y CONCIENTICE A LOS PADRES
DE FAMILIA DE NIÑOS DESDE PREESCOLAR HASTA LOS 18 AÑOS DE
EDAD

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a crear una campaña que incentive y concientice a los padres
de familia de niños desde preescolar hasta los 18 años de edad, de la importancia
de brindar información a sus hijos, de acuerdo a la edad, sobre sexualidad, con el
propósito de prevenir embarazos a temprana edad, así como contagios de enfer-
medades de transmisión sexual y abuso sexual. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONCIENTIZACIÓN SOBRE LA CONTAMINACIÓN Y LOS RIESGOS EN
LA SALUD QUE SE GENERAN POR TIRAR LAS COLILLAS DE CIGA-
RROS

Del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo,  por el que
se solicita a la Secretaría de Salud, realice una campaña a nivel nacional de con-
cientización sobre la contaminación y los riesgos en la salud que se generan por
tirar las colillas de cigarros en la calle o desecharlas en las coladeras o las tuberí-
as de la red de drenaje. Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . 

MAPAS DE COBERTURA GARANTIZADA DE CADA SERVICIO DE TELE-
FONÍA MÓVIL ESTÉN DISPONIBLES AL PÚBLICO DE MANERA CLARA,
CONCISA Y DESGLOSADA

Del diputado Ricardo Del Rivero Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IFT,
para que coordine las acciones necesarias con los concesionarios de telefonía mó-
vil, a fin de que los mapas de cobertura garantizada de cada servicio estén dispo-
nibles al público de manera clara, concisa y desglosada, por cada municipio y en-
tidad federativa del país. Se turna a la Comisión de Comunicaciones, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECONOCEN DIVERSOS DERECHOS LABORALES DEL SINDICATO 
INDEPENDIENTE DE TRABAJADORES DE LA SECRETARÍA DE SEGURI-
DAD PÚBLICA DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

De los diputados Renato Josafat Molina Arias y Mario Ariel Juárez Rodríguez, del
Grupo Parlamentario de Morena, proposición con punto de acuerdo, relativo a los

272

275

278

281



Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados14

laudos dictados por el Pleno del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en
los  expedientes 594/2010 y 1588/2010 en los que se reconocen diversos derechos
laborales del Sindicato Independiente de Trabajadores de la Secretaría de Seguri-
dad Pública del Gobierno del Distrito Federal. Se remite a la Comisión de la Ciu-
dad de México, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCORPORAR DE MANERA PERMANENTE A LOS VALUADORES QUE
CUENTEN CON CÉDULA PROFESIONAL EXPEDIDA POR LA SECRETA-
RÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA

De la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta el Ejecutivo federal, a fin de que efectué las modificaciones que conside-
re en el Reglamento del Código Fiscal de la Federación, que permita incorporar de
manera permanente a los valuadores que cuenten con cédula profesional expedida
por la Secretaría de Educación Pública. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AMENAZAS DE MUERTE REALIZADAS EN CONTRA DE LOS INTE-
GRANTES DEL COMITÉ CEREZO, PARTICULARMENTE CONTRA LOS
HERMANOS HÉCTOR CEREZO CONTRERAS Y FRANCISCO CEREZO
CONTRERAS

De diversos diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, proposi-
ción con punto de acuerdo, por el que se condena las amenazas de muerte realiza-
das en contra de los integrantes del Comité Cerezo, particularmente contra los her-
manos Héctor Cerezo Contreras y Francisco Cerezo Contreras, y exhorta  a la
PGR, para que identifiquen,  detengan y consignen ante los tribunales a los auto-
res materiales e intelectuales de los delitos de amenazas y actos de intimidación
en contra de los integrantes de dicho comité. Se remite a la Comisión de Derechos
Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIFUNDA LOS ACUERDOS QUE DERIVARON EN APOYOS MILLONA-
RIOS AL PROGRAMA JUNTOS PODEMOS/TOGETHER WE CAN

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE, para que di-
funda los acuerdos que derivaron en apoyos millonarios al programa Juntos Pode-
mos/Together We Can e informe públicamente sobre el destino y uso de esos re-
cursos; y a la SFP, para que, en el marco de sus atribuciones, clarifique los gastos
de origen oficial otorgados al mismo, así como su destino y, en su caso, finque las
responsabilidades a que haya lugar. Se turna a la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANÁLISIS DE LA CONVENIENCIA DE FORMALIZAR UN PROGRAMA DE
BENEFICIO DEFINIDO PARA LAS INSTITUCIONES Y UNIVERSIDADES
PÚBLICAS ESTATALES

De la diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parlamentario de More-
na, proposición con punto de acuerdo, relativo al gasto comprendido en el progra-
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ma Apoyos a Centros y Organizaciones de Educación, incluyendo el análisis de la
conveniencia de formalizar un programa de beneficio definido para las institucio-
nes y universidades públicas estatales. Se remite a la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FACILITE LA DISPOSICIÓN DE SUS RECURSOS AUTOGENERADOS A
LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR E INSTITUTOS Y CEN-
TROS DE INVESTIGACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO

Del diputado Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena, propo-
sición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público de la esta Cámara, a modificar el artículo 12 de la iniciativa de
Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 2017, para que se facilite la dis-
posición de sus recursos autogenerados a las instituciones de educación superior e
institutos y centros de investigación del sector público. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del martes 11 de octubre de 2016, de confor-
midad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3,
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 11
de octubre de 2016 y que no fueron abordadas.(*)

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2016.— Dipu-
tado Edmundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma el artículo 59 de la Ley Aduanera, a cargo
de la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

2. Que reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, en materia de Psicología y Psiquiatría, a car-
go de la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

3. Que reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, en materia de nutrición, a cargo de la diputada
Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

4. Que reforma el artículo 74-A de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, a cargo de la diputada Gina Andrea Cruz
Blackledge, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

5. Que reforma el artículo 17-H del Código Fiscal de la Fe-
deración, a cargo de la diputada Gina Andrea Cruz Blac-
kledge, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

6. Que reforma los artículos 17 y 40 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y adiciona el
artículo 59 de la Ley del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica, a cargo de la diputada Gina An-
drea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, y a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

7. Que reforma el artículo 86 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, a cargo de la diputada Brenda Velázquez Valdéz,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

8. Que reforma los artículos 2o. y 2-A de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Santiago Torreblanca Engell, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

9. Que reforma y adiciona el artículo 29 de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Carlos Al-
berto de la Fuente Flores, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I 17

(*) El Apéndice corresponde a lo mencionado por la Presidencia, en
la página 322 del Diario de los Debates del 11 de octubre de 2016.



Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados18

10. Que reforma el artículo 115 de la Ley General de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la dipu-
tada Gretel Culin Jaime, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

11. Que reforma los artículos 125, 127 y 130 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo del diputado Rafael Hernández Soriano, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

12. Que reforma los artículos 2o. y 42 de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, suscri-
ta por las diputadas, Claudia Edith Anaya Mota del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional y
Lorena Corona Valdés del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

13. Que reforma los artículos 283 y 284 de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo de la diputada Rosalinda Muñoz Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

14. Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Armando Luna Canales, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

15. Que reforma el artículo 2o. de la Ley de Planeación, a
cargo de la diputada Guadalupe González Suástegui, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

16. De decreto para emitir una Moneda Conmemorativa
del centenario de la fundación de la Confederación de Cá-
maras Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo de los
Estados Unidos Mexicanos, (Concanaco Servytur), a cargo

del diputado Jorge Enrique Dávila Flores, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen

17. Que reforma los artículos 14 y 42 de la Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, a
cargo del diputado Jorge Enrique Dávila Flores, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

18. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Jor-
ge Enrique Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

19. Que reforma el artículo 50 de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal, a cargo del diputado José
Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

20. Que reforma el artículo 397 del Código Civil Federal,
a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibara, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

21. Que reforma diversas disposiciones de la la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, a cargo de la diputada María Candelaria Ochoa Ávalos,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

22. Que reforma y adiciona el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Wenceslao Martínez Santos, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.



23. Que expide la Ley General para incentivar la donación
solidaria de alimentos, y reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General de Salud, a cargo del dipu-
tado Xavier Nava Palacios, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisiones Unidas de Desarrollo Social y de Sa-
lud, para dictamen y a la comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión.

24. Que reforma el artículo 4-A de la Ley de Coordinación
Fiscal, suscrita por los diputados Mirza Flores Gómez y Jo-
nadab Martínez García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

25. Que adiciona el artículo 5o. de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la diputada
María Antonia Cárdenas Mariscal, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

26. Que reforma el artículo 16 de la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, a cargo de la
diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

27. Que adiciona los artículos 2o. y 5o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

28. Que reforma y adiciona los artículos 2o., 3o. y 8o. de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a
cargo del diputado Jonadab Martínez García, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

29. Que reforma y adiciona los artículos 7o., 9o. y 13 de la
Ley General de Asentamientos Humanos, a cargo de la
diputada María Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

30. Que reforma los artículos 42, 17-H, 33 y 69-B del Có-
digo Fiscal de la Federación, a cargo del diputado Cande-
lario Pérez Alvarado, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

31. Que reforma el artículo 33 de la Ley de Coordinación
Fiscal, a cargo del diputado Héctor Peralta Grappin, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

32. Que reforma los artículos 13 y 16 de la Ley General pa-
ra el Control del Tabaco, a cargo del diputado José Luis
Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

33. Que reforma el artículo 41 Bis de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a cargo del diputado Cle-
mente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

34. Que reforma el artículo 464 Ter de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Al-
dana, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

35. Que reforma el artículo 303 del Código Civil Federal, a
cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.
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36. Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

37. Que reforma y adiciona los artículos 19 y 40 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a
cargo del diputado Fidel Calderón Torreblanca, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

38. Que reforma y adiciona el artículo 10 y 54 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, a cargo del diputado
Victor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

39. Que reforma y adiciona los artículos 24 de la Ley Ge-
neral de Educación, y 53 y 54 de la Ley Reglamentaria del
Artículo 5o. Constitucional, Relativo al Ejercicio de las
Profesiones en el Distrito Federal, a cargo del diputado
Victor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

40. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
suscrita por los diputados Alfredo Anaya Orozco y Jorge
Carlos Ramírez Marín, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

41. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

42. Que reforma y adiciona los artículos 268, 270 y 271 de
la Ley Federal de Derechos, a cargo del diputado Oscar Fe-
rrer Abalos, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

43. Que reforma el artículo 486 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, a cargo de la diputada Marbella
Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

44. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Ma-
ría Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa,
para que en coordinación con la Semarnat, se implemente el
Programa Integral de Rescate de Suelos Agrícolas, donde se
considere conveniente fomentar la producción y utilización
de biofertilizantes y bioplaguicidas, como mecanismo de
mejoramiento y biorremediación de los suelos, a cargo del
diputado Germán Escobar Manjarrez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, pa-
ra dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la Sagarpa, publique en la
página electrónica de esta dependencia los informes de la-
bores anuales, información detallada sobre los programas
en operación a cargo de la Sagarpa, a fin de transparentar
las acciones y el ejercicio del gasto de los programas por
región, estado, municipio, monto y padrón de beneficia-
rios, a cargo del diputado Exaltación González Ceceña, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, para
dictamen.



3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
del estado de México, para que difunda el estado que guar-
dan los expedientes presentados por la ASF, con las irregu-
laridades detectadas durante las revisiones efectuadas al
rubro de seguridad pública, a cargo del diputado Omar Or-
tega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semar-
nat, publique en el Diario Oficial de la Federación, el pro-
grama de manejo del Área de Protección de Flora y Fauna
de Yum- Balam, así como también se exhorta a que no au-
torice durante los próximos 20 años el cambio de uso de
suelo en las 87 hectáreas afectadas por el incendio ocurri-
do en la Isla de Holbox en el mes de septiembre pasado,
suscrito por la diputada Lorena Corona Valdés y diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF, a
que audite, y deslinde las responsabilidades administrati-
vas y/o penales, por las operaciones con las cuales la em-
presa Barrier Systems de México, propiedad de Ricardo
Arturo San Román Dunne, vendió a OHL México al doble
de su precio original, maquinaria para controlar el tráfico
vehicular del Viaducto Elevado Bicentenario, causando un
probable daño al erario público, a cargo de la diputada Ro-
cío Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE, a la
SFP y a la ASF, investiguen y sancionen las irregularidades
encontradas en la administración de la empresa exportado-
ra de sal, S.A. de C.V., así como las condiciones de venta
de sal de dicha empresa, a cargo del diputado Macedonio
Salomón Tamez Guajardo, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semar-
nat y a la Profepa a llevar a cabo acciones para tomar me-
didas inmediatas que deriven en la clausura ó reubicación
del basurero de las matas en el municipio de Cosoleacaque,
Veracruz, a cargo del diputado Gonzalo Guizar Valladares,
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a emitir una opinión sobre la técnica deno-
minada como de “los tres padres”, así como de la necesi-
dad de legislar respecto a este tipo de prácticas
médico-científicas, a cargo de la diputada Delia Guerrero
Coronado, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP y
a las autoridades educativas de las entidades federativas,
para que en el ámbito de sus respectivas competencias, vi-
gilen y hagan público el cumplimiento de las normas espe-
cíficas de control escolar en las escuelas normales, a cargo
de la diputada Rocío Matesanz Santamaría, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

10. Proposición con Punto de Acuerdo por el que se exhor-
ta a los Congresos Locales de las 32 entidades federativas
a que modifiquen su legislación penal para tipificar como
delito y con penas privativas de la libertad, las acciones u
omisiones de los actos jurídicos realizados por los Notarios
Públicos y/o Fedatarios Públicos, suscrito por el diputado
Jesús Sesma Suárez y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se se exhorta a la
SHCP, para que considere la suficiencia financiera para el
Sistema Educativo Nacional y se dé cumplimiento a lo que
establece el artículo 25 de la Ley General de Educación, a
cargo de la diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del
Grupo Parlamentario de Morena. 
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Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Coor-
dinación Nacional de Protección Civil y al estado de Na-
yarit, a implementar de manera periódica e inmediata en
coordinación con los municipios de esa entidad, simulacros
de huracán, para mantener a la población preparada ante la
posibilidad del impacto de un meteoro en los meses de oc-
tubre y noviembre que comprenden el pico de la tempora-
da de huracanes en el Pacífico, a cargo del diputado Moi-
sés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Protección Civil, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se propone la crea-
ción y otorgamiento de la medalla de la cultura de paz,
Doctor Alfonso García Robles, Premio Nobel de la Paz, a
mexicanos, mexicanas y organizaciones de la sociedad ci-
vil que se distingan por su labor a favor y fomento de la
cultura de paz y la no violencia en nuestro país, a cargo del
diputado Rafael Yerena Zambrano, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT,
para que verifique los trabajos de construcción del tramo
Atizapán-Atlacomulco, como parte de la carretera México-
Guadalajara, a fin de que se concluyan a la brevedad, a car-
go de la diputada Ingrid Krasopani Schemelensky Castro,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, relativo al derrame de hidrocar-
buros en las inmediaciones del río Pantepec, ocurrido el 12
de febrero de 2015, a la altura del paraje Los Naranjos, en
el municipio Francisco Z. Mena, con cabecera municipal
en Metlaltoyuca, Puebla, y las presuntas irregularidades en
las operaciones de la empresa transportes especiales de To-
luca S.A. de C. V., a cargo del diputado Ángel Antonio
Hernández de la Piedra, del Grupo Parlamentario de More-
na. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cona-
sami, para llevar a cabo la fijación de los salarios mínimos
generales, asegurando que estos sean suficientes para satis-
facer las necesidades normales de un jefe o jefa de familia,
en el orden material, social y cultural, y para proveer la
educación obligatoria de sus dependientes económicos, a
cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta respetuo-
samente a la Conagua y a la Comisión Federal para la Pro-
tección contra Riesgos Sanitarios, para que de manera co-
ordinada con las autoridades estatales y municipales,
fortalezcan sus acciones de saneamiento y políticas públi-
cas encaminadas a identificar y disminuir la contaminación
del agua, así como sancionar y prevenir las descargas clan-
destinas a los caudales del Río Atoyac en el estado de Pue-
bla y el Río Mixteco en el estado de Oaxaca, y a su vez for-
talezcan sus políticas para el saneamiento de la presa
Yosocuta, a cargo de la diputada Xitlalic Ceja García, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a difundir las razones por las cuales el Progra-
ma Nacional de Prevención del Delito, en el paquete 2017,
carece de presupuesto, así como las medidas alternativas
que se aplicarán en el caso de desaparecer dicho programa,
suscrito por los diputados Mayra Angélica Enríquez Van-
derkam y Baltazar Martínez Montemayor, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de Puebla y a la Segob, para que se declare
una alerta de violencia de género en esa entidad federativa,
debido al aumento de asesinatos de mujeres en los últimos
días, suscrito por diversos diputados integrantes del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.



20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a crear una campaña que incentive y con-
cientice a los padres de familia de niños desde preescolar
hasta los 18 años de edad, de la importancia de brindar in-
formación a sus hijos, de acuerdo a la edad, sobre sexuali-
dad, con el propósito de prevenir embarazos a temprana
edad, así como contagios de enfermedades de transmisión
sexual y abuso sexual, a cargo del diputado Germán Er-
nesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Secre-
taría de Salud, realice una campaña a nivel nacional de
concientización sobre la contaminación y los riesgos en la
salud que se generan por tirar las colillas de cigarros en la
calle o desecharlas en las coladeras o las tuberías de la red
de drenaje, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez
Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IFT, pa-
ra que coordine las acciones necesarias con los concesio-
narios de telefonía móvil, a fin de que los mapas de cober-
tura garantizada de cada servicio estén disponibles al
público de manera clara, concisa y desglosada, por cada
municipio y entidad federativa del país, a cargo del dipu-
tado Ricardo del Rivero Martínez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Comunicaciones, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, relativo a los laudos dictados
por el pleno del Tribunal Federal de Conciliación y Arbi-
traje, en los expedientes 594/2010 y 1588/2010 en los que
se reconocen diversos derechos laborales del Sindicato In-
dependiente de Trabajadores de la Secretaría de Seguridad
Pública del Gobierno del Distrito Federal, suscrito por los
diputados Renato Josafat Molina Arias y Mario Ariel Juá-
rez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de la Ciudad de México, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta el Ejecuti-
vo federal, a fin de que efectué las modificaciones que con-
sidere en el Reglamento del Código Fiscal de la Federa-
ción, que permita incorporar de manera permanente a los

valuadores que cuenten con cédula profesional expedida
por la Secretaría de Educación Pública, a cargo de la dipu-
tada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se condena las ame-
nazas de muerte realizadas en contra de los integrantes del
Comité Cerezo, particularmente contra los hermanos Héc-
tor Cerezo Contreras y Francisco Cerezo Contreras, y ex-
horta a la PGR, para que identifiquen, detengan y consig-
nen ante los tribunales a los autores materiales e
intelectuales de los delitos de amenazas y actos de intimi-
dación en contra de los integrantes de dicho comité , sus-
crito por diversos diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE,
para que difunda los acuerdos que derivaron en apoyos mi-
llonarios al programa Juntos Podemos/Together We Can e
informe públicamente sobre el destino y uso de esos recur-
sos; y a la SFP, para que, en el marco de sus atribuciones,
clarifique los gastos de origen oficial otorgados al mismo,
así como su destino y, en su caso, finque las responsabili-
dades a que haya lugar, a cargo de la diputada Araceli Da-
mián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

27. Con punto de acuerdo, relativo al gasto comprendido
en el programa Apoyos a Centros y Organizaciones de
Educación, incluyendo el análisis de la conveniencia de
formalizar un programa de beneficio definido para las Ins-
tituciones y Universidades públicas estatales, a cargo de la
diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público de la esta Cámara, a
modificar el artículo 12 de la iniciativa de Ley de Ingresos
de la Federación para el ejercicio 2017, para que se facili-
te la disposición de sus recursos autogenerados a las insti-
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tuciones de educación superior e institutos y centros de in-
vestigación del sector público, a cargo del diputado Juan
Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.»

INICIATIVAS 

LEY ADUANERA

«Iniciativa que reforma el artículo 59 de la Ley Aduanera,
a cargo de la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Gina Andrea Cruz Blackledge, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la Cá-
mara de Diputados de la LXIII Legislatura, en ejercicio de
la facultad constitucional que confieren los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 5, 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el artículo 59 de la Ley Aduanera, con base en
la siguiente

Exposición de Motivos

Mediante una reforma publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 15 de diciembre de 1995 aparece por prime-
ra vez la figura del Padrón de Importadores, en la fracción
IV del artículo 59 de la Ley Aduanera, como una herra-
mienta de protección de la planta productiva nacional, pues
permite a la autoridad verificar que los importadores se en-
cuentren cumpliendo y al corriente de sus obligaciones fis-
cales, y al mismo tiempo combatir directamente las prácti-
cas de subvaluación que dañan a los productores
nacionales.

Actualmente, la fracción IV del artículo 59 de la ley esta-
blece la obligación para quienes deseen importar mercan-
cías estar inscritos en el Padrón de Importadores y, en su
caso, en el Padrón de Importadores de Sectores Específicos
o de Exportadores Sectoriales, que está a cargo del Servi-
cio de Administración Tributaria (SAT).

Además, deben cumplir, entre otros requisitos, los siguien-
tes:

1. Estar al corriente en el cumplimiento de sus obliga-
ciones fiscales;

2. Acreditar ante las autoridades aduaneras que se en-
cuentran inscritos en el registro federal de contribuyen-
tes; y

3. Los demás que establezcan el reglamento y el Servi-
cio de Administración Tributaria mediante reglas.

El Reglamento de la Ley Aduanera señala en el artículo 82
como requisitos para inscribirse en el Padrón de Importa-
dores los siguientes:

1. Estar inscrito y activo en el registro federal de contri-
buyentes;

2. Contar con firma electrónica avanzada vigente;

3. Presentar la constancia de cumplimiento de las obli-
gaciones fiscales, previstas en el artículo 32-D del Có-
digo Fiscal de la Federación; y

4. Los demás establecidos en las reglas que al efecto
emita el SAT.

No obstante, hay la posibilidad de que una vez inscritos en
el Padrón de Importadores y en el Padrón de Importadores
de Sectores Específicos, la autoridad puede suspender al
importador al actualizarse cualquiera de las causales que
establece el artículo 84 del Reglamento de la Ley Aduane-
ra:

Artículo 84. Procede la suspensión en el Padrón de Im-
portadores y en el Padrón de Importadores de Sectores
Específicos, en los siguientes casos: 

I. Cuando el contribuyente presente irregularidades o
inconsistencias en el Registro Federal de Contribuyen-
tes;

II. Cuando los contribuyentes al fusionarse o escindirse,
desaparezcan del Registro Federal de Contribuyentes;

III. Cuando el contribuyente cambie su denominación o
razón social y no actualice su situación en el Padrón de
Importadores;



IV. Por resolución firme, que determine que el contribu-
yente cometió cualquiera de las infracciones previstas
en los artículos 176, 177 y 179 de la ley; y

V. Los demás que establezcan las disposiciones jurídi-
cas aplicables.

El SAT notificará al contribuyente las causas que motivan
la suspensión inmediata en el Padrón de Importadores o en
el Padrón de Importadores de Sectores Específicos, o en
ambos, dentro de los cinco días hábiles siguientes a que se
dé cualquiera de las causales previstas en este artículo.

La número 1.3.3 de las Reglas de Carácter General en Ma-
teria de Comercio Exterior para 2016, emitidas por el SAT,
incluye 39 causales adicionales de suspensión en los men-
cionados padrones, con lo que se observa un exceso de la
facultad normativa con que cuenta la autoridad respecto de
las sanciones establecidas en el reglamento de la legisla-
ción aduanera, y con mayor razón, al no contemplarse en el
ordenamiento heterónomo la sanción para suspender del
padrón de importadores.

No obstante que la actualización de cualquiera de las cau-
sales antes mencionadas, así como las que al efecto seña-
lan las Reglas de Carácter General en Materia de Comercio
Exterior emitidas por el SAT, provocan la suspensión in-
mediata en el Padrón de Importadores, la Suprema Corte
de Justicia de la Nación señaló en la jurisprudencia 2a. /J.
6/ 2012 (10ª.)* que tal actuación administrativa no viola la
garantía de audiencia a que se refiere el segundo párrafo
del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, ya que por sí misma no constituye un
acto privativo, si no de molestia por ser una medida caute-
lar de carácter temporal, dando pie a una suspensión de ca-
rácter provisional, cuyo objeto es que la autoridad hacen-
daria verifique que los procedimientos en materia de
importaciones se lleven a cabo conforme a lo establecido
en la normatividad aplicable.

Con base en lo anterior, y a pesar de que la suspensión es
un acto temporal cuya naturaleza es condicional y no tiene
efectos permanentes por ser en sí misma un acto de autori-
dad condicionado a la aclaración o a que se subsane el vi-
cio o irregularidad, y considerando que dicha suspensión
terminará cuando el acto haya sido declarado inválido o
ilegal, destruyendo en forma total sus efectos como lo se-
ñala la contradicción de tesis 410/2011, dicha suspensión
no deja de tener graves efectos perjudiciales en las finan-
zas de los importadores, en tanto que la medida cautelar

afecta directamente su actividad comercial, pues el estar
inscrito en el Padrón de Importadores es un requisito fun-
damental para realizar cualquier actividad de importación.

A esto debemos agregar que la figura de la suspensión de
Padrón de Importadores y todas las causales establecidas
en el artículo 84 del Reglamento de la Ley Aduanera y en
la regla 1.3.3 de las Reglas de Carácter General de Comer-
cio Exterior van más allá de lo que la Ley Aduanera dispo-
ne en el artículo 59.

Si bien los reglamentos posibilitan la exacta observancia de
las leyes, estos no deben contener cuestiones que son ex-
clusivas de la ley y, mucho menos, ir más allá de lo que ella
dispone, caso contrario violenta el principio de legalidad y
de subordinación jerárquica en que se encuentra la facultad
reglamentaria.

La mayoría de los supuestos de suspensión se encuentren
definidos en reglas generales que, por su naturaleza, son
susceptibles de modificaciones constantes, deja al contri-
buyente sin seguridad y certeza jurídica.

Por ello y a fin de otorgar mayor certidumbre jurídica a los
particulares, se propone incorporar como disposiciones de
carácter legal aquellos supuestos o causales actualmente
contenidos en el reglamento de la ley de la materia; o bien,
en reglas de carácter general emitidas por la autoridad ad-
ministrativa.

De mantenerlos en dichas disposiciones que pueden ser
modificadas o quedarse sin efectos en cualquier momento,
provoca afectaciones económicas y legales en contra de los
contribuyentes, por lo que si se incorporan al texto de la ley
podrán surtir plenamente sus efectos frente a los particula-
res y la administración pública.

Por otro lado, independientemente que la suspensión en el
Padrón de Importadores (como reconoció la Suprema Cor-
te de Justicia) es un acto de molestia que por su naturaleza
no precisa de un procedimiento previo, y por tanto, no le ri-
ge el derecho fundamental de previa audiencia, es indis-
pensable establecer un procedimiento expedito mediante el
cual las irregularidades vinculadas o relacionadas con obli-
gaciones de carácter formal puedan subsanarse sin llegar a
la suspensión.

Con base en lo expuesto, y a fin de evitar situaciones en las
que los actos de las autoridades afecten a los contribuyen-
tes en el sano desarrollo de sus actividades comerciales,
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buscando sinergia con el contenido de la fracción IX del ar-
tículo 2o. de la Ley Federal de los Derechos del Contribu-
yente, particularmente por lo que hace a que las actuacio-
nes de las autoridades fiscales que requieran su
intervención se lleven a cabo en la forma que les resulte
menor onerosa, incluso anticipado a la suspensión en el Pa-
drón de Importadores, a través del cual la autoridad haga
del conocimiento al importador los hechos y circunstancias
que le hacen presumir que incurrió en alguna o más de las
causales de suspensión, a efecto de que en un plazo expe-
dito corrija su situación, evitando además de la suspensión,
las cargas administrativas que conlleva la realización del o
los procedimientos de reactivación en el padrón que co-
rresponda, lo cual representa desgaste en tiempos y trámi-
tes, tanto para los contribuyentes como para las dependen-
cias gubernamentales respectivas.

Por todo lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía la aprobación del siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo 59 de la Ley
Aduanera

Único. Se adicionan un segundo, tercero, cuarto y quinto
párrafos a la fracción IV del artículo 59 de la Ley Aduane-
ra, para quedar como sigue:

Artículo 59. …

I. a III. …

IV. Estar inscritos en el Padrón de Importadores y, en su
caso, en el Padrón de Importadores de Sectores Especí-
ficos o en el Padrón de Exportadores Sectorial que están
a cargo del Servicio de Administración Tributaria, para
lo cual deberán encontrarse al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, así como acreditar
ante las autoridades aduaneras que se encuentran inscri-
tos en el registro federal de contribuyentes.

El Servicio de Administración Tributaria podrá sus-
pender del Padrón de Importadores y del Padrón de
Importadores de Sectores Específicos a quienes se
encuentren en alguno de los siguientes supuestos:

Suspensión inmediata:

a) Cuando el contribuyente presente aviso de
cancelación, suspensión, o no registre los esta-
blecimientos en los cuales realice operaciones de

comercio exterior en el registro federal de con-
tribuyentes, así como en los casos en que al fu-
sionarse o escindirse desaparezcan de dicho re-
gistro.

b) Cuando el contribuyente cambie su denomina-
ción o razón social y no actualice su situación en
el Padrón de Importadores.

c) Cuando el contribuyente realice cambio de do-
micilio fiscal o lo realice después del inicio de fa-
cultades de comprobación, sin presentar los avi-
sos correspondientes al SAT, conforme a los
plazos establecidos en el artículo 27 del código.

d) Cuando por resolución firme, se le determine
al contribuyente que cometió cualquiera de las
infracciones previstas en los artículos 176, 177 y
179 de la ley.

e) Cuando mediante resolución se determine un
crédito fiscal firme y/o exigible y no garantizado
a cargo del contribuyente por la comisión de
cualquiera de las infracciones previstas en los ar-
tículos 176, 177, 179 y 182, fracción II, de esta ley.

f) Cuando el contribuyente tenga créditos fiscales
firmes o créditos fiscales determinados por in-
fracciones distintas a las señaladas en el inciso e)
de este artículo y que siendo exigibles, no se en-
cuentren pagados o garantizados en alguna de las
formas permitidas por el Código Fiscal de la Fe-
deración.

g) Cuando el contribuyente se oponga al ejercicio
de las facultades de comprobación de las autori-
dades aduaneras.

h) Cuando el contribuyente, dentro de las facul-
tades de comprobación contempladas en el ar-
tículo 42 del código, no atienda los requerimien-
tos de las autoridades fiscales o aduaneras para
presentar la documentación e información que
acredite el cumplimiento de sus obligaciones, o lo
realice en forma incompleta.

Tratándose de los requerimientos distintos a los
señalados en el párrafo anterior, la suspensión
procederá cuando se incumpla en más de una
ocasión con el mismo requerimiento.



i) Cuando el contribuyente no cuente con la firma
electrónica avanzada vigente.

j) Cuando los importadores no tengan registrado
un correo electrónico para efectos del buzón tri-
butario.

k) Las demás que establezcan las disposiciones
jurídicas aplicables siempre y cuando el acto u
omisión atribuible al contribuyente haya sido ca-
lificado por autoridad aduanal, o descubierto en
el ejercicio de las facultades de comprobación.

El Servicio de Administración Tributaria notifi-
cará al contribuyente las causas que motivaron la
suspensión inmediata en el Padrón de Importa-
dores o en el Padrón de Importadores de Sectores
Específicos, o en ambos, dentro de los cinco días
hábiles siguientes a que se dé cualquiera de las
causales previstas.

Cuando, previa notificación al importador me-
diante buzón tributario, para que en un plazo no
mayor de cinco días hábiles subsane o corrija la
omisión o irregularidad detectada, este no la ha-
ya realizado; el Servicio de Administración Tri-
butaria podrá suspenderlo del Padrón de Impor-
tadores y del Padrón de Importadores de
Sectores Específico, en los siguientes supuestos:

a) El contribuyente no hubiera presentado las de-
claraciones de los impuestos federales o cumplido
con alguna otra obligación fiscal.

b) El contribuyente no cuente con la documenta-
ción que ampare las operaciones de comercio ex-
terior, según lo previsto en las disposiciones jurí-
dicas aplicables.

c) Los contribuyentes no realicen operaciones de
comercio exterior en un periodo que exceda los
12 meses.

d) El contribuyente no sea localizado en su domi-
cilio fiscal o el domicilio fiscal del contribuyente o
el de sus establecimientos estén en el supuesto de
no localizado o inexistente.

e) En el pedimento no se declare la marca de los
productos importados o la información que al

efecto señalen las reglas que emite el Servicio de
Administración Tributaria.

f) El nombre, denominación o razón social o do-
micilio del proveedor en el extranjero o domicilio
fiscal del importador, señalado en el pedimento,
en la factura o documento equivalente presenta-
do y transmitido, conforme a los artículos 36-A,
37-A y 59-A, de esta ley, sean falsos o inexistentes
o cuando en el domicilio señalado en dichos do-
cumentos, no se pueda localizar al proveedor en
el extranjero; destinatario o comprador, en el ex-
tranjero.

…

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación
y quedarán derogadas todas las disposiciones normativas
que contravengan las disposiciones de este decreto.

Nota:

* Tesis: 2a. /J. 6/2012 (10a.), décima época, Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, tomo 2, libro V, febrero de 2012, página 1590,
de rubro Suspensión en el Padrón de Importadores. No constituye
un acto privativo sino de molestia, por lo que no rige la garantía de
previa audiencia.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de
2016.— Diputada Gina Andrea Cruz Blackledge (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 151 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, en materia de psicología y psiquia-
tría, a cargo de la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge,
del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Gina Andrea Cruz Blackledge, diputada fede-
ral de la LXIII Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de las
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facultades que le confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 6, numeral I, 76 numeral 1, fracción
77, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
permite someter a consideración de esta soberanía la ini-
ciativa con proyecto de decreto mediante el cual se refor-
ma la fracción I del artículo 151 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La salud mental es un componente integral y esencial de la
salud. De conformidad con la Organización Mundial de la
Salud (OMS), “la salud es un estado de completo bienestar
físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afec-
ciones o enfermedades.” En consecuencia, esta definición
considera la salud mental como algo más que la ausencia
de trastornos o discapacidades mentales.

Así pues, la salud mental es un estado de bienestar en el
que la persona realiza sus capacidades y es capaz de hacer
frente al estrés normal de la vida, de trabajar de forma pro-
ductiva y de contribuir a su comunidad. En este sentido po-
sitivo, la salud mental es el fundamento del bienestar indi-
vidual y del funcionamiento eficaz de la comunidad.

La salud mental y el bienestar son fundamentales para
nuestra capacidad colectiva e individual de pensar, mani-
festar sentimientos, interactuar con los demás, ganar el sus-
tento y disfrutar de la vida. Sobre esta base se puede con-
siderar que la promoción, la protección y el
restablecimiento de la salud mental son preocupaciones vi-
tales de las personas, las comunidades y las sociedades de
todo el mundo.

La salud mental individual está determinada por múltiples
factores sociales, psicológicos y biológicos. Por ejemplo,
las presiones socioeconómicas persistentes constituyen un
riesgo bien conocido para la salud mental de las personas y
las comunidades. Las pruebas más evidentes están relacio-
nadas con los indicadores de la pobreza, y en particular con
el bajo nivel educativo.

La mala salud mental se asocia asimismo a los cambios so-
ciales rápidos, a las condiciones de trabajo estresantes, a la
discriminación de género, a la exclusión social, a los mo-
dos de vida poco saludables, a los riesgos de violencia y
mala salud física y a las violaciones de los derechos huma-
nos.

También hay factores de la personalidad y psicológicos es-
pecíficos que hacen que una persona sea más vulnerable a
los trastornos mentales. Por último, los trastornos mentales
también tienen causas de carácter biológico, dependientes,
por ejemplo, de factores genéticos o de desequilibrios bio-
químicos cerebrales.

La promoción de la salud mental consiste en acciones que
creen entornos y condiciones de vida que propicien la sa-
lud mental y permitan a las personas adoptar y mantener
modos de vida saludables. Entre ellas hay una serie de ac-
ciones para aumentar las posibilidades de que más perso-
nas tengan una mejor salud mental.

Un ambiente de respeto y protección de los derechos civi-
les, políticos, socioeconómicos y culturales básicos es fun-
damental para la promoción de la salud mental. Sin la se-
guridad y la libertad que proporcionan estos derechos
resulta muy difícil mantener un buen nivel de salud men-
tal.

En el mundo, los trastornos mentales constituyen un serio
problema de salud pública con un alto costo social que
afecta a las personas sin distinción de edad, sexo, nivel so-
cioeconómico o cultura. Los trastornos mentales comunes
están en aumento en todo el mundo. Entre 1990 y 2013, el
número de personas con depresión o ansiedad ha aumenta-
do en cerca de un 50%, de 416 millones a 615 millones.
Cerca de un 10% de la población mundial está afectado, y
los trastornos mentales representan un 30% de la carga
mundial de enfermedades no mortales. La OMS estima que
durante las emergencias 1 de cada 5 personas se ve afecta-
da por la depresión y la ansiedad.1

La enfermedad mental participa del 13% de la carga global
de enfermedad y constituye una de las tres primeras causas
de mortalidad de personas entre 15 y 35 años, esto último
influido por el suicidio. Se sabe que al menos el 10% de los
adultos experimentan algún trastorno mental y el 25% de
los mismos desarrollara? algún problema relacionado du-
rante su vida.

A nivel mundial, se ha estimado que las tasas de prevalen-
cia de trastornos mentales en el curso de la vida oscilan en-
tre 12.2% y 48.6%, mientras que la prevalencia anual fluc-
túa entre 8.4% y 29.1%. El 14% de la carga de morbilidad
en todo el mundo, medida en años de vida ajustados en fun-
ción de la discapacidad, es atribuible a este tipo de padeci-
mientos y es aún más patente en los países de ingreso bajo
y mediano.



Las personas que padecen un trastorno mental afrontan una
disminución considerable de su funcionamiento, presen-
tando tasas de mortalidad desproporcionadamente eleva-
das. Por ejemplo, la probabilidad de muerte prematura en-
tre las personas con depresión grave y esquizofrenia es de
40% a 60% mayor que en la población general debido a
problemas de salud física que a menudo no son atendidos
(como el cáncer, las enfermedades cardiovasculares, la
diabetes y la infección por el VIH). El suicidio es la se-
gunda causa de muerte a escala mundial más común entre
los jóvenes.

Hay una influencia mutua entre los trastornos mentales y
otras enfermedades crónicas como el cáncer, las enferme-
dades cardiovasculares y la infección por el VIH y el sida.
Asimismo, también hay una importante aparición conjunta
de los trastornos mentales y los trastornos por abuso de
sustancias.

Considerados en conjunto, los trastornos mentales, neuro-
lógicos y por consumo de sustancias suponen un costo ele-
vado para los resultados en materia de salud. La depresión
por sí sola, representa 4.3% de la carga global de enferme-
dad y se encuentra entre las principales causas de discapa-
cidad en el mundo (11% de todos los años vividos con dis-
capacidad a escala mundial).

En el caso de niños y adolescentes según la OMS, la pre-
valencia de enfermedad mental es 20%; de este porcentaje,
entre el 4% y 6% requiere intervención clínica, pero pocos
tienen acceso a servicios, y aunque la falta de servicios es-
pecializados es un fenómeno mundial, la región de las
Américas muestra una brecha del 26% en los servicios de
salud mental para niños y adolescentes.

Lo anterior se debe a que los sistemas de salud en el mun-
do no han respondido aún a la carga de los trastornos men-
tales. Se estima que cuatro de cinco personas con trastor-
nos mentales importantes no reciben atención en los países
de ingreso bajo y medio.

El proyecto Atlas de la Salud Mental de la OMS2 que mo-
nitoreó el estatus de la salud mental y las tendencias en los
recursos disponibles en el mundo, entre 2005 y 2011, en-
contró que los recursos son insuficientes en especial para
atender trastornos neuropsiquiátricos. Las brechas entre los
recursos de países de altos ingresos contra los de bajos in-
gresos se siguen manteniendo, y el hallazgo más positivo
es que las camas psiquiátricas en hospitales psiquiátricos se
están reduciendo en la mayoría de los países.

En México se experimenta una transición epidemiológica
“polarizada”, cuyos rasgos más notorios son la disminu-
ción de enfermedades infectocontagiosas y el aumento de
padecimientos crónico-degenerativos, incluidos los trastor-
nos mentales.

Uno de cada cuatro mexicanos entre 18 y 65 años ha pade-
cido en algún momento de su vida un trastorno mental, pe-
ro sólo uno de cada cinco de los que lo padecen recibe tra-
tamiento. El tiempo que demoran los pacientes para recibir
atención en un centro de salud oscila entre 4 y 20 años se-
gún el tipo de afección, al igual que lo observado en la ma-
yoría de los países de América Latina.

Un estudio realizado con población mexicana encontró que
la depresión y la ansiedad generan una condición de disca-
pacidad mayor y días de trabajo perdidos comparado con
algunas enfermedades crónicas no psiquiátricas. Conside-
rando la discapacidad como el deterioro en el funciona-
miento que se espera de un sujeto en el trabajo, en su vida
social, en su hogar y en sus relaciones cercanas.

De acuerdo con otros estudios, 24.7% de los adolescentes
mexicanos se encuentran afectados por uno o más proble-
mas de salud mental, siendo los más recurrentes los tras-
tornos de ansiedad, déficit de atención, depresión y uso de
sustancias, así como intento suicida. Estas cifras resultan
preocupantes si se considera que la edad de inicio de la ma-
yoría de los trastornos psiquiátricos se encuentra en las pri-
meras décadas de la vida, como lo refiere la Encuesta Na-
cional de Psiquiatría.

La última evaluación de los servicios de salud mental en
México,3 señala las siguientes características: se observó
que el eje de la atención de salud mental era —y sigue sien-
do— el hospital psiquiátrico. Si bien es cierto que el nú-
mero de servicios ambulatorios fue más amplio, no alcan-
zaba para cubrir las necesidades de atención, y también se
registró una cantidad insuficiente de servicios enfocados a
la atención de los niños y adolescentes. Sólo 27% del total
de usuarios atendidos en establecimientos ambulatorios
eran niños o adolescentes, mientras que el porcentaje de
menores atendidos en hospital psiquiátrico era el 6%. Los
resultados también revelaron que aproximadamente 50%
de los pacientes que recibían atención, lo hacían en servi-
cios hospitalarios y que era internado un paciente de cada
1.7 atendido en los servicios ambulatorios.

A lo anterior debe agregarse que en México, como en mu-
chos otros países de América Latina, los recursos humanos
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enfocados a la salud mental reportan niveles insuficientes
y, en la mayoría de los casos, están concentrados en los
hospitales psiquiátricos.

En el plano individual, dependiendo del contexto social,
algunas personas pueden tener un riesgo mayor a sufrir
problemas de salud mental, como es el caso de las perso-
nas con problemas de salud crónicos, los menores expues-
tos al maltrato o abandono, las personas que por su condi-
ción de preferencia sexual u origen cultural estén
sometidas a discriminación, o las personas víctimas de de-
sastres naturales o emergencias humanitarias. Además de
elementos macroeconómicos como la crisis financiera, que
aumentan las dificultades de muchas familias generando
trastornos mentales relacionados al maltrato, violencia y
exceso de trabajo.

Los trastornos mentales con frecuencia arrastran a los indi-
viduos y las familias a la pobreza y desintegración por el
costo de los tratamientos y el acceso a los servicios, que
muchas veces no están disponibles en todas las ciudades,
además muchos de estos servicios no cuentan con los pro-
fesionales suficientes, y en otros casos los centros de aten-
ción carecen de redes con mayor nivel de especialización.

El fenómeno de los problemas de salud mental genera efec-
tos sociales muy graves y cuyo efecto económico es difícil
de medir, pues dicho trastorno puede presentarse de formas
variables, tales como un problema de productividad dismi-
nuida en el trabajo; incluso cuando un trabajador no toma
licencia por enfermedad, los problemas de salud mental
pueden causar una reducción apreciable en el nivel habitual
de productividad y rendimiento; en este caso, la enferme-
dad mental afecta el acceso al mercado de trabajo y a la
permanencia en el trabajo. En otros casos pueden ser la
causa hasta del 45% de los casos de ausentismo laboral.

La depresión es otro de los efectos causados por problemas
de salud mental y produce falta de energía para producir,
una propensión mayor a las enfermedades físicas y una fal-
ta de apego a las responsabilidades familiares y personales.

Otras manifestaciones de los desórdenes mentales son:

- El alcoholismo y adicción a drogas, están presentes en
la mayoría de las acciones violentas (homicidios, suici-
dios y violencia intrafamiliar y social, pandillerismo y
delitos en general, así como contagio por VIH-SIDA).

- La epilepsia provoca convulsiones con relativa fre-
cuencia, son impredecibles y es preciso medicación de
por vida.

- El retardo mental, la esquizofrenia y los cuadros de-
menciales, los cuales dañan la relación del sujeto con su
entorno social.

- El suicidio, que se presenta como un problema cre-
ciente en nuestro país.

Todos estos trastornos requieren generalmente de supervi-
sión médica especializada, psicológica y medicamentosa,
lo que compromete fuertemente a los sistemas de salud pú-
blica de nuestro país, por lo que el tema de la salud mental
requiere atención urgente.

Por ello, la presente iniciativa reconoce que las políticas
nacionales de salud mental no deben ocuparse únicamente
de los trastornos mentales, sino  que existe una alta necesi-
dad de reconocer y abordar cuestiones más amplias que fo-
mentan la salud mental como la incorporación de la pro-
moción de la salud mental a las políticas y programas de
los sectores gubernamental y no gubernamental, toda vez
que demás del sector de la salud, es esencial la participa-
ción de los sectores de la educación, el trabajo, la justicia,
el transporte, el medio ambiente, la vivienda o la asistencia
social.

En la última década ha mejorado considerablemente el co-
nocimiento de lo que hay que hacer en relación con la cre-
ciente carga de morbilidad derivada de trastornos mentales.

También existe una serie de medidas eficaces para prevenir
el suicidio, prevenir y tratar trastornos mentales en niños,
prevenir y tratar la demencia y tratar los trastornos relacio-
nados con el consumo de sustancias.

La promoción de la salud mental depende en gran medida
de estrategias intersectoriales. Entre otras formas concretas
de fomentar la salud mental se pueden mencionar:

• Las intervenciones en la infancia precoz (por ejemplo,
visitas a domicilio a las embarazadas, actividades psico-
sociales preescolares y ayuda nutricional y psicosocial
conjunta a las poblaciones desfavorecidas);

• El apoyo a los niños (por ejemplo, programas de crea-
ción de capacidades y programas de desarrollo infantil y
juvenil);



• La emancipación socioeconómica de la mujer (por
ejemplo, mejora del acceso a la educación y concesión
de microcréditos);

• El apoyo social a las poblaciones geriátricas (por
ejemplo, iniciativas para hacer amistades y centros co-
munitarios y de día);

• los programas dirigidos a grupos vulnerables, y en par-
ticular a las minorías, los pueblos indígenas, los mi-
grantes y las personas afectadas por conflictos y desas-
tres (por ejemplo, intervenciones psicosociales tras los
desastres);

• Las actividades de promoción de la salud mental en la
escuela (por ejemplo, programas de apoyo a los cambios
ecológicos en la escuela y escuelas amigas de los niños);

• Las intervenciones de salud mental en el trabajo (por
ejemplo, programas de prevención del estrés);

• Las políticas de vivienda (por ejemplo, mejora de las
viviendas);

• Los programas de prevención de la violencia (por
ejemplo, la reducción de la disponibilidad del alcohol y
del acceso a las armas);

• Los programas de desarrollo comunitario (por ejem-
plo, iniciativas de colaboración ciudadana y de desarro-
llo rural integrado);

• La reducción de la pobreza y la protección social para
los pobres;

• Legislación y campañas contra la discriminación;

• Promoción de los derechos, las oportunidades y la
atención de las personas con trastornos mentales.

No obstante que en el contexto de los esfuerzos nacionales
por desarrollar y aplicar políticas relativas a la salud men-
tal, es esencial, no sólo proteger y promover el bienestar
mental de los ciudadanos, sino también satisfacer las nece-
sidades de las personas con trastornos de salud mental,
también es adecuado reconocer que las necesidades pro-
gramáticas y presupuestales de la sociedad mexicana son
bastas y muy diversas.

Por ello, la presente iniciativa se inserta solamente en un
muy modesto eslabón de la cadena de factores que pueden
promover el alcance de un mayor número de la población
a los tratamientos de la salud mental. Corresponde a los re-
presentantes de la sociedad dotar los medios que promue-
van entre los sectores público y privado el interés por me-
jorar las relaciones entre los individuos para que puedan
éstos acceder con plenitud a las oportunidades económicas
de nuestro país.

De acuerdo con la OMS, por cada dólar invertido en la am-
pliación del tratamiento de la depresión y la ansiedad la so-
ciedad obtiene un rendimiento de 4 dólares en la mejora de
la salud y la capacidad de trabajo, según un estudio dirigi-
do por la OMS en el que se estiman por primera vez los be-
neficios tanto sanitarios como económicos de la inversión
en el tratamiento de las enfermedades mentales más fre-
cuentes en el mundo.4

El estudio de la OMS calcula los costos y los resultados sa-
nitarios en 36 países de ingresos bajos, medios y altos en
los 15 años que van de 2016 a 2030. Los costos estimados
de la ampliación del tratamiento, principalmente el aseso-
ramiento psicosocial y los medicamentos antidepresivos,
se elevan a 147 mil millones de dólares. Sin embargo, los
beneficios superan ampliamente los costos. Se calcula que
la mejora de la participación y la productividad laboral en
un 5% supone un beneficio de 399 mil millones de dólares,
y la mejora de la salud otros 310 mil millones.

Pese a ello, las inversiones actuales en servicios de salud
mental son muy inferiores a lo necesario. Según la encues-
ta para el Atlas de Salud Mental de la OMS 2014, los go-
biernos gastan por término medio un 3% de sus presupues-
tos sanitarios en salud mental, cifra que oscila entre menos
de un 1% en los países de ingresos bajos y un 5% en los de
ingresos altos.

Tomando en consideración que el tratamiento de la depre-
sión y la ansiedad tiene sentido desde el punto de vista de
la salud y el bienestar, y más aun conociendo que existe un
efecto económico para toda la sociedad, el Estado debe en-
contrar formas de garantizar que el acceso a los servicios
de salud mental se conviertan en una realidad para todos
los hombres, mujeres y niños.

Es decir, promover el acceso a los tratamientos y la pro-
moción de la salud mental no es una cuestión únicamente
de salud pública, sino también de desarrollo. Es necesario
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evitar que las enfermedades mentales sigan eclipsando el
potencial de las personas y de la economía. Tenemos que
actuar ya porque la pérdida de productividad es algo que la
economía nacional no se puede permitir.

Por lo tanto, con la presente iniciativa se propone una adi-
ción a la fracción I del artículo 151 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, para permitir que las personas físicas pue-
dan efectuar la deducción de gastos por honorarios deriva-
dos de servicios de psicología y psiquiatría prestados por
profesionales titulados. Lo anterior, a fin de hacer frente a
las escasas posibilidades de acceso a esos servicios por me-
dio de las instituciones del sistema público de salud y que
de esta forma, el Estado Mexicano garantice a todos los
ciudadanos la plenitud de sus derechos.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, someto a
consideración de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción I del artículo
151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 151
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como
sigue:

Artículo 151. …

I. Los pagos por honorarios médicos, dentales y en ma-
teria de psicología y psiquiatría, así como los gastos
hospitalarios relacionados, efectuados por el contribu-
yente para sí, para su cónyuge o para la persona con
quien viva en concubinato y para sus ascendientes o
descendientes en línea recta, siempre que dichas perso-
nas no perciban durante el año de calendario ingresos en
cantidad igual o superior a la que resulte de calcular el
salario mínimo general del área geográfica del contribu-
yente elevado al año, y se efectúen mediante cheque no-
minativo del contribuyente, transferencias electrónicas
de fondos, desde cuentas abiertas a nombre del contri-
buyente en instituciones que componen el sistema fi-
nanciero y las entidades que para tal efecto autorice el
Banco de México o mediante tarjeta de crédito, de débi-
to, o de servicios.

Los pagos por honorarios a que se refiere el párrafo
anterior, deberán ser efectuados a personas que
cuenten con el título profesional legalmente expedido

y registrado por las autoridades educativas compe-
tentes.  

…

…

…

Para efectos de la deducción a que se refiere el cuarto
párrafo de esta fracción, el comprobante fiscal digital
correspondiente deberá contener la especificación de
que los gastos amparados con el mismo están relaciona-
dos directamente con la atención de la incapacidad o
discapacidad de que se trate. Adicionalmente, el Servi-
cio de Administración Tributaria, mediante reglas de ca-
rácter general, podrá establecer otros requisitos que de-
berá contener el comprobante fiscal digital por Internet.

II. a VIII. …

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Organización Mundial de la Salud. Proyecto de Plan de Acción Inte-
gral sobre Salud Mental 2013-2020.

2 Organización Mundial de la Salud. Mental Health Atlas; 2011.

3 Berenzon Gorn S, Saavedra Solano N, Medina-Mora Icaza ME, Apa-
ricio Basaurí V, Galva?n Reyes J. Evaluación del sistema de salud
mental en México: ¿Hacia dónde encaminar la atención? Rev. Panam
Salud Pública. 2013; 33 (4):252–8.

4 Chisholm Dan. Scaling-up treatment of depression and anxiety: a
global return on investment analysis. The Lancet Psychiatry. Volumen
3, No. 5, p415–424, Mayo 2016.



Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 27 de septiembre
de 2016.— Diputada Gina Andrea Cruz Blackledge (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 151 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, en materia de nutrición, a cargo de
la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo Par-
lamentario del PAN

La suscrita, Gina Andrea Cruz Blackledge, Diputada Fede-
ral de la LXIII Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de las
facultades que me confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 6, numeral I, 76 numeral 1, fracción
77, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
permito someter a consideración de esta soberanía la Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto mediante el cual se refor-
ma la fracción I del artículo 151 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La nutrición es la ingesta de alimentos en relación con las
necesidades dietéticas del organismo. Una buena nutrición
(dieta suficiente y equilibrada combinada con el ejercicio
físico regular) es un elemento fundamental de la buena sa-
lud.

Una mala nutrición puede reducir la inmunidad, aumentar
la vulnerabilidad a las enfermedades, alterar el desarrollo
físico y mental, y reducir la productividad.

Aunque rara vez aparece citada como causa directa, la
malnutrición está presente en más de la mitad de las muer-
tes de niños. Muchas veces, la falta de acceso a alimentos
no es la única causa de malnutrición. También contribuyen
a ella los métodos defectuosos de alimentación o las infec-
ciones, o la combinación de ambos factores.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) en su “Serie
de Informes Técnicos N° 916”, “Dieta, Nutrición y Pre-
vención de enfermedades Crónicas”1 señala que las enfer-

medades crónicas que aquejan a los países desarrollados y
en desarrollo son una epidemia creciente, y principalmente
están relacionadas con los hábitos alimentarios y del modo
de vida.

Una alimentación y nutrición adecuada son la base de la
supervivencia, la salud y el crecimiento del ser humano y,
una correcta dieta, adecuada nutrición y actividad física
equilibrada resultan muy importantes para mantener la
buena salud a lo largo de toda la vida. La OMS y la Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la
Alimentación (FAO), recomiendan prestar una especial
atención en generar acciones que promuevan y difundan
una cultura alimentaria preventiva, sosteniendo que una
adecuada dieta y nutrición, así como un nivel suficiente de
actividad física componen un régimen alimentario equili-
brado y previenen enfermedades crónicas relacionadas.

Llevar una dieta sana a lo largo de la vida ayuda a prevenir
la malnutrición en todas sus formas, así como distintas en-
fermedades no transmisibles y diferentes afecciones. Sin
embargo, el aumento de la producción de alimentos proce-
sados, la rápida urbanización y el cambio en los estilos de
vida han dado lugar a un cambio en los hábitos alimenta-
rios. Ahora se consumen más alimentos hipercalóricos,
más grasas saturadas, más grasas de tipo trans, más azúca-
res libres y más sal o sodio; además, hay muchas personas
que no comen suficientes frutas, verduras y fibra dietética,
como por ejemplo cereales integrales.

La composición exacta de una alimentación saludable,
equilibrada y variada depende de las necesidades de cada
persona (por ejemplo, de su edad, sexo, hábitos de vida,
ejercicio físico), el contexto cultural, los alimentos dispo-
nibles localmente y los hábitos alimentarios. No obstante,
los principios básicos de la alimentación saludable son
siempre los mismos.

En este orden de ideas, la consecuencia directa de la falta
de atención a los temas de nutrición y dieta es una crecien-
te población obesa. La obesidad es el principal factor de
riesgo modificable para el desarrollo de enfermedades cró-
nicas no transmisibles, como la diabetes mellitus y las en-
fermedades cardiovasculares.

Algunas estimaciones de la OMS al respecto señalaban que
en 2014, más de 1900 millones de adultos padecen sobre-
peso y de ellos más de 600 millones eran obesos. En tér-
minos relativos, eso significa que el 39% de los adultos en
el mundo tienen sobrepeso y el 13% tienen obesidad.
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La mayoría de la población mundial vive en países donde
el sobrepeso y la obesidad cobran más vidas de personas
que la insuficiencia ponderal.2 Tan sólo en 2013, más de 42
millones de niños menores de cinco años tenían sobrepeso.

Si bien el sobrepeso y la obesidad tiempo atrás eran consi-
derados un problema propio de los países de ingresos altos,
actualmente ambos trastornos están aumentando en los paí-
ses de ingresos bajos y medianos, en particular en los en-
tornos urbanos. En los países en desarrollo con economías
emergentes el incremento porcentual del sobrepeso y la
obesidad en los niños ha sido un 30% superior al de los paí-
ses desarrollados.

En México, los avances médicos y tecnológicos aumenta-
ron la esperanza de vida cerca de 18 años entre 1960 y
2009, alcanzando así los 75 años de edad. No obstante ello,
nuestro país ocupa actualmente el segundo lugar en obesi-
dad de los países miembros de la Organización para la Co-
operación y el Desarrollo Económico (OCDE),3 el cuarto
en obesidad infantil y el décimo en diabetes mellitus, pro-
blemática que evidencia una inminente crisis de salud pú-
blica, con un estimado del 70% de adultos con sobrepeso u
obesidad4 y, que en los niños y las niñas, se observa en
cuando menos uno de cada tres menores, lo que representa
la alarmante cifra de más de 41 millones de menores obe-
sos, de acuerdo a lo que indican los miembros de la Comi-
sión de la OMS en su informe sobre obesidad infantil.

“La obesidad le costó a la economía mexicana unos
5,500 millones de dólares (mdd) estimados en 2008”, y
se considera que “si no se aborda el problema la cifra
podría alcanzar los 12,500 mdd para 2017”.5

Se calcula que la diabetes y enfermedades cardiacas, am-
bas relacionadas íntimamente con la obesidad, afectan hoy
en día a un alto número de la población mexicana de entre
20 y 79 o más años de edad, situación que aumenta día a
día sin distinción de estratos socioeconómicos.  

Así, el reto y responsabilidad de las autoridades en Méxi-
co, es garantizar el derecho a la protección de la salud y a
la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, por lo que
se requiere mejorar el acceso a la atención y tratamiento
médico, ampliando la gama de servicios incluyendo aqué-
llos que brindan tratamientos de dieta y nutrición, así como
un nivel suficiente de actividad física que en conjunto ge-
neren una cultura alimentaria preventiva y establezcan un
régimen alimenticio equilibrado .

Si bien los artículos 114 y 115 de la Ley General de Salud,
disponen que será la Secretaría del Ramo (Secretaría de Sa-
lud) la encargada de formular, desarrollar, promover e im-
pulsar programas de nutrición, de control y prevención del
sobrepeso, obesidad y otros trastornos de la conducta ali-
mentaria, estos esfuerzos no han sido suficientes, por lo
que resulta indispensable que el Estado mexicano desarro-
lle nuevas políticas públicas y regulatorias que coadyuven
a brindar una mejor solución.

La alimentación evoluciona con el tiempo y se ve influida
por muchos factores e interacciones complejas. Los ingre-
sos, los precios de los alimentos (que afectarán a la dispo-
nibilidad de alimentos saludables y a su asequibilidad), las
preferencias y creencias individuales, las tradiciones cultu-
rales, y los factores geográficos, ambientales y socioeco-
nómicos interactúan de manera compleja para configurar
los hábitos individuales de alimentación.

Por consiguiente, promover un entorno alimentario saluda-
ble, que incluya sistemas alimentarios que promuevan una
dieta diversificada, equilibrada y sana, requiere la partici-
pación de distintos actores y sectores, entre estos el sector
público y el sector privado.

Los poderes públicos desempeñan un papel fundamental
en la creación de un entorno alimentario saludable que per-
mita al individuo adoptar y mantener hábitos alimentarios
sanos.

Esto es así, ya que si bien la promoción de la salud es un
objetivo de las políticas públicas, lográndose incluso avan-
ces significativos en temas de naturaleza tributaria a través
de algunas reformas como el Impuesto Especial Sobre Pro-
ducción y Servicios (IEPS), respecto de alimentos de alto
contenido calórico o medidas a nivel escolar como la res-
tricción de venta de productos chatarra y campañas de fo-
mento a la alimentación saludable en las escuelas, se debe
hacer aún mayor énfasis en el consumo sano y la cultura de
una nutrición adecuada.

El problema de sobrepeso y obesidad se ha acentuado en
México, registrando un incremento significativo en los úl-
timos años. El efecto negativo que ejerce sobre la salud de
la población que la padece incluye aumentar el riesgo de
padecer enfermedades crónicas no transmisibles como dia-
betes mellitus tipo 2, hipertensión arterial, dislipidemias,
enfermedad coronaria, enfermedad vascular cerebral, oste-
oartritis, así como cánceres de mama, esófago, colon, en-
dometrio, riñón, entre otras.



Por su magnitud y ritmo de crecimiento, el sobrepeso, la
obesidad y las enfermedades crónicas no transmisibles y de
manera particular la diabetes, representan un grave proble-
ma sanitario con los efectos negativos significativos sobre
la salud de los mexicanos, y afectando de manera impor-
tante la productividad de las empresas, el desempeño esco-
lar y el desarrollo económico como país en su conjunto.

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional de
Salud (Ensanut)6 2012 –la más reciente disponible-, la
prevalencia de sobrepeso y obesidad de adultos en México
fue de 71.3%, lo que representa 48.6 millones de personas.
La prevalencia de obesidad en este grupo fue de 32.4% y la
de sobrepeso de 38.8%.

Para la población en edad escolar (5 a 11 años de edad), la
prevalencia nacional combinada de sobrepeso y obesidad
en 2012 fue de 34.4% (19.8 y 14.6%, respectivamente). Es-
ta prevalencia en niños en edad escolar representa alrede-
dor de 5.6 millones de niños. En 1999, 26.9% de los esco-
lares presentaron prevalencias combinadas de sobrepeso y
obesidad; sin embargo, para 2006 esta prevalencia aumen-
tó casi 8 puntos porcentuales al ubicarse en 34.8%.

Dimensionando el problema de obesidad infantil para Mé-
xico en el ámbito internacional, se puede señalar que Mé-
xico ocupa el octavo lugar de obesidad infantil en niños y
el cuarto en obesidad infantil de niñas, colocándose muy
por encima del promedio de los países miembros de la OC-
DE, al ser en promedio para este conjunto de países de
20.4% y 21.9%, respectivamente.

Estudios señalan que en los países miembros de la OCDE,
83 millones de personas padecieron de diabetes en 2010,
de los cuales 10.8 son mexicanos, es decir, un 13% del to-
tal, con lo cual México se coloca como el país de la OCDE
que muestra mayor prevalencia de diabetes en población
adulta.

Derivado de los problemas de sobrepeso y obesidad, Mé-
xico es el país de la OCDE con mayor número de defun-
ciones causadas por la diabetes mellitus, ya que por cada
100 mil habitantes se presentan 152 defunciones, mientras
que en promedio en los países de la OCDE se presentan 19
defunciones por cada 100 mil habitantes.

En el propio Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, se se-
ñala que dado su papel como causa de enfermedad, la obe-
sidad aumenta la demanda por servicios de salud y afecta
el desarrollo económico y social de la población, de tal for-

ma que de acuerdo con estimaciones de la Universidad Na-
cional Autónoma de México, el costo de la obesidad fue de
67 mil millones de pesos en 2008 y, en caso de no actuar,
el costo que implicará en el futuro será mayor a la inver-
sión requerida hoy para implementar políticas que hagan
frente a esta problemática.

De acuerdo con información de la Ensanut 2012, de no
aplicar intervenciones preventivas o de control costo-efec-
tivas sobre la obesidad y sus comorbilidades, los costos po-
drían ascender para 2017 a 101 mil millones de pesos.

Además de los costos que significan para el sector salud la
atención de las enfermedades atribuibles al sobrepeso y la
obesidad, debe considerarse que existen otros costos indi-
rectos asociados, entre los cuales se encuentran aquéllos
relacionados con la muerte prematura y la reducción en la
productividad laboral atribuibles al sobrepeso y la obesi-
dad, así como los problemas financieros que enfrentan las
familias al tener que asumir los elevados gastos de un tra-
tamiento contra estas enfermedades crónicas no transmisi-
bles, lo que impide que el Estado pueda garantizar el dere-
cho a la protección a la salud en cumplimiento a lo
dispuesto por el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Ahora bien, es oportuno mencionar que muchos países de
ingresos bajos y medianos actualmente están afrontando
una “doble carga” de morbilidad, pues mientras continúan
lidiando con los problemas de las enfermedades infeccio-
sas y la desnutrición, estos países están experimentando un
aumento brusco en los factores de riesgo de contraer enfer-
medades no transmisibles como la obesidad y el sobrepe-
so, en particular en los entornos urbanos. En México, no es
raro encontrar la desnutrición y la obesidad coexistiendo en
una misma comunidad y un mismo hogar.

En los países de ingresos bajos y medianos, los niños son
más propensos a recibir una nutrición prenatal, del lactan-
te y del niño pequeño insuficiente. Al mismo tiempo, están
expuestos a alimentos hipercalóricos ricos en grasa, azúcar
y sal y pobres en micronutrientes, que suelen ser poco cos-
tosos. Estos hábitos alimentarios, juntamente con una es-
casa actividad física, tienen como resultado un crecimien-
to brusco de la obesidad infantil, al tiempo que los
problemas de la desnutrición continúan sin resolver.

Así pues, el sobrepeso y la obesidad, así como sus enfer-
medades no transmisibles asociadas, son en gran parte pre-
venibles. Para apoyar a las personas en el proceso de reali-
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zar elecciones, de modo que la opción más sencilla sea la
más saludable en materia de alimentos y actividad física
periódica, y en consecuencia prevenir la obesidad, son fun-
damentales unas comunidades y unos entornos favorables.

Por consiguiente, es importante dar apoyo a las personas en
el cumplimiento de las recomendaciones mencionadas an-
teriormente, mediante un compromiso político sostenido y
la colaboración de las múltiples partes interesadas públicas
y privadas.

En ese sentido, debe recordarse que el Congreso de la
Unión ya inició las primeras acciones para abordar un pro-
blema de salud que es considerado por las autoridades del
sector Salud como una epidemia, dada su magnitud entre la
población.

En 2014 entró en vigor la reforma al Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios, mediante la cual se introdujo
un gravamen dirigido a las bebidas azucaradas y a los ali-
mentos con alta densidad calórica, con el cual se pretende
intervenir en los patrones de alimentación y actividad físi-
ca de la sociedad mexicana y disminuir para el sector salud
los efectos adversos que generan los costos de la atención
de las enfermedades atribuibles al sobrepeso y la obesidad.

No obstante, también hay que reconocer que dichas medi-
das no han rendido los resultados suficientes, por no ser las
más adecuadas y carecer de un enfoque realmente preven-
tivo ante el problema de la obesidad y el sobrepeso.

Por lo anterior, resulta de gran importancia contar con ma-
yor educación en materia de salud y promoción de un esti-
lo de vida saludable, regulación más estricta para la publi-
cidad de alimentos y la adopción de nuevas medidas
fiscales que reflejen la política de Estado requerida ante es-
ta problemática.  

Además, es necesario que exista una sensibilidad del legis-
lador ante la confusión a que puede verse sometida la po-
blación frente a la pluralidad de ofertas no profesionales de
todo tipo, mercadológicas, en libros y revistas, vía inter-
net/redes sociales, promoción de productos milagro, o bien
por consejos o recetas de personas o entidades que no es-
tán capacitadas profesionalmente y certificadas con estu-
dios universitarios y que ofrecen todo tipo de formas y re-
cursos para bajar de peso poniendo aún más en riesgo la
salud de un sin número de personas. 

Por eso, corresponde a los legisladores promover y apoyar
la consulta especializada en dieta y nutrición para la pobla-
ción que la requiere cada día más, es decir, que se trate de
verdaderos expertos con un título que los avale, quienes re-
alicen tales servicios y que promuevan inmediatamente el
entorno favorable para generar la cultura de la nutrición en-
tre la población.

México cuenta con una experiencia de alrededor de 50
años en que diversas universidades de gran prestigio tanto
públicas como privadas están ofreciendo la licenciatura en
nutrición, es decir que existen profesionales capaces de ge-
nerar una cultura en el tema alimentario y asesorar a la po-
blación, así como atender el problema nutricional.

El profesional en Nutrición es la persona capacitada para
evaluar el estado de nutrición de los individuos, las comu-
nidades y/o grupos de población, así como determinar el
plan de alimentación requerido de acuerdo a las condicio-
nes biológicas y socioculturales.

Es decir, un nutriólogo conoce los aspectos relevantes de
las funciones de los órganos y sistemas del cuerpo huma-
no, así como su interacción con el aporte y asimilación de
nutrimentos en las diversas etapas de la vida y su relación
con los procesos patológicos o disfunciones concomitan-
tes. Asimismo, reconoce los factores externos que influyen
en el proceso de Alimentación y Nutrición de las personas
y comunidades. También se considera importante su inter-
vención en la elaboración de planes y programas de salud
para grupos de población y para dar orientación alimenta-
ria en diferentes ámbitos y medios de comunicación.

En este tenor, resulta muy importante que la atención pro-
fesional que puedan prestar quienes obtengan la licenciatu-
ra en nutrición sea equiparada, para efectos de deducibili-
dad, a los gastos médicos y dentales, ya que es indiscutible
que la correcta nutrición es un elemento indispensable en
la ecuación para atender la salud.

En la actualidad las deducciones personales autorizadas en
la Ley del Impuesto Sobre la Renta están vinculadas a los
gastos de salud, vivienda, educación y pensión para el reti-
ro de los contribuyentes, derechos fundamentales todos
consagrados en nuestra Constitución. 

Es evidente entonces que los conceptos deducibles a los
que hace referencia el artículo 151 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, comprenden gastos inherentes y propios de
la persona humana.



Cabe destacar que las deducciones personales fortalecen el
patrimonio que los pagadores de impuestos destinan para
atender sus necesidades primarias.

Con base en lo expuesto y partiendo de una perspectiva de
salud nutricional, resulta conveniente y provechoso propo-
ner a esa soberanía que se incluya como deducción de las
personas físicas el pago de honorarios correspondientes a
la prevención, tratamiento y control de la desnutrición, el
sobrepeso, la obesidad y/o los trastornos de las conductas
alimentarias, brindados por profesionales de la nutrición
que así lo acrediten mediante título profesional a nivel li-
cenciatura que haya sido legalmente expedido por la auto-
ridad educativa competente, de conformidad con lo que
dispone el artículo 79 de la Ley General de Salud.7

Por lo tanto se propone una adición a la fracción I del ar-
tículo 151 de la Ley del impuesto sobre la Renta, para per-
mitir que las personas físicas puedan efectuar la deducción
de gastos por honorarios derivados de servicios de nutrio-
logía prestados por profesionales titulados.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, someto a
consideración de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción I del artículo
151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 151
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como
sigue:

Artículo 151. …

I. Los pagos por honorarios médicos, dentales y en ma-
teria de nutrición, así como los gastos hospitalarios re-
lacionados, efectuados por el contribuyente para sí, pa-
ra su cónyuge o para la persona con quien viva en
concubinato y para sus ascendientes o descendientes en
línea recta, siempre que dichas personas no perciban du-
rante el año de calendario ingresos en cantidad igual o
superior a la que resulte de calcular el salario mínimo
general del área geográfica del contribuyente elevado al
año, y se efectúen mediante cheque nominativo del con-
tribuyente, transferencias electrónicas de fondos, desde
cuentas abiertas a nombre del contribuyente en institu-
ciones que componen el sistema financiero y las entida-
des que para tal efecto autorice el Banco de México o
mediante tarjeta de crédito, de débito, o de servicios.

Los pagos por honorarios a que se refiere el párrafo
anterior, deberán ser efectuados a personas que
cuenten con el título profesional legalmente expedido
y registrado por las autoridades educativas compe-
tentes.  

…

…

…

Para efectos de la deducción a que se refiere el cuarto
párrafo de esta fracción, el comprobante fiscal digital
correspondiente deberá contener la especificación de
que los gastos amparados con el mismo están relaciona-
dos directamente con la atención de la incapacidad o
discapacidad de que se trate. Adicionalmente, el Servi-
cio de Administración Tributaria, mediante reglas de ca-
rácter general, podrá establecer otros requisitos que de-
berá contener el comprobante fiscal digital por Internet.

II. a VIII. …

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Dieta, nutrición y prevención de enfermedades crónicas. Informe de
un grupo de estudio de la OMS. Ginebra, Organización Mundial de la
Salud, 1990 (OMS, Serie de Informes Técnicos). Documento visible
en la siguiente liga: http://www.who.int/nutrition/publications/obe-
sity/WHO_TRS_916_spa.pdf?ua=1

2 Es un grado de desnutrición aguda o retraso del crecimiento o una
combinación de ambos, medida por el índice nutricional del peso para
la edad.
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3 http://www.oecd-ilibrary.org/social-issues-migration-health/obesity-
and-the-economics-of-prevention_9789264084865-en

4 Según datos del Instituto Nacional de Salud Pública (INSP) de Mé-
xico. Visible en http://www.forbes.com.mx/obesidad-un-problema-de-
5500-mdd-para-mexico/

5 Ídem

6 http://ensanut.insp.mx/informes/Ensanut2012ResultadosNaciona-
les2Ed.pdf

7 Artículo 79. Para el ejercicio de actividades profesionales en el cam-
po de la medicina, odontología, veterinaria, biología, bacteriología, en-
fermería, trabajo social, química, psicología, ingeniería sanitaria, nu-
trición, dietología, patología y sus ramas, y las demás que establezcan
otras disposiciones legales aplicables, se requiere que los Títulos pro-
fesionales o certificados de especialización hayan sido legalmente ex-
pedidos y registrados por las autoridades educativas competentes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de
2016.— Diputada Gina Andrea Cruz Blackledge (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 74-A de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, a cargo de la diputada Gina Andrea
Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la Cámara de Diputados de la LXIII Legislatura, en
ejercicio de la facultad constitucional que le otorgan los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 5, 6, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento para la Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión, someto a consideración de esta Soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 74-A de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

El sector agroalimentario contribuye de manera importan-
te al producto interno bruto (PIB) del país, su importancia

también se ve reflejada en el gran porcentaje de la población
que vive de este sector. Este sector es uno de los principales
generadores económicos, por lo que el gobierno debe mos-
trar su interés respecto del desarrollo y fortalecimiento apos-
tando siempre a su autonomía y autosuficiencia.

Dicho interés se puede ver reflejado con todas aquellas me-
didas fiscales que a lo largo de la historia se han establecido,
siempre buscando lograr una mejor tributación, más ágil y
sencilla además, de ciertas prerrogativas fiscales adicionales
como montos exentos de impuestos; sirva de ejemplo, el Ré-
gimen Simplificado –vigente hasta 2001–, basado en entra-
das y salidas, se permitían, que al reinvertir todos los recur-
sos generados en la actividad realizada, no existiera base
gravable, y por lo tanto, no se generaba pago de impuesto so-
bre la renta (ISR); posteriormente, en 2002 y hasta 2013, el
régimen simplificado se basó en el flujo de efectivo y ofre-
cía beneficios como el de llevar contabilidad simplificada,
aplicar una tasa reducida y en el caso de los contribuyentes
con ingresos que no rebasaran los diez millones de pesos, la
deducción de las inversiones como gasto.

Con las modificaciones a la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta (LISR) a partir de 2014, se eliminó el régimen simplifi-
cado y con la intención de mantener los beneficios para el
sector agropecuario, y evitar efectos negativos en el desa-
rrollo y fortalecimiento de las actividades primarias, se
creó el “Régimen de Actividades Agrícolas, Ganaderas,
Silvícolas y Pesqueras”, en el capítulo VIII del Título II,
siendo aplicable a personas físicas y morales que realizan
actividades relacionadas con el sector primario; y en el que
primordialmente se establece que:

a) Personas morales con ingresos que no excedan de 20
salarios mínimos generales de la zona económica de que
se trate1 elevados al año (SMGA) por socio, sin exceder
en su totalidad de 200 salarios mínimos generales co-
rrespondientes al Distrito Federal (SMGDF) y personas
físicas con ingresos que no excedan de 40 SMGA; la to-
talidad de sus ingresos son exentos y, en consecuencia,
no causan ISR por la obtención de los mismos. Lo ante-
rior se encuentra regulado en el décimo primer párrafo
del artículo 74 de la LISR.

b) Personas físicas con ingresos que excedan de 40
SMGA y personas morales cuyos ingresos excedan de
20 SMGA por socio, pero que en ambos casos sean in-
feriores a 423 SMGA, la reducción del impuesto será de
40 por ciento para personas físicas y de 30 por ciento
para personas morales sobre el excedente que resulte de



aplicar lo señalado en el inciso a). Lo anterior, de con-
formidad con el décimo segundo párrafo del artículo 74
de la LISR.

Asimismo, se establecieron facilidades administrativas pa-
ra el sector dentro de la denominada “Resolución de facili-
dades administrativas para los sectores de contribuyentes
que en la misma se señalan para 2014” publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación (DOF) el 30 de diciembre de
20132, la cual, en el año 2015 fue modificada para su apli-
cación, otorgando las siguientes facilidades para el sector
agropecuario:

- Para determinar el ISR se realizará conforme al flujo
de efectivo, debido a que si se hubiese tenido que reali-
zar sobre ingresos devengados, en algunos periodos po-
drían no haber contado con recursos para pagar los im-
puestos a su cargo. Y se simplificó la carga
administrativa, al no determinar el ajuste anual por in-
flación.

- Podrá realizar pagos provisionales semestrales, con
base al flujo de efectivo o por coeficiente de utilidad del
ejercicio inmediato anterior.

- Sus declaraciones del impuesto al valor agregado
(IVA), se presentarían mensualmente, y las solicitudes
de devolución serían en forma mensual en la medida en
que se realicen las retenciones.

- Podrán deducir las erogaciones por concepto de mano
de obra de trabajadores eventuales del campo, alimenta-
ción de ganado y gastos menores, mediante la aplica-
ción de un por ciento sobre el total de ingresos propios.

- Sobre las retenciones de ISR, se enteraron el 4 por
ciento de los pagos efectuados a trabajadores eventuales
del campo, y quedó vigente el “Decreto por el que se
otorgan beneficios fiscales a los patrones y trabajadores
eventuales del campo”, lo que les permitió considerar el
salario base de cotización que manifiestan al Instituto
Mexicano del Seguro Social para pagar las cuotas obre-
ro patronales en los términos del decreto.

- Se estableció la posibilidad de efectuar pagos con me-
dios distintos al cheque nominativo, tarjeta de crédito,
de débito, de servicios o monederos electrónicos para la
adquisición de gasolina, siempre y cuando no excedieran
15 por ciento del total de los pagos por este concepto.

- Se otorgó la posibilidad de no efectuar pagos con che-
que nominativo, tarjeta de crédito, de débito, de servi-
cios o monederos electrónicos, para los contribuyentes
dedicados exclusivamente a las actividades del sector
agropecuario, hasta por un monto de cinco mil pesos
mensuales a la misma persona.

- Se otorgó la posibilidad de solicitar la devolución del
IVA en un plazo máximo de veinte días hábiles en lugar
de 40 días hábiles.

Es decir, se otorgó un régimen especial para el sector pri-
mario por la importancia que reviste para el país, permi-
tiendo una serie de facilidades de las que no gozan otros
sectores.

El decreto de 2016, por el que se reformó, adicionó y de-
rogó diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, del Código Fiscal de la Federación y de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, pu-
blicado en el DOF el 18 de noviembre de 2015, incluyó al
capítulo VII del Título II de la LISR, el artículo 74-A, en el
que se establece una exención del ISR respecto de los in-
gresos que obtienen personas físicas con actividades agrí-
colas, ganaderas, silvícolas o pesqueras (AGAPES), cuan-
do dichos ingresos representen cuando menos 25 por ciento
de sus ingresos totales, siempre y cuando, no rebasen ocho
veces el salario mínimo general elevado al año.

La exposición de motivos en la que se sustentó la reforma3,
establece que fue con la finalidad de atender a los contri-
buyentes del sector primario de más bajos ingresos que se
ven en la necesidad de complementar sus ingresos con los
provenientes de otras actividades de las reguladas en la
LISR con otro tratamiento fiscal, como lo son salarios,
arrendamiento e intereses; y que por ello, no podían acce-
der a la exención establecida en el sexto párrafo del artícu-
lo 74 de la LISR, ya que no realizaban de manera exclusi-
va actividades primarias.

Es así como el legislador otorgó un beneficio fiscal al sec-
tor primario, considerando su importancia y la particular
problemática de quienes lo integran pero necesitan realizar
otras actividades para obtener un ingreso mejor que cubra
sus necesidades.

Por otro lado, el alto tribunal, sostiene el criterio en su te-
sis “Estímulos fiscales acreditables. Su otorgamiento
implica dar un trato diferenciado, por lo que el autor de
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la norma lo debe justificar, sin que sea necesario apor-
tar razones sobre los casos a los que no se otorga el be-
neficio respectivo”4, al disponer que bastará con que el le-
gislador justifique el porqué de otorgar el beneficio a cierto
sector, ya que el Estado puede incrementar el bienestar ma-
terial de los gobernados cuya capacidad contributiva es ba-
ja e impulsar determinado sector productivo, tal y como se
observa a continuación:

Estímulos fiscales acreditables. Su otorgamiento im-
plica dar un trato diferenciado, por lo que el autor de
la norma lo debe justificar, sin que sea necesario
aportar razones sobre los casos a los que no se otor-
ga el beneficio respectivo. Al establecer un trato dife-
renciado en materia de beneficios fiscales, como lo son
los estímulos acreditables que se otorgan con ese carác-
ter, el autor de la norma respectiva debe proporcionar
justificaciones, motivos o razones. En efecto, si nos en-
contramos ante créditos fiscales que conceden estímu-
los, que promocionan ciertas conductas, que no se otor-
gan por razones estructurales, sino que son el vehículo
para el otorgamiento de determinados beneficios, que
no resultan exigibles constitucionalmente, y que de al-
gún modo están en tensión con las implicaciones del
principio de generalidad tributaria, ello tiene implica-
ciones en lo que se refiere a las razones que debería
ofrecer el legislador al justificar el otorgamiento del es-
tímulo fiscal en comento. De esta forma, resulta radi-
calmente distinto acercarse al tema de la motivación le-
gislativa en los casos en los que el gobernado denuncia
que la legislación ordinaria establece un trato diferen-
ciado que tiene como efecto privarle de un derecho
constitucionalmente tutelado, restando a la esfera jurídi-
ca del quejoso, que en aquellos en los que el trato dife-
renciado se reduce a otorgar beneficios a terceros. Si,
como ha sostenido esta Sala, lo ordinario no es la exen-
ción o, para el caso, el otorgamiento del beneficio fiscal,
sino la causación y cálculo del gravamen en los térmi-
nos legales, la carga justificatoria -la carga argumental
al momento de legislar- no debe en estos casos pesar so-
bre las razones por las que no se establece el gravamen
-o bien, sobre las razones por las que no se otorga el es-
tímulo- pues tales extremos no son sólo “ordinarios” o
“esperados”, sino que son demandados por la propia
Constitución, al derivar del principio de generalidad en
la tributación. En tales circunstancias, bastará que el le-
gislador justifique por qué otorga el crédito para deter-
minados casos, sin que pueda obligársele a precisar las
razones por las que no lo hizo en los restantes, pues no
debe pasarse por alto que la persona o personas que no

cuentan con el estímulo otorgado por el legislador, no
están pagando una obligación fiscal excesiva o desajus-
tada en relación con la capacidad contributiva que legi-
tima la imposición del gravamen, y que sirve de medida
para su determinación en cantidad líquida. Así, se apre-
cia que la situación ordinaria a la luz de lo dispuesto por
la Constitución es no contar con la medida de minora-
ción promotora de ciertas conductas. Por ello, si algo
debe justificar el legislador cuando establece exencio-
nes, o cuando autoriza beneficios y estímulos acredita-
bles, son las razones por las que se siente autorizado a
introducirlos en la legislación fiscal, pues se erigen en
excepción al programa constitucional, al hacer que de-
terminadas manifestaciones de capacidad, idóneas para
contribuir al levantamiento de las cargas públicas, dejen
de hacerlo.

En el mismo tenor sirve de sustento la jurisprudencia de ru-
bro “Exenciones tributarias. Las razones para justifi-
carlas deben advertirse claramente de la ley o expre-
sarse en el proceso legislativo en que se sustentan”5, en
la que se advierte que se debe justificar por qué se otorga
la exención en el texto de la ley o en la exposición de mo-
tivos que la sustento, que a la letra dice:

Exenciones tributarias. Las razones para justificar-
las deben advertirse claramente de la ley o expresar-
se en el proceso legislativo en que se sustentan. Cuan-
do en una ley tributaria se establece una exención, ésta
debe justificarse como situación de excepción, ya sea
porque del propio contenido de la ley se advierta con
claridad, o porque en la exposición de motivos de la ini-
ciativa correspondiente, en los dictámenes de las Comi-
siones Legislativas o en las discusiones parlamentarias
de las Cámaras que sustentaron la norma que prevea la
exención, se expresen las razones que den esa justifica-
ción.

En ese sentido, el artículo 74-A de la LISR, establece una
exención del pago del impuesto sobre la renta hasta por un
monto equivalente a un salario mínimo general elevado al
año, a las personas físicas que obtengan ingresos por acti-
vidades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras (Aga-
pes), si se actualizan dos hipótesis:

1. Que dichos ingresos representen cuando menos el 25
por ciento de sus ingresos totales;

2. Que sus ingresos totales en el ejercicio no rebasen 8
veces el salario mínimo general elevado al año.



Si bien existe la exención, el criterio para ser sujeto de apli-
carla, parece ser inicuo, ya que el requisito establecido res-
pecto del monto de ingresos por la actividad de Agape, vin-
cula los ingresos de la actividad, con los ingresos obtenidos
por otras de las actividades que el contribuyente pueda re-
alizar al mencionar la “totalidad de sus ingresos”, y que de
acuerdo al tratamiento que la LISR establece para cada ac-
tividad, debieran ser regulados de manera diversa e inde-
pendiente conforme al régimen a que pertenecen.

Artículo 74-A. Las personas físicas que obtengan ingresos
por actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesque-
ras, y que dichos ingresos representen cuando menos el
25% de sus ingresos totales en el ejercicio, sin incluir los
ingresos por las enajenaciones de activos fijos o activos fi-
jos y terrenos, de su propiedad que hubiesen estado afectos
a las citadas actividades, y que además sus ingresos totales
en el ejercicio no rebasen 8 veces el salario mínimo gene-
ral elevado al año, no pagarán el impuesto sobre la renta
por los ingresos provenientes de las citadas actividades
hasta por un monto, en el ejercicio, de 1 salario mínimo ge-
neral elevado al año.

Retomando lo antes mencionado, este artículo surge de la
necesidad de atender a aquellos contribuyentes personas fí-
sicas que, además de realizar las actividades de AGAPE re-
alicen otras de las actividades reguladas en la LISR, con re-
gímenes fiscales distintos.

En este tenor, el artículo 74-A en análisis genera una dis-
torsión en la aplicación de los regímenes fiscales en cuan-
to a que, establece un beneficio fiscal para las personas fí-
sicas que realizan una actividad empresarial en el título en
el que se está dando tratamiento fiscal a personas morales,
no obstante que las personas físicas estén realizando una
actividad empresarial, es decir, que el numeral 74-A en el
cual se establece un beneficio para personas físicas con ac-
tividades empresariales de las correspondientes al sector
primario, se encuentre regulado en el Titulo II De las per-
sonas Morales, Capítulo VIII del régimen de actividades
agrícolas, ganaderas, silvícolas y pesqueras.

Lo anterior, toda vez que las actividades a que se refiere el
numeral antes citado, de conformidad con el artículo 1006

de la misma ley, corresponden al régimen fiscal aplicable a
las personas físicas que obtengan ingresos por la realiza-
ción de actividades empresariales, que en la ley se regula
en el Capítulo II de los ingresos por actividades empresa-
riales y profesionales, de la Sección I, de las Personas Físi-

cas con actividades empresariales y profesionales; asimis-
mo, ya que dispone que serán actividades empresariales,
las provenientes de la realización de actividades comercia-
les, industriales, agrícolas, ganaderas, de pesca o silvícolas.

Debemos recordar que la LISR, contiene un tratamiento
por sistema cedular mediante el cual distingue el origen de
los ingresos, señala obligaciones, prerrogativas y benefi-
cios fiscales que redundan en reglas específicas de trata-
miento en función de la naturaleza de la riqueza adquirida,
es decir, establece diferentes categorías de renta atendien-
do a las actividades o fuentes que los generan, por lo que
un mismo contribuyente puede causar el impuesto en una o
varias de las actividades reguladas, en el entendido que
existen diversas fuentes de riqueza –actividades–, a las que
les determina un tratamiento distinto y autónomos con res-
pecto a las otras, lo que se confirma con el criterio sosteni-
do en la Tesis 1a. XXXVI/2010, con número de registro
164931.

Renta. Constituye un tributo cedular o analítico ca-
racterizado por la existencia de una relación entre el
tratamiento fiscal y la fuente de ingreso, en la que me-
dularmente se señala que “A esta imposición sobre la
renta basada en modalidades en función de la fuente de
riqueza se le denomina impuesto cedular o analítico, y
se caracteriza por la existencia de una relación entre el
tratamiento fiscal y la fuente de renta (trabajo, capital o
combinación de ambos), existiendo tantas modalidades
y tratamientos fiscales respecto de una misma persona
como fuentes resulten…”

Por lo que cuando las personas físicas realizan actividades
empresariales agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras
de las señaladas por el numeral 74-A, realicen una activi-
dad diversa a esta, el tratamiento de sus ingresos debe con-
siderarse de manera autónoma e independiente y por lo tan-
to, también sus beneficios como el que dispone el artículo
en comento.

A fin de entender, se expone el siguiente ejemplo: un con-
tribuyente que obtiene en un ejercicio fiscal ingresos por
100 mil derivado de actividades Agapes, e ingresos de 25
mil pesos por otras actividades, va a poder hacer uso de es-
ta exención debido a que 80 por ciento de sus ingresos to-
tales son por esas actividades y 20 por ciento son por otras
actividades, pudiendo exentar el pago del ISR hasta por un
monto equivalente a 8 veces el salario mínimo general ele-
vado al año.
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Por otro lado, otro contribuyente que obtiene en el mismo
ejercicio fiscal ingresos por 25 mil pesos derivado de acti-
vidades Agapes e ingresos de 100 mil por otras actividades,
dicho contribuyente no va a poder beneficiarse de la exen-
ción aún y cuando el 20 por ciento de sus ingresos totales
deriva de actividades Agapes, esta restricción es inequitati-
va pues la exención debe de ser general.

Razón por la cual debe aplicarse a todos aquellos que se
ubiquen en el supuesto jurídico de la norma, que es el rea-
lizar actividades Agapes y no solamente para aquellos que
las realicen en un cierto porcentaje, máxime que en ambos
casos estamos frente a contribuyentes que tienen ingresos
bajos, dado que sus ingresos totales no rebasan ocho veces
el salario mínimo, y que dichas exenciones son para prote-
ger el derecho al mínimo vital, lo que se confirma de ma-
nera análoga con el criterio sostenido en la Tesis P.
XXXIII/2013 (10a.) de la Décima Época con número de
registro  2004080 de rubro “Renta. El artículo 109, frac-
ción III, de la Ley del Impuesto relativo, al establecer
una exención limitada a determinado monto por la ob-
tención de ingresos provenientes de jubilaciones, pen-
siones u otras formas de retiro, y gravar por el exce-
dente, no viola el principio de equidad tributaria
(legislación vigente hasta el 25 de mayo de 2012)”, en
que se menciona, que al establecer una exención en el pa-
go del tributo para todas las personas físicas que obtengan
ingresos por los citados conceptos hasta por el monto se-
ñalado, sin provocar distinción alguna entre contribuyen-
tes, de manera que unos pudieran gozar del beneficio y
otros no; no viola el principio de equidad tributaria conte-
nido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, por ser dicha exen-
ción generalizada.

Por todo lo anterior, solo se deben considerar los ingresos
obtenidos por la actividad empresarial que se regula en el
supuesto normativo, esto es AGAPES, para actualizar la hi-
pótesis y poder acceder al beneficio de exención que prevé
el artículo 74-A de la LISR, respetando origen de los in-
gresos y su tratamiento conforme a la Ley, ya que los re-
cursos generados en una actividad deben tratarse fiscal-
mente de manera autónoma e independiente, en coherencia
con el sistema de tratamiento cedular o analítico que la
misma ley prevé para cada actividad, no incidiendo los in-
gresos originados en una actividad en el tratamiento de otra
diversa; asimismo, respecto del beneficio contenido en el
dispositivo, este debe ser generalizado para los contribu-
yentes que se realicen la actividad a que corresponde el ré-
gimen fiscal, sin que exista distinción alguna entre contri-

buyentes que provoque que unos puedan acceder a él y
otros no, atendiendo al principio de equidad tributaria.

Por lo tanto, se propone reformar el artículo 74-A de la
LISR, para establecer que el monto de los ingresos que se
señalan para acceder a la exención, solo considere los ob-
tenidos por la actividad empresarial que se regula, esto es,
por Agapes, sin que se deban considerarse los ingresos ob-
tenidos por otras actividades como pueden ser los salarios
y arrendamientos, ya que esos tienen un tratamiento autó-
nomo y diverso, y por lo tanto, no deben incidir en que se
actualice la hipótesis señalada para acceder al beneficio
que prevé.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía, la aprobación del siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo 74-A de la Ley
del Impuesto sobre la Renta

Único. Se reforma el artículo 74-A de la Ley del Impuesto
sobre la Renta para quedar como sigue:

Artículo 74-A. Las personas físicas que obtengan ingresos
por actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesque-
ras, sin incluir los ingresos por las enajenaciones de activos
fijos o activos fijos y terrenos, de su propiedad que hubie-
sen estado afectos a las citadas actividades, y no rebasen 8
veces la unidad de medida y actualización elevada al año,
no pagarán el impuesto sobre la renta por los ingresos pro-
venientes de las citadas actividades hasta por un monto, en
el ejercicio, de 1 salario mínimo general elevado al año.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Actualmente de conformidad con el artículo Tercero Transitorio del
“Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de desindexación del salario mínimo” publicado en el
DOF el 27 de enero de 2016, todas las menciones al salario mínimo se
entienden como Unidades de Medida y Actualización (UMA). 

2 Visible en la siguiente liga: http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=5328426&fecha=30/12/2013



3 Visible en la siguiente liga http://gaceta.diputados.gob.mx/
PDF/63/2015/sep/20150908-C.pdf

4 Tesis 1a. CIX/2010, fuente Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta.

5 Tesis Jurisprudencial 2.a/J.70/2006, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta.

6 “Artículo 100. Están obligadas al pago del impuesto establecido en
esta sección, las personas físicas que perciban ingresos derivados de la
realización de actividades empresariales o de la prestación de servicios
profesionales.

Las personas físicas residentes en el extranjero que tengan uno o varios
establecimientos permanentes en el país, pagarán el impuesto sobre la
renta en los términos de esta Sección por los ingresos atribuibles a los
mismos, derivados de las actividades empresariales o de la prestación
de servicios profesionales.

Para los efectos de este Capítulo se consideran:

I. Ingresos por actividades empresariales, los provenientes de la reali-
zación de actividades comerciales, industriales, agrícolas, ganaderas,
de pesca o silvícolas.”

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de
2016.— Diputada Gina Andrea Cruz Blackledge (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 17-H del Código Fiscal
de la Federación, a cargo de la diputada Gina Andrea Cruz
Blackledge, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Gina Andrea Cruz Blackledge, Diputada Fede-
ral de la LXIII Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de las
facultades que le confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 6, numeral I, 76 numeral 1, 77, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite so-
meter a consideración de esta soberanía la iniciativa con
proyecto de decreto mediante el cual se reforma la fracción

X del artículo 17-H del Código Fiscal de la Federación, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Un certificado de sello digital, es un documento electróni-
co mediante el cual una autoridad de certificación garanti-
za la vinculación entre la identidad de un sujeto o entidad
y su clave pública.1 Los certificados de sello digital son
expedidos en nuestro país por el Servicio de Administra-
ción Tributaria (SAT) y para un propósito específico, fir-
mar digitalmente las facturas electrónicas. Por medio de
ellos, el contribuyente puede sellar electrónicamente la ca-
dena original de las facturas electrónicas que emita; así se
garantizará el origen de la misma, la unicidad y las demás
características que se heredan de los certificados de firma
electrónica avanzada (integridad, no repudio y autentici-
dad). El contribuyente podrá optar por utilizar un sello di-
gital para toda su operación (matriz y sucursales) o trami-
tar uno para cada una de las sucursales, establecimientos o
locales, donde emita facturas electrónicas.

Debemos recordar que la implementación del sello digital
referido, tiene su origen en la reforma al Código Fiscal de
la Federación (CFF) sobre “Medios Electrónicos e Inter-
net”,2 en la cual, derivado de la Iniciativa de Decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones fiscales,
denominada Nueva Hacienda Pública Distributiva que pre-
sentó el Ejecutivo Federal en abril de 2001, se adicionó el
Título I, con un Capítulo Segundo, denominado De los Me-
dios Electrónicos comprendiendo los artículos 17-C, 17-D,
17-E, 17-F, 17-G, 17-H, 17-I y 17-J.

Dicha reforma argumentaba que la incorporación al ámbi-
to fiscal de las nuevas tecnologías electrónicas para una
mejor administración tributaria, estaban siendo adoptadas
en todo el mundo, en la instrumentación de operaciones de
carácter empresarial y para la agilización de las comunica-
ciones, con ahorro considerable de recursos económicos,
materiales y de tiempo, por lo que era necesario aplicar los
medios electrónicos para la presentación de declaraciones,
avisos, informes, entre otros; evolución que era acorde con
las medidas que respecto de la utilización de documentos
digitales se habían instrumentado en diversas disposiciones
legales de nuestro sistema jurídico, como lo fueron las re-
formas que en materia de medios electrónicos se realizaron
en el año 2000 a diversos ordenamientos.

Asimismo, se señalaba que era necesario establecer meca-
nismos que permitieran a los contribuyentes tener seguri-
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dad jurídica en el empleo de estos medios electrónicos en
la presentación de declaraciones, pagos, avisos, expedición
de comprobantes fiscales, entre otros, por lo que se consi-
deró adicionar un Capítulo específico de medios electróni-
cos en donde se regulaba lo relativo a la utilización de do-
cumentos digitales para efectos fiscales; al uso de la firma
electrónica avanzada en sustitución de la firma autógrafa y
sus efectos jurídicos.

Posteriormente, en 2009 y con el objeto de establecer me-
didas de simplificación administrativa que apoyaran la re-
caudación, se estableció un sistema de comprobación fiscal
a través de herramientas tecnológicas como el internet. Di-
cho sistema (el cual entro en vigor a partir del 1 de enero
de 2011), operaría mediante la utilización simultánea de
nuevos comprobantes fiscales digitales a través de internet,
así como de dispositivos de seguridad para los comproban-
tes en papel; lo que traería como consecuencia el control de
las operaciones efectuadas por los contribuyentes redu-
ciendo para estos últimos, los costos de facturación en pa-
pel, así como el beneficio del resguardo de la información
y documentación en caso contingencia.3

Fue hasta la reforma fiscal de 2014,4 que el uso de los com-
probantes fiscales digitales por Internet se extendió a todas
las operaciones realizadas por los contribuyentes, y su uti-
lización se empleó también para las retenciones de contri-
buciones efectuadas, con el propósito de contar con toda la
información a través de estos medios y estar en posibilidad
de eliminar en breve tiempo la obligación de presentar de-
claraciones informativas de retenciones y expedir constan-
cias; por lo que, el único medio de comprobación fiscal que
considera la legislación tributaria mexicana es el Compro-
bante Fiscal Digital por Internet (CFDI), para cuya expedi-
ción se utiliza la firma electrónica o los certificados de se-
llos digitales que se hayan tramitado para tal efecto ante el
SAT.  

Debemos recordar que estos sellos digitales, permiten acre-
ditar la autoría de los CFDI´s que expiden las personas físi-
cas y morales y que los mismos se encuentran sujetos a la re-
gulación aplicable al uso de la firma electrónica avanzada.

Es de destacarse, que en virtud de ser un requisito indis-
pensable para los pagadores de impuestos el contar con la
firma electrónica o un sello digital vigente a efecto de estar
en posibilidad de emitir los CFDI´s correspondientes a sus
actividades, y con el propósito de establecer medidas efica-
ces contra los contribuyentes defraudadores, se consideró

necesario (debido a su importancia) controlar su uso o res-
tringirlo para aquellos contribuyentes cuyas conductas sean
contrarias a los objetivos de la administración tributaria.

De lo anterior, mediante dicha reforma, se adicionó una
fracción X al artículo 17-H del CFF, a través de la cual se
regularon los casos en las que las autoridades fiscales pue-
den dejar sin efectos un certificado de sello digital. Este
precepto legal, en la parte que interesa expresa:

“Artículo 17-H. Los certificados que emita el Servicio
de Administración Tributaria quedarán sin efectos cuan-
do: 

…

X. Las autoridades fiscales:

a) Detecten que los contribuyentes, en un mismo ejerci-
cio fiscal y estando obligados a ello, omitan la presenta-
ción de tres o más declaraciones periódicas consecuti-
vas o seis no consecutivas, previo requerimiento de la
autoridad para su cumplimiento.

b) Durante el procedimiento administrativo de ejecu-
ción no localicen al contribuyente o éste desaparezca.

c) En el ejercicio de sus facultades de comprobación,
detecten que el contribuyente no puede ser localizado;
éste desaparezca durante el procedimiento, o bien se
tenga conocimiento de que los comprobantes fiscales
emitidos se utilizaron para amparar operaciones inexis-
tentes, simuladas o ilícitas.

d) Aun sin ejercer sus facultades de comprobación, de-
tecten la existencia de una o más infracciones previstas
en los artículos 79, 81 y 83 de este ordenamiento, y la
conducta sea realizada por el contribuyente titular del
certificado.

…

Los contribuyentes a quienes se les haya dejado sin efectos
el certificado de sello digital podrán llevar a cabo el proce-
dimiento que, mediante reglas de carácter general, deter-
mine el Servicio de Administración Tributaria para subsa-
nar las irregularidades detectadas, en el cual podrán aportar
las pruebas que a su derecho convenga, a fin de obtener un
nuevo certificado. La autoridad fiscal deberá emitir la re-



solución sobre dicho procedimiento en un plazo máximo
de tres días, contado a partir del día siguiente a aquel en
que se reciba la solicitud correspondiente.”

De la citada fracción X, se observa que será sujeto a la can-
celación de certificado de sello digital quien en un mismo
ejercicio fiscal (estando obligado a ello) omita la presenta-
ción de tres o más declaraciones periódicas consecutivas o
seis no consecutivas; desaparezca o no esté localizado du-
rante el procedimiento administrativo de ejecución o en el
ejercicio de facultades de comprobación; la utilización de
CFDI´s comprobantes fiscales digitales para amparar pro-
bables operaciones inexistentes, simuladas o ilícitas; o
bien, la detección de una o más infracciones previstas en
los artículos 79, 81 y 83 del CFF; darán lugar a la cance-
lación del certificado de sello digital otorgado al contri-
buyente infractor.

Resulta importante resaltar que en el primer supuesto, con-
tenido en el inciso a) de la fracción X del artículo en co-
mento, relativo a contribuyentes que en un mismo ejercicio
fiscal y estando obligados a ello, omitan la presentación de
tres o más declaraciones periódicas consecutivas o seis no
consecutivas, el legislador federal consideró necesario es-
tablecer que previo a la cancelación mediara un requeri-
miento de la autoridad en el que se exigiera la presen-
tación de dichas declaraciones.5 Por lo que en este
supuesto, no será suficiente que la autoridad detecte la
omisión en la presentación de tres o más declaraciones pe-
riódicas consecutivas o seis no consecutivas, sino que ade-
más, es menester que dicha presentación haya sido re-
querida por la autoridad fiscal. 

Sin embargo, de conformidad con la redacción actual de
los incisos b), c) y d) de la citada fracción X, bastará que la
autoridad fiscal considere para proceder a la cancelación
del certificado de sello digital,6 que: 

(i) En el ejercicio de sus facultades de comprobación, la
autoridad no localice al contribuyente o éste desaparez-
ca, o bien se tenga conocimiento de que los comproban-
tes fiscales emitidos se utilizaron para amparar opera-
ciones inexistentes, simuladas o ilícitas;7

(ii) Se tenga conocimiento entre otros, de la probable
existencia de cualquiera de los siguientes delitos: encu-
bra delitos fiscales, de contrabando y de defraudación
fiscal;

(iii) Los contribuyentes que en un mismo ejercicio fis-
cal, omitan la presentación de tres o más declaraciones
periódicas consecutivas o seis no consecutivas;  

(iv) Durante el procedimiento administrativo de ejecu-
ción no se localice al contribuyente o éste desaparezca. 

La interpretación de lo anterior por parte del SAT genera
gran incertidumbre jurídica, toda vez que el principio de
seguridad jurídica,8 base sobre la cual descansa el sistema
jurídico mexicano, tutela que el gobernado jamás se en-
cuentre en una situación de incertidumbre jurídica y,
por tanto, en estado de indefensión. 

Las manifestaciones concretas de este principio, pueden re-
sumirse en: 

a) La certeza en el derecho, que se traduce en estabili-
dad y suficiente desarrollo del ordenamiento normativo,
y la certidumbre sobre los remedios jurídicos a disposi-
ción del contribuyente y;

b) La interdicción de la arbitrariedad o prohibición del
exceso, que en esencia, pero no exclusivamente, puede
traducirse en proporcionalidad y jerarquía normativa.

Es así que atendiendo al principio de seguridad jurídica, en
el caso de la cancelación del certificado del sello digital, es
preciso que el contribuyente sepa “a qué atenerse” res-
pecto de la regulación aplicable y la actuación de la auto-
ridad, es decir, cuáles son las conductas u omisiones que de
actualizarse pudieren dar lugar a dicha cancelación. 

Según cifras del Sistema de Control y Seguimiento de Ser-
vicios, sobre quejas por autoridad fiscal ante la Procuradu-
ría de la Defensa del Contribuyente (PRODECON), a par-
tir de la entrada en vigor de la reforma de 2014, las quejas
y reclamaciones recibidas aumentaron 132%, y en gran
medida (71.75% del total de quejas por autoridad fiscal)
son hacia el SAT.9 En particular, sobre el tema de cancela-
ción del sello digital, el Ombudsman Fiscal ha gestionado
diversos casos, con la salvedad de conocer por parte de la
autoridad fiscal (SAT) la razón por la cual la autoridad fis-
cal canceló su certificado de sello digital, logrando un gran
acervo de contradicciones por parte del SAT, o muchas de
las veces gestionando exitosamente a favor del contribu-
yente,10 toda vez que existe una interpretación errónea del
Código Fiscal de la Federación, en particular del artículo
17-H.
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En ese sentido, resulta preciso que el contribuyente co-
nozca cuáles son los elementos que la autoridad fiscal,
en este caso el SAT, toma en consideración para arribar
a la conclusión de que se ha ubicado en alguno de los su-
puestos de los incisos b), c) y d) de la fracción X del ar-
tículo 17-H del citado Código.

Asimismo, y toda vez que no es suficiente que la autoridad
señale que el contribuyente se ha ubicado en el supuesto de
“no localizado” o “desaparecido”; que tuvo conocimiento
que los comprobantes que emitió el pagador de impuestos
se utilizaron para amparar operaciones inexistentes, simu-
ladas o ilícitas; o bien, que detectó la existencia de una o
más infracciones previstas en los artículos 79, 81 y 83 del
CFF, sino que es menester que la actualización de estos
supuestos se encuentre debidamente acreditada. 

Respecto a lo que debe entenderse por “no localizado” o
“desaparecido”, cabe advertir que estos términos son am-
pliamente utilizados en el CFF, sin embargo, en este orde-
namiento se omite señalar los elementos que en su caso de-
ben considerarse para llegar a la conclusión de que el
contribuyente se ha ubicado en uno u otro supuesto. Co-
rrobora esta manifestación el hecho de que sólo mediante
su página de Internet la autoridad indique los motivos por
los cuales puede tener a un contribuyente como “no locali-
zado”.11

Es así que se considera oportuno que tales elementos se en-
cuentren contenidos en un ordenamiento de carácter legal,
a efecto de evitar el exceso en la actuación de la autori-
dad y generar certidumbre jurídica al contribuyente.

Por lo que hace al supuesto de la utilización de CFDI´s pa-
ra amparar operaciones inexistentes, simuladas o ilíci-
tas, el CFF, en su artículo 69-B, establece un procedimien-
to específico para el caso que la autoridad fiscal presuma la
inexistencia de operaciones amparadas con comprobantes
fiscales, por lo que si en el caso concreto, la utilización de
los CFDI´s con estos fines, es el motivo de la cancelación
del certificado del sello digital, dicha cancelación deberá
estar siempre sustentada en la resolución que se emita en
términos de lo dispuesto por el artículo 69-B del CFF.

Iguales argumentos se merece el supuesto de cancelación
consistente en la comisión de una o más infracciones con-
tenidas en los artículos 79, 81 y 83 del CFF, ya que resulta
indispensable que la conducta infractora, motivo de la can-
celación, se encuentre debidamente determinada por la
autoridad fiscal, lo que garantizará que la correspondien-

te medida no parta de una mera detección, mucho menos
de una discrecionalidad de infracciones. 

En relación con este tema, debe advertirse que desde una
perspectiva económica, el certificado de sello digital, es el
elemento indispensable para la expedición de CFDI´s;
por tanto, se encuentra estrechamente vinculado al cur-
so normal de las operaciones de los contribuyentes, por
lo que su cancelación genera pérdidas económicas im-
portantes, de ahí que sea indispensable que previamente a
dejarlo sin efectos, la autoridad fiscal tenga los elementos
y la certeza de que la conducta del pagador de impuestos es
efectivamente contraria a los objetivos de la administra-
ción tributaria.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, basadas
en la acotación del actuar de la autoridad fiscal, para que se
establezcan de forma clara y precisa las hipótesis que sus-
tentan la cancelación de los sellos digitales, propongo esta-
blecer en la fracción X del artículo 17-H del CFF, lo que se
entenderá como “no localizado” o “desaparecido” para
efectos de esta fracción; que tratándose de la presunción de
operaciones inexistentes, simuladas o ilícitas, previamente
a la cancelación del certificado de sello digital, la autoridad
fiscal deberá agotar el  procedimiento que establece el ar-
tículo 69-B del CFF y finalmente; que  cuando el motivo
de la cancelación sea la comisión de una o más infraccio-
nes previstas en los artículos 79, 81 y 83 del citado orde-
namiento legal, éstas se encuentren determinadas median-
te resolución que haya quedado firme; por lo que someto a
consideración de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión la siguiente iniciativa de

Decreto por el que se reforma la fracción X del artículo
17-H del Código Fiscal de la Federación

Artículo Primero. Se reforman los incisos c) y d); y se
adicionan un segundo y tercer párrafos; a la fracción X del
artículo 17-H del Código Fiscal de la Federación, para que-
dar como sigue:

Artículo 17-H. Los certificados que emita el Servicio de
Administración Tributaria quedarán sin efectos cuando:

I. a IX. …

X. Las autoridades fiscales:

a) y b) …



c) En el ejercicio de sus facultades de comproba-
ción, detecten que el contribuyente no puede ser lo-
calizado; éste desaparezca durante el procedimiento,
o bien se tenga conocimiento de que los comproban-
tes fiscales emitidos se utilizaron para amparar ope-
raciones inexistentes, simuladas o ilícitas, una vez
agotados los procedimientos que establece el ar-
tículo 69-B de este Código.

d) Tengan conocimiento de la comisión de una o
más infracciones previstas en los artículos 79, 81 y
83 de este ordenamiento, siempre que éstas se en-
cuentren determinadas mediante resolución fir-
me y la conducta sea atribuida al contribuyente
titular del certificado.

Para los efectos de esta fracción, se entiende que el con-
tribuyente no se encuentra localizado, o bien, ha des-
aparecido, cuando la autoridad acuda en tres ocasiones
consecutivas a su domicilio fiscal:

I. En un periodo de quince días, si se trata del proce-
dimiento administrativo de ejecución;

II. En un periodo de doce meses, tratándose del ejer-
cicio de facultades de comprobación; y 

III. No pueda practicar la diligencia en términos de
éste Código. 

En todo caso, la cancelación del certificado del sello
digital del contribuyente considerado como no loca-
lizado o desaparecido, deberá sustentarse en las ac-
tas circunstanciadas, precisando las razones por las
cuales la autoridad no llevó a cabo la correspondien-
te diligencia.

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Artículo 17-G del Código Fiscal de la Federación.

2 Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cá-
mara de Diputados, con Proyecto de Decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Fiscal dela Fe-
deración. Diario de los Debates de la Cámara de Diputados. Año III,
Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002, reforma publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el lunes 5 de enero de 2004.

3 Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cá-
mara de Diputados, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones fiscales (miscelánea fiscal), publicado
en la Gaceta Parlamentaria el 20 de octubre de 2009, números 2870-B-
I y 2870-B-II. Dicha reforma se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración, el lunes 7 de diciembre de 2009.

4 Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones del Código Fiscal de la Federación, publicado en la Ga-
ceta Parlamentaria el 15 de Octubre de 2013, número 3885-III. Dicha
reforma se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el lunes 9 de
diciembre de2013.

5 Ídem.

6 http://www.sat.gob.mx/informacion_fiscal/preguntas_frecuentes/Pa-
ginas/certificadosello_digital_indice.aspx. Certificado de Sello Digital
(SAT). Preguntas Frecuentes sobre Información Fiscal.

7 Cabe resaltar que para efectos de lo establecido en el artículo 17-H,
fracción X, inciso c) del CFF, en términos de lo señalado por el artícu-
lo 9 del Reglamento del CFF, se entenderá que la autoridad fiscal ac-
túa en el ejercicio de sus facultades de comprobación desde el mo-
mento en que realiza la primera gestión para la notificación del
documento que ordena su práctica.

8 Jurisprudencia 1a./J.72/2009, con número de registro 16 5568, pro-
nunciada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, correspondiente a la Novena Época, visible en el Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010,
página 81.

9 http://www.prodecon.gob.mx/index.php/home/hb/estadisticas/esta-
disticas-de-quejas-y-reclamaciones/quejas-por-autoridad-fiscal 

10 Boletín de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, núme-
ro 3, marzo 2015; “Subprocuraduría de Protección de los Derechos de
los Contribuyentes (Quejas y Reclamaciones)”. https://www.gob.mx/
cms/uploads/attachment/file/65876/PRODECONTIGO_MARZO.pdf 
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11 Ver “Lista de Contribuyentes Incumplidos”, a quienes se les inclu-
ye en la lista, disponible en: http://www.sat.gob.mx/informacion_fis-
cal/Paginas/lista_contribuyentes_incumplidos.aspx

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de
2016.— Diputada Gina Andrea Cruz Blackledge (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA Y LEY DEL SISTEMA NACIO-
NAL DE INFORMACIÓN ESTADÍSTICA Y GEOGRÁ-
FICA

«Iniciativa que reforma los artículos 17 y 40 de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y adi-
ciona el 59 de la Ley del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica, a cargo de la diputada Gina An-
drea Cruz Blackledge, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Gina Andrea Cruz Blackledge, diputada fede-
ral de la LXIII Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de las
facultades que le confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 6, numeral I, 76, numeral 1, 77, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite so-
meter a consideración de esta soberanía la iniciativa con
proyecto de decreto mediante el cual reforma los artículos
17 y 40 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria y se adiciona la fracción IV al artículo 59
de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística
y Geográfica al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La existencia y el sostenimiento del Estado, así como el ejer-
cicio de su soberanía, exige la captación de medios econó-
micos indispensables para cubrir las erogaciones que impli-
can. Para desarrollar sus funciones, el Estado debe obtener
servicios y materiales que adquiere del sector privado pa-
gando por ellos, por lo que tiene que obtener previamente los
fondos necesarios para hacer esas erogaciones.

El gobierno federal utiliza dos tipos de financiamiento pa-
ra cubrir los gastos públicos: ingresos presupuestarios y

deuda pública. Los ingresos presupuestarios se refieren a
los ingresos distintos del financiamiento que se establecen
en la Ley de Ingresos de la Federación (LIF) para sufragar
los gastos públicos: impuestos, aportaciones a la seguridad
social, contribución de mejoras, derechos, productos y
aprovechamientos, incluyendo los ingresos propios del
IMSS, ISSSTE, Pemex y la Comisión Federal de Electrici-
dad (CFE). 

Por su parte, la Ley General de Deuda Pública (LGDP) de-
fine en su artículo 1°, que la Deuda Pública son las obliga-
ciones de pasivos, directas o contingentes derivadas de fi-
nanciamientos a cargo del Ejecutivo Federal, sus
dependencias, el Gobierno del Distrito Federal, los orga-
nismos descentralizados, las empresas de participación ma-
yoritaria, las instituciones que presten el servicio de banca
y crédito, las instituciones auxiliares nacionales de crédito,
las instituciones de seguros y fianzas, y los fideicomisos en
los que el fideicomitente sea el Gobierno Federal.

La deuda pública está relacionada con las necesidades de
financiamiento del sector público, el déficit presupuestario
y las amortizaciones de la deuda pública. Asimismo, exis-
ten otras obligaciones no constitutivas de deuda pública,
agrupadas en los requerimientos financieros no presupues-
tarios, las cuales son un área de oportunidad para mejorar
la transparencia y la rendición de cuentas en materia de
deuda pública y otros pasivos del Sector Público Federal
(SPF).

Asimismo, existen otras obligaciones no constitutivas de
deuda pública, agrupadas en los requerimientos financieros
no presupuestarios, las cuales son un área de oportunidad
para mejorar la transparencia y la rendición de cuentas en
materia de deuda pública y otros pasivos del SPF.

Respecto a este tema, en 2010,1 el saldo de la deuda bruta
del SPF ascendió a 4 billones 445 mil 454.8 millones de
pesos, equivalente al 32.2% del PIB, representando un in-
cremento del 7.2% real respecto del año 2009. Para 2015,2

este Saldo registró 8 billones 430 mil 561.7 millones de pe-
sos, cifra mayor en 16.7% en términos reales, y represen-
tando el 44.7% del PIB. A junio de 2016 este saldo llegó a
9 billones 31 mil 742.1 millones de pesos, lo que represen-
ta el 47.8% del PIB, es decir 7.1% más respecto a lo re-
portado al cierre de 2015.

Ahora bien, los Requerimientos Financieros del Sector Pú-
blico (RFSP) se definen como las necesidades de financia-
miento del Gobierno Federal y las entidades del Sector Pú-



blico Federal, que cubren las diferencias entre los ingresos
y los gastos distintos de la adquisición neta de pasivos y ac-
tivos financieros, incluyendo las actividades del sector pri-
vado y social cuando actúan por cuenta del Gobierno Fe-
deral o las entidades en línea con las adecuaciones a la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria
(LFPRH) y con las guías internacionales.

Por su parte, el Saldo Histórico de los Requerimientos Fi-
nancieros del Sector Público (SHRFSP), representa el acer-
vo neto de las obligaciones contraídas para alcanzar los ob-
jetivos de las políticas públicas, tanto de las entidades
adscritas al sector público como de las entidades privadas
que actúan por cuenta del Gobierno Federal, es decir, pasi-
vos menos activos financieros disponibles, por concesión
de préstamos y por fondos para la amortización de la deu-
da, como reflejo de la trayectoria anual observada a lo lar-
go del tiempo de los RFSP. El SHRFSP agrupa a la deuda
neta del sector público presupuestario y las obligaciones
netas del IPAB, del Fonadin, los asociados a Pidiregas y a
los Programas de Apoyo a Deudores, así como la ganancia
o pérdida esperada de la banca de desarrollo y fondos de
fomento. 

La variación de los SHRFSP en un periodo determinado
debe ser consistente con el nivel de los RFSP y los regis-
tros contables que no obedecen a transacciones, pero mo-
difican el valor de las obligaciones en moneda nacional,
como la revaluación por la variación en los tipos de cam-
bio de las divisas en que se contrataron los pasivos, las di-
ferencias entre el valor de colocación y valor nominal de
las obligaciones financieras y la diferencia entre el valor
nominal y el precio de compra de pasivos cancelados.

El SHRFSP3 en 2010 fue de 4 billones 813 mil 210.5 mi-
llones de pesos, lo que representaba el 34.4% del PIB, lo
que fue un incremento del 9.8% real respecto del año 2009.
Al cierre de 2013, este Saldo registró 5 billones 890 mil
846.1 millones de pesos, equivalente al 38.6% del PIB, con
un incremento del 10.4% en términos reales respecto de
2012. Para el segundo trimestre de 2016 este saldo se ubi-
ca en 46.9% del PIB, esto es 8 billones 850 mil 90.9 mi-
llones de pesos. En lo que va de la administración actual,
la deuda ha crecido 36%.

Respecto a este crecimiento desmedido de la deuda públi-
ca, las calificadoras internacionales Moodýs4 y Standard
& Poor’s5 pusieron la lupa sobre la evolución de las obli-
gaciones de pago de México y decidieron cambiar la pers-
pectiva a negativa en el preciado grado de inversión que se

ganó el país desde que se fortalecieron sus fundamentos
macroeconómicos en los sexenios panistas. Sin embargo, a
dos años de la aprobación de las llamadas “reformas es-
tructurales”, la calificación alta y de estabilidad de las tres
principales calificadoras, está en riesgo de caer de catego-
ría con el cambio de perspectiva de la evaluación estable a
negativa.

Aunado a lo anterior, la Auditoría Superior de la Federa-
ción (ASF), en los Informes del Resultado de la Fiscaliza-
ción Superior de la Cuenta Pública tanto de 2013 y 2014,
hace hincapié sobre el Financiamiento del Sector Público
Federal y su Dinámica al inicio de esta administración,
destacando principalmente lo siguiente:

1. En lo que respecta al Informe del Resultado de la Fis-
calización Superior de la Cuenta Pública 2013, la ASF
en su Auditoría Financiera y de Cumplimiento: 13-0-
06100-02-0473 Financiamiento del Sector Público (GB-
049):

a. Política de Crédito Público establecida en el Plan
Anual de Financiamiento 2013. El Plan Anual de Finan-
ciamiento 2013 (PAF 2013) estimó que las necesidades
brutas de financiamiento del Gobierno Federal alcanza-
rían 1 billón 283.9 mil millones de pesos al cierre del
año, monto equivalente a 7.7% del PIB para cubrir las
amortizaciones de capital de la deuda existente y el en-
deudamiento neto interno aprobado de 415 mil 882.3
millones de pesos en la Ley de Ingresos de la Federa-
ción de 2013. 

Este último ordenamiento se reformó en noviembre de
2013, al aprobarse una ampliación del techo de endeuda-
miento neto interno de 70 mil millones de pesos, lo que se
justificó por una caída esperada de los ingresos y un creci-
miento de la economía por debajo de su potencial. Al res-
pecto, se observa que no se modificó el monto de 415 mil
882.3 millones de pesos por endeudamiento neto interno
del Gobierno Federal, contenido en el artículo 1o. apartado
C “Ingresos derivados de financiamientos”. La estrategia
general de la política de crédito público establecida en el
PAF 2013, se planteó atender las necesidades de financia-
miento del Gobierno Federal mediante un balance entre
deuda interna y externa, a fin de obtener bajos costos, ries-
go prudente, diversificación de acceso al crédito y fortale-
cimiento del mercado de deuda local.

En conclusión, en 2013 los resultados del endeudamiento
neto se mantuvieron en línea con lo aprobado por el Con-
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greso de la Unión en materia de endeudamiento. Sin em-
bargo, se advierte que el PAF 2013 no presenta indicadores
para medir el grado de cumplimiento del programa de co-
locaciones de valores gubernamentales y la contratación de
empréstitos en el exterior, entre otros. Asimismo, se detec-
tó que el PAF 2013 sólo establece la estrategia general de
endeudamiento del Gobierno Federal y no propone líneas
de acción para las demás entidades generadoras de obliga-
ciones públicas, como Pemex y la CFE, y en relación con
las obligaciones no presupuestarias contenidas en los Re-
querimientos Financieros del Sector Público (RFSP).

b. Deuda Pública Directa, Contingente y Otros Pasivos.
Con objeto de evaluar la sostenibilidad de la deuda pública
la ASF solicitó a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico (SHCP), que especificara, con base en los indicado-
res que estima y a las mejores prácticas internacionales,
cuál era el estado de dicha sostenibilidad.

La SHCP, mencionó que en el PAF de 2013 y 2014 se pre-
sentó un análisis estocástico de la sostenibilidad del Go-
bierno Federal y del Sector Público cuyos resultados mues-
tran que incluso en escenarios con baja probabilidad de
ocurrencia, la deuda del GF y del Sector Público se man-
tendría en niveles moderados. Sin embargo, el análisis ado-
leció de un umbral de evaluación de sostenibilidad deter-
minado endógenamente, lo que le restó efectividad para el
establecimiento de medidas de corrección cuantitativas que
garanticen la sostenibilidad de la deuda pública.

Asimismo, la SHCP estimó que la regla de balance estruc-
tural implícita en la LFPRH tendrá efectos positivos en la
trayectoria de la deuda, y mencionó que a partir de este
análisis, la deuda del GF y la del sector público son soste-
nibles en el mediano plazo, toda vez que no se observaron
trayectorias explosivas o con altos niveles de deuda.

Al respecto, la SHCP informó que de acuerdo con las re-
comendaciones hechas por el Fondo Monetario Internacio-
nal (FMI), los métodos de simulación estocástica deberían
promoverse en los análisis de sostenibilidad de la deuda
pública. En este sentido, el análisis de sostenibilidad que se
presenta en el PAF 2013 está en línea con las mejores prác-
ticas. Bajo esta estrategia es posible analizar el nivel y tra-
yectoria que podría observar la deuda pública como pro-
porción del PIB en el mediano plazo, respetando la
estructura económica que se ha observado en la historia. 

Adicionalmente, menciona que se evalúa de forma recu-
rrente que las herramientas utilizadas en los distintos aná-

lisis presentados estén en línea con las mejores prácticas,
por lo que evaluará la conveniencia de incorporar medidas
adicionales de sostenibilidad de la deuda pública. Además
del análisis de la sostenibilidad de la deuda presentado por
la SHCP, la ASF revisó algunos de los postulados sobre in-
dicadores de sostenibilidad fiscal, sugeridos por la Organi-
zación Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superio-
res (Intosai). Cada postulado define a la sostenibilidad de
la deuda pública de diferente manera, por lo que no se han
definido reglas que indiquen explícitamente cuál debería
ser el nivel adecuado de endeudamiento público para los
diferentes países, en lo que coincide cada estudio es en se-
ñalar que la razón deuda a PIB debe permanecer constante,
no aumentar o reducirse.

Algunos autores sugieren fórmulas para la estimación de
indicadores de sostenibilidad fiscal, con la intención de
desarrollar nuevos instrumentos para determinar si la razón
deuda a PIB actual es consistente con los indicadores de
solvencia, o bien, proporcionar información sobre la mag-
nitud del ajuste fiscal que se requeriría, en su caso, con ob-
jeto de mantener en un nivel solvente y sostenible la deuda
pública en relación con el PIB.

En este sentido, existe un consenso general del insuficien-
te crecimiento de la actividad productiva, y que la princi-
pal debilidad estructural de las finanzas públicas es el sis-
tema tributario (una base de contribuyentes acotada y una
dependencia de los ingresos petroleros), lo que le resta fle-
xibilidad fiscal al país.

Derivado de lo anterior, la ASF concluyó lo siguiente:

• La ASF reitera la pertinencia y conveniencia de que la
SHCP publique un informe anual sobre pasivos contin-
gentes, que permita identificar, medir y transparentar la
totalidad de las obligaciones (deuda federal, contingen-
cias y pasivos), para evaluar su riesgo e implementar
medidas prudenciales oportunas para su administración
en caso de materializarse. Dicho informe incluiría los
riesgos asociados a dichos pasivos y su gestión durante
el ejercicio fiscal correspondiente, así como sus medi-
das de monitoreo y seguimiento, a fin de contribuir al
aseguramiento de la estabilidad, solvencia y sostenibili-
dad de las finanzas públicas y de la deuda pública a me-
diano y largo plazos, de conformidad con indicadores
asociados a las mejores prácticas internacionales en la
materia.



• Asimismo, la ASF considera que se debe establecer en
la normativa aplicable la obligación para que la SHCP,
de forma adicional a los indicadores publicados en el
PAF 2013, genere otros indicadores de sostenibilidad de
la deuda a mediano y largo plazos, así como transparen-
tar las metodologías utilizadas a fin de que sea posible
su análisis y revisión.

• Recomendación 13-0-06100-02-0473-01-006. Para
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público pro-
mueva la creación de un informe anual integral sobre los
pasivos contingentes, en el que se detallen y cuantifi-
quen las posibles obligaciones del Sector Público de
acuerdo con la probabilidad de materializarse, a fin de
establecer medidas de carácter prudencial y preventivo.

• Recomendación 13-0-06100-02-0473-01-007. Para
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público pro-
mueva de forma adicional al análisis de sostenibilidad
del Plan Anual de Financiamiento, métricas alternativas
de sostenibilidad de la deuda, con metodologías trans-
parentes y en línea con las mejores prácticas internacio-
nales, con el objetivo de contar con diversas mediciones
que permitan evaluar y asegurar la capacidad del Go-
bierno Federal para solventar sus pasivos.

• Sugerencia a la Cámara de Diputados 13-0-01100-
02-0473-13-008. Para que la Cámara de Diputados, por
conducto de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público y de Gobernación, analice la pertinencia de
reformar los artículos 59 de la Ley del Sistema Nacio-
nal de Información Estadística y Geográfica, 17 y 40 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, para que corresponda al Instituto Nacional de
Estadística y Geografía desarrollar investigaciones e in-
dicadores de sostenibilidad de la deuda, así como deter-
minar el nivel de endeudamiento máximo de referencia
que permita la sostenibilidad de la deuda pública y de
los Requerimientos Financieros del Sector Público a
mediano y largo plazos; y para que el Ejecutivo Federal,
por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, elabore la iniciativa de Ley de Ingresos para el
ejercicio fiscal correspondiente, con un nivel de endeu-
damiento máximo que no exceda el endeudamiento de
referencia, con el propósito de establecer que los pode-
res Legislativo y Ejecutivo determinen de forma coordi-
nada y corresponsable el nivel de endeudamiento que
mantenga la sostenibilidad de la deuda pública.

2. En lo que respecta al Informe del Resultado de la Fisca-
lización Superior de la Cuenta Pública 2014, la ASF en su
Auditoría Financiera y de Cumplimiento: 14-0-06100-02-
0078 Dinámica del Financiamiento del Sector Público Fe-
deral (GB-047):

a. Plan Anual de Financiamiento (PAF) 2014. Los ob-
jetivos de la política de crédito público fueron: cubrir las
necesidades de financiamiento del Gobierno Federal
(GF) con bajos costos en un horizonte de largo plazo,
bajo nivel de riesgo y en consideración de posibles es-
cenarios de volatilidad; preservar la diversidad de acce-
so al crédito; y promover el desarrollo de mercados lí-
quidos y profundos.

Para lograr estos objetivos, en los artículos 9, 10, 11 y 12,
de la Ley General de Deuda Pública (LGDP); y 40, frac-
ción II, inciso b, de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria (LFPRH), se establece que el dé-
ficit presupuestario se financie con deuda pública y que la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) propon-
drá los techos de endeudamiento que serán aprobados por
el Legislativo en la Ley de Ingresos de la Federación (LIF).

Con el propósito de auditar el desempeño y eficiencia de la
política de crédito público planteada en el PAF 2014 y sus
resultados en la Cuenta Pública, se revisó la sostenibilidad
de las finanzas públicas y la deuda pública con indicadores
de mediano y largo plazos, examinando las mediciones de
la SHCP respecto de la sostenibilidad de la deuda pública,
así como el criterio para contabilizar los pasivos contin-
gentes, los cuales revisten importancia debido al riesgo que
implica la probabilidad que tienen de incrementar las obli-
gaciones del SPF, debido a que no se consolidan en un in-
forme que incluya a todos los pasivos contingentes relacio-
nados con las obligaciones contractuales del SPF, medidas
de acuerdo con su probabilidad de materialización e im-
pacto en las finanzas públicas y en la deuda pública. 

b. Indicadores sobre sostenibilidad de la deuda y pasi-
vos contingentes. Existen diversas definiciones de la sos-
tenibilidad de la deuda pública. Una de ellas establece que
un gobierno debe ser capaz de cumplir con sus obligacio-
nes en la forma pactada, por lo que dependerá de los in-
gresos y gastos futuros del gobierno. Esta capacidad impli-
ca que debería considerar la posibilidad de financiarse por
medio del endeudamiento solo en el caso de que la carga de
la deuda se mantenga en un nivel prudencial respecto al ba-
lance fiscal y al PIB.
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Al respecto, el FMI considera que la deuda pública es sos-
tenible si un país es capaz de cumplir con el servicio de su
deuda sin tener que aplicar una corrección futura de gran-
des magnitudes en su balance de ingresos y gastos.6 Se ha
desarrollado un marco para el análisis de la sostenibilidad
de la deuda pública (ADS) como herramienta para detectar,
prevenir y resolver crisis potenciales. Al respecto, se eva-
lúa la situación actual de la deuda, se identifican las vulne-
rabilidades y se analiza el impacto de la política de deuda
ante una posible dificultad.

El ADS realizado por el FMI a México en 2015 concluyó
que la deuda pública es sostenible.7 Los factores que po-
drían incidir de manera negativa sobre la sostenibili-
dad, serían el bajo desempeño del PIB, las tasas de in-
terés, la depreciación del peso, la inflación y la elevada
participación de los residentes en el extranjero en el
mercado local de deuda.

Derivado de lo anterior, la ASF concluyó lo siguiente:

• El análisis del FMI y los indicadores estimados por la
ASF permiten considerar que en 2014 se presentaron
señales de alerta sobre posibles riesgos en la sostenibi-
lidad de la deuda pública federal, lo que destaca un
área de oportunidad para que se estimen indicadores
adicionales sobre la sostenibilidad de la deuda, sin
dejar de considerar las mejores prácticas internacio-
nales, con el objetivo de contar con mediciones robus-
tas que evalúen la capacidad del GF para enfrentar sus
pasivos. Al respecto, la SHCP manifestó que incorpora-
rá nuevas métricas y estudios que ayuden a cuantificar
posibles riesgos que pudieran afectar la sostenibilidad
de la deuda pública.

• La SHCP informa los pasivos contingentes como lo es-
tablece la normativa, sin embargo, los cambios realiza-
dos en 2014 al artículo 16 de la LFPRH podrían ocasio-
nar que la SHCP tenga un retroceso en materia de
transparencia, al eximirla de presentar en los Criterios
Generales de Política Económica los riesgos fiscales de
mediano y largo plazos.

• Se considera adecuado mejorar el artículo 16 de la
LFPRH, a fin de que en los CGPE se evalúen los ries-
gos fiscales de mediano y largo plazos, así como los pa-
sivos contingentes, además de que se definan las medi-
das pertinentes para su administración.

• Por su parte, la iniciativa de LIF para el ejercicio fis-
cal de 2016 contempla el financiamiento del pago de
pensiones, jubilaciones y demás obligaciones que asu-
ma el GF de acuerdo con lo previsto en los artículos
transitorios tercero y cuarto de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, derivado de las
modificaciones publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 11 de agosto de 2014. Lo anterior, pone en
manifiesto la importancia de contar con una estrate-
gia integral para enfrentar los pasivos contingentes.
A este respecto, la SHCP informó que una fórmula aná-
loga a esta iniciativa fue aplicada en las leyes de ingre-
sos de la Federación para 2008 y 2009, en las que se fa-
cultó al Ejecutivo Federal para asumir el endeudamiento
interno que resultara de la aplicación de la ley del ISS-
STE publicada el 31 de marzo de 2007, y que ello for-
ma parte de las acciones realizadas por el GF para dar
sostenibilidad a los sistemas de pensiones.

• Las acciones emitidas con base en este resultado están
dirigidas a promover la implementación de mejores
prácticas gubernamentales, y a fortalecer la transparen-
cia y la rendición de cuentas.

• Recomendación14-0-06100-02-0078-01-008. Para
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público consi-
dere aplicar diversas métricas de sostenibilidad de la
deuda, con metodologías transparentes y en línea con
las mejores prácticas internacionales, con el objetivo de
contar con mediciones alternativas que permitan evaluar
la capacidad del Sector Público Federal para solventar
sus pasivos.

En la eventualidad de que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público no considere válidos los términos de es-
ta recomendación, será procedente que proponga una al-
ternativa viable que acredite que considerará aplicar
mediciones alternativas alineadas con las mejores prác-
ticas internacionales respecto a la sostenibilidad de la
deuda, en congruencia con las disposiciones aplicables
en la materia.

• Sugerencia a la Cámara de Diputados 14-0-01100-
02-0078-13-003. Para que la Cámara de Diputados, por
conducto de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público y de Gobernación, analice la conveniencia
de reformar los artículos 59 de la Ley del Sistema Na-
cional de Información Estadística y Geográfica, así co-
mo 17 y 40 de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-



sabilidad Hacendaria, para que conforme a las mejores
prácticas internacionales, se estimen los indicadores de
sostenibilidad de la deuda y se determine el nivel de en-
deudamiento máximo de referencia que asegure la sos-
tenibilidad de la deuda pública y de los requerimientos
financieros del sector público a mediano y largo plazos;
y para que el Ejecutivo Federal, por conducto de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, elabore la ini-
ciativa de Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal co-
rrespondiente, con un nivel de endeudamiento máximo
que no exceda el endeudamiento de referencia, con el
propósito de establecer que los poderes Legislativo y
Ejecutivo determinen de forma coordinada y correspon-
sable el nivel de endeudamiento que mantenga la soste-
nibilidad de la deuda pública.

Por las consideraciones anteriormente expuestas sobre el
desempeño de la deuda pública y la preocupación por el ni-
vel de la deuda del gobierno y basadas en las Auditoría Fi-
nancieras y de Cumplimiento: 13-0-06100-02-0473 y 14-
0-06100-02-0078 de los Informes del Resultado de la
Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2013 y 2014
descritas, y en el marco de las sugerencias 13-0-01100-02-
0473-13-008 y 14-0-01100-02-0078-13-003 efectuadas a
ésta Cámara de Diputados por parte de la ASF, las cuales
tienen el objetivo de que conforme a las mejores prácticas
internacionales, se estimen los indicadores de sostenibili-
dad de la deuda y se determine el nivel de endeudamiento
máximo de referencia que asegure la sostenibilidad de la
deuda pública y de los requerimientos financieros del sec-
tor público a mediano y largo plazos; y para que el Ejecu-
tivo Federal. 

Por lo que con el propósito de fortalecer el manejo adecua-
do de la deuda pública, la transparencia y rendición de
cuentas en la materia, someto a consideración de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión la siguiente ini-
ciativa de

Decreto por el que se reforman los artículos 17 y 40 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria y se adiciona una fracción IV al artículo 59 de
la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística
y Geográfica.

Artículo Primero. Se reforman los incisos e) y h) de la
fracción I y el inciso e) de la fracción III del artículo 40; y
se adicionan una fracción IV al párrafo cuarto del artículo
17, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria para quedar como sigue:

Artículo 17. … 

…

…

Circunstancialmente, y debido a las condiciones económi-
cas y sociales que priven en el país, las iniciativas de Ley
de Ingresos y de Presupuesto de Egresos podrán prever un
déficit presupuestario. En estos casos, el Ejecutivo Federal,
por conducto de la Secretaría, al comparecer ante el Con-
greso de la Unión con motivo de la presentación de dichas
iniciativas, deberá dar cuenta de los siguientes aspectos:

I. El monto específico de financiamiento necesario para
cubrir el déficit presupuestario;

II. Las razones excepcionales que justifican el déficit
presupuestario, y

III. El número de ejercicios fiscales y las acciones re-
queridas para que dicho déficit sea eliminado y se resta-
blezca el equilibrio presupuestario. 

IV. Nivel de endeudamiento máximo que no exceda
el endeudamiento de referencia, en base al índice es-
timado por el Instituto Nacional de Información Es-
tadística y Geografía, de conformidad con lo estable-
cido en la fracción IV del artículo 59 de la Ley del
Sistema Nacional de Información Estadística y Geo-
gráfica.

…

Artículo 40. … 

I. …

a) a d) …

e) La propuesta de endeudamiento neto para el año
que se presupuesta y las estimaciones para los si-
guientes cinco ejercicios fiscales, en base al índice
estimado por el Instituto Nacional de Informa-
ción Estadística y Geografía;

f) y g)

h) La estimación del saldo histórico de los requeri-
mientos financieros del sector público para el año
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que se presupuesta y los siguientes cinco ejercicios
fiscales, en base al índice estimado por el Institu-
to Nacional de Información Estadística y Geogra-
fía.

II. …

III. En caso de considerarse ingresos por financiamien-
to, se deberá incluir en la Ley de Ingresos.

a) a d) …

e) Justificación del programa de financiamiento al
sector privado y social, las actividades de fomento y
los gastos de operación de la banca de desarrollo, así
como los fondos de fomento y fideicomisos públi-
cos, en base al índice estimado por el Instituto
Nacional de Información Estadística y Geografía;

e) La previsión de que, en caso de otorgarse avales y
garantías, estos se ajustarán a lo dispuesto en la nor-
matividad aplicable;

f) Memorias de cálculo con las que se efectuaron las
estimaciones presentadas; proyecciones de las amor-
tizaciones y disposiciones a tres años en adición al
ejercicio fiscal de que se trate.

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción IV, al artículo
59 de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadís-
tica y Geográfica, para quedar como sigue:

Artículo 59.- El Instituto tendrá las siguientes facultades
exclusivas:

I. a III. …

IV. Estimar los índices de sostenibilidad de la Deuda
Pública y de los requerimientos financieros del sec-
tor público a mediano y largo plazos.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Cuenta de la Hacienda Pública Federal 2010, Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, Tomo I “Resultados Generales”, Apartado: Deuda
Pública.

2 Cuenta de la Hacienda Pública Federal 2015, Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, Tomo I “Resultados Generales”, Apartado: Deuda
Pública

3 Informe Sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública, Segundo Trimestre de 2016, Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 

4 Moody’s changes Mexico’s outlook to negative from stable; affirms
A3 rating (31 de marzo 2016) https://www.moodys.com/research/Mo-
odys-changes-Mexicos-outlook-to-negative-from-stable-affirms-A3—
PR_344609?lang=es&cy=mex 

5 S&P Global Ratings revisa a negativa de estable perspectiva de las
calificaciones soberanas en escala global de México; confirma califi-
caciones (23 de agosto 2016) http://www.standardandpoors.
com/es_LA/delegate/getPDF?articleId=1698521&type=NEWS&subT
ype=RATING_ACTION 

6 El Banco Interamericano de Desarrollo define la solvencia como una
condición necesaria para la sostenibilidad.

7 FMI, “Article IV Consultation-Staff Report; Debt Sustainability
Analysis”, Noviembre de 2015.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de
2016.— Diputada Gina Andrea Cruz Blackledge (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Presupuesto y
Cuenta Pública, y a la Comisión de Gobernación, para
dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 86 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, a cargo de la diputada Brenda Ve-
lázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del PAN

Brenda Velázquez Valdez, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional en la LXIII Legislatura
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,



de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el
que se reforma el segundo párrafo del artículo 86 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En las naciones modernas, democráticas y garantes de los
derechos ciudadanos por encima de cualquier interés de
grupo o facción, la transparencia en el uso de los recursos
es un pilar fundamental para disminuir el riesgo de corrup-
ción en el manejo de los mismos o su uso discrecional pa-
ra fines incompatibles con los que los aportantes o contri-
buyentes de dichos recursos acordaron.

Durante muchos años, la gran mayoría –que no todos– los
líderes de los sindicatos obreros y los organismos que los
agrupan han manejado con total opacidad y discrecionali-
dad el dinero aportado por todos y cada uno de los trabaja-
dores a quienes representan legalmente, traicionando así el
mandato que se les ha otorgado.

Los trabajadores agrupados en un sindicato, esperan que la
institución a la que pertenecen sea manejada y administra-
da con honestidad, probidad, cuidado y diligencia profe-
sional, dado que los recursos aportados mediante el esta-
blecimiento de cuotas obreras representa el haber social
creado por todos sus miembros para el cumplimiento del
objetivo primigenio de un sindicato obrero: la defensa co-
lectiva de los intereses de los trabajadores.

Sin embargo en la práctica hemos visto –y está sobrada-
mente documentado- que un sinnúmero de líderes sindica-
les se apropia de los recursos monetarios colectivos para
darles un uso privado ajeno a los intereses de sus represen-
tados.

Casos como los de los tristemente célebres Carlos Romero
Deschamps, Martín Esparza, Víctor Flores y Elba Esther
Gordillo –por mencionar unos cuantos entre centenas de lí-
deres corruptos- cuya vida de lujos y derroche no se conci-
lian en lo más mínimo con el sueldo que se dice tienen
asignado, debe movernos a instrumentar una serie de me-
didas en el plano legislativo que provea a los trabajadores
de a pie, a los que no pertenecen a las cúpulas o camarillas
que rigen los destinos del sindicato, de las herramientas
que les posibiliten conocer el uso y destino de los recurso
monetarios que les pertenecen.

La iniciativa de reformas a la Ley Federal del Trabajo apro-
badas al inicio de la Legislatura anterior provee mecanis-
mos para garantizar la democracia, la transparencia y la
rendición de cuentas en los sindicatos, lo cual es coinci-
dente con algunas de las múltiples promesas o compromi-
sos realizados por licenciado Enrique Peña Nieto en su
campaña electoral. Pero existe una disposición legal en la
Ley del Impuesto sobre la Renta que abona y promueve de-
finitivamente a la opacidad en el uso y destino de los re-
cursos financieros de los sindicatos obreros que ya es mo-
mento de eliminar en el México del siglo 21.

Efectivamente, el Título III de la Ley del Impuesto sobre la
Renta se refiere a las “personas morales con fines no lu-
crativos”. Desde el artículo 79 hasta el 89, la Ley nos se-
ñala las características de los entes económicos y sociales
que se pueden considerar como personas morales que no
persiguen lucrar con la realización de sus actividades. 

Entre las instituciones que se catalogan de tal forma están
en primerísimo lugar los sindicatos obreros, las asociacio-
nes patronales, las cámaras de comercio e industria, los co-
legios de profesionales, los partidos políticos y las institu-
ciones de asistencia o beneficencia social, por mencionar
sólo algunos.

Se señalan también las obligaciones que deben cumplir di-
chas personas morales para poder seguir siendo consideras
en tal carácter y entre ellas se destaca la obligación de lle-
var sistemas contables de conformidad con lo que señala el
Código Fiscal de la Federación y la obligación de expedir
comprobantes por los ingresos en efectivo o en especie que
hubiesen recibido.

Pero de esto último se excluye puntual, específica y exclu-
sivamente a los sindicatos obreros y los organismos que los
agrupen, siendo esta no una puerta, sino un verdadero za-
guán por donde se escapa se escapa el dinero de los traba-
jadores hacia los bolsillos de sus líderes y hacia campañas
políticas o proyectos alternativos de nación alguna vez au-
todenominados legítimos.

Este tipo de disposiciones legales no tienen cabida en una
sociedad democrática como la que nos hemos dado los me-
xicanos a partir del año 2000. Los sindicatos obreros no es-
tán integrados por gente inculta o impreparada, al contra-
rio. Tienen la absoluta capacidad técnica y económica para
poder instrumentar las obligaciones que hoy les exime la
Ley.
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No hay argumento racional que sirva de base para darles un
trato diferente al que se le exige por ejemplo a los partidos
políticos, o a las instituciones de beneficencia social, e in-
cluso a las asociaciones religiosas a las cuales el SAT y la
Secretaría de Hacienda durante la presente administración
les ha obligado a llevar contabilidad y registros fiscales en
línea.

A los partidos políticos los fiscaliza el IFE y ante él rinden
cuentas e incluso entregan su documentación original. A
las instituciones de asistencia privada las fiscaliza la Junta
correspondiente en su entidad federativa. A las asociacio-
nes de profesionales o las agrupaciones patronales las fis-
caliza el Servicio de Administración Tributaria y sus pro-
pios agremiados.

Y ¿quién fiscaliza a los sindicatos obreros? En teoría sus
propios agremiados, pero en la práctica este derecho se ha-
ce nugatorio porque no existen los mecanismos que lo ga-
ranticen.

Si esta asamblea pretende legislar para el beneficio colec-
tivo, y sobre todo para el beneficio de la gente más des-
protegida del país, entonces coincidirá en que los obreros
de a pie tienen todo el derecho de exigir cuentas a sus líde-
res y nosotros debemos darles las herramientas para poder
acceder a este derecho.

Es así que propongo modificar el segundo párrafo del ar-
tículo 86 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, la vergon-
zosa y anacrónica excepción que se otorga a los sindicatos
obreros respecto de la obligación de expedir comprobantes
por sus ingresos y de llevar registros contables adecuados.

El mencionado párrafo actualmente establece:

Los sindicatos obreros y los organismos que los agrupen
quedan relevados de cumplir con las obligaciones esta-
blecidas en las fracciones I y II de este artículo, excep-
to por aquellas actividades que de realizarse por otra
persona quedarían comprendidas en el artículo 16 de
Código Fiscal de la Federación. Quedan relevadas de
cumplir con las obligaciones a que se refieren las frac-
ciones III y IV de este artículo las personas señaladas en
el artículo 79 de esta Ley que no determinen remanente
distribuible.

De ser aceptada esta propuesta, el párrafo quedaría de la si-
guiente forma:

En el caso particular de los sindicatos obreros y los or-
ganismos que los agrupen, cumplirán con las obligacio-
nes establecidas en las fracciones I y II de este artículo
así como aquellas actividades que de realizarse por otra
persona quedan comprendidas en el artículo 16 de Có-
digo Fiscal de la Federación. Quedan relevadas de cum-
plir con las obligaciones a que se refieren las fracciones
III y IV de este artículo las personas señaladas en el ar-
tículo 79 de esta Ley que no determinen remanente dis-
tribuible.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 86 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar en los térmi-
nos siguientes:

Artículo 86. …

I. ...

II. ...

III. ...

IV. ...

V. ...

En el caso particular de los sindicatos obreros y los or-
ganismos que los agrupen, cumplirán con las obliga-
ciones establecidas en las fracciones I y II de este ar-
tículo así como aquellas actividades que de realizarse
por otra persona quedan comprendidas en el artículo 16
de Código Fiscal de la Federación. Quedan relevadas de
cumplir con las obligaciones a que se refieren las frac-
ciones III y IV de este artículo las personas señaladas en
el artículo 79 de esta Ley que no determinen remanente
distribuible.

...

...

...

...



...

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 27 de sep-
tiembre de 2016.— Diputada Brenda Velázquez Valdez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 2o.-A de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Santiago Torreblanca Engell, del Grupo
Parlamentario del PAN

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, en ejerci-
cio de la facultad que me confiere el artículo 71 fracción II
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, párrafo 1, fracción I, 77, párrafo 1° y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a la conside-
ración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por la que se reforman los artículos 2,
fracción I, inciso D), numeral 1, subincisos a. b. y c., 2,
fracción I, inciso H), numeral 3 y 2-A fracciones I, II y III
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

La movilidad es el derecho de toda persona y de la colecti-
vidad a realizar el efectivo desplazamiento de individuos y
bienes para acceder mediante los diferentes modos de
transporte reconocidos en la Ley de Movilidad del Distrito

Federal, a un sistema de movilidad que se ajuste a la jerar-
quía y principios que se establecen en este ordenamiento, a
fin de satisfacer sus necesidades y pleno desarrollo.1

El servicio particular de transporte es la actividad por vir-
tud de la cual, las personas físicas o morales satisfacen sus
necesidades de transporte, de pasajeros o de carga, siempre
que tengan como fin, el desarrollo de sus actividades per-
sonales o el cumplimiento de su objeto social y en tanto no
impliquen un fin lucrativo o de carácter comercial.2

Los usuarios de transporte automotor, encuentran lugar
dentro de la pirámide de movilidad y que en sí constituyen
un padrón vehicular de más de 5.5 millones de vehículos,
mismos que a su vez se erigen en una fuente de ingresos
para las finanzas del Gobierno de la Ciudad de México
(GCDMX) a través del impuesto sobre la tenencia vehicu-
lar, la verificación ambiental, entre otros.3

Para los traslados, los vehículos utilizan eminentemente
combustibles para su funcionamiento, razón por la que es
conveniente definir a la gasolina, como el combustible lí-
quido e incoloro sin plomo, que se puede obtener del pro-
ceso de refinación del petróleo crudo al fraccionarse típi-
camente a temperaturas entre los 30° y los 225° Celsius (en
destilación fraccionada) o mediante procesos alternativos
que pueden utilizar como insumo materias primas que tu-
vieron su origen en el petróleo y que cumple con especifi-
caciones para ser usado, directamente o mediante mezclas,
en motores de combustión interna.4

Por otro lado, se entiende por “gasolinazo” al desliz que
tiene el precio de la gasolina, que hasta hace dos años se
llevaba a cabo de manera mensual, posteriormente anual y
ahora nuevamente de manera mensual y desmesurada, da-
ñando seriamente la economía de las familias mexicanas.

La gasolina es el principal combustible utilizado para la
circulación de vehículos motorizados en el país. Solamen-
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te en la Ciudad de México, circulan diariamente más de 5
millones de vehículos.

Como es ampliamente conocido por todos, en la legislatu-
ra pasada se aprobaron diversas reformas estructurales,
dentro de las cuales se encontraba la tóxica reforma fiscal
y la reforma energética que si bien en intención puede ser
positiva, leída al detalle permite una serie de abusos en
contra del consumidor final, mismos que Acción Nacional
está decidido a combatir de fondo y acabar con ellos.

De acuerdo con información difundida por diversos me-
dios de comunicación, con la aprobación de las diversas re-
formas estructurales, especialmente la energética, el Go-
bierno Federal anunció en reiteradas ocasiones que
disminuiría el precio de la gasolina y se acabarían los lla-
mados “gasolinazos”.

II. El precio del petróleo

El precio promedio del petróleo, el cual es la materia pri-
ma para la elaboración de gasolina sea tipo magna o pre-
mium, diésel o casi cualquier otro combustible, de finales
de 2012 ha mantenido una racha a la baja, lo cual desafor-
tunadamente no se ha reflejado ni en la baja de precio de
los combustibles, ni mucho menos en el bolsillo de los me-
xicanos, por lo menos de manera positiva.

Desde inicio del gobierno del Presidente Enrique Peña Nie-
to, al consumidor de gasolina, se le ha impactado de mane-
ra muy negativa, incrementando los precios hasta en un 30
por ciento respecto al inicio del sexenio.

Vale destacar que otros indicadores que mostrarían respon-
sabilidad social y económica, no han sido siquiera tocados
por el Gobierno Federal, como lo sería el precio del salario
mínimo, el cual ha crecido menos de la tercera parte de lo
que ha incrementado el precio de los combustibles, lo cual
indubitablemente impacta en el bolsillo de los mexicanos. 

Como podemos apreciar en la siguiente tabla, el gobierno
federal miente al decir que actualmente estamos pagando
menores precios por los combustibles, ya que con la usa las
cuotas complementarias, para manipular los precios y que
eventualmente los ciudadanos terminemos pagando más
dinero por la gasolina, no obstante que como vemos en la
imagen anterior, el valor del barril de petróleo ha caído en
una proporción mayor al 60 por ciento desde que el presi-
dente Enrique Peña asumió el gobierno.

Fernando Ramones, experto en el sector energético del
Centro de Investigación Económica y Presupuestaria
(CIEP), comentó que los incrementos al precio de la gaso-
lina se deben principalmente a la recuperación de los pre-
cios del petróleo a nivel internacional, dado que a princi-
pios de enero se ubicaban hasta en 20 dólares por barril,
pero para mediados de junio se llegaron a reportar precios
por arriba de 40 dólares el barril de crudo.5



“Si el petróleo aumenta, la gasolina también incrementa,
pero no en la misma proporción (...) A nivel mundial, exis-
te un incremento en la demanda agregada, lo cual tiene un
efecto sobre el precio del petróleo al incrementarse”, expu-
so.

Sin embargo, como vemos en la tabla y la imagen anterior,
se ha registrado una tendencia a la baja del precio del pe-
tróleo, el cual no ha sido tomado en cuenta para bajar el
precio de la gasolina, luego entonces resulta ilógico afir-
mar que los incrementos, se deben al precio del petróleo ya
que en caso de ser cierto, nos han estado robando desde que
inició el sexenio, lo cual resultaría sumamente grave.

III. El precio de los combustibles

El 18 de noviembre de 2015 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios, del Código Fiscal de la
Federación y de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria (decreto 2015), que en su artículo
Quinto, fracción III prevé que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público establecerá una banda con valores míni-
mos y máximos para los precios máximos al público de la
gasolina menor a 92 octanos, de la gasolina mayor o igual
a 92 octanos y del diésel para el ejercicio fiscal de 2016, la
cual se publicó el 24 de diciembre de 2015.

Lamentablemente la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico está facultada para establecer mensualmente los pre-
cios máximos al público de las gasolinas y el diésel, en la
que dentro de los elementos que la integran se encuentra el
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS)
entendiendo para estos propósitos el aplicable a los com-
bustibles automotrices, los cuales están previstos en el ar-
tículo 2o., fracción I, inciso D), numeral 1 de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, el cual se
pretende modificar con la presente iniciativa para frenar los
abusos por parte de la dependencia federal antes citada.

Para poder calcular el precio de los combustibles se toman
en cuenta diversos factores, integrados en la fórmula Pmax
= P referencia + Margen + IEPS + Otros Conceptos.6

Pmax: Es el precio máximo de venta al público mensual
del combustible correspondiente.

Preferencia: Para cada uno de los combustibles será
el promedio simple de las cotizaciones medias emitidas
del día 21 del quinto mes anterior al día 20 del segundo
mes inmediato anterior a aquel para el que se calcula el
precio. Las cotizaciones medias se calcularán como el
promedio aritmético de las cotizaciones alta y baja emi-
tidas de cada día. En el caso de que en algún día no fue-
ra emitida ya sea la cotización alta o la cotización baja,
la cotización que se haya emitido se considerará como
la cotización media.

El precio de referencia para las gasolinas y el diésel que
corresponda será el promedio de las cotizaciones dispo-
nibles convertidas a pesos con el promedio para el mis-
mo periodo del tipo de cambio de venta del dólar de los
Estados Unidos de América que publica el Banco de
México en el Diario Oficial de la Federación.

Se considerarán las siguientes cotizaciones:

1. Gasolina menor a 92 octanos. El promedio de las co-
tizaciones medias del precio spot de la referencia para la
gasolina Unleaded 87, USGC, Houston, Waterborne, en
US$/galón, publicada por Platts US MarketScan.

2. Gasolina mayor o igual a 92 octanos. El promedio de
las cotizaciones medias del precio spot de la referencia
para la gasolina Unleaded 93, USGC, Houston, Water-
borne, en US$/galón, publicada por Platts US MarketS-
can.

3. Diésel. El promedio de las cotizaciones medias del
precio spot de la referencia para el diésel Ultra Low Sul-
fur Diesel (ULSD), USGC, Houston, en US$/galón pu-
blicada por Platts US MarketScan.

El factor de conversión de galones a litros que se utili-
zará es de 0.26417287.

Margen: Es la suma de flete, merma, margen comercial,
transporte, ajustes de calidad y costo de manejo obser-
vados en 2015. Se emplea la que es específica a cada ti-
po de combustible (gasolina menor a 92 octanos, gaso-
lina mayor o igual a 92 octanos y diésel), y se estima
con base en la información de Pemex enviada a la SHCP
para el cálculo de las tasas del impuesto especial sobre
producción y servicios durante 2015.

El margen se actualizará mensualmente de manera pro-
porcional conforme a la inflación esperada para 2016 de
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acuerdo con los Criterios Generales de Política Econó-
mica para el ejercicio fiscal de 2016.

Se aclara que este margen no es un concepto regulato-
rio, ya que no se estará regulando la tarifa de ninguna
actividad de suministro. Se incluye este concepto para
que el precio máximo al público de los combustibles
considere los costos actuales de las diversas actividades
de suministro. Sin embargo, es posible que en la deter-
minación final de precios que realicen estaciones de ser-
vicio, pueda observarse un menor precio en la medida
en que se refuerce la competencia y la eficiencia en el
sector.

IEPS: Cuotas del impuesto especial sobre producción y
servicios establecidas en el artículo 2o., fracción I, inci-
so D) de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios, incluyendo, en su caso, los estímulos fisca-
les establecidos mediante el Decreto por el que se esta-
blecen estímulos fiscales en materia del impuesto espe-
cial sobre producción y servicios aplicables a los
combustibles que se indican, publicado el 24 de diciem-
bre de 2015 en el Diario Oficial de la Federación.

Otros conceptos: Se incluirán las cuotas del impuesto
especial sobre producción y servicios aplicable a los
combustibles fósiles establecidas en el artículo 2o.,
fracción I, inciso H) de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, las cuotas estableci-
das en el artículo 2o.A de dicha Ley, y el impuesto al
valor agregado.

Adicionalmente, la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico tiene la facultad de aplicar las “cuotas complementa-
rias” para el precio de la gasolina y el diésel cuando sus
precios máximos al público sean superiores al valor máxi-
mo de la banda o inferiores al valor mínimo de la banda;
dichas cuotas están contenidas para efectos del cálculo fi-
nal del precio de los combustibles, dentro del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, sirviendo al gobierno
federal como el mecanismo ideal para asaltar a los consu-
midores de combustible en cada ida a cargar gasolina o dié-
sel.7

Al inicio de 2015, se llevó a cabo una actualización del pre-
cio de la gasolina, lo cual de acuerdo con el gobierno fede-
ral llevaría al fin de los gasolinazos.

No obstante lo anterior, en enero de 2016 se llevó a cabo
otro incremento al precio de los combustibles, el cual de

acuerdo con el gobierno federal -a nivel mediático- sería
único y anual, sin embargo, decidió aplicar de golpe en un
lapso de dos meses el tope de la banda de flotación antes
mencionada, con lo cual una vez más el gobierno mexica-
no del Presidente Enrique Peña Nieto trata de verle la cara
y robar a los mexicanos a través de los dos recientes “ga-
solinazos” aplicados en los meses de julio y agosto.

De acuerdo con información de la SHCP y de la Asociación
Mexicana de Empresarios Gasolineros (Amegas), de los
$13.96 que producto del último desliz destina un usuario
por litro de magna, $6.01 (44 por ciento) se van al gobier-
no por los conceptos del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios (IEPS) y del Impuesto al Valor Agregado
(IVA).

Al iniciar el año, el precio de la Gasolina Magna era de
$13.16, ahora con la aplicación del gasolinazo de agosto,
será de $13.96 por litro, quedando únicamente dos centa-
vos para llegar al tope de la banda de flotación.

En el caso de la Magna -el combustible que más consumen
los mexicanos- ésta se incrementó 56 centavos respecto del
mes anterior, pero respecto del primer mes del año, sin em-
bargo, los consumidores pagarán 80 centavos más por ca-
da litro. Es la segunda vez que sube.

Al iniciar el año, el precio de la Gasolina Premium era de
$13.95, ahora con la aplicación del gasolinazo de agosto,
será de $14.81 por litro, con lo cual se llega al tope de la
banda de flotación.

Destaca el hecho de que la Premium llegó al tope máximo
que se estableció en la banda de precios de gasolina, con
14.81 pesos el litro, que significó 44 centavos más de lo
que cuesta los tres días que restan del mes; pero si se com-
para con lo que costaba en enero, el incremento es de 83
centavos más por cada litro. Ésta es la cuarta vez que sube
el precio de este combustible.

Al iniciar el año, el precio del Diésel era de $13.77, ahora
con la aplicación del gasolinazo de agosto, será de $13.98
por litro. Es notorio que en este tópico, el precio máximo
fijado por la banda flotación es de $14.63, es decir, en este
combustible el gobierno federal puede encontrar aún una
gran reserva de recursos.

Con respecto al Diésel, se pagarán 21 centavos más de lo
que hoy se paga y será la primera vez que el precio de es-
te combustible sube en lo que va del año, pues desde ene-



ro se mantuvo en 13.77 pesos. En agosto costará 13.98 pe-
sos el litro.

El incremento que atizó el gobierno federal para este mes,
es el alza mayor de la que se tenga registro en 18 años, en
tan solo dos meses, llegó prácticamente al tope de la banda
de flotación.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público expuso que si
se compara con los precios que se registraron el año pasa-
do, se percibe un incremento de 3 por ciento para el caso
de la Magna y la Premium; mientras que para el Diésel se-
rá menor en 1.5 por ciento (hasta el momento, vale recor-
dar que al diésel aún le pueden incrementar bastante).

IV. Propuesta

El verdadero precio por litro de la gasolina magna es de
$6.13, a lo cual debe sumarse $1.81 por concepto de gastos
de traslado y el margen de utilidad del concesionario, más
$6.01 en la gasolina Premium, $5.41 en la gasolina magna
y $6.91 en el diésel por concepto de impuestos contempla-
dos en la Ley del Impuesto Sobre Producción y Servicios y
en la Ley del Impuesto al Valor Agregado.8

De acuerdo con la Ley del Impuesto sobre Producción y
Servicios, al valor de la gasolina de tipo magna, se le apli-
ca una tasa de $4.16 pesos por litro, mientras que al valor
de la gasolina de tipo Premium, se le aplica una tasa de
$3.52 pesos por litro y al valor del diésel, se le aplica una
tasa de $4.58 pesos por litro.9

Como podemos ver la carga tributaria al precio de los com-
bustibles es enorme, y los diputados del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional en esta H. Cámara de
Diputados no somos indiferentes ante las lascivas cargas
tributarias que tienen los ciudadanos, razón por la que ha-
ce unos meses presentamos las acciones que emprendere-
mos para fortalecer la economía de las familias, con la fi-
nalidad de generar crecimiento y desarrollo económico,

dentro de las cuales se contempla disminuir en un 50 por
ciento la tasa del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios al precio de las gasolinas.

Sin embargo, Acción Nacional, de ninguna manera se pue-
de permitir ser irresponsable con la economía de nuestro
país, por ello, aunque proponemos disminuir la tasa del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, tenemos
contemplado que la disminución recaudatoria producto de
la aprobación de esta iniciativa, pueda ser subsanada con el
aumento en los ingresos tributarios, los cuales sumaron 1
billón 397, mil millones de pesos entre enero y junio del
2016, lo cual representa 15 por ciento más de lo programa-
do, esto se debe a que la cultura contributiva está tomando
fuerza y las personas están pagando cada vez más sus im-
puestos.10

De acuerdo con el jefe del Servicio de Administración Tri-
butaria (SAT), el gravamen por el que más se ha recauda-
do es del Impuesto Sobre la Renta (ISR), y adelantó que
durante junio se recaudaron 114 mil millones de pesos, lo
cual representa casi 58 por ciento de lo que la Ley de In-
gresos estimó recaudar en todo el 2016 por este concepto y
se espera que la tendencia en los ingresos tributarios conti-
núe al alza.

En virtud de lo anterior, no podemos más que felicitar al
gobierno de la República por el alza en la recaudación fis-
cal y junto con nuestro reconocimiento, proponemos que se
libere al contribuyente de la inmensa carga fiscal que sig-
nifica pagar un elevado impuesto por el combustible, que
en muchas ocasiones es fuente de empleo de los ciudada-
nos.

Es por ello que proponemos la siguiente reducir en un 50
por ciento las cargas tributarias contenidas en la Ley del
Impuesto sobre Producción y Servicios, lo cual indudable-
mente impactará de manera positiva en el bolsillo de los
mexicanos, disminuyendo los precios de la siguiente ma-
nera:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I 61



Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados62

Como podemos ver, mañosamente el gobierno federal ha
elevado al tope los precios de los combustibles, incremen-
tando el valor por litro de cada uno de ellos y por tanto mo-
dificando la cuota complementaria para no exceder el valor
fijado en la “banda de flotación”.

En razón de lo anterior y en aras de propiciar mejores con-
diciones de vida para millones de familias, propongo que
se disminuyan al 50 por ciento todas las contribuciones que
se tienen que pagar por mandato de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios para eliminar la
manga ancha que se le da a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para modificar a su antojo el precio de los
combustibles. 

En ese tenor, la propuesta queda de la siguiente manera:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, me sirvo someter
a consideración del pleno de esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforman los artículos 2, fracción I, inciso D),
numeral 1, subincisos a. b. y c., 2, fracción I, inciso H),
numeral 3 y 2-A fracciones I, II y III de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. …

A) a C) …

D)…

1. Combustibles fósiles Cuota Unidad de medida.

a. Gasolina menor a 92 octanos 2.08 pesos por li-
tro. 

b. Gasolina mayor o igual a 92 octanos 1.76 pesos
por litro. 

c. Diésel 2.29 pesos por litro.

2. …

E) a G) …

H) …

1. …

2. …

3. Gasolinas y gasavión .. 5.025 centavos por litro.

4. …

5. Diesel .............................6.70 centavos por litro.

6. a 10. …

…

…

I)…

II. a III. ……

Artículo 2o.A. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
2o., fracción I, incisos D), y H), en la enajenación de gaso-
linas y diésel en el territorio nacional, se aplicarán las cuo-
tas siguientes: 



I. Gasolina menor a 92 octanos 18.34 centavos por litro. 

II. Gasolina mayor o igual a 92 octanos 22.375 centavos
por litro. 

III. Diésel 15.22 centavos por litro. 

Tratándose de fracciones de las unidades de medida, la
cuota se aplicará en la proporción en que corresponda a di-
chas fracciones respecto de la unidad de medida. 

Las cuotas establecidas en el presente artículo, se actuali-
zarán anualmente y entrarán en vigor a partir del 1 de ene-
ro de cada año, con el factor de actualización correspon-
diente al periodo comprendido desde el mes de diciembre
del penúltimo año hasta el mes de diciembre inmediato an-
terior a aquél por el cual se efectúa la actualización, mismo
que se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A del
Código Fiscal de la Federación. La Secretaría de Hacienda
y Crédito Público publicará el factor de actualización en el
Diario Oficial de la Federación durante el mes de diciem-
bre de cada año. 

Los contribuyentes trasladarán en el precio, a quien ad-
quiera gasolinas o diésel, un monto equivalente al impues-
to establecido en este artículo, pero en ningún caso lo ha-
rán en forma expresa y por separado. 

Las cuotas a que se refiere este artículo no computarán pa-
ra el cálculo del impuesto al valor agregado. Los recursos
que se recauden en términos de este artículo, se destinarán
a las entidades federativas, municipios y demarcaciones te-
rritoriales, conforme a lo establecido en la Ley de Coordi-
nación Fiscal. 

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, en sustitu-
ción de las declaraciones informativas a que se refiere esta
Ley, los contribuyentes presentarán a más tardar el último
día hábil de cada mes la información correspondiente a los
litros de las gasolinas y diésel enajenados por los que se
haya causado el impuesto por cada expendio autorizado o
establecimiento del contribuyente, en cada una de las enti-
dades federativas durante el mes inmediato anterior; tra-
tándose de enajenaciones a distribuidores de gasolinas y
diésel, la información se presentará de acuerdo a la entidad
federativa en la que se ubique el punto de entrega conveni-
do con cada distribuidor. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público hará la distri-
bución que corresponda a las entidades federativas durante

los primeros diez días hábiles del mes inmediato posterior
al mes en que los contribuyentes hayan realizado el pago.

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Artículo 5 de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

2 Artículo 9, fracción LXXXIII de la Ley de Movilidad del Distrito Fe-
deral.

3 Artículo 6, fracción VI de la Ley de Movilidad del Distrito Federal.

4 Artículo 3, fracción IX, inciso a), numeral 1 de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios.

5 Elizabeth Albarrán. Jueves 28 de julio de 2016. En agosto, precios de
gasolina rozan límite máximo. El Economista, Valores y Dinero.

6 Secretaría de Gobernación (Segob). (2016). Acuerdo por el que se
dan a conocer las cuotas complementarias y las cuotas definitivas del
impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a las gasoli-
nas y al diésel, así como los precios máximos de dichos combustibles,
aplicables en el mes de julio de 2016. Agosto 2, 2016, de Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) Sitio web: http://www.dof.gob.mx/no-
ta_detalle.php?codigo=5442883&fecha=29/06/2016

7 Artículos 2o., fracción I, inciso D) y Quinto Transitorio fracción III
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.

8 Secretaría de Gobernación (Segob). (2016). Acuerdo por el que se
dan a conocer las cuotas complementarias y las cuotas definitivas del
impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a las gasoli-
nas y al diésel, así como los precios máximos de dichos combustibles,
aplicables en el mes de agosto de 2016. Agosto 19, 2016, de Diario
Oficial de la Federación (DOF) Sitio web: http://www.dof.gob.mx/no-
ta_detalle.php?codigo=5446208&fecha=29/07/2016&print=true

9 Artículo 2, fracción I, inciso D), numeral 1, subincisos a, b y c de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.

10 Yael Córdoba. Jueves 28 de julio de 2016. Ingresos tributarios su-
man 15% más de lo programado. El Economista, Valores y Dinero, 6.
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
29 de septiembre de 2016.— Diputado Santiago Torreblanca Engell
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 29 de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Car-
los Alberto De La Fuente Flores, del Grupo Parlamentario
del PAN

Carlos Alberto De La Fuente Flores, diputado del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional de esta LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; en los artículos 6, numeral 1,
inciso I; 77, numeral 1; 78 y 102 numeral 2 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, así como en el artículo 55,
fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta ante este pleno de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, lo anterior al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las empresas globales hoy en día mantienen una dinámica
de exportación de servicios de manera constante. Los cor-
porativos situados tanto en Norteamérica como en Europa
buscan centralizar los servicios como una manera de con-
trol y eficientar costos.

Por lo anterior, dichas empresas se encuentran en un conti-
nuo análisis sobre en qué países pueden centralizar la ma-
yor parte de sus servicios. Entre los aspectos que resultan
fundamentales es la claridad en las disposiciones fiscales
de cada país, así como el costo fiscal que representaría si-
tuar esos servicios en dichos países.

En el caso de México tenemos conocimiento de que aun
cuando se cuenta con todos los factores tanto de estabilidad
económica, infraestructura y cercanía con los grandes cor-
porativos, el tema de claridad de las disposiciones fiscales
ha sido una limitante que no ha permitido desarrollar en

México, como en otros países, ciertas actividades y/o ser-
vicios por el costo que implica realizarlos en el país.

Un claro ejemplo es el tratamiento fiscal en materia de Im-
puesto al Valor Agregado (IVA) que se le otorga a la ex-
portación de servicios prestados por residentes en el país
aprovechados por residentes en el extranjero.

Tal como lo establece el artículo 29 de la Ley del IVA,
existe la posibilidad de considerar ciertas prestaciones de
servicios a la tasa del 0 por ciento. No obstante, los con-
ceptos mencionados en dicho artículo resultan insuficien-
tes para cubrir la real demanda de servicios que pudieran
explotarse desde nuestro país.

Otra problemática a la que nos enfrentamos es que el últi-
mo párrafo del artículo 29 establece que deberá ser aplica-
da la tasa del 0 por ciento en la prestación de servicios per-
sonales independientes que sean aprovechados en el
extranjero; sin embargo, existe incertidumbre jurídica para
los contribuyentes al no aclarar el alcance de la aplicación
de dicha tasa, lo cual resta competitividad a las empresas
mexicanas que prestan servicios y que compiten en un en-
torno global.

Es importante mencionar que la postura que las autoridades
fiscales tienen respecto a considerar servicios distintos a
los mencionados en el artículo 29 de la Ley del IVA pres-
tados por residentes en el país y aprovechados en el ex-
tranjero, no ha sido favorable, en virtud de que esta autori-
dad argumenta que es un requisito expreso que los únicos
servicios de exportación que pueden ser considerados son
los mencionados en el multicitado artículo 29 de la Ley del
IVA. Cabe señalar que estos pronunciamientos desfavora-
bles han sido emitidos sin que para ello hayan mediado ma-
yor razonamiento ni abundamiento al análisis en cuestión.

Derivado de lo anterior, es importante considerar dar ma-
yor alcance específico a lo establecido en el artículo 29 de
la Ley del IVA, en donde puedan incluirse otro tipo de ac-
tividades como servicios de administración tecnológica,
tecnología, tecnología de la información, procesamiento y
almacenamiento de información, entre otros, para que és-
tos puedan ser considerados a la tasa del 0 por ciento de
IVA, y en este sentido, no discriminar a aquellos contribu-
yentes dedicados a este tipo de servicios que cada día son
más necesarios para el desarrollo de las actividades de
cualquier negocio tanto nacional como internacional y ade-
más dar mayor claridad jurídica a los contribuyentes.
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No cabe duda que la industria tecnológica ha sido el motor
de crecimiento económico global por los últimos 60 años.
Según datos del Banco Mundial, tan solo en 2014 la cifra
de las exportaciones de alta tecnología en México ascendió
a 49.4 mil millones de dólares, no obstante para 2015 esta
cifra descendió en 7.3 por ciento y posicionado en el doce-
avo lugar a nivel mundial con respecto a esta materia, pre-
cedido por países como China, Alemania y Estados Uni-
dos, ubicados en los primeros tres lugares respectivamente.
Aunado a esto, la Ley de Ciencia y Tecnología establece en
su artículo 1o., fracción IX, el compromiso por fomentar el
desarrollo tecnológico y la innovación de las empresas na-
cionales que desarrollen sus actividades en territorio nacio-
nal, en particular aquellos sectores en los que existen con-
diciones para generar nuevas tecnologías o lograr mayor
competitividad.

Es sabido que es prioridad del gobierno federal desarrollar
una industria más competitiva y dinámica, para fortalecer
los vínculos entre el mercado interno y el externo, permi-
tiendo con ello el desarrollo de cadenas productivas. A pe-
sar de que existen programas que sirven para promover la
productividad y calidad de los procesos de manufactura ta-
les como la Industria Manufacturera, Maquiladora y de
Servicios de Exportación (IMMEX) y la Devolución de
Impuestos de Importación a los Exportadores (Drawback),
permitir la entrada de las empresas de administración tec-
nológica, tecnología, tecnología de la información, proce-
samiento y almacenamiento de información al régimen de
tasa 0 por ciento que establece el artículo 29 de la Ley del
IVA proporcionará un incremento en su competitividad en
el extranjero.

Para poder cumplir con el propósito de posicionar al país
como un competidor significativo, es necesario brindarles
a nuestras empresas los incentivos necesarios para que se
propicie un desarrollo y competencia apropiados, por lo
cual es importante añadir a las empresas en el ramo de la
tecnología, tecnologías de la información y procesamiento
y almacenamiento de datos, a la lista de empresas que cal-
cularán el impuesto al valor agregado aplicando tasa 0 por
ciento.

Estamos seguros que esta adición generará un crecimiento
con varios mercados externos y por lo tanto, la generación
de empleo se vería beneficiada al existir más demanda de
servicios. En otras palabras, esta iniciativa es una puerta
clave de recaudación, competitividad y generación de em-
pleo.
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que reforma y adiciona la Ley del Impuesto al
Valor Agregado

Artículo Primero. Se reforma y adiciona un inciso a la
fracción IV del artículo 29, de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, para quedar como sigue:

i. Servicios de administración tecnológica, tecnolo-
gía, tecnología de la información, procesamiento y
almacenamiento de información.

Artículo 29. Las empresas residentes en el país calcularán
el impuesto aplicando la tasa del 0 por ciento al valor de la
enajenación de bienes o prestación de servicios, cuando
unos u otros se exporten.

(Párrafo reformado DOF 31-12-1981)

Para los efectos de esta ley, se considera exportación de
bienes o servicios:

I. La que tenga el carácter de definitiva en los términos
de la Ley Aduanera.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I 69



(Fracción reformada DOF 31-12-1998, 31-12-2000, 30-
12-2002)

II. La enajenación de bienes intangibles realizada por
persona residente en el país a quien resida en el extran-
jero.

III. El uso o goce temporal, en el extranjero de bienes
intangibles proporcionados por personas residentes en
el país.

IV. El aprovechamiento en el extranjero de servicios
prestados por residentes en el país, por concepto de:

…

…

…

…

…

…

…

…

i) Servicios de administración tecnológica, tecnolo-
gía, tecnología de la información, procesamiento y
almacenamiento de información, entre otros.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2016.— Diputado
Carlos Alberto De La Fuente Flores (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDI-
MIENTOS ELECTORALES

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la
diputada Gretel Culin Jaime, del Grupo Parlamentario del
PAN

Gretel Culin Jaime, diputada federal e integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXIII
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, fracción VIII,
6, numeral 1, fracción I, 77, numerales 1 y 2 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, someto a la consideración de este H. Pleno, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 115 inciso c) de la Ley General de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales.

Lo anterior, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La función jurisdiccional es una de las labores y atribucio-
nes más nobles de la razón humana, porque, a través de
ella, se garantiza el ejercicio de los derechos fundamenta-
les, el orden y la paz social. Por ello, hay ciertos principios
constitucionalmente establecidos que rigen dicha activi-
dad.

El artículo 100, séptimo párrafo de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, refiere que la carrera ju-
dicial debe regirse bajo los siguientes principios: Excelen-
cia, Objetividad, Imparcialidad, Profesionalismo e Inde-
pendencia.

De acuerdo al Código de Ética del Poder Judicial de la Fe-
deración, entendemos por Profesionalismo, la disposición
para ejercer de manera responsable y seria la función juris-
diccional, con relevante capacidad y aplicación. El juzga-
dor debe cuidar no actuar con ineptitud o descuido en el
desempeño de sus funciones, por el contrario, el juzgador
debe actualizar constantemente sus conocimientos jurídi-
cos y, por ende, la concepción actual de los derechos hu-
manos; pues el control de convencionalidad trae aparejada
una nueva forma de interpretación, anteponiendo la protec-
ción más amplia de la persona al ponderar la aplicación de
uno o más derechos humanos.
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Por otro lado, la Excelencia –como principio que rige la ca-
rrera judicial– implica el perfeccionamiento del juzgador
para estar en aptitud de desarrollar las virtudes judiciales;
consistentes en el humanismo, la justicia, la prudencia, la
responsabilidad, la fortaleza, el patriotismo, el compromi-
so social, la lealtad, el orden, el respeto, el decoro, la labo-
riosidad, la perseverancia, la humildad, la sencillez y la ho-
nestidad.

Analizando los principios de la carrera judicial, es eviden-
te que las autoridades judiciales, tanto federales como lo-
cales, tienen a su cargo responsabilidades de gran impor-
tancia; debido a que, en el desempeño de su labor, toman
decisiones que involucran los derechos del resto de la po-
blación, siendo necesario cumplir con un cierto perfil téc-
nico y profesional para el desempeño adecuado de sus fun-
ciones. Es por ello que, dependiendo del grado de
responsabilidad y de jerarquía que tengan dentro de sus
respectivos órganos jurisdiccionales, deben cumplir con
una serie de requisitos para poder calificar y tener cierto
puesto. Con base en ello, mientras más alto sea su nivel je-
rárquico y la instancia judicial que estén encargados de re-
solver; mayor será el número de requisitos que deberán cu-
brir y la exigencia de ellos.

Por su parte, en el ejercicio de la carrera judicial, los ma-
gistrados electorales de la Sala Superior y Regionales, así
como de los Órganos Jurisdiccionales Locales, también tie-
nen a su cargo grandes responsabilidades y la toma de im-
portantes decisiones, encaminadas a la protección de los
derechos políticos y electorales de todos los ciudadanos,
así como a garantizar la vida democrática de nuestro país.

En consecuencia, el Profesionalismo, entendido en el ám-
bito de los magistrados electorales y/o locales, se sustenta
en el derecho de los justiciables, de los partidos políticos y
de la sociedad en general; a obtener una resolución con ar-
gumentos jurídicos debidamente sustentados en las normas
y principios del orden jurídico nacional.

Debido a lo anterior, es de suma importancia contar con los
profesionistas mejor calificados para desempeñar las fun-
ciones respectivas de estas magistraturas y, para asegurar la
experticia, es necesario exigir el cumplimiento de una serie
de requisitos, los cuales deben estar en concordancia con la
posición jerárquica que ocupan y la instancia judicial, cuya
resolución, esté a su cargo.

En el caso particular de los magistrados que integran las
Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial

de la Federación se requiere, para ocupar dicho cargo, en-
tre otros requisitos, contar con título profesional y, práctica
profesional de, cuando menos, cinco años1. En cambio, en
el caso de los magistrados que integran la Sala Superior y
los Órganos Jurisdiccionales Locales, se requiere el título
profesional que cuente con diez años de antigüedad, al día
de la designación.2

Con base en ello, es evidente que los requisitos antes enun-
ciados no fueron considerados en relación con el grado je-
rárquico que ocupan los magistrados de los distintos órga-
nos jurisdiccionales ni con la instancia judicial que está a
su cargo resolver; ya que se requieren diez años de anti-
güedad del título profesional al día de su designación, tan-
to para los magistrados que integran la Sala Superior como
para los que integran los Órganos Jurisdiccionales Locales
en materia electoral. 

Si bien es cierto, que es fundamental garantizar que las per-
sonas encargadas de garantizar nuestra vida en democracia
–como Estado– y encargados de proteger nuestros dere-
chos políticos y electorales -como ciudadanos- sean profe-
sionistas con experiencia y experticia en el área legal. Es
fundamental que, con la finalidad de otorgar a los aspiran-
tes a estos cargos igualdad, se debe requerir el cumpli-
miento de ciertas formalidades con base al cargo que pre-
tenden ostentar –como bien lo dice el apotegma “tratar
igual a los iguales y desigual a los desiguales”– lo cual no
es de tal forma, como se expone en el párrafo inmediato an-
terior.

De acuerdo a lo anterior, y considerando que uno de los
principios básicos de la carrera judicial es el Profesionalis-
mo, es importante señalar que los requisitos exigibles para
acceder a determinados cargos, debe ir acorde al cargo que
desempeñará. Por lo que considero, que en caso de los Ma-
gistrados de los Órganos Jurisdiccionales Locales en materia
electoral, no se justifica la exigencia de la antigüedad de diez
años de práctica profesional, pues no estamos ante la desig-
nación de un Ministro de la Suprema Corte o de un Magis-
trado de la Sala Superior del Tribunal Electoral, los cuales
son autoridades máximas en la materia judicial, habida cuen-
ta que para ser magistrados de Salas Regionales se exige,
cuando menos, cinco años de práctica profesional y estos
son la autoridad revisora, en muchos casos, del actuar de los
magistrados de los Órganos Jurisdiccionales Locales.

Esto tiene un grado de incongruencia tal, que un Magistra-
do de Sala Regional o Especializada del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación quien desempeña el tra-
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bajo de un tribunal de alzada o de segunda instancia res-
pecto de las resoluciones emitidas por los magistrados in-
tegrantes de los Tribunales Electorales Locales, puede re-
solver un expediente que controvierte una del Tribunal
Electoral Local para revisar su legalidad y constitucionali-
dad, pero no podría desempeñar dicho encargo de Magis-
trado de Tribunal Electoral Local. En el supuesto que su
antigüedad del Título sea menor a 10 años.

Así pues, a manera de ejemplo, en una secuela procesal de
Juicio de Revisión Constitucional3 contra una sentencia
emitida por un tribunal electoral local respecto de los re-
sultados comiciales de ayuntamientos o diputados en una
entidad federativa, las salas regionales del Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de la Federación son quienes cono-
cen y resuelven del expediente, pero por el contrario algu-
no de los integrantes que no cumpla con los 10 años de
antigüedad estaría imposibilitado para desempeñar el cargo
de magistrado en cualquier entidad federativa.

Por lo anteriormente expuesto y, de acuerdo a la necesidad
de encontrar una paridad en los requisitos exigidos para ser
magistrado electoral, es que someto a consideración de es-
te H. Pleno la siguiente iniciativa, tendiente a reformar la
exigencia del número de años de antigüedad del título pro-
fesional, requeridos para ser Magistrado electoral de los ór-
ganos jurisdiccionales locales, establecido en el artículo
115, inciso c) de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales y, con ello, homologar disminuirlo a
5 años, para que exista una relación entre este y el mismo
requisito exigido para los magistrados que integran las Sa-
las Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de
la Federación.

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 115, inciso c) de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales

Artículo Único. Se reforma el artículo 115, inciso c) de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
para quedar como sigue:

Artículo 115. ...

a) y b) ...

c) Poseer el día de la designación, con antigüedad míni-
ma de cinco años, título profesional de licenciado en de-
recho expedido por autoridad o institución legalmente
facultada para ello;

d) a k) (...)

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Artículo 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción.

Los magistrados electorales de las Salas Regionales, además de satis-
facer los requisitos establecidos por el artículo 106 de esta ley, deberán
reunir los siguientes:

I. (...);

II. (...);

III. (...);

IV. Contar con título de Licenciado en Derecho expedido legal-
mente y práctica profesional de cuando menos cinco años;

(...)

2 Artículo 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos

Para ser electo ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
(también son requisitos para ser magistrado de la Sala Superior, con
fundamento en el artículo 212 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de
la Federación), se necesita:

I. (...)

II. (...)

III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez
años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por au-
toridad o institución legalmente facultada para ello;

(...)

Artículo 115 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales.

“ 1. Para ser Magistrado Electoral se requieren los siguientes requisi-
tos: 
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a) (...)

b) (...)

c) Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez
años, título profesional de licenciado en derecho expedido por au-
toridad o institución legalmente facultada para ello;

(...)”

3 De la procedencia

Artículo 86

1. El juicio de revisión constitucional electoral sólo procederá para
impugnar actos o resoluciones de las autoridades competentes de
las entidades federativas para organizar y calificar los comicios loca-
les o resolver las controversias que surjan durante los mismos, siempre
y cuando se cumplan los requisitos siguientes:

a) Que sean definitivos y firmes;

b) Que violen algún precepto de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos;

c) Que la violación reclamada pueda resultar determinante para el de-
sarrollo del proceso electoral respectivo o el resultado final de las elec-
ciones;

d) Que la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible
dentro de los plazos electorales;

e) Que la reparación solicitada sea factible antes de la fecha constitu-
cional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma
de posesión de los funcionarios electos; y

f) Que se hayan agotado en tiempo y forma todas las instancias previas
establecidas por las leyes, para combatir los actos o resoluciones elec-
torales en virtud de los cuales se pudieran haber modificado, revocado
o anulado.

2. El incumplimiento de cualquiera de los requisitos señalados en este
artículo tendrá como consecuencia el desechamiento de plano del me-
dio de impugnación respectivo.

CAPITULO II
De la competencia

(Reformado mediante Decreto publicado el 1 de julio de 2008)

Artículo 87

1. Son competentes para resolver el juicio de revisión constitucional
electoral:

a) ...

b) La Sala Regional del Tribunal Electoral que ejerza jurisdicción
en el ámbito territorial en que se haya cometido la violación recla-
mada, en única instancia, cuando se trate de actos o resoluciones
relativos a las elecciones de autoridades municipales, diputados lo-
cales, así como a la Asamblea Legislativa y titulares de los órganos po-
lítico-administrativos en las demarcaciones del Distrito Federal.

Palacio Legislativo, a 11 de octubre de 2016.— Diputada Gretel Culin
Jaime (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma los artículos 125, 127 y 130 de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, a cargo del diputado Rafael Hernández Soriano, del
Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema a resolver con la presente
iniciativa

Es necesario que el Sistema Nacional de Protección Inte-
gral y particularmente la Secretaría Ejecutiva, cuenten con
todas las herramientas jurídicas necesarias para llevar ade-
lante las atribuciones que se le asignan en la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
(LGDNNA), por lo que se propone la modificación a la
fracción XV del artículo 125, la fracción II del apartado B
del artículo 127 y la fracción XVI del artículo 130, reco-
rriéndose la siguiente de manera subsecuente de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, pa-
ra que de esta forma se coadyuve en la complementación
de sus atribuciones y la operatividad del sistema. 

Asimismo, la iniciativa busca dar cumplimiento a lo plan-
teado en el documento del Comité de los Derechos del Ni-
ño de las Naciones Unidas, denominado: Observaciones
Finales sobre los exámenes periódicos Cuarto y Quinto
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consolidados de México.1 punto III. Principales motivos de
preocupación y recomendaciones, numeral 12, en el que
textualmente se indica:

12. El Comité insta al Estado parte a establecer de
manera expedita el SNPI y a garantizar que este sis-
tema sea proveído con los recursos humanos, técni-
cos y financieros necesarios para su efectivo funcio-
namiento a nivel federal, estatal y municipal. En
particular, el Comité recomienda al Estado parte
que:

- Establezca las Secretarías Ejecutivas a nivel fede-
ral, estatal y municipal;

-Establezca las Procuradurías de Protección Espe-
cial a nivel federal y estatal  y garantice que funcio-
nen de acuerdo a los contenidos de la LGDNNA.

Argumentos

Como sabemos, el 20 de noviembre de 1989, la Asamblea
General de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU), adopta en la ciudad de Nueva York, la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, a quien se le reconoce
como el tratado de derechos humanos más confirmado de
la historia. 

De ahí que, en 1990, México firmó y ratificó la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño y con ello se comprome-
tió a respetar, promover, proteger y garantizar todos los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes.2

Sus 54 artículos establecen los derechos civiles, políticos,
económicos, sociales y culturales que claramente exigen
hacer valer principios como: el interés superior del niño; el
derecho a ser reconocidos como sujetos plenos de dere-
chos; el derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser es-
cuchados y a participar activamente en los procesos que
pueden afectarlos y el derecho a disfrutar sus derechos en
condiciones de igualdad y sin discriminación.

Bajo este contexto, con fecha 01 de septiembre de 2014, el
Ejecutivo Federal, a través de la Subsecretaría de Enlace
Legislativo y de Acuerdos Políticos de la Secretaría de Go-
bernación, remitió al Presidente del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, la Iniciativa con proyecto
de Decreto por el que se expide la Ley General para la Pro-
tección de Niñas, Niños y Adolescentes y se reforman di-
versas disposiciones de la Ley General de Prestación de

Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral
Infantil; solicitando fuera turnada a la Cámara de Senado-
res, para sus efectos constitucionales, señalando ser consi-
derada dicha iniciativa con carácter de trámite preferente.

Cabe señalar que por unanimidad, en el Senado de la Re-
pública y en la Cámara de Diputados se aprobó en lo gene-
ral el proyecto de decreto para expedir la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y reformar la
Ley General de Prestación de Servicios para la Atención,
Cuidado y Desarrollo Integral Infantil.

Más adelante, el 4 de diciembre de 2014, fue publicada en
el Diario Oficial de la Federación (DOF), la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, entrando
en vigor al día siguiente de su anuncio. Esta Ley es un par-
teaguas en la garantía de los derechos de la niñez y la ado-
lescencia y, con ella, se marca el inicio de una nueva etapa
para la niñez y la adolescencia en México en la que go-
bierno y sociedad trabajarán coordinadamente, dando tam-
bién cumplimiento a lo establecido en el artículo 4° de la
Convención, donde se establece que: “[los] Estados Partes
adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y
de otra índole para dar efectividad a los derechos reconoci-
dos en la presente Convención”.3

Entre algunas de las bondades de la Ley General, pueden
señalarse las siguientes: 

• Por primera vez se les reconoce a las niñas, niños y
adolescentes como sujetos plenos de derechos y garan-
tiza su total ejercicio, respeto, protección y promoción. 

• Genera mecanismos de coordinación entre los tres ór-
denes de gobierno y obliga a las autoridades a incorpo-
rar en sus proyectos de presupuesto, la asignación de re-
cursos públicos suficientes para asegurar a las niñas,
niños y adolescentes, el goce pleno de sus derechos

• Establece que se tiene por objeto garantizar el ejerci-
cio, respeto, protección y promoción de los derechos
humanos de niñas, niños y adolescentes, tomando como
principios rectores, el interés superior de la niñez, los
principios de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad, progresividad a integralidad de los derechos de
niñas niños y adolescentes; la igualdad sustantiva; la no
discriminación; el derecho a la vida, la supervivencia y
el desarrollo; la participación; la interculturalidad; la co-
rresponsabilidad de los miembros de la familia, la so-
ciedad y las autoridades, y la transversalidad en las po-
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líticas públicas, actividades administrativas, económi-
cas y culturales; la autonomía progresiva; el principio
Pro persona; el acceso a una vida libre de violencia y la
accesibilidad.

• Contiene un catálogo de Derechos Humanos de niñas,
niños y adolescentes que son: Derecho a la vida, a la su-
pervivencia y al desarrollo; Derecho a la Prioridad; De-
recho a la Identidad; Derecho a Vivir en Familia; Dere-
cho a la Igualdad Sustantiva; Derecho a No ser
Discriminado; Derecho a Vivir en Condiciones de Bien-
estar y a un Sano Desarrollo Integral: Derecho de Acce-
so a una vida libre de violencia y a la integridad perso-
nal; Derecho a la Protección de la Salud y a la Seguridad
Social; Derecho a la Inclusión de Niñas, Niños y Ado-
lescentes con Discapacidad; Derecho a la Educación;
Derecho al descanso y al esparcimiento; Derecho a la li-
bertad de pensamiento, conciencia, religión y cultura;
Derecho a la Libertad de Expresión y de Acceso a la In-
formación; Derecho de Participación; Derecho de Aso-
ciación y Reunión; Derecho a la Intimidad; del Derecho
a la seguridad jurídica y al debido proceso; y los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes. 

• Establece una serie de obligaciones para quienes ejer-
cen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así co-
mo para las personas que por razón de sus funciones o
actividades tengan bajo su cuidado a niñas, niños o ado-
lescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando
sean instituciones públicas, conforme a su ámbito de
competencia.

• Integra mecanismos para garantizar la participación
efectiva de la sociedad civil y de niñas, niños y adoles-
centes. Por primera vez establece un sistema de rendi-
ción de cuentas, que incluye el monitoreo y la evalua-
ción de las políticas, programas y acciones que
impactan a la infancia.

• Así también, dispone la creación y regulación de la in-
tegración, organización y funcionamiento del Sistema
Nacional de Protección Integral de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado
cumpla con su responsabilidad de garantizar la protec-
ción, prevención y restitución integrales de los derechos
de niñas, niños y adolescentes que hayan sido vulnera-
dos.

Reconocemos que la LGDNNA constituye un avance sin
precedentes en México, ya que ordena por primera vez en

la historia la creación de un Sistema Nacional de Protec-
ción Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes. Este Sistema estará presidido por el Presidente de la
República, lo cual coloca a la infancia y adolescencia co-
mo un tema del más alto nivel político, y sus decisiones son
obligatorias para todos los integrantes del propio Sistema.

Las atribuciones del Sistema Nacional de Protección Inte-
gral se encuentran contempladas en el artículo 125, que a
la letra indica:

Artículo 125. Para asegurar una adecuada protección de
los derechos de niñas, niños y adolescentes, se crea el
Sistema Nacional de Protección Integral, como instan-
cia encargada de establecer instrumentos, políticas, pro-
cedimientos, servicios y acciones de protección de los
derechos de niñas, niños y adolescentes. 

El Sistema Nacional de Protección Integral tendrá las si-
guientes atribuciones: 

I. Difundir el marco jurídico nacional e internacional de
protección a los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes; 

II. Integrar la participación de los sectores público, so-
cial y privado y de la sociedad civil en la definición e
instrumentación de políticas para la garantía y protec-
ción integral de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes; 

III. Generar los mecanismos necesarios para garantizar
la participación directa y efectiva de niñas, niños y ado-
lescentes en los procesos de elaboración de programas y
políticas para la garantía y protección integral de sus de-
rechos; 

IV. Promover, en los tres órdenes de gobierno, el esta-
blecimiento de presupuestos destinados a la protección
de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 

V. Impulsar la incorporación de la perspectiva de dere-
chos de niñas, niños y adolescentes en la planeación na-
cional del desarrollo; 

VI. Garantizar la transversalidad de la perspectiva de
derechos de niñas, niños y adolescentes en la elabora-
ción de programas, así como en las políticas y acciones
de las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal;
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VII. Aprobar, en el marco del Plan Nacional de Desa-
rrollo, el Programa Nacional; 

VIII. Asegurar la ejecución coordinada por parte de sus
integrantes del Programa Nacional, con la participación
de los sectores público, social y privado, así como de ni-
ñas, niños y adolescentes; 

IX. Asegurar la colaboración y coordinación entre la fe-
deración, las entidades federativas, los municipios y las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, para la
formulación, ejecución e instrumentación de políticas,
programas, estrategias y acciones en materia de protec-
ción y ejercicio de los derechos de niñas, niños y ado-
lescentes con la participación de los sectores público,
social y privado así como de niñas, niños y adolescen-
tes; 

X. Hacer efectiva la concurrencia, vinculación y con-
gruencia de los programas y acciones de los gobiernos
federal, de las entidades federativas, de los municipios y
de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal,
con los objetivos, estrategias y prioridades de la política
pública nacional de protección de los derechos de niñas,
niños y adolescentes; 

XI. Garantizar la participación de niñas, niños y adoles-
centes en el ejercicio de sus derechos humanos, toman-
do en consideración las medidas especiales que se re-
quieran; 

XII. Fortalecer las acciones de corresponsabilidad y
cercanía entre las instancias públicas y privadas con ni-
ñas, niños y adolescentes; 

XIII. Promover la celebración de instrumentos de cola-
boración y coordinación, así como acciones de concer-
tación con instancias públicas y privadas, nacionales e
internacionales, que contribuyan al cumplimiento de la
presente Ley; 

XIV. Establecer mecanismos de coordinación con otros
sistemas nacionales que desarrollen programas, accio-
nes y políticas en beneficio de niñas, niños y adolescen-
tes, en términos de las disposiciones aplicables; 

XV. Conformar un sistema de información a nivel na-
cional, con el objeto de contar con datos desagregados
que permitan monitorear los progresos alcanzados en el

cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes en el país, incluyendo indicadores cualitativos y
cuantitativos. Este sistema de información se coordina-
rá y compartirá con otros sistemas nacionales, en térmi-
nos de los convenios de coordinación que al efecto se
celebren, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles; 

XVI. Realizar acciones de formación y capacitación de
manera sistémica y continua sobre el conocimiento y
respeto de los derechos humanos de niñas, niños y ado-
lescentes, principalmente con aquellas personas que tra-
bajan desde los diversos ámbitos en la garantía de sus
derechos; 

XVII. Promover políticas públicas y revisar las ya exis-
tentes relacionadas con los derechos de carácter progra-
mático previstos en esta Ley, y 

XVIII. Las demás que sean necesarias para el cumpli-
miento de esta Ley.

También este sistema, siguiendo el concepto de integrali-
dad realizará un trabajo transversal con las instituciones
públicas federales, estatales y municipales que directa o in-
directamente están relacionadas con la garantía de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes, y modifica los pará-
metros para que las entidades en su conjunto desarrollen y
ejecuten sus políticas, programas y prácticas, poniendo en
el centro de sus acciones a las niñas, niños y adolescentes. 

Al respecto, el Sistema es un modelo institucional único
que facilitará la comunicación, coordinación y la toma de
decisiones entre las principales autoridades federales, de
las entidades federativas y de los municipios, y asegurará
la inclusión de la sociedad civil y de los propios niños, ni-
ñas y adolescentes en dicha toma de decisiones, con el fin
de que actúen sin dilación para garantizar los derechos de
la infancia y la adolescencia.

Ahora, como sabemos, los Sistemas Nacional, locales y
municipales complementan el Sistema de Protección Inte-
gral y desarrollan la política nacional de protección de los
derechos de la niñez y la adolescencia de manera concu-
rrente de acuerdo con sus respectivas competencias y se
coordinarán entre sí a través de sus Secretarías Ejecutivas.
Las secretarías ejecutivas son las responsables de coordi-
nar las acciones que se desarrollan en cada uno de los sis-
temas y tienen la responsabilidad de articularse entre sí. 
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Así, la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional debe co-
municarse permanentemente con las secretarías ejecutivas
de las entidades federativas, mientras que las secretarías
ejecutivas locales deben coordinar las tareas de las secreta-
rias de los municipios de su entidad. 

Lo relativo a las atribuciones de la Secretaría Ejecutiva, se
encuentra plasmada en el artículo 130 de la LGDNNA, el
cual estipula lo siguiente;

Artículo 130. La coordinación operativa del Sistema
Nacional de Protección Integral recaerá en un órgano
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Go-
bernación, que ejercerá las funciones de Secretaría Eje-
cutiva.

La Secretaría Ejecutiva tendrá las atribuciones siguien-
tes:

I. Coordinar las acciones entre las dependencias y las
entidades competentes de la Administración Pública Fe-
deral que deriven de la presente Ley;

II. Elaborar el anteproyecto del Programa Nacional pa-
ra someterlo a consideración de los miembros del Siste-
ma;

III. Llevar a cabo el seguimiento y monitoreo de la eje-
cución del Programa Nacional;

IV. Elaborar y mantener actualizado el Manual de Orga-
nización y Operación del Sistema Nacional de Protec-
ción Integral;

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema
Nacional de Protección Integral, llevar el archivo de és-
tos y de los instrumentos jurídicos que deriven, y expe-
dir constancia de los mismos;

VI. Apoyar al Sistema Nacional de Protección Integral
en la ejecución y seguimiento de los acuerdos y resolu-
ciones emitidos;

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración
y concertación con instancias públicas y privadas, na-
cionales e internacionales;

VIII. Administrar el sistema de información a nivel na-
cional a que se refiere la fracción XV del artículo 125;

IX. Realizar y promover estudios e investigaciones pa-
ra fortalecer las acciones en favor de la atención, defen-
sa y protección de niñas, niños y adolescentes con el fin
de difundirlos a las autoridades competentes y a los sec-
tores social y privado para su incorporación en los pro-
gramas respectivos;

X. Difundir entre las autoridades correspondientes y la
población en general los resultados de los trabajos que
realice, así como toda aquella información pública que
tienda a la generación, desarrollo y consolidación de
perspectiva en la materia, desagregada por lo menos, en
razón de edad, sexo, entidad federativa, escolaridad y
discapacidad;

XI. Asesorar y apoyar a los gobiernos de las entidades
federativas, así como a las autoridades federales que lo
requieran para el ejercicio de sus atribuciones;

XII. Informar cada cuatro meses al Sistema Nacional de
Protección Integral y a su Presidente, sobre sus activi-
dades;

XIII. Proporcionar la información necesaria al CONE-
VAL, para la evaluación de las políticas de desarrollo
social vinculadas con la protección de niñas, niños y
adolescentes;

XIV. Fungir como instancia de interlocución con orga-
nizaciones de la sociedad civil, academia y demás insti-
tuciones de los sectores social y privado;

XV. Coordinar con las Secretarías Ejecutivas de los Sis-
temas de las Entidades la articulación de la política na-
cional, así como el intercambio de información necesa-
ria a efecto de dar cumplimiento con el objeto de esta
Ley, y

XVI. Las demás que le encomiende el Presidente o el
Sistema Nacional de Protección Integral.

Sin embargo, se denota la ausencia de algunas facultades
que aprueben que la Secretaría Ejecutiva (SE), realice las
acciones conducentes en materia administrativa que permi-
tan un funcionamiento eficiente del Sistema, sobre todo,
cuando el Sistema Nacional de Protección Integral, de
acuerdo a lo establecido en el artículo 128 de la citada Ley,
se reúne al menos dos veces al año. Dada esta periodicidad,
se hace necesario que la SE cuente con facultades para ope-
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rar acuerdos, planes, resoluciones y emisión de documen-
tos. 

Por lo que dada la relevancia y urgencia del cumplimiento
de las tareas que se desprenden del marco de las atribucio-
nes anteriormente señaladas, y ante la instalación y ejecu-
ción del Sistema Nacional y algunos estatales, se hace ca-
da vez más notoria la necesidad de realizar modificaciones
en el cuerpo de la LGDNNA, para que la Secretaría Ejecu-
tiva cuente con las capacidades necesarias para una efi-
ciente, precisa y mayor operatividad que sea acorde con lo
demandado para la ejecución efectiva de la Ley.

Así también, como se ha mencionado con anterioridad, lo
referente a las atribuciones del Sistema, se contempla en el
artículo 125 de la mencionada Ley, y en la fracción XV lo
relativo al sistema de información a nivel nacional, indi-
cando lo siguiente:

Artículo 125. Para asegurar una adecuada protección de
los derechos de niñas, niños y adolescentes, se crea el
Sistema Nacional de Protección Integral, como instan-
cia encargada de establecer instrumentos, políticas, pro-
cedimientos, servicios y acciones de protección de los
derechos de niñas, niños y adolescentes.

El Sistema Nacional de Protección Integral tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. a XIV. …

XV. Conformar un sistema de información a nivel na-
cional, con el objeto de contar con datos desagregados
que permitan monitorear los progresos alcanzados en el
cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes en el país, incluyendo indicadores cualitativos y
cuantitativos. Este sistema de información se coordina-
rá y compartirá con otros sistemas nacionales, en térmi-
nos de los convenios de coordinación que al efecto se
celebren, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles;

XVI a XVIII. … 

Por tanto, es requerimiento contar con puntualizaciones
que permitan la integración del sistema de información na-
cional, donde participen los tres órdenes de gobierno para
detallar la información más precisa y objetiva, para lo cual
se propone modificar la redacción de esta fracción XV del
artículo 125.

En el artículo 127 es importante incorporar al Sistema Na-
cional de Protección Integral al Jefe de Gobierno de la Ciu-
dad de México, a efecto de que también participe en los es-
fuerzos para trabajar en conjunto con los demás integrantes
a favor de la niñez y la adolescencia.

Finalmente, en el artículo 130, es necesario reformar la
fracción XVI donde se precisen las atribuciones de la Se-
cretaria Ejecutiva, y con ello se superen los requerimientos
administrativos y de coordinación en su desempeño. 

Fundamento legal 

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, el suscrito, Diputado Rafael Hernández
Soriano, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, en la LXIII Legislatura, pongo
a su consideración la presente iniciativa con proyecto de: 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Artículo Único. Se reforma la fracción XV del artículo
125, la fracción II del apartado B del artículo 127 y la frac-
ción XVI del artículo 130, recorriéndose la siguiente de
manera subsecuente de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 125. …

…

I a XIV. …

XV. Conformar un sistema de información a nivel na-
cional, con el objeto de contar con datos desagregados
que permitan monitorear los progresos alcanzados en el
cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes en el país, incluyendo indicadores cualitativos y
cuantitativos. Este sistema de información se coordina-
rá y compartirá con los diferentes órdenes de gobier-
no, requiriendo para su elaboración la colaboración
de las dependencias de estos, así como de otros siste-
mas nacionales, en términos de los convenios de coor-
dinación que al efecto se celebren, de conformidad con
las disposiciones aplicables;
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XVI a XVIII. …

Artículo 127. El Sistema Nacional de Protección Integral
estará conformado por:

A. …

B. Entidades Federativas

I. …

II. El Jefe de Gobierno de la Ciudad de México.

A. …

I a III. …

Artículo 130. La coordinación operativa del Sistema Na-
cional de Protección Integral recaerá en un órgano admi-
nistrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación,
que ejercerá las funciones de Secretaría Ejecutiva.

La Secretaría Ejecutiva tendrá las atribuciones siguientes:

I. a XV. … 

XVI. Proponer al Sistema Nacional de Protección In-
tegral las acciones, lineamientos y demás instrumen-
tos normativos administrativos, necesarios para dar
cumplimiento pleno a los objetivos de la Ley;

XVII. Las demás que le encomiende el Presidente o el
Sistema Nacional de Protección Integral.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Adoptadas por el Comité durante su sesión sexagésima novena (18
de mayo al 5 de junio de 2015)

2 Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada y abierta a la fir-
ma y ratificación por la Asamblea General de Naciones Unidas (ONU);
en su Resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989. Ratificada por
México el 21 de septiembre de 1990.

3 Ibídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de septiembre de
2016.— Diputado Rafael Hernández Soriano (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen. 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 42 de la Ley Ge-
neral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad,
suscrita por las diputadas Claudia Edith Anaya Mota y Lo-
rena Corona Valdés, de los Grupos Parlamentarios del PRI
y del PVEM, respectivamente

Claudia Edith Anaya Mota y Lorena Corona Valdés, dipu-
tadas integrantes de la LXIII Legislatura en la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, de los
Grupos Parlamentarios del Partido Revolucionario Institu-
cional y del Partido Verde Ecologista de México, respecti-
vamente, sometemos a consideración del pleno la presente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversos artículos de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad, con base en el siguiente

Planteamiento del problema

La vigente Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad no contiene disposiciones que le armoni-
cen con la educación obligatoria en la Constitución y en la
Ley General de Educación relativa a la obligatoriedad de la
educación media superior. Por una parte, por otra, la Con-
vención Sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad, prevé la elaboración y ejecución de un Plan Nacio-
nal de Accesibilidad; y la Ley no contiene disposición
alguna para dar fundamento jurídico al Estado para que lo
implemente.

Con esta reforma atenderá nuestro País a alrededor del diez
por ciento de nuestra población que tiene alguna discapaci-
dad.

Argumentos que la sustentan

La discapacidad es la consecuencia de la presencia de una
deficiencia o limitación en una persona, que al interactuar
con las barreras que le impone el entorno social, pueda im-
pedir su inclusión plena y efectiva en la sociedad, en igual-
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dad de condiciones con los demás. La discapacidad puede
ser física, mental, intelectual y sensorial.1

La principal barrera que padecen las personas con discapa-
cidad es la ignorancia que tenemos hacia dicha condición,
ya que consideramos que debido a sus características es
imposible su integración plena a la sociedad. El problema
no está en la discapacidad, sino en la sociedad que ha cre-
ado y fomentado las barreras de un modo en el que no pue-
den gozar y ejercer sus derechos humanos, civiles, sociales
y políticos. El problema y el reto es colectivo.

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas
hay unos 650 millones de personas con discapacidad en to-
do el mundo, es decir el 10% de la población mundial.
Aproximadamente dos terceras partes vive en países en de-
sarrollo. En determinados países en desarrollo, cerca del
20% de la población general tiene alguna forma de disca-
pacidad.

En nuestro país según la Encuesta Nacional de Ingresos y
Gastos de los Hogares 2012 (ENIGH 2012), existen 31.5
millones de hogares, de ellos 6.1 millones reportan que exis-
te al menos una persona con discapacidad; esto es, en 19 de
cada 100 hogares vive una persona con discapacidad.2

De acuerdo con la ENIGH 2012, en México 6.6% de la po-
blación presenta dificultad (discapacidad) para realizar al
menos una de las actividades medidas: caminar, ver, escu-
char, hablar o comunicarse, poner atención o aprender,
atender el cuidado personal y mental. De ellos, la mayoría
son adultos mayores -60 años y más- (51.4%) seguidos de
los adultos entre 30 y 59 años (33.7%), los jóvenes de 15 a
29 años (7.6%) y, finalmente, los niños de 0 a 14 años (7.3
por ciento); es decir, 8 de cada diez personas con discapa-
cidad son mayores de 29 años.

Entre la población con discapacidad, 3 de cada 10 perso-
nas3 no tiene estudios, casi la mitad, 45.4% terminó al me-
nos un año de primaria, 13.3% uno de secundaria, 7.3%
uno de media superior y 5.2% uno de superior; es decir, la
mayor parte de las personas con discapacidad, el 86.6%,
tiene como máximo estudios de educación básica.

Por grupo de edad, los adultos mayores en el nivel educa-
tivo tienen el porcentaje más alto de personas sin instruc-
ción (36.4%) e incluso su promedio de escolaridad apenas
alcanza 3.3 años.

Por su parte, los jóvenes de igual condición, también tienen
un porcentaje alto de personas sin instrucción (21.2%), sin
embargo, presentan la mayor proporción de población con
algún grado en la secundaria y en la media superior, lo cual
expresa que si bien enfrentan restricciones para acceder a
la educación básica, posteriormente su situación educativa
mejora. Su promedio de escolaridad es el más alto 6.7
años.

Por otra parte, uno de los principios básicos de los gobier-
nos democráticos es proporcionar las mismas oportunida-
des a los gobernados y velar por el respeto de los derechos
humanos de cada individuo.

La inclusión es condición y horizonte de la democracia e
indicador de desarrollo.

México es Estado Parte de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad4 (convención), este
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instrumento internacional tiene como propósito “promo-
ver, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de
igualdad de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales por todas las personas con discapacidad, y pro-
mover el respeto a su dignidad inherente”.

La Convención prevé la creación de un Comité sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad y la obligación
de los Estados Parte de presentar un informe exhaustivo
sobre las medidas que hayan adoptado para cumplir sus
obligaciones conforme a la Convención. El Comité consi-
derará todos los informes, hará las sugerencias y las reco-
mendaciones que estime oportunas respecto a ellos y se las
remitirá al Estado Parte de que se trate.

Al respecto, con fecha 3 de octubre de 2014 el Comité so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad emitió
las Observaciones finales sobre el informe inicial de Méxi-
co,5 de dicho documento destacan las siguientes recomen-
daciones:

“Accesibilidad (artículo 9)

19. El Comité observa con preocupación que el marco
legislativo existente en el Estado parte sobre accesibili-
dad para las personas con discapacidad no aborda todos
los aspectos contemplados en el artículo 9 de la Con-
vención…

20. El Comité recomienda al Estado parte:

…

(d) Diseñar e implementar un Plan Nacional de Ac-
cesibilidad aplicable al entorno físico, al transporte,
a la información y a las comunicaciones, incluidos los
sistemas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, y a otros servicios e instalaciones
abiertos al público o de uso público; y …”

“Protección contra la explotación, la violencia y el abu-
so (artículo 16)

35. Al Comité le preocupa la falta de protección de los
niños y niñas con discapacidad ante la violencia y el
abuso. Le preocupa también la ausencia de protocolos
para llevar registro, control y supervisión de las condi-
ciones en que operan albergues, refugios o cualquier
centro de estancia para niños y niñas con discapacidad.

36. El Comité urge al Estado parte a:

…

(c) Establecer el mecanismo independiente de segui-
miento de acuerdo con el artículo 16.3 de la Conven-
ción, que registre, controle y supervise las condicio-
nes en que operan albergues, refugios o cualquier
centro de estancia para niñas y niños con discapaci-
dad.”

“Educación (artículo 24)

47. El Comité se encuentra particularmente preocupado
por:

(a) La persistencia del modelo de educación especial en
el Estado parte;

(b) La falta de escolarización de todos los niños y niñas
con discapacidad;

(c) La ausencia de accesibilidad de los centros educati-
vos y de todos los materiales didácticos, incluidos los li-
bros de textos en braille e intérpretes de lengua de señas.

48. El Comité llama al Estado parte a:

(a) Reconocer en su legislación y políticas un sistema
de educación inclusiva en todos los niveles de la edu-
cación –primaria, secundaria y superior-, y el desa-
rrollo de ajustes razonables con recursos presupues-
tarios suficientes y formación adecuada de los
docentes regulares;”

“Seguimiento de las observaciones finales y difusión

64. El Comité pide al Estado parte que dé cumplimien-
to a las recomendaciones que se le formulan en las pre-
sentes observaciones finales.”

El Comité sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad de la Organización de las Naciones al emitir sus
recomendaciones pidió al Estado Parte dé cumplimiento a
las mismas y transmita las observaciones finales, para su
examen y la adopción de medidas al Congreso de la Unión.

Conforme a lo expuesto, se propone, a través de la presen-
te iniciativa, dar cumplimiento a las recomendaciones cita-
das, mediante la reforma a los artículos siguientes de la
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Ley General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad:

• Artículo 2, fracción XII. Para regular además de la
educación básica regular, la educación media superior. 

Considerando lo previsto en el artículo 3º constitucional en
su primer párrafo que dispone: “Todo individuo tiene dere-
cho a recibir educación. El Estado –Federación, Estados,
Distrito Federal y Municipios–, impartirá educación prees-
colar, primaria, secundaria y media superior. La educación
preescolar, primaria y secundaria conforman la educación
básica; ésta y la media superior serán obligatorias.” 

Asimismo, acorde con el Programa Nacional para el Desa-
rrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad
2014-2018 que prevé:  

Estrategia 4.1

Línea de acción 4.1.1. Actualizar el marco regulatorio con
un enfoque para la inclusión de las personas con discapaci-
dad en todos los tipos, modalidades y niveles educativos.

• Artículo 42. Se propone adicionar una fracción XIV
para que el Consejo Nacional para el Desarrollo y la in-
clusión de las Personas con Discapacidad, promueva, en
coordinación con las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública de la Federación, la creación y
aplicación de un Plan Nacional de Accesibilidad.

Una de las conclusiones del Muestra-diagnóstico nacional
de accesibilidad en inmuebles de la administración pública
federal de octubre de 2009 es que “las personas con disca-
pacidad encuentran un sinfín de barreras en las sociedades,
lo que impide su plena participación e inclusión: barreras
físicas, tales como la falta de rampas de acceso para sillas
de ruedas, o superficies táctiles para personas invidentes;
barreras en la información, como la falta de publicaciones
en Braille o la falta de subtítulos en televisión; barreras ins-
titucionales, que se encuentran en la legislación, las prácti-
cas o procedimientos que impiden el acceso a personas con
discapacidad; así como barreras culturales que, por estere-
otipos o prejuicios sobre las personas con discapacidad, ha-
cen que las sociedades sean construidas, inconscientemen-
te, sin tomar en cuenta a este grupo de la población y, por
lo tanto, incrementando las barreras para su participación”.

Una de las premisas de la Convención es que la plena par-
ticipación y la inclusión social son los compromisos inme-

diatos de los Estados Nación. Para el caso de nuestro país
se pude afirmar que el avance en esta materia es diferente
en cada entidad federativa. 

También, este diagnóstico asevera que “la accesibilidad es
uno de los ocho principios generales de la [convención],
principios que tienen por objeto ser el eje rector al mo-
mento de interpretar los derechos del instrumento interna-
cional y que explicitan el propósito de la [convención], que
consiste en la promoción, la protección y el aseguramiento
del goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los
derechos humanos y libertades fundamentales, por todas
las personas con discapacidad”.

A partir de la reforma constitucional de junio de 2011, las
dos principales fuentes de los derechos reconocidos y pro-
tegidos a todas las personas son: 

i) La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 

ii) Los tratados internacionales de los que México es
parte.

Dicha reforma, en términos de lo dispuesto por el párrafo
tercero del artículo primero constitucional, obliga a todas
las autoridades, al respeto, promoción, protección y garan-
tía de los derechos humanos, de conformidad con los prin-
cipios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad. 

Es por ello que resulta necesaria la existencia de mecanis-
mos, en todos los ámbitos y entornos, para que las perso-
nas con discapacidad puedan mejorar sus condiciones de
vida, y en general, sean reconocidas como personas titula-
res de derechos humanos y como partícipes de la sociedad.

La principal barrera que padecen las personas con discapa-
cidad es atribuirles que debido a sus características es im-
posible su integración plena a la sociedad. El reto es refor-
mar la legislación a fin de promover y proteger los
derechos y la dignidad de las personas con discapacidad.

Fundamentación

Artículos 1, 71, fracción II, y 73, fracción XXX, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 3o., nu-
meral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I; 77, nume-
ral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.
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Denominación del proyecto

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad

Artículo Único. Se reforman la fracción XII del artículo 2
y una fracción XIV al artículo 42, recorriéndose las demás
en su orden de la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, para quedar como sigue:

Artículo 2. …

I. a XI. …

XII. Educación Inclusiva. Es la educación que propi-
cia la integración de personas con discapacidad a los
planteles de educación básica regular y la media supe-
rior, mediante la aplicación de métodos, técnicas y ma-
teriales específicos;

XIII. a XXVIII. …

Artículo 42. …

I. a XIII. …

XIV. Promover, en coordinación con las dependen-
cias y entidades del sector público, social y privado,
la creación y aplicación de un Plan Nacional de Ac-
cesibilidad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Reglamento de la Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad artículo 2, fracciones II a VI.

2 Estadísticas a propósito del Día Internacional de las Personas con
Discapacidad. 03 de diciembre de 2013.

3 Las personas con discapacidad en México, una visión al 2010. Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía.

4 Firmada por México el 30 de marzo de 2007 y ratificada el 17 de di-
ciembre de 2007. Entrada en vigor internacional: 3 de mayo de 2008.

5 CRPD/C/MEX/CO/1, 3 de octubre de 2014.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2016.— Diputa-
das: Claudia Edith Anaya Mota, Lorena Corona Valdés (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen. 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 283 y 284 de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Rosalinda Mu-
ñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Rosalinda Muñoz Sánchez, diputada del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
e integrante de la LXIII Legislatura, con fundamento en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa por la que se reforma las fracciones II, III, IV, V,
XIII y adiciona la fracción XIV al artículo 283; y, adiciona
la fracción IV del artículo 284 de la Ley Federal del Tra-
bajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el distrito I de mi querido Tlaxcala, es maravilloso en-
contrarme con una tierra segura y fértil para diversas acti-
vidades en el campo, así como también la población que
habita en esta zona es fuerte y trabajadora que cuida de
ellas.

A estas personas comúnmente las conocemos como traba-
jadores del campo o trabajadores agrícolas, a las que la Ley
Federal de Trabajo define como personas físicas contrata-
das para laborar en explotaciones agrícolas, ganaderas, fo-
restales, acuícolas o mixtas1. La labor de estos trabajadores
es encargarse de la siembra, cosecha, recolección y prepa-
ración de los productos que surgen del campo, resultando
un factor sumamente importante para nuestra economía, en
1950 la participación del producto interno bruto (PIB) pri-
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mario en el PIB nacional era de 16.1 por ciento y en 2013
de 3.4 por ciento, en conjunto con la industria alimentaria,
su importancia se eleva a 7.4 por ciento del PIB, pero su in-
cidencia en el desarrollo económico y social de país es ma-
yor debido a que aquí nos encontramos con el origen de
nuestros alimentos2.

En la estadística a propósito del día del trabajador agrícola
realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi), se encontró que México, cuenta con un territo-
rio de 198 millones de hectáreas de las cuales 30 son tie-
rras de cultivo complementándolo con los resultados del
cuarto trimestre de la Encuesta Nacional de Ocupación y
Empleo (ENOE) de 2015, donde se reveló que la población
mayor a los 15 años es ocupada dentro de este sector, te-
niendo un total de 5 millones 538 mil 979 personas; del
cual desprendemos 56 por ciento agricultores y 44 por
ciento peones o jornaleros3. Estas personas presentan un
fuerte grado de vulnerabilidad en consecuencia de las con-
diciones de vida y de trabajo que tienen que llevar en las
áreas de cultivo dentro de los cuales predominan la explo-
tación del trabajo y sus condiciones laborales, discrimina-
ción, falta de seguridad social, entre otros más.

Como legisladores tenemos que fortalecer los esquemas
para contribuir al logro de las metas nacionales como un
México Prospero, y dar cumplimiento a la estrategia de de-
mocratizar la producción, por tal motivo proteger los dere-
chos humanos y garantías de todos los trabajadores mexi-
canos, plasmado en el siguiente marco jurídico:

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
expresa que:

Artículo 1o. Todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, tienen la obligación de promover, respe-
tar, proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad. En
consecuencia, el estado deberá prevenir, investigar, san-
cionar y reparar las violaciones a los derechos humanos,
en los términos que establezca la ley.

Artículo 5o. El estado no puede permitir que se lleve a
efecto ningún contrato, pacto o convenio que tenga por
objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrifi-
cio de la libertad de la persona por cualquier causa.

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo dig-
no y socialmente útil; al efecto, se promoverán la crea-

ción de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cua-
les regirán:

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos,
artesanos y de una manera general, todo contrato de tra-
bajo:

I. La duración de la jornada máxima será de ocho horas.

II. La jornada máxima de trabajo nocturno será de 7 ho-
ras. Quedan prohibidas: las labores insalubres o peligro-
sas, el trabajo nocturno industrial y todo otro trabajo
después de las diez de la noche, de los menores de die-
ciséis años;

III. Queda prohibida la utilización del trabajo de los
menores de quince años. Los mayores de esta edad y
menores de dieciséis tendrán como jornada máxima la
de seis horas.

IV. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el ope-
rario de un día de descanso, cuando menos.

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un descanso de seis semanas ante-
riores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y
seis semanas posteriores al mismo, debiendo percibir su
salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que
hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el pe-
riodo de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios
por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hi-
jos;

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los tra-
bajadores serán generales o profesionales. Los primeros
regirán en las áreas geográficas que se determinen; los
segundos se aplicarán en ramas determinadas de la acti-
vidad económica o en profesiones, oficios o trabajos es-
peciales. El salario mínimo no podrá ser utilizado como
índice, unidad, base, medida o referencia para fines aje-
nos a su naturaleza.

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes
para satisfacer las necesidades normales de un jefe de
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familia, en el orden material, social y cultural, y para
proveer a la educación obligatoria de los hijos. Los sa-
larios mínimos profesionales se fijarán considerando,
además, las condiciones de las distintas actividades eco-
nómicas.

VII. a XI.

XII. Toda empresa agrícola, industrial, minera o de
cualquier otra clase de trabajo, estará obligada, según lo
determinen las leyes reglamentarias a proporcionar a los
trabajadores habitaciones cómodas e higiénicas. Esta
obligación se cumplirá mediante las aportaciones que
las empresas hagan a un fondo nacional de la vivienda a
fin de constituir depósitos en favor de sus trabajadores y
establecer un sistema de financiamiento que permita
otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que ad-
quieran en propiedad tales habitaciones4.

…

XIV. Los empresarios serán responsables de los acci-
dentes del trabajo y de las enfermedades profesionales
de los trabajadores, sufridas con motivo o en ejercicio
de la profesión o trabajo que ejecuten; por lo tanto, los
patronos deberán pagar la indemnización correspon-
diente, según que haya traído como consecuencia la
muerte o simplemente incapacidad temporal o perma-
nente para trabajar, de acuerdo con lo que las leyes de-
terminen. Esta responsabilidad subsistirá aún en el caso
de que el patrono contrate el trabajo por un intermedia-
rio5.

La Ley Federal del Trabajo regula de forma especí-
fica las normas para las correctas condiciones de los
trabajadores del campo.

Artículo 5o. Las disposiciones de esta ley son de orden
público por lo que no producirá efecto legal, ni impedi-
rá el goce y el ejercicio de los derechos, sea escrita o
verbal, la estipulación que establezca:

I. Trabajos para menores de quince años; 

II. Una jornada mayor que la permitida por esta Ley;

III. Una jornada inhumana por lo notoriamente excesi-
va, dada la índole del trabajo, a juicio de la Junta de
Conciliación y Arbitraje;

IV. Horas extraordinarias de trabajo para los menores de
dieciocho años; 

V. Un salario inferior al mínimo; 

VI. Un salario que no sea remunerador, a juicio de la
Junta de Conciliación y Arbitraje; 

VII. Un plazo mayor de una semana para el pago de los
salarios a los obreros y a los trabajadores del campo; 

VIII. Un lugar de recreo, fonda, cantina, café, taberna o
tienda, para efectuar el pago de los salarios, siempre que
no se trate de trabajadores de esos establecimientos;

IX. La obligación directa o indirecta para obtener artí-
culos de consumo en tienda o lugar determinado; 

X. La facultad del patrón de retener el salario por con-
cepto de multa;

XI. Un salario menor que el que se pague a otro traba-
jador en la misma empresa o establecimiento por traba-
jo de igual eficiencia, en la misma clase de trabajo o
igual jornada, por consideración de edad, sexo o nacio-
nalidad; 

XII. Trabajo nocturno industrial o el trabajo después de
las veintidós horas, para menores de dieciséis años; y

XIII. Renuncia por parte del trabajador de cualquiera de
los derechos o prerrogativas consignados en las normas
de trabajo. En todos estos casos se entenderá que rigen
la ley o las normas supletorias en lugar de las cláusulas
nulas.

Artículo 279. Trabajadores del campo son los que eje-
cutan las labores propias de las explotaciones agrícolas,
ganaderas, acuícolas, forestales o mixtas, al servicio de
un patrón. Los trabajadores en las explotaciones indus-
triales forestales se regirán por las disposiciones gene-
rales de esta ley. Los trabajadores del campo pueden ser
permanentes, eventuales o estacionales.

Artículo 279 Bis. Trabajador eventual del campo es
aquél que, sin ser permanente ni estacional, desempeña
actividades ocasionales en el medio rural, que pueden
ser por obra y tiempo determinado, de acuerdo a lo es-
tablecido en la presente ley.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I 85



Artículo 279 Ter. Los trabajadores estacionales del
campo o jornaleros son aquellas personas físicas que
son contratadas para laborar en explotaciones agrícolas,
ganaderas, forestales, acuícolas o mixtas, únicamente en
determinadas épocas del año, para realizar actividades
relacionadas o que van desde la preparación de la tierra,
hasta la preparación de los productos para su primera
enajenación, ya sea que sean producidos a cielo abierto,
en invernadero o de alguna otra manera protegidos, sin
que se afecte su estado natural; así como otras de análo-
ga naturaleza agrícola, ganadera, forestal, acuícola o
mixta. Puede ser contratada por uno o más patrones du-
rante un año, por periodos que en ningún caso podrán
ser superiores a veintisiete semanas por cada patrón. No
se considerarán trabajadores estacionales del campo, los
que laboren en empresas agrícolas, ganaderas, foresta-
les, acuícolas o mixtas que adquieran productos del
campo, para realizar actividades de empaque, re empa-
que, exposición, venta o para su transformación a través
de algún proceso que modifique su estado natural.

Artículo 280. El trabajador estacional o eventual del
campo que labore en forma continua por un periodo ma-
yor a veintisiete semanas para un patrón, tiene a su fa-
vor la presunción de ser trabajador permanente. El pa-
trón llevará un registro especial de los trabajadores
eventuales y estacionales que contrate cada año y exhi-
birlo ante las autoridades del trabajo cuando sea reque-
rido para ello. Al final de la estación o del ciclo agríco-
la, el patrón deberá pagar al trabajador las partes
proporcionales que correspondan por concepto de vaca-
ciones, prima vacacional, aguinaldo y cualquier otra
prestación a la que tenga derecho, y deberá entregar una
constancia a cada trabajador en la que se señalen los dí-
as laborados y los salarios totales devengados.

Artículo 282. Las condiciones de trabajo se redactarán
por escrito, observándose lo dispuesto en el artículo 25
y demás relativos de esta ley.

Artículo 283. Los patrones tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. Pagar los salarios precisamente en el lugar donde
preste el trabajador sus servicios y en periodos de tiem-
po que no excedan de una semana;

II. Suministrar gratuitamente a los trabajadores habita-
ciones adecuadas e higiénicas, proporcionales al núme-
ro de familiares o dependientes económicos que los

acompañen y, en su caso, un predio individual o colec-
tivo, para la cría de animales de corral;

III. Mantener las habitaciones en buen estado, haciendo
en su caso las reparaciones necesarias y convenientes; 

IV. Proporcionar a los trabajadores agua potable y ser-
vicios sanitarios durante la jornada de trabajo;

V. Mantener en el lugar de trabajo los medicamentos y
material de curación, así como los antídotos necesarios,
a fin de proporcionar primeros auxilios a los trabajado-
res, a sus familiares o dependientes económicos que los
acompañen, así como adiestrar personal que los preste;

VI. Proporcionar a los trabajadores y a sus familiares
que los acompañen asistencia médica o trasladarlos al
lugar más próximo en el que existan servicios médicos.
También tendrán las obligaciones a que se refiere el ar-
tículo 504, fracción II;

VII. Proporcionar gratuitamente al trabajador, a sus fa-
miliares o dependientes económicos que los acompañen
medicamentos y material de curación en los casos de en-
fermedades tropicales, endémicas y propias de la región
y pagar a los trabajadores que resulten incapacitados, el
setenta y cinco por ciento de los salarios hasta por no-
venta días. Los trabajadores estacionales disfrutarán de
esta prestación por el tiempo que dure la relación labo-
ral. Los trabajadores estacionales también deberán con-
tar con un seguro de vida para sus traslados desde sus
lugares de origen a los centros de trabajo y posterior-
mente a su retorno;

VIII. Permitir a los trabajadores dentro del predio: a)
Tomar en los depósitos acuíferos, el agua que necesiten
para sus usos domésticos y sus animales de corral. b) La
caza y la pesca, para usos propios, de conformidad con
las disposiciones que determinan las Leyes. c) El libre
tránsito por los caminos y veredas establecidos, siempre
que no sea en perjuicio de los sembrados y cultivos. d)
Celebrar en los lugares acostumbrados sus fiestas regio-
nales. 

IX. Fomentar la creación de cooperativas de consumo
entre los trabajadores; 

X. Fomentar la alfabetización entre los trabajadores y
sus familiares. El estado garantizará en todo momento,
el acceso a la educación básica de los hijos de los traba-
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jadores estacionales del campo o jornaleros. La Secreta-
ría de Educación Pública reconocerá los estudios que en
un mismo ciclo escolar realicen los hijos de los trabaja-
dores estacionales del campo o jornaleros, tanto en sus
lugares de origen como en sus centros de trabajo6;

Ley del Seguro Social

Capítulo X

De la Seguridad Social en el Campo

Artículo 234. La seguridad social se extiende al campo
mexicano, en los términos y formas que se establecen en
la presente ley y los reglamentos respectivos.

Artículo 235. Las mujeres y los hombres del campo que
tengan el carácter de trabajadores independientes, res-
pecto de quienes no medie ninguna relación de subordi-
nación laboral, los ejidatarios, comuneros, colonos y pe-
queños propietarios; así como los ejidos y otras formas
superiores de organización, podrán acceder a la seguri-
dad social en la forma y términos que señala el artículo
13, a través de convenio de incorporación voluntaria al
régimen obligatorio, o bien mediante el seguro de salud
para la familia establecido en el artículo 240 de esta ley.

Artículo 237. Los trabajadores asalariados, eventuales
y permanentes en actividades del campo, se compren-
den en el artículo 12, fracción I, de esta ley y accederán
a la seguridad social en los términos y formas que esta-
blezca la misma, conforme a las modalidades que para
el efecto establezcan los reglamentos que correspondan.

Artículo 238. Los indígenas, campesinos temporales de
zonas de alta marginalidad y todas aquellas familias
campesinas, cuya condición económica se ubique en po-
breza extrema, tendrán acceso a las prestaciones de so-
lidaridad social, bajo la forma y términos que establecen
los artículos 214 a 217 de esta ley.

Artículo 239. El acceso a la seguridad social de los su-
jetos a que se refiere el presente capítulo, podrá ser apo-
yado por el tercer aportante establecido en el artículo
230 de esta ley. En cualquier caso éstos podrán acceder
al seguro de salud para la familia regulado por este or-
denamiento7.

Compañeros y compañeras diputadas, reconozcamos la
gran labor que realizan los trabajadores agrícolas, legisle-

mos correctamente y garanticemos la justicia social a todos
los mexicanos. Es notorio en el presente, los vacíos que
aún tenemos en el marco jurídico a favor de este grupo vul-
nerable, seamos participes de un verdadero cambio.

Debemos dotar a los trabajadores del campo de una legis-
lación eficaz que observe y defienda realmente sus dere-
chos, con esta iniciativa deposito en sus manos la posibili-
dad de brindarles calidad de vida y condiciones favorables
de trabajo, enfatizando la obligación que tenemos según el
segundo precepto constitucional, apartado B, fracción VIII,
para garantizar los derechos laborales de los jornaleros
agrícolas.

Por lo anterior expuesto, someto a consideración del pleno
de la Honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va con proyecto de 

Decreto por la que se reforma las fracciones II, III, IV,
V, XIII y adiciona la fracción XIV al artículo 283; y,
adiciona la fracción IV del artículo 284 de la Ley Fede-
ral del Trabajo.

Único. Se reforman las fracciones II, III, IV, V, XIII y adi-
ciona la fracción XIV al artículo 283; y, adiciona la frac-
ción IV del artículo 284 de la Ley Federal del Trabajo, pa-
ra quedar como sigue,

Artículo 283. Los patrones tienen las obligaciones espe-
ciales siguientes:

I. Pagar los salarios precisamente en el lugar donde
preste el trabajador sus servicios y en periodos de tiem-
po que no excedan de una semana;

II. Suministrar gratuitamente a los trabajadores y de-
pendientes económicos que los acompañen habitaciones
proporcionales al número de familiares, adecuadas e hi-
giénicas con los servicios públicos como el agua, elec-
tricidad y gas y, en su caso, un predio individual o co-
lectivo, para la cría de animales de corral; 

III. Mantener las habitaciones en buen estado, haciendo
en su caso las reparaciones necesarias y convenientes
sin que esta exceda de una semana; 

IV. Proporcionar a los trabajadores agua potable, ali-
mentos y servicios sanitarios durante la jornada de tra-
bajo;
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V. Informar a los trabajadores sobre los riesgos que
corren, manteniendo siempre en el lugar de trabajo los
medicamentos y material de curación, así como los an-
tídotos necesarios, a fin de proporcionar primeros auxi-
lios a los trabajadores, a sus familiares o dependientes
económicos que los acompañen, adiestrar personal que
los preste; 

VI. a XII.

XIII. Brindar gratuitamente servicios de calidad de
guardería para los hijos de los trabajadores.

XIV. Proporcionar a los trabajadores el equipo nece-
sario de trabajo que proteja su integridad física du-
rante el desarrollo de sus actividades; 

XV. Garantizar en todo momento un trato con res-
peto y dignidad a los trabajadores y sus dependien-
tes económicos o acompañantes.

Artículo 284. Queda prohibido a los patrones: 

I. a IV. 

V. Exceder las horas de jornadas señaladas en el ar-
tículo 60 de esta ley, en caso contrario el patrón las
deberá pagar como jornada de trabajo extraordina-
ria.

Transitorio

Único. El presente decretó entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/125_120615.pdf;
pag. 64.

2 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/agricola
2016_0.pdf; pag. 1

3 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/agricola
2016_0.pdf; pag. 4

4 Programa especial concurrente para el desarrollo rural sustentable
2014-2018

4 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/htm/1.htm

5 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/htm/1.htm

6 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/125_120615.pdf

7 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/92_121115.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de septiembre de 2016.—
Diputada Rosalinda Muñoz Sánchez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Armando Luna Canales, del Grupo Parlamentario
del PRI

El que suscribe, Armando Luna Canales, diputado del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6o., numeral 1, fracción I; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía la presente ini-
ciativa que reforma la fracción IX, del apartado B del ar-
tículo 2o., de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, al tenor del siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto modificar el artículo
2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos (CPEUM) a fin de que sea reconocido el derecho
a la consulta previa, así como al consentimiento previo, li-
bre e informado que asiste a los pueblos y comunidades in-
dígenas de nuestro país.

Sobre el estado multicultural mexicano

Nuestro país dispone en su artículo 2o. constitucional pá-
rrafo segundo, que: “La nación tiene una composición plu-
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ricultural sustentada originalmente en sus pueblos indíge-
nas que son aquéllos que descienden de poblaciones que
habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la co-
lonización y que conservan sus propias instituciones socia-
les, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.”

Esta diversidad cultural puede claramente advertirse en sus
pueblos y comunidades indígenas que con sus lenguas y
tradiciones enriquecen la cultura de nuestro país. Sin em-
bargo, el asumirse como un estado multicultural y plural
conlleva diversas obligaciones, entre ellas, la de garantizar
las condiciones necesarias para que dicha diversidad pueda
tener cabida y desarrollarse debidamente.

Para lograr lo anterior, se ha dispuesto por parte de la co-
munidad internacional de estados y, posteriormente trasla-
dado a nuestro país, el derecho a la libre determinación de
los pueblos, como un derecho que claramente asiste a los
pueblos y comunidades indígenas.

El derecho a la libre determinación resulta ser una especie
de derecho base o bien, de derecho condensado, porque a
partir del mismo, tienen lugar una pluralidad de derechos,
los cuales –como se ha dicho– encuentra sustento y justifi-
cación en este derecho matriz. Con este derecho, se garan-
tiza en gran medida la permanencia y continuación de los
estados multiculturales porque permite a las minorías étni-
cas, lingüísticas y religiosas disponer de una herramienta a
partir de la cual pueden, en los hechos, manifestarse como
sociedades diferenciadas en tanto sus diversas manifesta-
ciones de identidad.

Gracias al derecho a la libre determinación, los pueblos y
comunidades indígenas pueden, entre otras tantas cosas,
mantener sus sistemas jurídicos propios (el pluralismo cul-
tural), sus sistemas de administración de justicia, de regu-
lación interna, de participación social, de salud, alimenta-
ción, medio ambiente, desarrollo humano, etcétera.
Nuestra Constitución Política reconoce este derecho fun-
damental y lo desarrolla en el sentido de que permite a los
pueblos indígenas: decidir sus formas internas de convi-
vencia y organización social, económica, política y cultu-
ral; aplicar sus propios sistemas normativos en la regula-
ción y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los
principios generales de la Constitución, respetando las ga-
rantías individuales, los derechos humanos y, de manera re-
levante, la dignidad e integridad de las mujeres.

Asimismo, permite reconocer los derechos a: elegir de
acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradi-

cionales, a las autoridades o representantes para el ejerci-
cio de sus formas propias de gobierno interno; acceder y
desempeñar los cargos públicos y de elección popular para
los que hayan sido electos o designados, en un marco que
respete el pacto federal y la soberanía de los estados; pre-
servar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los
elementos que constituyan su cultura e identidad; conser-
var y mejorar el hábitat y preservar la integridad de sus tie-
rras; acceder, con respeto a las formas y modalidades de
propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta Cons-
titución y en las leyes de la materia, así como a los dere-
chos adquiridos por terceros o por integrantes de la comu-
nidad, al uso y disfrute preferente de los recursos naturales
de los lugares que habitan y ocupan las comunidades, sal-
vo aquellos que corresponden a las áreas estratégicas, en
términos de la Constitución. Para estos efectos las comuni-
dades podrán asociarse en los términos previstos en la ley;
elegir, en los municipios con población indígena, represen-
tantes ante los ayuntamientos; entre otros tantos.

Gracias a este derecho puede garantizarse realmente la
existencia de un estado multicultural, el cual, en palabras
de la Corte Constitucional Colombiana (una de las cortes
más avanzadas en temas de derechos humanos) supone un
nuevo modelo, de acuerdo con el cual:

“el principio de diversidad e integridad personal no es
simplemente una declaración retórica, sino que consti-
tuye una proyección, en el plano jurídico, del carácter
democrático, participativo y pluralista de la república
colombiana y obedece a la aceptación de la alteridad li-
gada a la aceptación de la multiplicidad de formas de vi-
da y sistemas de comprensión del mundo diferentes de
los de la cultura occidental. La Constitución política
permite al individuo definir su identidad con base en sus
diferencias específicas y en valores étnicos y culturales
concretos, y no conforme a un concepto abstracto y ge-
neral de ciudadanía, como el definido por los estados li-
berales unitarios y monoculturales. Lo anterior traduce
un afán válido por adaptar el derecho a las realidades so-
ciales, a fin de satisfacer las necesidades de reconoci-
miento de aquellos grupos que se caracterizan por ser
diferentes en cuestiones de raza, o cultura. En suma, el
reconocimiento de la diversidad étnica y cultural obede-
ce al imperativo de construir una democracia cada vez
más inclusiva y participativa y de ser consecuentes, de
otro lado, en la concepción según la cual la justicia
constituye un ideal incompleto si no atienden a las rei-
vindicaciones de reconocimiento de los individuos y co-
munidades.”1
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Como una de las manifestaciones del derecho a la libre de-
terminación de los pueblos encontramos el derecho a la
consulta previa y al consentimiento previo, libre e infor-
mado. Estos derechos, curiosamente, también derivan del
derecho a la libre determinación, pero, a la vez, permiten
su protección porque tales derechos son formas de partici-
pación de los colectivos étnicos mediante los cuales asegu-
ran la pervivencia de sus diversas manifestaciones cultura-
les. 

La consulta previa “…es el derecho fundamental, de ca-
rácter colectivo, que tienen los pueblos y comunidades in-
dígenas, así como otras minorías étnicas, para poder parti-
cipar y decidir, de acuerdo con sus usos y costumbres, cada
vez que se pretendan tomar decisiones externas que afecten
directamente sus formas tradicionales de vida en sus diver-
sos aspectos (territorial, ambiental, cultural, espiritual, so-
cial, económico, de salud, etcétera) así como de aquellos
otros que incidan directamente en su estructura étnica, con
el propósito de salvaguardar su integridad como sujeto co-
lectivo y garantizar su derecho a la participación”2.

Por su parte, el consentimiento previo, libre e informado se
entiende como “…un derecho fundamental, de carácter co-
lectivo, que poseen los pueblos y comunidades indígenas,
así como otras minorías étnicas semejantes, por el cual ga-
rantizan su derecho a la participación frente a aquellas me-
didas adoptadas por el estado con una especial capacidad
de incidencia en la estructura étnica del pueblo o la comu-
nidad. Este derecho se caracteriza porque supone la nece-
saria obtención de un consentimiento a partir del cual el
Estado puede implementar la medida prevista con inciden-
cia en la estructura étnica del colectivo”3.

Como puede apreciarse, gracias a estos derechos, los pue-
blos y las comunidades indígenas pueden participar de las
decisiones del estado que los afecten directamente y, con
tales derechos, incidir en el contenido de las decisiones es-
tatales a fin de que puedan manifestar sus diversos puntos
de vista en torno a las acciones públicas a emprenderse.
Con tales derechos, lo que se garantiza es la participación
efectiva dentro del propio estado y ello, como sabemos, es
a su vez un derecho fundamental que debe de ser protegi-
do en un estado constitucional y democrático de derecho.

En cuanto al valor jurídico de tales derechos, debemos de-
cir que es un valor jurídico pleno pues se encuentra conte-
nido primariamente en el Convenio 169 de la Organización
Internacional del Trabajo, así también, en la Convención de

las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos In-
dígenas, el soft Law internacional y las sentencias de la
Corte Interamericana de Derechos Humanos que, como se
sabe, a partir de la contradicción de tesis 293/2011 resultan
plenamente vinculantes para el estado, haya sido o no par-
te del juicio concreto del que derivaron los criterios de la
Corte de San José.

El Convenio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) dispone, en su artículo 6, que:

“Artículo 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente convenio, los
gobiernos deberán:

(a) Consultar a los pueblos interesados, mediante
procedimientos apropiados y en particular a través
de sus instituciones representativas, cada vez que se
prevean medidas legislativas o administrativas sus-
ceptibles de afectarles directamente;

(b) Establecer los medios a través de los cuales los pue-
blos interesados puedan participar libremente, por lo
menos en la misma medida que otros sectores de la po-
blación, y a todos los niveles en la adopción de decisio-
nes en instituciones electivas y organismos administra-
tivos y de otra índole responsables de políticas y
programas que les conciernan;

(c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las
instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los ca-
sos apropiados proporcionar los recursos necesarios pa-
ra este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este
convenio deberán efectuarse de buena fe y de una ma-
nera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de
llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de
las medidas propuestas.”

Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos
de los Pueblos Indígenas dispone:

Artículo 10

Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuer-
za de sus tierras o territorios. No se procederá a ningún
traslado sin el consentimiento libre, previo e informa-
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do de los pueblos indígenas interesados, ni sin un acuer-
do previo sobre una indemnización justa y equitativa y,
siempre que sea posible, la opción del regreso.

Artículo 19

Los estados celebrarán consultas y cooperarán de buena
fe con los pueblos indígenas interesados por medio de
sus instituciones representativas antes de adoptar y apli-
car medidas legislativas o administrativas que los afec-
ten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e
informado.

Artículo 28

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación,
por medios que pueden incluir la restitución o, cuando
ello no sea posible, una indemnización justa, imparcial
y equitativa, por las tierras, los territorios y los recursos
que tradicionalmente hayan poseído u ocupado o utili-
zado de otra forma y que hayan sido confiscados, toma-
dos, ocupados, utilizados o dañados sin su consenti-
miento libre, previo e informado.

2. …

Artículo 29

1. …

2. Los estados adoptarán medidas eficaces para garanti-
zar que no se almacenen ni eliminen materiales peligro-
sos en las tierras o territorios de los pueblos indígenas
sin su consentimiento libre, previo e informado.

3. …

De igual modo, y como lo hemos comentado, la Suprema
Corte de Justicia de la Nación derivado de la contradicción
de tesis 293/2011 concluyó que los criterios de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH) expresa-
dos en sus sentencias son obligatorias para México, inde-
pendientemente de que en las mismas haya o no participa-
do el estado. Así, en su tesis de jurisprudencia P./J. 21/2014
(derivada de la Contradicción de Tesis) y cuyo rubro es
“Jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos. Es vinculante para los jueces mexicanos
siempre que sea más favorable a la persona”, se indica: 

“Los criterios jurisprudenciales de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, con independencia de que
el Estado Mexicano haya sido parte en el litigio ante di-
cho tribunal, resultan vinculantes para los Jueces nacio-
nales al constituir una extensión de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, toda vez que en dichos
criterios se determina el contenido de los derechos hu-
manos establecidos en ese tratado. La fuerza vinculante
de la jurisprudencia interamericana se desprende del
propio mandato establecido en el artículo 1o. constitu-
cional, pues el principio pro persona obliga a los Jueces
nacionales a resolver cada caso atendiendo a la inter-
pretación más favorable a la persona…”

Gracias a esta jurisprudencia pueden aplicarse los criterios
de la corte interamericana en temas de consulta y consenti-
miento previo a pueblos indígenas y, en las cuales se ha di-
cho que: 

“…sólo puede hablarse de una verdadera democracia,
representativa y participativa, allí donde la composición
formal y material del sistema guarda una corresponden-
cia adecuada con las diversas fuerzas que conforman la
sociedad, y les permite, a todas ellas, participar en la
adopción de las decisiones que les conciernan. Ello es
especialmente importante en un estado social de dere-
cho, que se caracteriza por presuponer la existencia de
una profunda interrelación entre los espacios, tradicio-
nalmente separados, del “estado” y la “sociedad civil”,
y que pretende superar la concepción tradicional de la
democracia, vista simplemente como el gobierno formal
de las mayorías, para acoplarse mejor a la realidad e in-
cluir dentro del debate público, en tanto sujetos activos,
a los distintos grupos sociales, minoritarios o en proce-
so de consolidación, fomentando así su participación en
los procesos de toma de decisiones a todo nivel.

160. Es por todo lo anterior que una de las garantías fun-
damentales para garantizar la participación de los pue-
blos y comunidades indígenas en las decisiones relati-
vas a medidas que afecten sus derechos, y en particular
su derecho a la propiedad comunal, es justamente el re-
conocimiento de su derecho a la consulta, el cual está
reconocido en el Convenio número 169 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT), entre otros instru-
mentos internacionales complementarios”4.

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
(SCJN), en el amparo en revisión 631/2012 señaló: “Al
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respecto, nuestro país forma parte del Convenio 169 de la
Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indí-
genas y Tribales en Países Independientes… en virtud de lo
anterior, junto con el contenido del artículo 2o. constitu-
cional que garantiza el acceso a la justicia individual o co-
lectivamente a los grupos y comunidades indígenas, pose-
en plena fuerza vinculante al haberse adoptado en la
normativa de nuestro país, lo que implica que permeé en
todos los ámbitos del sistema jurídico”5.

Como se ha argumentado suficientemente, la disposición
contenida en el artículo 6 del Convenio 169 de la OIT tie-
ne plena fuerza vinculante para nuestro estado, por lo que
debe de reconocerse en nuestro ámbito interno mediante
una reforma constitucional.

Sobre la propuesta de modificación normativa

El artículo 2 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en su apartado B, fracción IX prevé una
forma de consulta hacia los pueblos y comunidades indíge-
nas, estableciendo en su parte conducente que:

Artículo 2o. …

…

…

…

…

A. …

B. …

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pue-
blos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tie-
nen la obligación de:

De la I a la VIII. …

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración
del Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y mu-
nicipales y, en su caso, incorporar las recomendaciones
y propuestas que realicen.

…
…

Como es fácil advertir, la disposición en cuestión limita
el derecho a la consulta únicamente a la elaboración del
Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y munici-
pales, no haciéndolo extensivo a todos los demás su-
puestos que sí se prevén en las normas de fuente inter-
nacional (pero incorporadas al derecho interno por vía
la ratificación que de ellos ha hecho el Estado mexica-
no, así como por vía de los criterios de la CoIDH que
son obligatorios) e, incluso, por vía de la propia Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, la que ha entendido
que el derecho se actualiza cada vez que se prevean me-
didas legislativas o administrativas susceptibles de afec-
tarles directamente.

Del mismo modo, se advierte una ausencia completa del
derecho al consentimiento, previo, libre e informado que,
como se ha dejado en claro en las disposiciones citadas,
procede en determinados casos y adquiere un carácter re-
forzado al de la consulta previa. La CoIDH, respecto de es-
te derecho, además ha indicado que:

“…adicionalmente a la consulta que se requiere siempre
que haya un plan de desarrollo o inversión dentro del te-
rritorio tradicional Saramaka, la salvaguarda de partici-
pación efectiva que se requiere cuando se trate de gran-
des planes de desarrollo o inversión que puedan tener un
impacto profundo en los derechos de propiedad de los
miembros del pueblo Saramaka a gran parte de su terri-
torio, debe entenderse como requiriendo adicionalmen-
te la obligación de obtener el consentimiento libre, pre-
vio e informado del pueblo Saramaka, según sus
costumbres y tradiciones”6.

En consecuencia y, por todo lo antes expuesto, presento an-
te esta soberanía la presente iniciativa de reforma constitu-
cional a fin de que sea reconocido en el artículo 2o., apar-
tado B, fracción IX, el derecho a la consulta y al
consentimiento previo, libre e informado, ello, mediante el
siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma la fracción IX, del artículo 2o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo 2o. …

…
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…

…

…

A. …

B. …

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pue-
blos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen
la obligación de:

De la I a la VIII. …

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración
del Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y mu-
nicipales y, en su caso, incorporar las recomendaciones
y propuestas que realicen. De igual modo, consultarlos
cada vez que se prevean medidas legislativas o admi-
nistrativas susceptibles de afectarles directamente y,
en aquellos casos donde se precise, obtener su con-
sentimiento previo, libre e informado.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 CCC, sentencia SU-510/98.

2 Maldonado Smith, Mario Eduardo. Torres de Babel. Estado, multi-
culturalismo y derechos humano. Ed. UNAM. México, 2015, Pág. 127.

3 Ibídem. Pág. 179.

4 CoIDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador.
Sentencia de 27 de junio de 2012. Párr. 159-160.

5 SCJN. Amparo en revisión 631/2012 (acueducto independencia).

6 CoIDH. Caso Saramaka Vs. Surinam. Sentencia de 28 de noviem-
bre de 2007. Párr. 137.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de 2016.—
Diputado Armando Luna Canales (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

LEY DE PLANEACIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley de Plane-
ación, a cargo de la diputada Guadalupe González Suáste-
gui, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Guadalupe González Suástegui, diputada a la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72,
inciso H, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
Congreso de la Unión iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman las fracciones I, III y IV del artícu-
lo 2o. de la Ley de Planeación, para armonizarlo con los
instrumentos internacionales y fortalecer las bases de la
planeación estratégica, tendentes a superar la pobreza y las
carencias sociales.

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

El aumento progresivo de la pobreza en sus diferentes di-
mensiones que alcanza altos niveles, hace necesaria la in-
tervención decidida del Estado Mexicano, para que desde
la planeación del desarrollo económico y social, así como
desde la construcción de las políticas públicas, se incorpo-
ren acciones, estrategias y políticas que permitan generar el
equilibrio necesario entre el aumento poblacional, la gene-
ración de los servicios básicos y el desarrollo económico,
para lograr una justa distribución de la riqueza en la pobla-
ción en general, lo cual, es posible, si se fortalece desde la
Ley de Planeación esta situación.

II. Argumentación

De acuerdo con los datos oficiales del Coneval en el infor-
me de 2014, menciona a la letra:
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… Entre 2012 y 2014, el porcentaje de población en po-
breza subió de 45.5 a 46.2 por ciento; mientras que el
porcentaje de pobreza extrema bajó de 9.8 a 9.5 por
ciento, por lo que la población en pobreza aumentó de
53.3 a 55.3 millones de personas; aunque la pobreza ex-
trema se redujo de 11.5 a 11.4 millones de personas en-
tre 2012 y 2014; respecto al número de carencias pro-
medio de la población en pobreza de acuerdo a la
institución mencionada, se redujo entre 2012 y 2014 de
2.4 a 2.3. Por otra parte, las carencias promedio de la
pobreza extrema bajaron de 3.7 a 3.6; en otro rubro, en-
tre 2012 y 2014, el porcentaje de la población rural en
pobreza pasó de 61.6 a 61.1 por ciento y en el caso de la
población urbana, la pobreza pasó de 40.6 a 41.7 por
ciento.

El Coneval destaca que en 24 entidades federativas se ob-
servó una reducción en el porcentaje de pobreza o de po-
breza extrema, mientras que en 8 entidades aumentó el por-
centaje de la pobreza y la pobreza extrema.

Respecto a la reducción del ingreso destaca que, por hogar,
entre 2012 y 2014 que la dinámica demográfica fue uno de
los factores principales en el incremento de la pobreza en
este periodo; por lo tanto, el aumento del ingreso del decil
con mayor pobreza (decil I), así como la disminución de
carencias sociales de esa población, contribuyeron a la re-
ducción de la pobreza extrema entre 2012 y 2014.

La situación anterior es contraria al artículo 25 constitucio-
nal, el cual dispone que el Estado es responsable de la rec-
toría del desarrollo nacional con el fin de garantizar que sea
integral y sostenible; para que, con ello, se fortalezca la so-
beranía nacional y el régimen democrático existente.

De acuerdo con la Carta Magna, es mediante la competiti-
vidad, el crecimiento económico y el empleo, como se lo-
gra una mejor y más justa distribución de la riqueza para
que de esta manera se realice el pleno ejercicio de la liber-
tad y la dignidad de las personas de acuerdo con las garan-
tías que la constitución establece; en consecuencia, la com-
petitividad debe orientarse al impulso del crecimiento, la
promoción de la inversión y la generación de empleo, de-
biendo plasmarse y observarse en el Plan Nacional de De-
sarrollo y los estatales y municipales.

La Constitución establece de manera clara que el desarro-
llo económico debe realizarse con responsabilidad social
por parte del sector público, el sector social y el sector pri-
vado.

Lo anterior no ha sido así, por lo cual la Ley de Planeación
debe fortalecerse para que se cumpla con el mandato cons-
titucional de consolidar un desarrollo equilibrado, la justa
distribución de la riqueza, el impulso de la competitividad
e ingresos dignos para las personas mediante el producto
de su trabajo.

Por lo anterior, es importante que en la planeación del de-
sarrollo nacional se consideren los indicadores metodoló-
gicos tanto del Inegi como del Coneval para que la planea-
ción sea más precisa en lo que respecta a la atención tanto
de las dimensiones como vulnerabilidades y carencias que
padecen las personas en situación de pobreza; principal-
mente la falta de acceso a los servicios de salud, educación,
seguridad social, alimentación, la falta de calidad en los es-
pacios y servicios en las viviendas y la insuficiencia de los
ingresos, de tal manera que al buscar el equilibrio en estas
necesidades y el desarrollo nacional, se puede resolver de
manera paulatina las grandes desigualdades existentes en
el país.

Se propone incluir el tema de la superación de la pobreza
dentro de los principios rectores enunciados en la fracción
III del artículo 2 de la Ley de Planeación en los siguientes
términos:

III. La igualdad de derechos entre mujeres y hombres, la
superación de la pobreza, la atención de las necesidades
básicas de la población y la mejoría, en todos los aspectos
de la calidad de la vida, para lograr una sociedad más igua-
litaria, garantizando un ambiente adecuado para el desarro-
llo de la población;

Si bien podría interpretarse que en el mismo numeral se en-
cuentra implícita la atención de las necesidades básicas, es
importante que se especifique de manera clara que es un
objetivo de la planeación estratégica que realiza el Estado
debe encaminarse a superar la pobreza con el fin de que sea
un principio rector a considerar en la planeación.

En el artículo 2o. se propone en el numeral I armonizar lo
establecido en el Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales adoptado por la Asamblea Ge-
neral de la ONU en 1966 y ratificado por el Estado Mexi-
cano, mediante su publicación en el Diario Oficial y su
entrada en vigor en 1981, en los siguientes términos:

Artículo 2o. (…)
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I. El fortalecimiento de la soberanía, la independencia y
autodeterminación nacionales, en lo político, lo econó-
mico, lo social, lo ambiental y lo cultural;

En virtud de lo anterior, es adecuado adicionar la dimen-
sión ambiental en nuestro país porque uno de los grandes
retos consiste en incluir al medio ambiente en la competi-
tividad, el desarrollo económico y social afín de que el cre-
cimiento sea sustentable y desde todas las dependencias se
considere en sus planes anuales la vertiente ambiental y so-
cial a efecto de que se provean los recursos presupuestarios
necesarios para dar cumplimiento a los objetivos y las me-
tas del Plan Nacional de Desarrollo.

La dimensión ambiental cobra relevancia a fin de prevenir
problemas y riesgos futuros a la seguridad de nuestro país
en concordancia con los compromisos internacionales ad-
quiridos en materia de protección ambiental que redunde
en desarrollo sustentable.

La inclusión de la dimensión social, tiene como objetivo
hacer patente la libre determinación de nuestro país en la
construcción de las políticas públicas que contribuyan a la
construcción de una sociedad más igualitaria y equitativa
para los grupos vulnerables, a la vez que su régimen tran-
site hacia una mayor inclusión y solidaridad social, al esta-
blecer un piso de bienestar.

De acuerdo con lo anterior, se busca agregar en el numeral
IV lo establecido en el Protocolo Facultativo del Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les del 10 de diciembre de 2008 e incluso se consideran los
derechos ambientales establecidos en los instrumentos in-
ternacionales (Declaración de Río Sobre Medio ambiente y
Desarrollo) en los siguientes términos:

IV. El respeto irrestricto de las garantías individuales, y de
las libertades y derechos sociales, económicos, políticos,
ambientales y culturales;

Lo anterior es congruente con el artículo 1o. constitucional,
en los siguientes términos:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en esta Constitución y en los tratados internacio-
nales de que el Estado mexicano sea parte, así como de
las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las
condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y con los
tratados internacionales de la materia favoreciendo en
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad…

(…)

(…)

El artículo 25 constitucional plantea lo siguiente:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desa-
rrollo nacional para garantizar que éste sea integral y
sustentable, que fortalezca la soberanía de la nación y su
régimen democrático y que, mediante la competitividad,
el fomento del crecimiento económico y el empleo y
una más justa distribución del ingreso y la riqueza, per-
mita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los
individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad
protege esta Constitución. La competitividad se enten-
derá como el conjunto de condiciones necesarias para
generar un mayor crecimiento económico, promoviendo
la inversión y la generación de empleo.

El Estado velará por la estabilidad de las finanzas públicas
y del sistema financiero para coadyuvar a generar condi-
ciones favorables para el crecimiento económico y el em-
pleo. El Plan Nacional de Desarrollo y los planes estatales
y municipales deberán observar dicho principio.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la ac-
tividad económica nacional, y llevará al cabo la regulación
y fomento de las actividades que demande el interés gene-
ral en el marco de libertades que otorga esta Constitución.

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con respon-
sabilidad social, el sector público, el sector social y el sec-
tor privado, sin menoscabo de otras formas de actividad
económica que contribuyan al desarrollo de la nación.

De acuerdo con lo mencionado, se busca que en la misma
fracción IV se incluya el respeto irrestricto de los derechos
económicos como parte de los principios rectores debido a
que los derechos económicos, de acuerdo a los PIDESC se
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refieren básicamente a los derechos de los trabajadores que
incluyen la prohibición del trabajo forzado, los derechos a
escoger o aceptar libremente un trabajo, a un salario equi-
tativo e igual por trabajo de igual valor, al disfrute del tiem-
po libe y a la limitación razonable de las horas de trabajo,
a la seguridad social y la higiene en el trabajo a afiliarse a
sindicatos y a fundarlos y a la huelga.

A la luz de los argumentos vertidos en esta iniciativa, el ar-
tículo 123 constitucional dispone lo siguiente:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo dig-
no y socialmente útil; al efecto, se promoverán la crea-
ción de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.

De acuerdo con las reflexiones realizadas, la reforma de
adición de principios de consideración de derechos en la
Planeación es congruente, tanto con los instrumentos inter-
nacionales como con nuestra constitución política, por tal
motivo, es una reforma que debe ser dictaminada en posi-
tivo e incorporada a nuestro sistema jurídico con el fin de
que el Estado cuente con los dispositivos que le permitan
ejercer sus atribuciones con mayor eficiencia y eficacia en
la superación de la pobreza desde la planeación del desa-
rrollo económico, social, cultural, ambiental y político.

Finalmente, es importante que el Estado mexicano, me-
diante esta reforma que tiene como finalidad incorporar en
la Ley de Planeación la facultad de tomar en considerar
desde la planeación del desarrollo las dimensiones econó-
mica, social y ambiental, para de manera progresiva, se
superen las causas que provocan la pobreza por vulnerabi-
lidad y de ingresos a fin de dar cumplimiento a los instru-
mentos internacionales y los principios de igualdad exis-
tentes en la Constitución.

Por todo lo mencionado someto a consideración del pleno
el siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo 2o. de la Ley
de Planeación

Único. Se reforman las fracciones I, III y IV del artículo
2o. de la Ley de Planeación, para quedar como sigue:

Ley de Planeación

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1o. (…)

Artículo 2o. La planeación deberá llevarse a cabo como un
medio para el eficaz desempeño de la responsabilidad del
Estado sobre el desarrollo integral y sustentable del país y
deberá tender a la consecución de los fines y objetivos po-
líticos, sociales, culturales y económicos contenidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Para ello estará basada en los siguientes principios:

I. El fortalecimiento de la soberanía, la independencia y
autodeterminación nacionales, en lo político, lo econó-
mico, lo social, lo ambiental y lo cultural;

II. (…)

III. La igualdad de derechos entre mujeres y hombres,
la superación de la pobreza, la atención de las necesi-
dades básicas de la población y la mejoría, en todos los
aspectos de la calidad de la vida, para lograr una socie-
dad más igualitaria, garantizando un ambiente adecuado
para el desarrollo de la población;

IV. El respeto irrestricto de las garantías individuales, y
de las libertades y derechos sociales, económicos, polí-
ticos, ambientales y culturales;

V. a VIII. (…)

Transitorios

Primero. Las instituciones y áreas responsables tendrán 45
días para realizar las acciones reglamentarias para que se-
an tomadas en consideración en los planes anuales.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de
2016.— Diputada Guadalupe González Suástegui (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 
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EMITIR UNA MONEDA CONMEMORATIVA DEL
CENTENARIO DE LA FUNDACIÓN DE LA CONFE-
DERACIÓN DE CÁMARAS NACIONALES DE 
COMERCIO, SERVICIOS Y TURISMO DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa de decreto, para emitir una moneda conmemo-
rativa por el centenario de la fundación de la Confedera-
ción de Cámaras Nacionales de Comercio, Servicios y Tu-
rismo de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Jorge Enrique Dávila Flores, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El que suscribe, Jorge Enrique Dávila Flores, diputado Fe-
deral de la LXIII Legislatura, a nombre del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, en ejer-
cicio de la facultad que me otorga el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
este pleno la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el cual se crea la emisión de una moneda conmemora-
tiva por el centenario de la fundación de la Confederación
de Cámaras Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo
de los Estados Unidos Mexicanos (Concanaco Servytur). 

I. Antecedentes

El surgimiento de la Confederación de Cámaras Naciona-
les de Comercio, Servicios y Turismo de los Estados Uni-
dos Mexicanos es un hecho de particular relevancia, tanto
para las actividades que esta institución representa, como
para la historia misma de nuestro país.

El surgimiento de las Cámaras en México, se remonta al si-
glo XVIII.1 Las Cámaras de Comercio formalmente se fun-
dan a finales del siglo XIX. Entre las Cámaras Nacionales
de Comercio más antiguas, destacan la de la Ciudad de
México, cuya fundación se realizó el 27 de agosto de 1874,
posteriormente surgieron varias en ciudades importantes.

El 12 de junio de 1908, surge la primera ley de Cámaras
Nacionales de Comercio, dicho ordenamiento fue expedi-
do por el entonces Presidente de la República General Por-
firio Díaz. Y es así como las Cámaras de comercio fueron
en su origen y en sus distintas sedes, notable baluarte y la
única autoridad civil que prevaleció y dio certeza a la es-
casa, pero necesaria actividad económica de abasto de pro-
ductos para satisfacer la demanda de la población; el inicio

de una etapa determinante, sentando las bases para lo que
después formó Concanaco Servytur.

En 1917, aunque la paz en México se había alcanzado,
existían momentos de quebranto económico e inquietudes
internacionales –reflejo de la Primera Guerra Mundial- y
era necesario unir fuerzas para emprender la obra de resca-
te y rehabilitación; momento de trascendencia, porque las
autoridades mexicanas demandan la intervención de la ini-
ciativa privada en un amplio intento de lograr que la pro-
ducción y la distribución de bienes pudieran superarse por
encima de todo desajuste y es así como la labor de las Cá-
maras de Comercio y su valioso desempeño en diversas
funciones públicas y sociales, sirvieron como antecedente
que el gobierno quiso aprovechar.

Durante el Primer Congreso Nacional de Comerciantes,
con la participación de 42 Cámaras, se aprobó la constitu-
ción de la Confederación de Cámaras Nacionales de Co-
mercio formalizándose su fundación el 3 de noviembre de
1917. Es por ello que se cumplirán cien años de tener co-
mo precepto principal: “representar genuina y legalmente
los intereses generales del comercio para impulsar su desa-
rrollo”.

Una cadena de eventos trascendentes ha distinguido a las
Cámaras de Comercio y a la Confederación, al grado que a
esta institución en 1919, las autoridades le solicitaron y le
dieron el voto de confianza, para que ante la falta de mo-
neda circulante confiable pudiera respaldar la emisión de
vales para el intercambio de mercancías, comprobando la
seriedad y fortaleza de estas instituciones. En medio de la
turbación que el país vivía y ante las dificultades de gober-
nabilidad; la unión de los comerciantes representó amplio
sentido de solidaridad con la entereza de afrontar estas si-
tuaciones críticas en momentos en que muchas fuerzas dis-
gregaban.

El 27 de agosto de 1936 se publica la Ley de Cámaras de
Comercio e Industria, que estableció la filiación obligato-
ria de empresarios y comerciantes a las Cámaras y fusionó
a las Cámaras de Comercio e Industria en una sola, además
de otorgarles el carácter de instituciones autónomas y de
carácter público; y en 1941 la Confederación adoptó su for-
ma actual y separó en dos instituciones distintas a la indus-
tria y al comercio. El 20 de enero de 2005 se publica la
Nueva Ley de Cámaras Empresariales y sus Confederacio-
nes, que es la que rige actualmente.
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II. Exposición de Motivos

Actualmente Concanaco Servytur México:

• Es el organismo empresarial más grande y mejor ver-
tebrado del país, ya que tiene confederadas a 254 Cá-
maras y más de 650 Delegaciones con presencia en más
de 900 ciudades del País, que promueven, defienden y
representan a más de 676 mil empresas del Comercio
Organizado, los Servicios y el Turismo Nacional.

• La participación de los sectores representados por la
Concanaco Servytur asciende a 52.5% del total de la
economía.

• Representa el 72 por ciento de su participación en el
empleo formal en México.

• Es por Ley, órgano de consulta y colaboración de las
autoridades federales, estatales y municipales en todos
aquellos asuntos relacionados con el Comercio, los Ser-
vicios y el Turismo.

• Actúa como un cuerpo gremial de representación y de-
fensa de los intereses de sus sectores. Sirviendo de cau-
ce de comunicación entre empresas y autoridades, re-
presentando los intereses generales de las actividades
empresariales de Comercio, los Servicios y el Turismo
ante toda clase de autoridades federales, estatales y mu-
nicipales.

• Su función social es relevante; ya que al atender los in-
tereses de los sectores que representa, las empresas
cumplen con la función social y económica de ser el
puente de enlace entre el productor y el consumidor, a
fin de lograr una libre, oportuna y suficiente satisfacción
de las necesidades humanas. 

La Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio,
Servicios y Turismo de los Estados Unidos Mexicanos es
esencial en la historia del país, a lo largo de cien años de su
creación ha trabajado arduamente para que las acciones del
Comercio en México se apeguen a principios éticos, pro-
moviendo el crecimiento, desarrollo y fortalecimiento sus-
tentable de la economía nacional, a través del Comercio y
de la libre empresa.

Sin duda, a través de todos estos años, en el devenir de su
vigencia Concanaco Servytur ha demostrado con hechos

el apoyo irrestricto a México y al fortalecimiento de su
economía, en momentos históricos y significativos de
nuestro país, ha coordinado y orientado la opinión de sus
asociados en torno a los problemas nacionales, desempe-
ñando un papel conciliador y de apoyo para el desarrollo y
sustento de la economía nacional, encaminado el desarro-
llo y fomento del turismo, buscando siempre la eficiencia
y el prestigio de sus servicios; obteniendo resoluciones
adecuadas y oportunas a los problemas que se les presen-
tan.

La Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio,
Servicios y Turismo de los Estados Unidos Mexicanos du-
rante sus primeros cien años también promueve y participa
en la solidaridad social, gremial del país, contribuyendo al
logro del bien común, ya que al buscar el desarrollo de las
unidades productivas que son las empresas, trabaja no sólo
por los intereses del empresario, sino también por los del
trabajador, ya que el desarrollo de las empresas implica ne-
cesariamente el bienestar de todos aquellos que las confor-
man y que trabajan unidos, es decir, los empresarios, los
trabajadores y sus familias.

Concanaco Servytur, trabaja por el desarrollo integral de
México con responsabilidad social en un ámbito de ejerci-
cio concreto de las libertades y respeto a la dignidad de las
personas y sus derechos.

II. Consideraciones

En este sentido, 2017 será un año de profundo sentido his-
tórico ya que se conmemorará los 100 años de la funda-
ción de la Confederación de Cámaras Nacionales de Co-
mercio, Servicios y Turismo de los Estados Unidos
Mexicanos (Concanaco Servytur).

No cabe la menor duda que nos referimos a una Confede-
ración que a lo largo de 100 años ha colaborado con nues-
tro gobierno para lograr que el crecimiento económico y la
generación de riqueza se procuren sostenidos, fomentando
la eficacia competitiva de los establecimientos de comer-
cio, servicios y turismo; con precisión señalo los siguientes
logros en pro de México:2

• Participación activa en el “Acuerdo Nacional por el
Turismo”
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• Apoyo directo a proyectos y facilidades de acceso a
crédito a Mypimes para el mejoramiento de la calidad y
generación de empleos, conservando los ya existentes.

• Lanzamiento del principal programa de ofertas para
las familias mexicanas, que ha reactivado sanamente la
economía nacional, protegiendo el empleo formal: “El
Buen Fin”.

• Participación activa en la creación del Instituto Nacio-
nal del Emprendedor; así como la campaña “Hablemos
y Actuemos Bien por México”, logrando modificar con
ello, las percepciones negativas acerca de nuestro país y
destacando grandes oportunidades de inversión, turis-
mo, negocios y recreación que se ofrecen, tanto nacio-
nales como internacionales.

• Ha firmado Convenios de Cooperación, con el objeti-
vo de incentivar la promoción y el intercambio turístico,
de comercio exterior, de inversiones y de la buena ima-
gen de México y Estados Unidos. También se firmó con
la Confederación Colombiana de Comercio un convenio
de cooperación y fomento al turismo, al comercio y a las
inversiones, así como la promoción de la buena imagen
de México y Colombia.

III. Proyecto de Decreto

El Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Banco de Mé-
xico, se han distinguido por conmemorar los aconteci-
mientos históricos que han marcado el rumbo de la nación,
la celebración de sendas institucionales de fechas tan im-
portantes tiene un significado particular en el fortaleci-
miento de la memoria colectiva, cada una desde su trin-
chera y con los instrumentos que están al amparo de sus
competencias. Lo anterior, de conformidad al artículo 73,
fracción XVIII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y al artículo 3, fracción I, de la Ley del
Banco de México.

Con base a estas consideraciones expuestas, en mi calidad
de Diputado Federal integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, es que someto a la consideración de esta
Asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto por el cual se crea la emisión de una moneda
conmemorativa por el centenario de la fundación de la
Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio,
Servicios y Turismo de los Estados Unidos Mexicanos
(Concanaco Servytur).

Decreto

Artículo Primero.- Se autoriza la emisión de una moneda
conmemorativa del Centenario de la fundación de la Con-
federación de Cámaras Nacionales de Comercio, Servicios
y Turismo de los Estados Unidos Mexicanos (Concanaco
Servytur), de conformidad con lo dispuesto en el inciso c)
del artículo 2 de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos, con las siguientes características:

Moneda bimetálica en oro y plata.

Valor nominal: Cien Pesos

Forma: Circular.

Diámetro: 34.5 mm.

Canto: liso.

Composición: núcleo de oro puro de 17.154 g. (ley
0.999)

Arillo perimétrico de plata pura de 12.015 g. (ley
0.999).

Peso: 29.169 g.

Acabado: mate-brillo.

Anverso: Al centro Escudo Nacional con relieve escul-
tórico

Reverso: El motivo de esta moneda será el que, de con-
formidad con el artículo primero transitorio del presen-
te decreto, apruebe el Banco de México. Dicho motivo
deberá ser alusivo y contener como mínimo la expre-
sión: “2017, Centenario de la fundación de la Confe-
deración de Cámaras Nacionales de Comercio, Ser-
vicios y Turismo de los Estados Unidos Mexicanos
(Concanaco Servytur), 1917-2017”
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Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. A más tardar dentro de los 30 días naturales pos-
teriores a la publicación del presente decreto en el Diario
Oficial de la Federación, el Banco de México emitirá las
bases y la convocatoria que se refiere a las características
de la moneda conmemorativa para su reverso.

La Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio,
Servicios y Turismo de los Estados Unidos Mexicanos
(Concanaco Servytur), enviará al Banco de México la
propuesta del diseño del Motivo que se contendrá en el re-
verso de la moneda a la que se refiere el presente Decreto,
a más tardar dentro de los 30 días naturales posteriores a su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

En caso de que la Confederación de Cámaras Nacionales
de Comercio, Servicios y Turismo de los Estados Unidos
Mexicanos (Concanaco Servytur) no presente una pro-
puesta del motivo indicado en este artículo, dentro del pla-
zo establecido en el párrafo anterior, corresponderá al Ban-
co de México realizar el diseño de que se trate, a fin de que
se contenga el reverso de la moneda.

La moneda en comento, se acuñará a los 90 días naturales
posteriores a la fecha límite de entrega del diseño señalado
en el párrafo anterior del presente artículo.

Tercero. La moneda a que se refiere el presente decreto po-
drá acuñarse a partir de la entrada en vigor del mismo.

Cuarto. Corresponde a la Casa de Moneda de México re-
alizar los ajustes técnicos que se requieran, los cuales de-
berán ser acordes con las características de la moneda des-
crita en el presente Decreto.

Quinto. Corresponderá al Banco de México cualquier de-
recho de propiedad industrial o intelectual derivado de la
acuñación de la moneda.

Notas:

1 Historia de Concanaco Servytur. www./concanaco.

2 Informe de Actividades Concanco Servytur.

Salón de sesiones del Honorable Congreso de la Unión, a 14 de sep-
tiembre de 2016.— Diputado Jorge Enrique Dávila Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y
SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO

«Iniciativa que reforma los artículos 14 y 42 de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico, a cargo del diputado Jorge Enrique Dávila Flores, del
Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Jorge Enrique Dávila Flores, diputado a la
LXIII Legislatura, en nombre del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio de la fa-
cultad que me otorga el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ar-
tículos 6, fracción I; 77 y 78 numeral 3 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a la consideración de este
pleno el siguiente proyecto de iniciativa de decreto que
modifica los artículos 14 y 42 de la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, en materia
de adquisiciones y compras al gobierno.

I. Antecedentes

Es conocido por todos nosotros, que el estado es el mayor
demandante de bienes y servicios en la economía de nues-
tro país, pero la importancia de las compras públicas no só-
lo es una consecuencia de la magnitud de los recursos in-
volucrados, sino también la incidencia, equilibrio e
igualdad con las que éstas se realizan.

Hasta no hace mucho tiempo, las compras públicas eran
consideradas apenas como una herramienta necesaria para
asegurar el funcionamiento de las distintas agencias guber-
namentales y la atención estaba centrada sólo en que los
procedimientos se adecuaran a las normas legales y a que
el gasto no superara las asignaciones presupuestarias dis-
puestas, pero un sistema adecuado de compras guberna-
mentales no puede considerarse simplemente una cuestión
técnica: porque su mejor o peor funcionamiento debe tras-
cender directamente en la calidad de vida de la población.

El estado es un actor indispensable para la promoción de la
innovación y el espíritu empresarial. Sus decisiones sobre
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qué, cuánto y a quiénes comprar los bienes y servicios que
requiere para cumplir sus funciones constituyen un ele-
mento vital para el fomento y desarrollo de las empresas.

Por su parte, las micro, pequeñas y medianas empresas
(Mipymes), juegan un rol decisivo tanto en la innovación y
adaptación de nuevas tecnologías, constituyen un eslabón
imprescindible para el desarrollo de las grandes empresas,
representan la columna vertebral de la economía nacional
ya sea por los acuerdos comerciales que ha tenido México
en los últimos años y también por su alto impacto en la ge-
neración de empleos y en la producción nacional; y tam-
bién proporcionan el entorno necesario de proveedores y
subcontratistas en las compras de gobierno.

Debido a lo anterior, es importante instrumentar acciones
para mejorar el entorno económico y apoyar directamente
a las empresas, con el propósito de crear las condiciones
que contribuyan a su establecimiento, crecimiento y con-
solidación; también es indispensable que las dependencias
y entidades federales asuman el compromiso de promover
acciones que propicien la proveeduría imparcial y objetiva
con micro, pequeñas y medianas empresas.

II. Planteamiento del problema

En relación con las compras públicas, una de las proble-
máticas más importantes es la baja participación de las
Mipymes; las barreras de acceso a un mercado de la di-
mensión de las compras públicas, contribuyen a reforzar la
heterogeneidad de la estructura productiva, limitando la di-
fusión del proceso de innovación tecnológica y empeoran-
do la distribución del ingreso, otro obstáculo para estas em-
presas es la escasa capacidad individual de fabricación para
poder abastecer demandas de cierta magnitud; también se
encuentra la limitada disponibilidad de recursos para fi-
nanciar el proceso de producción.

Por lo tanto, nuestro país requiere diseñar políticas que per-
mitan mejorar el acceso equitativo y equilibrado de las
Mipymes a las compras públicas, fomentando su desarro-
llo, teniendo como marco reglamentario lo instituido en la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público, así como lo establecido en los tratados de libre
comercio firmados por el país, necesitamos seguir encau-
sando la igualdad de condiciones entre las empresas lici-
tantes, dando preferencia a aquéllas estratificadas en este
sector.

Otro factor es la importancia en apoyar la generación de
productos nacionales, con ello, se ayuda al crecimiento de
la economía debido a la restructuración de los sectores eco-
nómicos, movilizando la economía del país, generando que
el flujo circular de la economía sea más eficiente, entender
que apoyar el sector económico del país, específicamente
orientando a producir productos hechos en México, ayuda
a nuestros bolsillos, apoyaría a millones de mexicanos con
trabajo y nos colocaría en un lugar cumbre dentro de las
potencias económicas mundiales.

Ponderamos las políticas económicas que el gobierno ha
implementado en relación con la participación de las Mipy-
mes respecto a las compras del gobierno, pero de acuerdo
a la problemática planteada; sabemos que aún falta mucho
por concretar desde el enfoque de preferencias que el esta-
do promueva a este sector productivo.

La presente iniciativa, tiene como finalidad incorporar apo-
yos y preferencias a Mipymes, respecto a las licitaciones
públicas y adjudicaciones directas, reglamentadas en la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público:

• Se proponen apoyos a Mipymes en el caso de licita-
ciones públicas para la adquisición de bienes, arrenda-
mientos o servicios que utilicen la evaluación de puntos
y porcentajes, otorgando puntos a las Mipymes que ha-
yan invertido en capacitación de recursos humanos con-
forme a la constancia correspondiente que emita el Fi-
deicomiso de los Sistemas Normalizados de
Competencia Laboral y de Certificación de Competen-
cia Laboral (Fideicomiso Conocer).

• Con el objeto de que la participación de las Mipymes
en las compras del gobierno se realicen de manera equi-
tativa respecto a las grandes empresas; se propone in-
corporar adjudicaciones directas exclusivas a Mipyme,
con compras que no excedan la cantidad de 300 veces la
Unidad de Medida de Actualización vigente (UMA) en
la Ciudad de México.

IV. Iniciativa de ley

Con base en estas consideraciones expuestas, en mi calidad
de diputado integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, es que someto a la consideración de esta asamblea
el siguiente proyecto de 
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Decreto por el cual se modifican los artículos 14 y 42 de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público, en materia de adquisiciones y com-
pras al gobierno

Artículo 14. …

En el caso de licitación pública para la adquisición de bie-
nes, arrendamientos o servicios que utilicen la evaluación
de puntos y porcentajes, se otorgarán puntos en los térmi-
nos de esta ley, a personas con discapacidad o a la empre-
sa que cuente con trabajadores con discapacidad en una
proporción del cinco por ciento cuando menos de la totali-
dad de su planta de empleados, cuya antigüedad no sea in-
ferior a seis meses, misma que se comprobará con el aviso
de alta al régimen obligatorio del Instituto Mexicano del
Seguro Social. Asimismo, se otorgarán puntos a las micros,
pequeñas o medianas empresas que produzcan bienes con
innovación tecnológica, conforme a la constancia corres-
pondiente emitida por el Instituto Mexicano de la Propie-
dad Industrial, la cual no podrá tener una vigencia mayor a
cinco años. También se otorgarán puntos a Mipymes que
hayan invertido en capacitación de recursos humanos con-
forme a la constancia de certificación correspondiente que
emita el fideicomiso Conocer. De igual manera, se otorga-
rán puntos a las empresas que hayan aplicado políticas y
prácticas de igualdad de género, conforme a la certifica-
ción correspondiente emitida por las autoridades y organis-
mos facultados para tal efecto.

Artículo 42. …

…

…

…

…

…

Se contratarán adjudicaciones directas exclusivas a las mi-
cros, pequeñas o medianas empresas, cuyo monto de adjudi-
cación sea igual o inferior a la cantidad de trescientas veces
la Unidad de Medida de Actualización (UMA); se deberá
contar con al menos tres cotizaciones con las mismas condi-
ciones, que se hayan obtenido en los treinta días previos al
de la adjudicación y consten en documento en el cual se
identifiquen indubitablemente al proveedor oferente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de septiembre de 2016.—
Diputado Jorge Enrique Dávila Flores (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, a cargo del diputado
Jorge Enrique Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del
PRI

El que suscribe, Jorge Enrique Dávila Flores, diputado fe-
deral de la LXIII Legislatura, en nombre del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, en ejer-
cicio de la facultad que me otorga el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los artículos 6, fracción I, 77 y 78 numeral 3 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de este pleno el siguiente proyecto de iniciativa de
ley, por el cual se adicionan diversas disposiciones a la Ley
del Impuesto sobre la Renta en materia de capacitación y
certificación de capital humano en las Mipyme.

I. Antecedentes

La competitividad es un conjunto de condiciones necesa-
rias para generar un mayor crecimiento económico, pro-
mueve la inversión y la generación de empleo; se ubica en
diferentes niveles: nacional, regional, municipal, sectorial
y de empresas, por ello es un fenómeno transversal y sisté-
mico que depende de un conjunto aún más amplio de fac-
tores macroeconómicos y microeconómicos; involucrando
a muchos actores públicos y privados.

Debido en gran parte a este fenómeno transversal, es que la
competitividad se encuentra estrechamente relacionada
con la generación de conocimiento; en la medida en que las
empresas incorporan y actualizan su conocimiento orienta-
do a las necesidades del sector productivo en sus procesos,
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se generan innovaciones que incrementan su productivi-
dad. Es por ello que la competitividad depende tanto de la
esfera de transformación como de sus encadenamientos ha-
cia adelante y hacia atrás en su conjunto.

La actividad productiva debe de estar crecientemente ge-
nerada en procesos con uso intensivo de conocimiento e in-
novación y mano de obra calificada y no en el uso de ma-
no de obra barata, con escasa capacitación.

Siguiendo con el argumento lineal planteado en el párrafo
anterior, en la medida en que se apliquen más y sistemáti-
camente los conocimientos generados por el sector produc-
tivo, las empresas estarán en condiciones de realizar inno-
vaciones de proceso que conduzcan a incrementar su
productividad e introducir nuevos productos al mercado
que las posicionen con ventajas ante sus competidores, en
otros términos, las empresas serán más competitivas pro-
vocando crecimiento estable y sostenido a causa del cono-
cimiento mejorado.

Para que nuestra economía crezca, sea más innovadora, se
generen incrementos de productividad que reduzcan las
brechas existentes, se mejore la competitividad y se pro-
duzca un mejoramiento en el bienestar social; México re-
quiere que las empresas tengan más capacidades, no só-
lo capacidades de producción, se requiere mayor
impulso a los procesos de construcción a la agenda de
capital humano de los sectores claves de nuestra econo-
mía, diseñando soluciones de capacitación, evaluación y
certificación con validez oficial, alcance nacional y re-
conocimiento de autoridades educativas del país.

Ésta es una cadena que parece muy sencilla, pero nuestro
país enfrenta muchos problemas y dificultades a lo largo de
todos los eslabones asociados a aspectos micro (comporta-
miento de las empresas), la estructura productiva, las polí-
ticas para fomentar a sectores específicos; y macroeconó-
micos (políticas macroeconómicas, marco jurídico,
etcétera).

II. Planteamiento del problema

Estadísticas de Inegi,1 reportan que las Mipymes aportan
52% del Producto Interno Bruto, 72% del empleo formal y
representan el 99.8% del total de las unidades económicas.

Las unidades económicas del país, particularmente las mi-
cro, pequeñas y medianas empresas, se caracterizan por un
reducido número de empleados (menos de 10), escasa ca-

pacitación, bajos márgenes de utilidad, poca capacidad de
efectuar diseño e innovación, escasa capacidad de utilizar
la mercadotecnia y una deficiente cultura de la calidad. Es-
tas deficiencias tienen un fuerte efecto en la producción, la
generación de empleo y las finanzas públicas, acentuando
problemas como la baja recaudación, salarios con pocas o
nulas prestaciones y la falta de competitividad.

Estas características nos obligan a los sectores público, pri-
vado, académico y social; a conjugar esfuerzos para im-
pulsar un mejoramiento en las Mipymes.

De acuerdo a la evaluación de políticas de apoyo a Mipy-
mes que realizó la OCDE,2 un grave problema es el exce-
sivo número de microempresas, ya que a nivel internacio-
nal, México es quien tiene mayor número de ellas; y este
elevado porcentaje de participación de las microempresas
en el total de las unidades económicas obstaculiza la efi-
ciencia de los mecanismos de escalamiento que permitirí-
an que las microempresas crezcan hasta convertirse en pe-
queñas, las pequeñas en medianas y las medianas en
grandes; en cambio, se genera un círculo vicioso, en donde
la competitividad no se encuentra bajo bases sólidas y es-
tables de crecimiento económico

Justamente, son las microempresas las que presentan una
mayor problemática: principalmente la falta de capacita-
ción y profesionalización; con una excesiva carga regula-
toria para las Mipymes, y es que a pesar de que se ha in-
tentado establecer algunos incentivos fiscales para el
sector, no han sido del todo posible.

III. Consideraciones

Tenemos una ventana de oportunidad para hacer cambios a
favor de la competitividad en México, y es necesario legis-
lar a favor de ello, permitiendo la convergencia entre sec-
tores, regiones, en el marco de una estrategia de desarrollo
nacional.

Lo hemos mencionado: si la competitividad es un fenóme-
no transversal, necesariamente están involucrados muchos
actores que actúan en el ámbito de la regulación o la pro-
moción de la competitividad y requerimos de establecer un
vínculo estratégico entre ellos, ante esta necesidad de su-
mar esfuerzos de los sectores Público, Privado y del cono-
cimiento; es que recurrimos al Consejo Nacional de Nor-
malización y Certificación de Competencias Laborales,
CONOCER, entidad paraestatal del Gobierno, cuyo fin es
impartir formación para el trabajo, misma que procurar la
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adquisición de conocimientos, habilidades y destrezas, ca-
lificadas y certificadas; que permitan a quien la recibe des-
arrollar una actividad productiva demandada en el merca-
do, mediante alguna ocupación o algún oficio calificados.

Esta entidad se encarga de promover un sistema nacional
de competencia, generando estándares de competencia, in-
cluyendo modelos de evaluación y certificación con más
conocimiento, más competitividad y más crecimiento.

Entonces, impulsemos el conocimiento orientado a las ne-
cesidades del sector productivo, construyendo un México
con mayores oportunidades de desarrollo. 

“Para que el crecimiento de nuestra economía sea soste-
nido y estable, se requiere conocimiento e innovación”

Tenemos el compromiso de impulsar el desarrollo de nues-
tros recursos humanos con especialización y generación de
valor, promoviendo la educación basada en competencias,
en donde conjuntamente trabajadores y empleadores des-
arrollen estándares de competencia y soluciones de capaci-
tación evaluación y certificación, que realmente tengan im-
pacto en las actividades prioritarias de los sectores
productivos (Mipymes).

Es necesario que Mipymes se incorpore a un sistema de
certificación que tenga validez nacional y reconocida por el
sector público y privado y por organizaciones de mucho
prestigio en el país, con el fin de tener un catálogo de em-
presas que provean servicios de calidad y actualización,
consolidando un nuevo modelo que promueva la competi-
tividad mediante un proceso continuo de evolución- apren-
dizaje.

Con este proyecto; pretendemos crear una política; que ten-
ga como requisito indispensable “la capacitación y renova-
ción de conocimientos del capital humano de las Mipy-
mes”, considerándolo como un alto valor en las empresas,
aunado a ello se reglamentarán incentivos fiscales a em-
presas que muestren inversión en ello; la cual será recono-
cida por la evaluación y certificación de CONOCER.

Ello hará haciendo más atractivo al país, atrayendo inver-
sión, generando empleos y logrando mayor valor agregado
en Mipymes.

Para ello, las Mipymes deberán mostrar compromiso por:

• Capacitar y renovar los conocimientos de sus trabaja-
dores, acreditando anualmente únicamente al 40% del
total de ellos.

• Inscribir a sus trabajadores, en el Consejo Nacional de
Normalización y Certificación de Competencias Labo-
rales (Conocer); específicamente en el Registro Nacio-
nal de Personas con competencias Certificadas y el Re-
gistro Nacional de Estándares de Competencia; que es
un catálogo que contiene todos los estándares de Com-
petencia que describen, en términos de resultados, el
conjunto de conocimientos, habilidades, destrezas y ac-
titudes que se requieren para realizar determinada acti-
vidad en el ámbito laboral y productivo y es referente
que permite evaluar las competencias de quienes se ca-
paciten y en su caso, obtener un certificado que así lo
respalde y acredite.

• Anualmente, al acreditarse y certificarse en este Re-
gistro Nacional de Competencia; se considerarán como
Mipymes calificadas y certificadas para obtener el be-
neficio fiscal antes citado.

IV. Iniciativa de ley

Con base en estas consideraciones expuestas, en mi calidad
de Diputado Federal integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, es que someto a la consideración de esta asam-
blea, el siguiente proyecto de

Decreto por el cual se adicionan diversas disposiciones
a la Ley del Impuesto sobre la Renta en materia de ca-
pacitación y certificación de capital humano en las
Mipymes

Artículo Único. Se adiciona al Título VII, “De los Estí-
mulos Fiscales”, Capítulo III, denominado “De los Patro-
nes que Inviertan en la Renovación de Conocimientos para
sus Trabajadores en pro de la Competitividad”, a la Ley del
Impuesto Sobre la Renta en materia de capacitación y cer-
tificación de capital humano en las Mipymes, que com-
prende el artículo 186 Bis.
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Título VII
De los Estímulos Fiscales

Capítulo III
De los Patrones que Inviertan en la Renovación de Co-

nocimientos para sus 
Trabajadores en pro de la Competitividad

Artículo 186 Bis. Se otorgará un estímulo fiscal a las
Mipymes que acrediten con certificado expedido por Conse-
jo Nacional de Normalización y Certificación de Competen-
cias Laborales (Conocer), la renovación y actualización
anual de los conocimientos en materia de productividad de
los trabajadores dentro de sus empresas; consistente en el
equivalente de 25% del salario efectivamente pagado a los
trabajadores que se capaciten y certifiquen.

Para estos efectos, se deberá considerar la totalidad del sa-
lario que sirva de base para calcular, en el ejercicio que co-
rresponda, las retenciones del impuesto sobre la renta del
trabajador de que se trate, en los términos del artículo 96 de
esta Ley.

El número anual de trabajadores certificados, no deberá de
exceder del 40% del total de trabajadores registrados for-
malmente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas:

1 Según datos emitidos por el Inegi. (Censo Económico 2014)

2 Identificación de la problemática de las Mipymes en México.- Com-
petitividad de las Mipymes en México. Alejandro González.

Salón de sesiones del Honorable Congreso de la Unión, a 20 de sep-
tiembre de 2016.— Diputado Jorge Enrique Dávila Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE
FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 50 de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del diputado
José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

El suscrito, diputado federal José Luis Orozco Sánchez Al-
dana, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional de la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea Iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 50 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente, las necesidades cambiantes y sobre todo cre-
cientes de nuestra actividad económica e industrial, ha re-
querido el desarrollo de sectores específicos y particular-
mente claves.

Entre éstos, se destaca el sector del autotransporte de carga
porque es el medio por el cual se lleva a cabo la moviliza-
ción de todos los productos y las mercancías, que se gene-
ran y se consumen en nuestra economía. 

El autotransporte de carga, es una de las piezas elementa-
les de su funcionamiento en distintos aspectos. 

Por ello, debemos reconocer que es, engrane esencial y
muy probablemente, uno de los motores mismos de su ar-
ticulación.

Así ha sido y lo seguirá siendo.  

Actualmente, a través de este servicio no solo se mueven
por el sistema carretero, el 82% de la carga total vía terres-
tre;1 sino mucho más.

Se mueve también una parte significativa de nuestro Pro-
ducto Interno Bruto porque este sector aporta el 5.9% del
PIB total2 y el 82% del PIB del Sector Transporte, Co-
rreos y Almacenamiento;3 asimismo, es una parte repre-
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sentativa del empleo formal en el país, porque registra cer-
ca de 1.8 millones de empleos directos.4

Como se puede apreciar con lo anterior, es un sector histó-
ricamente, imprescindible; que, a partir de la firma del Tra-
tado de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá, se
ha consolidado y crecido vertiginosamente; aunque sigue
enfrentando muchos obstáculos que se han ido profundi-
zando con el tiempo. 

Es indudable que se trata de un sector clave y estratégico
en lo que se refiere a nuestro comercio internacional. 

Por ello, a través del tiempo se ha buscado apoyarlo y per-
mitirle un crecimiento que traiga beneficios no solo a las
familias que directamente dependen y subsisten de esta ac-
tividad, sino también a todo México.  

No obstante, a todo esto; se ha ido desarrollado un serio
problema por la combinación de dos factores, la capacidad
de carga que se permite llevar en dos remolques y, las im-
plicaciones en materia de seguridad de las unidades, du-
rante su circulación. 

Esto porque los criterios de carga-peso total que una uni-
dad está autorizada a llevar en uno o más remolques, difie-
ren con las condiciones de seguridad que se requieren; y
que, a su vez se ven agravadas por la antigüedad y las ma-
las condiciones físico-mecánicas de las unidades, que ade-
más se ven multiplicadas por los factores del “error huma-
no” de los conductores.

Con el paso del tiempo, lo anterior es ahora nuestra reali-
dad; unidades de doble remolque que representan un ries-
go y peligro, tanto para lo que transportan, sus operadores
y para quienes circulan junto a ellos por las carreteras, o in-
cluso como lo hemos visto desafortunadamente en algunos
percances, para quienes viven al margen de éstas. 

El riesgo es compartido, es para todos; un riesgo que des-
graciadamente ha causado la pérdida de vidas. 

Este problema no es de hoy, se ha ido generando con el pa-
so del tiempo; pero las repercusiones de la omisión en su
atención, son en la actualidad una imperiosa necesidad por
advertir. 

Desde la firma del Tratado de Libre Comercio con Estados
Unidos y Canadá, fue visible la imperativa condición de
contar con empresas de autotransporte de carga consolida-

das; no obstante, la modernización de las unidades se que-
dó estancada y en el olvido.

Basta mencionar que, de acuerdo a reportes, se tiene cono-
cimiento que aproximadamente el 60% del total de las uni-
dades de autotransporte de carga en el país, es considerado
como obsoleto.5

Y que, además; apenas, en marzo del año pasado 2015, la
presente administración federal de manera sensible y res-
ponsable inicio lo que por más de 10 años se postergo, la
Secretaria de Comunicaciones y Transportes anunció el
programa de renovación de vehículos de carga y de pasaje
para lograr anualmente la sustitución de 6 mil unidades con
una antigüedad mayor a 10 años.6

Si bien, esta es una excelente noticia y un importante y
trascendental esfuerzo del Gobierno Federal, que el sector
del autotransporte en México, la economía en su conjunto
y la sociedad en general esperábamos. Los más de 10 años
que se postergo su llegada, han engrosado en sobremanera
la factura; y se requiere un mayor esfuerzo para atender el
rezago heredado.       

Porque incluso, este problema se profundizo aún más entre
los años 2000 y 2012; ya que únicamente se trabajó en re-
formas para el sector del autotransporte, encaminadas a
permitir en la reglamentación correspondiente, el aumento
de la capacidad de carga máxima permitida; solo eso.

Es decir, se oficializo la sobrecarga; a pesar de que se tenía
el registro reconocido de que 8 de cada 10 camiones de car-
ga no estaban registrados en algún organismo transportis-
ta.7

Dando como resultado, el uso indiscriminado y relajado de
unidades de autotransporte de dos o más remolques.

A la par de ello durante el mismo lapso de tiempo, de ma-
nera grave; se fueron suavizando de manera extrema, los
protocolos de certificación para las condiciones físico-me-
cánicas de las unidades y de verificación de peso de carga,
a la salida del origen y en la circulación por la red carrete-
ra.

Asimismo, se redujeron las medidas tanto de seguridad co-
mo de precaución al conducir, para los operadores.

Por ello, el uso de unidades de doble remolque con el paso
del tiempo, pasaron de ser “rentables” a “inseguras”.
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Causantes de accidentes trágicos en nuestras carreteras, ya
sea a consecuencia del sobrepeso, su exceso de dimensio-
nes o, la combinación de ambos factores con el error hu-
mano como lo es, la conducción a altas velocidades o la
falta de pericia al manejarlas. 

Debido a lo anterior, tenemos que en nuestro país, en al
menos 20 mil de los 35 mil accidentes que cada año se re-
gistran en nuestra amplia red de carreteras en todo el terri-
torio nacional, están directamente relacionadas unidades de
autotransporte carga.8

De éstos accidentes, se tiene el registro de que, en al me-
nos 5 mil están directamente involucradas unidades de do-
ble remolque.9

A su vez y como un dato “doblemente” preocupante, se co-
noce que el 85% de éstos accidentes de unidades de auto-
transporte de carga, son atribuibles al error humano, es de-
cir, errores de los conductores por no atender o estar
debidamente preparados para advertir lo que implica con-
ducir unidades doblemente articuladas; y cometer faltas
como circular a exceso de velocidad con la sobrecarga re-
sultante o con la falta de pericia requerida.

Escenarios que además, se combinan con las malas condi-
ciones físico-mecánicas de sus unidades y el estado que
guardan algunas de las carreteras por las que transitan.10

Al respecto y ante lo grave y rápido con lo que se dispara-
ron los índices de accidentes de las unidades de transporte
de carga en general; en algunas regiones del país, se trató
de restringir su circulación a ciertas vías específicas en de-
terminados horarios establecidos para el efecto; medidas
que, con el tiempo, demostraron ser insuficientes para ga-
rantizar la seguridad requerida en la circulación de éstos
vehículos.

No obstante todo lo anterior, existe otra situación que agra-
va todavía más lo desafortunado y trágicos que son, los ac-
cidentes de las unidades de doble remolque. 

Cuando éstas unidades llevan una doble carga de substan-
cias, materiales o residuos considerados o denominados,
peligrosos.

Substancias que son llamadas así, porque bajo ciertas con-
diciones o situaciones representan un riego elevado no solo
para el ser humano sino también para el medio ambiente. 

Como se puede apreciar, en el particular caso del auto-
transporte de este tipo de substancias en unidades de doble
remolque; el multiplicador de sus situaciones de peligro y
riesgo para todos en general, corresponde no solo a la so-
brecarga, al exceso de dimensiones, al error humano y a las
condiciones físico-mecánicas de las unidades; sino tam-
bién a lo explosivo, inflamable, venenoso, infeccioso, toxi-
co o cualquiera que sea la particularidad de la carga referi-
da que transporta.

A pesar del riesgo latente que representan las unidades de
doble remolque que transportan estas substancias, y de lo
grave y costoso en lo que a pérdida de vidas humanas se re-
fiere han sido los accidentes que directamente o de manera
indirecta ya se han presentado lamentablemente, poco he-
mos hecho al respecto. 

Sobre el particular, solo tenemos dos ordenamientos, la
Norma Oficial Mexicana, la NOM-002/1-SCT/2009; que
se refiere al “Listado de las substancias y materiales peli-
grosos más usualmente transportados, instrucciones y uso
de envases y embalajes, recipientes Intermedios para grá-
neles (RIG’s), grandes envases y embalajes, cisternas por-
tátiles, contenedores de gas de elementos múltiples y con-
tenedores para gráneles para el transporte de materiales y
residuos peligrosos”.11

Y, la Norma Oficial Mexicana NOM-002-SCT/2011, “Lis-
tado de las substancias y materiales peligrosos más usual-
mente transportados”. Establecida para identificar y clasi-
ficar las substancias y materiales peligrosos más
usualmente transportados, de acuerdo a su clase, división
de riesgo, riesgo secundario, número asignado por la Or-
ganización de las Naciones Unidas, las disposiciones es-
peciales a que deberá sujetarse su transporte, límites
cuantitativos de cantidades limitadas, y cantidades excep-
tuadas permitidas, y las correspondientes instrucciones de
envase y embalaje, métodos de envase y embalaje o el mé-
todo de envase y embalaje, e instrucciones para el uso de
unidades de transporte, recipientes intermedios a granel y
cisternas portátiles y sus disposiciones especiales.12

Pero; a pesar de las dos normas referidas anteriormente y
que, en la segunda descrita, se advierte sobre las obligacio-
nes para su transporte, pero por unidad de remolque sola-
mente; sobre transportación en unidades específicamente
de doble remolque, no se expresa, reglamenta, ni contem-
pla o garantiza, absolutamente nada en beneficio de la se-
guridad que se requiere.   
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Por la ausencia en la normatividad, hay circulando en las
carreteras del país a cualquier hora, unidades con doble re-
molque o contenedor que trasportan desde gas, gasolina,
insecticidas, hasta substancias altamente toxicas e inesta-
bles, sumamente inflamables o peligrosamente explosivas. 

Lo anterior no puede seguir, y todos estamos obligados a,
asumir la responsabilidad desde nuestras facultades, de im-
pedirlo.

Debemos y estamos obligados a asumir las medidas legis-
lativas necesarias para detener este problema grave y que
representa un elevado potencial peligro. 

Con mayor razón, si nos referimos a la transportación de
substancias con la capacidad de convertir a un accidente,
en una verdadera catástrofe.

Además, se trata de rescatar de la vulnerable posición de
alta peligrosidad en la que se encuentra el autotransporte de
doble remolque; para regresarlo a la condición de rentabi-
lidad que jamás debió perder 

Estamos ante la urgencia de apoyar a nuestro sistema de
autotransporte de carga en todos los aspectos; para moder-
nizarlo, volverlo altamente eficiente, rentable y sumamen-
te seguro; ante los requerimientos de los retos que enfren-
ta como sector y parte indispensable, de nuestra economía. 

La actualidad nos exige, poner especial atención en la se-
guridad de todos; respecto al autotransporte de las substan-
cias, residuos o materiales considerados como peligrosos,
las vidas pérdidas por las omisiones hechas al respecto
también lo reclaman.

Estamos en tiempo para acompañar los importantes esfuer-
zos que en materia de apoyo al autotransporte de carga y de
pasajeros en el país, se han emprendido decididamente por
la actual administración. 

No podemos esperar a que las voces de alerta, se convier-
tan en gritos de reclamo de familiares de víctimas que per-
dieron la vida, por no atender este potencial problema que
nos involucra en corresponsabilidad, a todos. 

Por todo ello, se somete a la consideración del pleno de es-
ta Honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 50 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo al artículo
50 a la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal
para quedar como sigue:

Artículo 50. El permiso de autotransporte de carga autori-
za a sus titulares para realizar el autotransporte de cual-
quier tipo de bienes en todos los caminos de jurisdicción
federal. 

La Secretaría regulará el autotransporte de materiales, resi-
duos, remanentes y desechos peligrosos que circulen en ví-
as generales de comunicación, sin perjuicio de las atribu-
ciones que la ley otorga a otras dependencias del Ejecutivo
Federal. Los términos y condiciones a que se sujetará este
servicio, se precisarán en los reglamentos respectivos, que-
dando estrictamente prohibido su autotransporte en
vehículos de doble remolque. 

Tratándose de objetos voluminosos o de gran peso, se re-
quiere de permiso especial que otorgue la Secretaría, en los
términos de esta Ley y los reglamentos respectivos.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor, tres
años posteriores al día de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Notas:

1 Estadística Básica del Autotransporte Federal 2014. SCT. Subsecre-
taria de Transporte. 

2 Estadística Básica del Autotransporte Federal 2014. SCT. Subsecre-
taria de Transporte.

3 Estadística Básica del Autotransporte Federal 2014. SCT. Subsecre-
taria de Transporte.

4 Estadística Básica del Autotransporte Federal 2014. SCT. Subsecre-
taria de Transporte.

5 Asociación Nacional de Productores de Autobuses, Camiones y Trac-
tocamiones (ANPACT).

6 Programa del Gobierno Federal para la Renovación de Vehículos de
Carga y de Pasaje. Secretaria de Comunicaciones y Transportes. 2015. 
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7 Cámara Nacional del Autotransporte de Carga. Reporte 2012.

8 Centro de Experimentación y Seguridad Vial (CESVI)

9 Centro de Experimentación y Seguridad Vial (CESVI)

10 Centro de Experimentación y Seguridad Vial (CESVI)

11 Norma Oficial Mexicana NOM-002/1-SCT/2009.

12 Norma Oficial Mexicana NOM-002-SCT/2011.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
los 20 días del mes de septiembre de 2016.— Diputados: Hugo Daniel
Gaeta Esparza, José Luis Orozco Sánchez Aldana, Laura Valeria Guz-
mán Vázquez, Laura Nereida Plascencia Pacheco, Rafael Yerena Zam-
brano, Ramón Bañales Arambula, Francisco Javier Santillán Ocegue-
ra, Martha Lorena Covarrubias Anaya (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen. 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 397 del Código Civil
Federal, a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Marbella Toledo Ibarra, diputada federal a
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma la fracción II del
artículo 397 del Código Civil Federal, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española, se
entiende por tutor:

“tutor, ra

Del lat. tutor, -?ris.

1. m. y f. Persona que ejerce la tutela.

2. m. y f. Persona encargada de orientar a los alumnos
de un curso o asignatura.

3. m. y f. Defensor, protector o director en cualquier lí-
nea.

4. m. y f. Persona que ejerce las funciones señaladas
por la legislación antigua al curador.

5. m. y f. Profesor privado que se encargaba de la edu-
cación general de los hijos de una familia.

6. m. Caña o estaca que se clava al pie de una planta
para mantenerla derecha en su crecimiento.”1

Por su parte, la enciclopedia jurídica define al tutor como
la “…Persona física o jurídica encargada de llevar a cabo
las funciones propias de la tutela bajo la vigilancia de los
órganos judiciales. El tutor tiene derecho a exigir respeto y
obediencia del tutelado, a percibir una retribución y a ser
indemnizado por los daños y perjuicios sufridos. Tiene el
deber de realizar un inventario, prestar depósito, represen-
tar al menor o incapacitado, llevar su guarda y protección,
administrar el patrimonio, e informar y rendir cuentas a la
autoridad judicial…”.2

Bajo este sendero de ideas resulta orientativo el contenido
del artículo 449, del Código Civil Federal, en dicho pre-
cepto normativo se establece que “El objeto de la tutela es
la guarda de la persona y bienes de los que no estando su-
jetos a patria potestad tienen incapacidad natural y legal, o
solamente la segunda, para gobernarse por sí mismos. La
tutela puede también tener por objeto la representación in-
terina del incapaz en los casos especiales que señale la
ley”.

Lo hasta ahora expuesto, permite concluir que el tutor úni-
camente puede tomar decisiones por el pupilo en casos ex-
cepcionales, debiendo prevalecer la libre autonomía del
pupilo en aquellos casos en los que pueda decidir por sí
mismo.

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación (SCJN), al resolver esta Primera Sala en el
amparo en revisión 159/2013,3 consideró que existen algu-
nas decisiones trascendentales que son inherentes a la per-
sona a tal grado, que no son susceptibles de ser delegadas
a un representante. 
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El criterio sostenido por la SCJN confrontado con el con-
tenido del artículo 449, del Código Civil Federal, permite
concluir que el respeto por la libre autodeterminación im-
plica reconocer que ciertas decisiones sólo pueden ser ex-
presadas por la persona misma, a través de cualquier medio
posible; de modo tal, que existen decisiones que trascien-
den en los ámbitos más significativos de la persona, como
lo es su núcleo familiar. 

Luego entonces, si bien el tutor está en aptitud de decidir
sobre cuestiones como la administración de los bienes del
pupilo, se encuentra acotado legalmente para decidir sobre
la adopción de un menor en sustitución de quien ejerza la
patria potestad; máxime si tenemos en cuenta el principio
del interés superior del menor.

Lo anterior en razón de que, acorde con el sistema civil
mexicano, la adopción constituye un clásico instituto del
derecho privado destinado a la protección de los niños que
carecen de la posibilidad de ser criados por sus familias de
origen, generándose vínculos jurídico familiares, adjudi-
cándose diversos derechos y deberes a quienes así resultan
emplazados. Pues si bien el derecho que regula las relacio-
nes familiares, se dirige a individuos a quienes adjudica de-
terminados deberes-derechos en relación al lugar que ocu-
pan dentro de una familia presenta a su vez un marcado
interés del Estado, al imponer el orden público como lími-
te a la autonomía de la voluntad individual en las relacio-
nes familiares.

Esta conclusión encuentra correspondencia con la tesis ais-
lada en materia civil 1a. VIII/2016 (10a.), publicada el 8 de
enero de 2016, en el Semanario Judicial de la Federación,
bajo el rubro “Adopción. El tutor no puede sustituir la vo-
luntad del padre que deba otorgar su consentimiento”.

Por estas razones, los Diputados Ciudadanos, proponemos
incorporar al Código Civil Federal los avances en materia
de adopción a los  que ha llegado la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, en consecuencia sometemos para su dis-
cusión y, en su caso aprobación, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción II, del artícu-
lo 397, del Código Civil Federal

Artículo único. Se reforma la fracción II, del artículo 397,
del Código Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 397. […]

I. […]

II. El tutor del que se va a adoptar. El tutor no podrá
decidir sobre la adopción de un menor en sustitución
de quien ejerza la patria potestad;

III. […]

IV. […]

V. […]

[…]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Real Academia Española. Diccionario de la Lengua Española. Edi-
ción del Tricentenario. 23ª edición. 2014

2 http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/tutor/tutor.htm

3 El 16 de octubre de 2013, la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia (SCJN) resolvió el amparo en revisión 159/2013 referente al
caso de Ricardo Adair con cuatro votos a favor y uno en contra.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la Honorable Cáma-
ra de Diputados, México, a 22 de septiembre de 2016.— Diputada
Marbella Toledo Ibarra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada María Candelaria Ochoa Ava-
los, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita diputada María Candelaria Ochoa Avalos, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, con arreglo a las facultades y atribuciones conferidas
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en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Honorable Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma distintas dis-
posiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Se dice en nuestro país que ser madre es una de las más
grandes y significativas experiencias de la vida, y se cons-
truye su figura como el pilar elemental de la familia y de la
sociedad. Sin embargo, diariamente se castiga a las muje-
res por ser madres a través de distintas y múltiples formas
de violencia y discriminación en ámbitos como el laboral,
el económico, el social, el familiar, etcétera.

Una de las formas de violencia a las que nos referimos que
es imperante atender, es la que se da en el proceso de em-
barazo, parto y posparto, y a la que se ha denominado vio-
lencia obstétrica.

La violencia obstétrica se manifiesta “en la esfera de los
servicios de salud, públicos y privados, y consiste en cual-
quier acción u omisión por parte del personal del Sistema
Nacional de Salud que cause un daño físico y/o psicológi-
co a la mujer durante el embarazo, parto y puerperio, que
se exprese en la falta de acceso a servicios de salud repro-
ductiva, un trato cruel, inhumano o degradante, o un abuso
de medicalización, menoscabando la capacidad de decidir
de manera libre e informada sobre dichos procesos repro-
ductivos”1.

La dimensión de la violencia obstétrica en nuestro país aún
es desconocida, pues al no estar incluida en la ley su reco-
nocimiento y definición, no existe la homologación nece-
saria para la generación de estadísticas que muestren el ta-
maño real del problema. Aunado a lo anterior, la recepción
de quejas, seguimiento y procedimientos están determina-
dos por las mismas instituciones, dejando el problema a su
discreción, lo cual no genera la confianza que se necesita-
ría en las pacientes para llevar a cabo tanto su identifica-
ción, como el seguimiento y la eventual cuantificación.

A pesar de ello, el estudio “Violencia Obstétrica, un enfo-
que de derechos humanos” realizado en 2015 por el Grupo
de Información en Reproducción Elegida (GIRE), identifi-
có que las quejas ante prestadores de servicios de salud con
motivo de atención obstétrica fueron: a nivel federal, 60

para malos tratos y negligencia médica en el marco de
atención de parto y 33 para violencia obstétrica; mientras
que a nivel estatal se registraron 216 quejas por malos tra-
tos y negligencia, y 266 quejas por violencia obstétrica.

Por su parte, las comisiones de arbitraje médico estatales
documentaron 203 quejas por malos tratos y negligencia
médica en la atención de parto y 118 quejas por violencia
obstétrica. En la Comisión Nacional de Derechos Humanos
se tienen 299 quejas por malos tratos y negligencia médica
y 132 quejas por violencia obstétrica2.

Estas cifras parecerán mínimas en comparación al número
de mujeres atendidas a lo largo del proceso de gestación,
parto y seguimiento posparto. Sin embargo, la falta de in-
formación entre la mayoría de las mujeres sobre derechos
humanos y reproductivos, de los tipos de violencia de las
que pueden ser víctimas, así como de los mecanismos de
queja y de denuncia que hay, hacen que las cifras reales de
violencia obstétrica se proyecten como mayores de las has-
ta ahora registradas.

Esto cobra más sentido si consideramos las distintas mani-
festaciones en las que se da la violencia obstétrica, las cua-
les van desde “regaños, burlas, ironías, insultos, amenazas,
humillaciones, manipulación de la información y negación
al tratamiento, sin referir a otros servicios para recibir asis-
tencia oportuna, aplazamiento de la atención médica ur-
gente, indiferencia frente a sus solicitudes o reclamos, no
consultarlas o informarlas sobre las decisiones que se van
tomando en el curso del trabajo de parto, utilizarlas como
recurso didáctico sin ningún respeto a su dignidad humana,
el manejo del dolor durante el trabajo de parto como casti-
go y la coacción para obtener su ‘consentimiento’; hasta
formas en las que es posible constatar que se ha causado
daño deliberado a la salud de la afectada, o bien, que se ha
incurrido en una violación aún más grave de sus dere-
chos”3 y que muchas veces no son denunciadas puesto que
se normaliza el mal trato o se ve como “parte del proceso”
médico.

Sin embargo, la violencia obstétrica no debe verse sólo co-
mo un problema de actitud de los servidores y trabajadores
de la salud, es más bien el resultado de problemas estruc-
turales del mismo sistema. La falta de infraestructura míni-
ma necesaria para la atención del embarazo y el parto, la
falta de materiales e insumos médicos, la falta de personal
en las unidades de salud, las largas y excesivas jornadas de
trabajo a las que muchas veces se somete al personal de sa-
lud, la falta de capacitación adecuada en derechos humanos
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y derechos reproductivos, y la falta de condiciones labora-
les dignas y salarios justos son también elementos que fo-
mentan y causan la violencia obstétrica.

Aunado a lo anterior, la violencia obstétrica conlleva tam-
bién elementos de desigualdad económica, pues la mayoría
de los casos se dan entre las mujeres de zonas marginadas
o rurales, donde los centros de atención a la salud presen-
tan carencias importantes, el personal es escaso y los pro-
gramas de capacitación no llegan, o no hay incentivos pa-
ra que el personal médico los tome; donde las mujeres han
sido, y siguen siendo, sometidas y marginadas; y donde la
información sobre sus derechos no es difundida de manera
sistemática y generalizada; donde la mortalidad materna
presenta los mayores índices de incidencia en nuestro país.

La propuesta que presentamos no sólo responde a una pro-
blemática nacional identificada, sino que es la respuesta
explícita a una serie de elementos legales y normativos in-
ternacionales a los cuales nuestro país se ha adherido, co-
mo son:

La Declaración Internacional de los Derechos Humanos, la
cual en su artículo 25, punto 2 señala: “La maternidad y la
infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales”4.

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer, que en su artículo 12, pun-
to 2 señala: “[…], los Estados Partes garantizarán a la mu-
jer servicios apropiados en relación con el embarazo, el
parto y el período posterior al parto, proporcionando servi-
cios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia”5.

De ambos se desprende la necesidad de eliminar toda for-
ma de violencia y discriminación en los servicios relacio-
nados con la maternidad y sus diferentes procesos de em-
barazo, parto y posparto.

Asimismo, dentro de los Objetivos del Milenio propuestos
por la ONU y firmados por nuestra nación, se estableció en
el objetivo 5 “Mejorar la Salud Materna”, y dentro de éste
reducir en 75 por ciento la tasa de mortalidad materna6, ob-
jetivo que en nuestro país no se cumplió.

En los Objetivos de Desarrollo Sostenible se establece en
el Objetivo 5 “lograr la igualdad entre los géneros y empo-
derar a todas las mujeres y las niñas”, y dentro de él “ga-
rantizar el acceso universal a la salud sexual y reproducti-
va y los derechos reproductivos, de conformidad con el

Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre
la Población y el Desarrollo, la Plataforma de Acción de
Beijing y los documentos finales de sus conferencias de
examen”7.

Particularmente, no hay que olvidar que la Constitución
Política de nuestro país señala en su artículo primero la
prohibición de toda discriminación, mientras que en el ar-
tículo 4 indica el derecho a la protección de la salud.

De lo anterior se desprende que la violencia obstétrica, co-
mo una forma de manifestación de discriminación que ade-
más viola el derecho a la protección de la salud, se en-
cuentra prohibida en nuestro país. Sin embargo, se requiere
su inclusión explícita como una forma específica de vio-
lencia de género para poder avanzar en la creación de polí-
ticas públicas y programas focalizados que logren su erra-
dicación del Sistema Nacional de Salud.

Por lo anterior, se somete a su consideración la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley
General de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Artículo Único. Se adiciona un artículo  18 bis, y se mo-
difica el Capítulo IV para quedar como sigue:

Capítulo IV
De la violencia institucional y violencia obstétrica

18 Bis. Violencia Obstétrica: Violencia institucional y
de género que se da en los servicios de salud público y
privado, consistente en cualquier acción u omisión por
parte del personal del Sistema Nacional de Salud o del
Sistema mismo que cause un daño físico y o psicológico
a la mujer durante el embarazo, parto y puerperio, que
se exprese en la falta de acceso a servicios de salud re-
productiva, un trato cruel, inhumano o degradante, o
un abuso de medicalización, menoscabando la capaci-
dad de decidir de manera libre e informada sobre di-
chos procesos reproductivos.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Tercero. La Secretaría de Salud deberá emitir, dentro de
los 180 días de inicio de vigencia de este decreto, protoco-
los de actuación o lineamientos para que el personal de sa-
lud se capacite permanentemente en protección a los dere-
chos sexuales y reproductivos de las mujeres.

Notas:

1 GIRE (2015), Violencia obstétrica, Un enfoque de derechos huma-

nos, GIRE, México, página 12.

2 Datos obtenidos de GIRE (2015), Violencia obstétrica, Un enfoque

de derechos humanos, GIRE, México.

3 Villanueva-Egan, Luis Alberto, “El maltrato en las salas de parto: re-
flexiones de un gineco-obstetra”, en Revista Conamed, volumen 15,
número 3, julio-septiembre 2010, página 148. Disponible en
http://bit.ly/hF16fY (consultada el 4 de junio de 2015).

4 ONU, Declaración Internacional de los Derechos Humanos,
http://www.un.org/es/documents/udhr/ (Consulta el 15 de junio de
2016).

5 ONU, Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer  http://www.un.org/womenwatch/daw/ce-
daw/text/sconvention.htm [Consulta 15 de junio de 2016]

6 ONU, Objetivos del Milenio, http://www.un.org/es/millenniumgo-
als/maternal.shtml (Consultados el 15 de julio de 2016).

7 ONU, Objetivos del Desarrollo Sostenible, 

http://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-
sostenible/ (Consultados el 15 de junio de 2016).

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 27 días de septiem-
bre de 2016.— Diputada María Candelaria Ochoa Avalos (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 2o. de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Wenceslao Martínez Santos, del Grupo
Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Wenceslao Martínez Santos,
diputado federal de la LXIII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-
meral 1, fracción I, 77, numerales 1 y 3, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno de esta Honorable Cámara de Diputados la pre-
sente iniciativa con proyecto decreto que reforma el artícu-
lo 2o., modificando y adicionando un inciso B) a la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, con la fi-
nalidad de crear una partida tributaria exclusiva para el vi-
no de mesa, a cargo del diputado Wenceslao Martínez San-
tos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Estado mexicano requiere disponer de los recursos sufi-
cientes para cumplir con sus funciones primordiales de
gestión gubernamental. La administración estatal, a través
de este poder exclusivo que es la política tributaria, tiene la
capacidad para redistribuir el ingreso y la riqueza al influir
en la asignación de los recursos financieros de una econo-
mía entre los miembros que la forman, entre los grupos so-
ciales, las generaciones, las regiones económicas y los sec-
tores. Mediante el manejo de los impuestos, el gobierno
puede favorecer el crecimiento o la estabilidad, el ahorro o
el consumo, la inversión productiva o la inversión finan-
ciera, entre otras disyuntivas económicas.

Actualmente, el Sistema Fiscal Mexicano está constituido,
básicamente, por un impuesto sobre la renta; por un im-
puesto al valor agregado; y, por el impuesto especial sobre
producción y servicios que grava la enajenación o importa-
ción de diversos bienes y servicios. Además, se cuenta con
el Servicio de Administración Tributaria que tiene por ob-
jeto recaudar las contribuciones federales destinadas a cu-
brir los gastos previstos en el Presupuesto de Egresos de la
Federación, para lo cual tiene el carácter de autoridad fis-
cal y goza de autonomía técnica para dictar sus resolucio-
nes.
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Cabe resaltar que cuando se trata de impuestos es útil dis-
tinguir a los impuestos directos de los indirectos. Los pri-
meros gravan generalmente el ingreso o el capital y los se-
gundos, el consumo. El ejemplo típico de los impuestos
directos es el impuesto sobre la renta (ISR) y de los segun-
dos, el impuesto al valor agregado (IVA), así como, el im-
puesto especial sobre producción y servicios (IEPS). Este
último, es pues un impuesto indirecto que paga finalmente
el consumidor y no el productor o distribuidor de los bie-
nes y servicios. Por ello, todo aumento o disminución en la
tasa de un impuesto al consumo no afecta de manera direc-
ta al flujo de efectivo de los productores o distribuidores de
los bienes y servicios gravados, ya que ello afectará o be-
neficiará al bolsillo de los consumidores finales. Sin em-
bargo, una tasa alta que resulte gravosa, dado que formará
parte del precio de venta final de los bienes o servicios, sí
afectará de manera indirecta a los productores o distribui-
dores de dichos bienes o servicios, ya que limitará su com-
petitividad comercial frente a productos de importación
que no tienen de origen, una carga fiscal tan onerosa, y que
resultan por ello más atractivos para los consumidores. 

Para efectos de la presente propuesta es importante profun-
dizar en lo que refiere al Impuesto Especial Sobre Produc-
ción y Servicios (IEPS), el cual juega un papel sustantivo
en los vinos de mesa que se distribuyen y consumen en
nuestro país. Sin embargo, antes de ahondar en la propues-
ta en cuestión, atenderemos a la descripción general de di-
cho impuesto:

La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios (IEPS)1 comprende disposiciones impositivas en la
enajenación o, en su caso, en la importación de los si-
guientes bienes: cerveza, vinos de mesa, sidras y rompo-
pes; alcohol, aguardiente y bebidas alcohólicas; gas, gaso-
lina y diésel; tabacos labrados; cigarros, cigarros populares
sin filtro, puros y otros tabacos labrados, y petrolíferos.
Asimismo, extiende la imposición a la comisión, media-
ción, agencia, representación, correduría, consignación y
distribución, así como por la enajenación de determinados
bienes. Dentro de los tres principales impuestos en térmi-
nos de recaudación, se encuentra este impuesto, después
del ISR y el IVA. 

Por tanto, el objeto del IEPS lo constituye aquella actividad
productiva o comercial que implique una acción de com-
praventa de los bienes y servicios definidos en la Constitu-
ción y en la ley correspondiente. 

Situación actual de la tributación del vino en México

Para el caso de la industria vitivinícola, las botellas al mo-
mento de la venta son gravadas con una tasa de IEPS que
varía dependiendo su graduación alcohólica pero que en
los vinos generalmente es del 26.5 por ciento, así como un
IVA del 16 por ciento. Ambos impuestos suman aproxima-
damente 42.5 por ciento, estos impuestos son denominados
indirectos porque no los paga el contribuyente sino que son
trasladados a los consumidores, por lo que el doble grava-
men provoca un incremento considerable en el precio final.

Adicionalmente a estas cargas impositivas, la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios establece a
los productores y distribuidores de vino una serie de obli-
gaciones fiscales tales como:

a) Declaraciones informativas semestrales para revelar
el nombre de las personas a quienes se les trasladó el
impuesto en forma expresa y por separado.

b) Adherir marbetes a los envases y precintos en el caso
de vinos a granel.

c) Informe de marbetes utilizados y destruidos.

d) Información de los equipos que se utilizan para el en-
vasamiento.

e) Información de los bienes producidos y enajenados
en el ejercicio anterior, por entidad federativa.

f) Reporte de inicio o término del proceso de produc-
ción.

g) Reporte de inicio o término del proceso de envasa-
miento.

Además de lo anterior, las empresas vinícolas requieren es-
tar inscritas tanto en el padrón de contribuyentes de bebi-
das alcohólicas, lo cual es un requisito para poder adquirir
marbetes y precintos, así como en el padrón de importado-
res y exportadores sectorial de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público (SHCP). 

El verdadero problema radica en que estos vinos produci-
dos nacionalmente quedan en desventaja frente a los im-
portados (que en su mayoría reciben subsidios, apoyos gu-
bernamentales y estímulos para su producción en los países
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donde se producen), ya que ingresan al país con un precio
menor que los nacionales provocando que los consumido-
res decidan comprarlos en mayor medida.

Ahora bien en la legislación mexicana se contempla a los
vinos como el resultado de procesos de destilación, englo-
bándolos con todas aquellas bebidas que sí lo son y que tri-
butan en un tabulador que debería ser distinto o particular
para las bebidas que resultan del proceso de la fermenta-
ción. Además, es sustantivo llevar a cabo dos acciones im-
portantes para contrarrestar la problemática descrita que
cuesta miles de millones de pesos a la economía nacional,
a saber: Se debe reformar el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial Sobre Producción y Servicios, modifican-
do y adicionando el inciso B), con la finalidad de otorgar,
en primera instancia un apartado específico para las bebi-
das con contenido alcohólico resultado de la fermentación
(específicamente el vino de mesa). Adicionalmente a esta
primera medida, se debe clarificar una tributación particu-
lar que represente la realidad de la producción de éstas be-
bidas. 

Con este nuevo esquema tributario aproximado para el vi-
no de mesa se pueden considerar los siguientes datos téc-
nicos:

Las virtudes de esta reforma serían que se facilitará el ma-
nejo en los registros contables y simplificación en el pago
del impuesto, se aplicaría de igual manera para los vinos
importados y los vinos nacionales, se fomentaría la redis-
tribución del impuesto en la totalidad de vinos que se con-
sumen a nivel nacional, se otorgaría la oportunidad de con-
tar con vinos nacionales de mejores precios para el
consumidor final y; que exista una industria vinícola na-
cional más competitiva con los precios de vinos interna-
cionales.

Por lo anteriormente expuesto someto a esta soberanía la
siguiente Iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 2o., modificando
y adicionando el inciso B) a la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, con la finalidad de
crear una partida tributaria exclusiva para el vino de
mesa quedando como sigue:

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14° GL/
26.5 por ciento

2. Con una graduación alcohólica de más de 14° y
hasta 20°GL/ 30 por ciento

3. Con una graduación alcohólica de más de
20°GL/ 53 por ciento

B) Vino de mesa:

Contenido alcohólico por métodos de fermenta-
ción

Con mostos frescos o concentrados de uva: Cuo-
ta Unidad de Medida

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14°
GL/ 45.00 pesos por litro

2. Con una graduación alcohólica de más de 14°
y hasta 20°GL/ 50.00 pesos por litro

3. Con una graduación alcohólica de más de
20°GL/ 85.00 pesos por litro

C) Alcohol, alcohol desnaturalizado y mieles incris-
talizables/ 50 por ciento

D) …
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E) …

F) …

G) …

H)…

I)…

J)…

Notas:

1 Entró en vigor en el año de 1981

2 La cifra de la totalidad de vinos importados corresponde al año 2015.
A partir de la columna de IEPS se lleva a cabo la propuesta de tributa-
ción resultando en la columna de “Ingreso Fiscal”.

3 La cifra de la totalidad de vinos nacionales corresponde al año 2015.
A partir de la columna de IEPS se lleva a cabo la propuesta de tributa-
ción resultando en la columna de “Ingreso Fiscal”.

4 Ingresos fiscales considerados por el Consejo Mexicano Vitivinícola.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de 2016.—
Diputado Wenceslao Martínez Santos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA INCENTIVAR LA
DONACIÓN SOLIDARIA DE ALIMENTOS Y LEY
GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que expide la Ley General para incentivar la
Donación Solidaria de Alimentos, y reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud, a cargo
del diputado Xavier Nava Palacios, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

Planteamiento del problema que la Iniciativa pretende
resolver

En la actualidad no existe un marco jurídico amplio y efi-
caz que pueda regular y a la vez incentivar la donación de

alimentos, de hecho a nivel federal este tipo de regulación
se limita a lo establecido por el párrafo segundo de la frac-
ción XX del Artículo 27 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta y la disposición reglamentaria de la misma, conteni-
da en los artículos 88 y 89 del Reglamento de esa misma
ley.

Lo anterior significa que las incipientes disposiciones le-
gales existentes en el orden federal respecto a la donación
de alimentos están orientadas fundamentalmente a la dedu-
cibilidad de inventarios de mercancías que han perdido va-
lor comercial. Por ende, estas limitadas disposiciones no
contemplan ni regulan aspectos esenciales para el éxito y
desarrollo de la donación de alimentos como lo son: meca-
nismos para promover la creación de Bancos de Alimentos
y fortalecer la operación de los existentes; establecer pro-
tocolos para el manejo y disposición de los alimentos do-
nados; establecer medidas específicas para la prevención
de riesgos sanitarios; otorgar certidumbre legal a los do-
nantes respecto al deslinde de responsabilidad por daños a
la salud por el consumo de los productos donados; deline-
ar el marco de actuación de las distintas instancias de go-
bierno y especialmente establecer salvaguardas y derechos
a la población beneficiaria de la donación de alimentos.

La deducibilidad por sí misma no ha logrado convertirse en
un incentivo atractivo y un mecanismo que propicie una
práctica efectiva de donación de alimentos. Por otra parte,
debido a que el objetivo de estas disposiciones se concen-
tra en la deducción fiscal, las empresas que buscan deducir
el valor de sus mercancías en ocasiones simulan la dona-
ción o tan solo se limitan a cumplir el requisito formal de
avisar y publicar en el Sistema de Administración Tributa-
ria (SAT) la disponibilidad de sus inventarios de alimentos
en ofrecimiento de donación sin que se concrete un mayor
esfuerzo por hacer llegar esos productos a la población que
los necesita.

En el orden local las entidades federativas de Baja Califor-
nia, Coahuila, Colima, Chihuahua, Durango, Quintana
Roo, Sinaloa y Tamaulipas cuentan con alguna legislación
relacionada con la donación de alimentos y en todas ellas
se denomina a la donación de alimentos como un acto al-
truista, lo que reduce su alcance al limitarse a dar cierto
manto legal a lo que se concibe como un intercambio asis-
tencialista entre particulares. Este tipo de legislaciones no
intentan impulsar una política pública ni establecen meca-
nismos adicionales para el apoyo y fomento de la donación
de alimentos, lo que hacen es reafirmar y describir situa-
ciones que acontecían en la realidad previa a la promulga-

Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados116



ción de las mismas, lo que significa que nada han contri-
buido al fomento y regulación de esta actividad y lo mismo
sucede con las Iniciativas de Ley presentadas en aquellas
entidades donde no se cuenta con una legislación local en
la materia o la que se ha presentado en esta misma Cáma-
ra1.

Uno de los problemas de concebir y conceptualizar a la do-
nación de alimentos como un acto altruista, es que la mis-
ma, es un acto propio del voluntariado y como tal queda
circunscrita al control y operación del Sistema para el De-
sarrollo Integral de la Familia (DIF) el cual en varios esta-
dos y en la mayoría de municipios es prácticamente inope-
rante. Las leyes locales de donación altruista de alimentos
otorgan al DIF la responsabilidad de coordinar los esfuer-
zos públicos y privados lo que de entrada significa darle a
una institución funciones sustantivas que no está en la po-
sibilidad de cumplir, incluso se tienen documentados casos
en los que el DIF es el que solicita apoyo, capacitación,
instalaciones e insumos a los Bancos de Alimentos para
cumplir con sus funciones, como en el caso de Quintana
Roo2 el cual no dista de las otras entidades federativas don-
de operan leyes de este tipo, las cuales establecen una serie
de generalidades que no debieran replicarse en una legisla-
ción federal.

Es así que, con una legislación federal muy acotada y un
conjunto de legislaciones locales deficientes, el potencial
de la donación de alimentos como un instrumento comple-
mentario de los programas sociales de combate al hambre
no ha sido aprovechado. Por eso es que las acciones de do-
nación de alimentos no han podido contribuir para dismi-
nuir el número de personas en situación de pobreza ali-
mentaria, por el contrario, de acuerdo con el Consejo
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social
(Coneval) la cifra aumentó de 27.4 millones de personas en
esta condición en 2012 a 28 millones en 20143.

Al finalizar 2013 la Secretaría de Desarrollo Social (Sede-
sol) hizo el siguiente anuncio: “Minimizar las pérdidas de
alimentos en la post-cosecha y durante su transporte y al-
macenamiento, así como en los establecimientos comercia-
les, es uno de los principales objetivos de la Cruzada Na-
cional contra el Hambre”4 lo cual representó un intento de
cambiar sustancialmente la forma en que el gobierno fede-
ral se vinculaba en procesos relacionados con la donación
de alimentos, dejando a un lado -por lo menos en la inten-
ción- el papel accesorio y marginal de la donación de ali-
mentos en las estrategias de combate a la inseguridad ali-
mentaria trascendiendo la idea de que esas actividades son

meramente altruistas y que la injerencia gubernamental de-
biera ser solo a nivel de coordinación del voluntariado –es
decir a través del DIF– convirtiendo el tema en una políti-
ca pública integrante del Sistema Nacional de Desarrollo
Social. A decir del comunicado, la Sedesol y la Asociación
Mexicana de Bancos de Alimentos generarían una estrate-
gia orientada a “recuperar parte de las 30 mil toneladas de
artículos perecederos que a diario se desperdician, con el
propósito de llevarlos a los mexicanos que más los necesi-
tan”… “Asimismo, la Sedesol, a través del Programa de
Empleo Temporal (PET), trabaja actualmente con más de
60 bancos de alimentos para levantar, con autorización de
los productores, frutas y verduras en excelente estado que,
al no cumplir con estándares del mercado, dejan de cose-
charse”.5 Además como parte de las acciones de la “Cru-
zada Nacional Contra el Hambre” la Sedesol creó en julio
de 2013 un mecanismo denominado “Grupo técnico de tra-
bajo de desperdicio y merma de alimentos” cuyo objetivo
principal se concentró en “establecer mecanismos de inter-
vención, tanto del sector público mexicano como de las or-
ganizaciones de la sociedad civil para reducir los desperdi-
cios y aumentar la recuperación de alimentos a lo largo de
toda la cadena desde la cosecha hasta el consumo final de
alimentos de la población”.6

Es difícil saber sí los objetivos de la Cruzada Nacional con-
tra el Hambre se cumplieron en términos de minimizar las
pérdidas y recuperar una parte significativa de los alimen-
tos que se desperdician diariamente en nuestro país ya que
ni la “Evaluación del Impacto Alimentario y Nutricional en
Municipios de la Cruzada Nacional Contra el Hambre-
2015” publicado por el Instituto Nacional de Salud Pública
ni el “Balance de la Cruzada Nacional contra el Hambre
2013-2016” publicado por el Coneval, hacen mención al-
guna del cumplimiento de este objetivo o si el mismo se
constituyó en un factor para haber bajado la carencia de ac-
ceso a la alimentación de 100 a 42.5 por ciento en la po-
blación atendida por la Cruzada.7 Sin embargo, la inten-
ción de convertir en política pública las acciones para
evitar el desperdicio de alimentos y aumentar su recupera-
ción es un avance sustancial y tal intención coincide plena-
mente con los motivos que sustentan esta Iniciativa la cual
más que replicarla y plasmar como ley la experiencia prác-
tica de la Cruzada Nacional Contra el Hambre, lo que hace
es profundizar y ampliar el alcance de la misma convir-
tiendo los programas, acciones y procesos implicados en la
donación de alimentos y en la prevención de su desperdi-
cio en un sólido instrumento de política pública para el de-
sarrollo social y el cual bajo nuestro enfoque denominamos
“donación solidaria de alimentos”.
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Una incuestionable contribución del “Grupo técnico de tra-
bajo de desperdicio y merma de alimentos” es haber gene-
rado un conjunto de indicadores y datos que nos hablan de
la magnitud del reto a enfrentar: 30 mil toneladas de artí-
culos perecederos que a diario se desperdician en nuestro
país y que además 37 por ciento de los alimentos produci-
dos en el agro no llegan a consumirse, ya sea por fallas en
los procesos de cosecha, de transporte, de envasado o por
inadecuado empaque o embalaje además de la condiciones
de oferta y demanda.8

Finalmente, el reto más importante y a lo que esta iniciati-
va está orientada a resolver es que en el país no se vuelvan
a presentar situaciones como las del encarcelamiento por
robo famélico ya que “En México hay aproximadamente 7
mil personas que están recluidas en las cárceles y purgan
una condena de hasta 10 años por robar una charola de car-
ne, una mantequilla, unas alitas de pollo, un yogurt, leche
o pan, porque no tenían dinero y necesitaban comer, de
acuerdo con cifras de la Comisión Especial de Reclusorios
de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal” … “Este
tipo de delito se le conoce como Robo Famélico y por lo
general lo cometen las personas de escasos recursos quie-
nes no tienen para satisfacer sus necesidades básicas de
subsistencia y que en México, de acuerdo con las últimas
cifras del Coneval, suman 55.3 millones”9.

Objetivo de la iniciativa

La iniciativa que se presenta es del orden federal y de ob-
servancia en todo el territorio nacional para fomentar las
actividades relacionadas con la donación de alimentos y la
prevención de su desperdicio regulando además las activi-
dades de donantes, donatarios y beneficiarios y estable-
ciendo también las facultades y atribuciones de las depen-
dencias del gobierno federal en la materia.

No es pretensión de esta Iniciativa establecer disposiciones
que versen sobre facultades, atribuciones y áreas de concu-
rrencia que deban observar los gobiernos locales; errónea-
mente otras iniciativas sobre el tema se denominan de ca-
rácter general y no establecen las competencias y
concurrencias de estados y municipios.10 Por el contrario,
si es pretensión de esta Iniciativa incorporar a las acciones
de donación de alimentos como parte del Sistema Nacional
del Desarrollo Social, por ende las mismas deberán ser
convertidas en programas y políticas públicas impulsadas
desde la federación. Por lo tanto, se supera y se trasciende
la idea y el concepto de la donación altruista para conver-
tirlo en un acto responsable y solidario.

Adicionalmente se proponen modificaciones a la Ley Ge-
neral de Salud con el propósito de precisar e incorporar a
la política nacional de protección contra riesgos sanitarios
a los alimentos perecederos ya que son estos la materia
fundamental de la donación solidaria a la que se refiere la
presente iniciativa.

Fundamento legal

Con fundamento en los artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, nu-
meral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción I; 77, numeral
3; 78, y 102, numeral 1 del Reglamento de la Cámara de
Diputados.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley General para in-
centivar la Donación Solidaria de alimentos y se adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley General de Salud

Artículo Primero. Se expide la Ley General para incenti-
var la Donación Solidaria de Alimentos, para quedar como
sigue

Ley General para incentivar la Donación Solidaria de
Alimentos

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Primero
Objetivos

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer las
disposiciones para incentivar, fomentar y regular la dona-
ción solidaria de alimentos.

Artículo 2. Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico, interés social y de observancia general en todo el te-
rritorio mexicano y en ella se establecen las facultades,
competencias, áreas de concurrencia y concertación de la
federación, las entidades federativas, los municipios y las
organizaciones sociales y privadas para:

I. Determinar los apoyos e incentivos y establecer los
mecanismos y modalidades que propicien el fomento de
la donación solidaria de alimentos en beneficio de aque-
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llos grupos sociales y población en situación de vulne-
rabilidad, pobreza extrema y/o pobreza alimentaria.

II. Las disposiciones y principios generales, conforme a
los cuales se llevarán a cabo las acciones de donación
solidaria de alimentos en el territorio nacional.

III. Las bases y apoyos para garantizar y promover la
participación de las organizaciones sociales, las institu-
ciones de asistencia y las empresas privadas, en la do-
nación de alimentos perecederos y no perecederos.

IV. Las normas y principios para fomentar vínculos y
acciones relacionadas con la donación de alimentos en-
tre diversos actores de la sociedad civil y las entidades
públicas relacionadas con la donación solidaria de ali-
mentos, en favor de la población en situación de vulne-
rabilidad, pobreza extrema y/o pobreza alimentaria.

V. Prevenir, evitar y sancionar el desperdicio deliberado
o injustificado de alimentos.

VI. Generar una cultura del aprovechamiento y la dona-
ción solidaria de alimentos.

VII. Constituir a la donación solidaria de alimentos co-
mo parte de las acciones y programas comprendidos en
la Política Nacional de Desarrollo Social.

VIII. Coadyuvar con el cumplimiento del derecho a la
salud y el derecho a la alimentación nutritiva y de cali-
dad como partes integrales del desarrollo social.

Capítulo Segundo
Definiciones

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. Alimentos: Productos comestibles para consumo hu-
mano perecederos y no perecederos susceptibles de ser
donados por razones de: sobreoferta de mercado, cam-
bio de presentación del producto, caducidad próxima a
vencimiento, presentación inadecuada, u otros distintos
factores que dificultan su comercialización sin que por
ello presenten merma en su calidad alimenticia o repre-
senten daño alguno para la salud humana;

II. Banco de alimentos: Son los donatarios o las insti-
tuciones de asistencia social de carácter público o pri-
vado cuyas funciones son: 

a) Recibir de los distintos donantes alimentos en
cantidad suficiente para su posterior distribución en-
tre los beneficiarios y 

b) Rescatar alimentos de los centros de producción
agrícola y pecuaria, centrales de abasto, industrias
alimentarias, mercados, supermercados y tiendas de
autoservicio para canalizarlo a los beneficiarios; 

III. Beneficiarios: Aquellas personas que forman parte
de la población atendida por los programas de desarro-
llo social y específicamente las que son susceptibles de
beneficiarse con la donación solidaria de alimentos;

IV. Cofepris: Comisión Federal para la Prevención de
Riesgos Sanitarios;

V. Coneval: Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social;

VI. Donatario: Las instituciones de asistencia pública o
privadas y organizaciones de la sociedad civil que ten-
gan por objeto recibir donación de alimentos para alma-
cenarlos temporalmente y repartirlos con posterioridad
a la población en situación de vulnerabilidad, pobreza
extrema y/o pobreza alimentaria.

VII. Donante: Toda persona física o moral que por su
actividad agrícola, pecuaria, industrial o comercial se
encuentre en posibilidad de realizar donaciones solida-
rias de alimentos.

VIII. Población en situación de inseguridad alimen-
taria: Aquellas personas, familias o grupos sociales que
por falta de dinero o recursos de manera sistemática o
frecuente padecen hambre; no tienen acceso a una ali-
mentación variada; comen menos de lo necesario; dis-
minuyen las cantidades servidas en la comida; realizan
la ingesta de una sola comida o dejan de comer durante
todo el día.

IX. Población en situación de pobreza multidimen-
sional extrema: Aquellas personas o grupos sociales
cuyos ingresos sean insuficientes para adquirir los bie-
nes y los servicios que requieren para satisfacer sus ne-
cesidades y presentan carencias de rezago educativo, ac-
ceso a los servicios de salud, acceso a la seguridad
social, calidad y espacios de la vivienda, servicios bási-
cos en la vivienda y acceso a la alimentación.
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X. Población en situación de vulnerabilidad: Aque-
llas personas o grupos sociales que por diferentes facto-
res o la combinación de ellos, enfrentan situaciones de
riesgo, pobreza o discriminación y, por lo tanto, requie-
ren de la atención del gobierno y de la asistencia públi-
ca o privada para superar tal situación;

XI. Secretaría: Secretaría de Desarrollo Social del Go-
bierno Federal;

XII. Sistema Nacional: Sistema Nacional de Desarro-
llo Social;

XIII. Organizaciones: Agrupaciones civiles y sociales,
legalmente constituidas, en las que participan personas
o grupos sociales con el propósito de realizar activida-
des relacionadas con la donación solidaria de alimentos;

XIV. Padrón: Registro oficial de beneficiarios, donata-
rios y donantes de alimentos realizado por la Secretaría
a efecto de diseñar acciones y políticas publicas relacio-
nadas con la donación solidaria de alimentos; 

Título Segundo
Del Ejecutivo Federal

Capítulo Primero
Secretaría de Desarrollo Social

Artículo 4. Corresponde al Ejecutivo federal diseñar, im-
plementar y coordinar las acciones y programas relaciona-
das con el fomento a la donación solidaria de alimentos a
través de la Secretaría de Desarrollo Social.

Artículo 5. En materia de donación solidaria de alimentos
son atribuciones y funciones de la Secretaría de Desarrollo
Social las siguientes:

I. Diseñar y ejecutar acciones y programas relacionadas
con el fomento a la donación solidaria de alimentos;

II. Coordinar los esfuerzos de las dependencias del go-
bierno federal en materia de donación solidaria de ali-
mentos;

III. Establecer áreas de coordinación con los gobiernos
municipales, estatales y de la Ciudad de México;

IV. Considerar una partida presupuestal para la opera-
ción de acciones y programas para la donación solidaria
de alimentos;

V. Suscribir convenios de apoyo a las labores de donan-
tes y donatarios de alimentos;

VI. Fomentar y ser garante de la suscripción de conve-
nios entre donantes y donatarios;

VII. Elaborar, administrar y mantener actualizado el pa-
drón de beneficiarios de la donación solidaria de ali-
mentos;

VIII. Elaborar, administrar y mantener actualizado el
registro de donatarios;

IX. Identificar a los núcleos de población, grupos socia-
les y personas que puedan ser potencialmente beneficia-
rias de los programas y acciones relacionadas con la do-
nación solidaria de alimentos, para tal efecto deberá
auxiliarse de los indicadores elaborados por el Coneval;

X. Facilitar espacios en su página de Internet para que
los donantes puedan publicar su disponibilidad de in-
ventarios relativas a alimentos susceptibles de ser dona-
dos o en su caso, la fecha, hora y lugar de destrucción
de los mismos a efecto que los donatarios tengan cono-
cimiento de ello y puedan solicitar y reclamar para sí los
alimentos en donación;

XI. Impulsar y fomentar a las organizaciones y a las ins-
tituciones de asistencia privada para que estas puedan
conformar y constituir bancos de alimentos;

XII. Cuando las organizaciones y las instituciones de
asistencia privada no puedan hacerlo, constituir bancos
de alimentos en aquellas entidades federativas y muni-
cipios en los cuales se considere necesaria su operación;

Capítulo Tercero
Secretaría de Salud

Artículo 6. Son atribuciones y funciones de la Secretaría
de Salud las siguientes:

I. Elaborar y expedir las normas oficiales mexicanas y
dictar los criterios técnicos a los que deberán sujetarse
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los procesos de entrega recepción de los alimentos otor-
gados en donación;

II. Brindar capacitación a los operadores de los Bancos
de Alimentos para el adecuado manejo de los mismos;

A través de la Cofepris:

III. Verificar el cumplimiento de la normatividad en
procesos de entrega-recepción de los alimentos otorga-
dos en donación;

IV. Expedir la certificación oficial que dé cuenta de la
buena operación sanitaria de los Bancos de Alimentos;

V. Establecer medidas de seguridad y dictar las disposi-
ciones cautelares para evitar riesgos sanitarios en la dis-
tribución y consumo de los alimentos otorgados en do-
nación;

Capítulo Cuarto
Secretaría de Hacienda

Artículo 7. Son atribuciones y funciones de la Secretaría
de Hacienda las siguientes:

I. Aplicar las exenciones y deducciones que determine
la legislación fiscal en beneficio de donantes y donata-
rios de alimentos;

II. Emitir disposiciones de carácter general que esta-
blezcan incentivos y beneficios fiscales en favor de do-
nantes y donatarios de alimentos;

III. Emitir la autorización oficial para que los donata-
rios puedan recibir donativos y llevar el control de las
mismas. 

IV. Dar cuenta y sancionar los convenios que se cele-
bren entre donantes y donatarios o entre donantes y las
instancias de gobierno con tengan como fin la donación
solidaria de alimentos.

V. Reglamentar la entrega y publicidad de informes res-
pecto a la disponibilidad de inventarios relativos a ali-
mentos susceptibles de ser donados o destruidos de los
donantes constituidos en personas morales.

Capítulo Cuarto
Secretaría de Agricultura Ganadería Desarrollo Rural

Pesca y Alimentación

Artículo 8. Son atribuciones y funciones de la Secretaría
de Agricultura Ganadería Desarrollo Rural Pesca y Ali-
mentación las siguientes:

I. Realizar los estudios correspondientes sobre la inci-
dencia y recurrencia de desperdicio de alimentos entre
los agricultores, productores rurales y pescadores;

II. Promover e informar sobre los programas de la do-
nación solidaria de alimentos entre los productores;

III. Proporcionar información a la Secretaría de Desa-
rrollo Social y a los donatarios sobre los excedentes de
producción y situaciones de mercado que favorezcan la
donación solidaria de alimentos.

Título Tercero
De los Donantes

Capítulo Único
Derechos y obligaciones de los donantes

Artículo 9. Pueden ser donantes las personas físicas o mo-
rales, que por su actividades agrícolas, pecuarias, indus-
triales o comerciales se encuentren en la posibilidad de re-
alizar donaciones solidarias de alimentos.

Artículo 10. Con independencia de los apoyos e incentivos
fiscales que reciban de los gobiernos federal y estatal y de
las facilidades administrativas que reciban de los gobiernos
municipales, las donaciones solidarias de alimentos que re-
licen los donantes serán en todo momento a título gratuito
y sin contraprestación alguna.

Artículo 11. Los donantes tienen el derecho a conservar en
los productos otorgados en donación las etiquetas y empa-
ques con los logotipos y emblemas que distinguen su mar-
ca comercial.

Artículo 12. Los donantes podrán solicitar a la Secretaría
sin cargo alguno, espacios en sus páginas de Internet para
publicar su disponibilidad de inventarios, relativas a ali-
mentos susceptibles de ser donados o, en su caso, la fecha,
hora y lugar de destrucción de los mismos.
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Artículo 13. Como parte del proceso de entrega recepción
de alimentos en donación los donantes podrán firmar una
carta responsiva expedida y sancionada por la Secretaría de
Salud o por las autoridades sanitarias estatales que los des-
linde de responsabilidad por afectaciones a la salud de los
beneficiarios siempre y cuando personal capacitado y cer-
tificado por esas dependencias verifique las condiciones de
higiene, calidad y sanidad de los alimentos.

Artículo 14. Los donantes tienen la obligación de propor-
cionar al donatario de toda la información del producto do-
nado como lo son: las cusas que originaron la baja comer-
cial del producto y los cuidados y manejos especiales que
se requieran para la conservación de su higiene, calidad y
sanidad. 

Artículo 15. Los donantes tienen la obligación de conser-
var en el etiquetado del producto donado la fecha de cadu-
cidad original así como los contenidos alimenticios del
producto cuando este hubiera sido empacado originalmen-
te para su venta comercial.

Título Sexto
De los Donatarios

Capítulo Único
Derechos y obligaciones de los donatarios

Artículo 16. Las organizaciones e instituciones de asisten-
cia social que pretendan fungir como donatarias de alimen-
tos están obligadas a solicitar, ante la Secretaría de Desa-
rrollo Social el registro de inscripción al padrón de
donatarios de alimentos mismo que será obligatorio y per-
mitirá manejar y recibir donativos en especie y de manera
complementaria en dinero o en servicios personales para
operar los bancos de alimentos.

Artículo 17. Los donativos que reciban los donatarios y en
su caso los rendimientos financieros de los mismos debe-
rán destinarse sólo para el objeto social de las instituciones.
Las instituciones donatarias podrán destinar hasta el 10 por
ciento de los donativos que reciban para cubrir sus gastos
de administración, destinando este recurso única y exclusi-
vamente para fines de su autosuficiencia y eficaz funciona-
miento. 

Artículo 18. El donatario deberá contar con instalaciones
para un adecuado manejo y conservación de los alimentos
otorgados en donación y con mecanismos para la buena re-
cepción, acopio, y distribución de los productos, y está

obligado a realizar la trasmisión de los alimentos a los be-
neficiarios en el menor tiempo posible.

Artículo 19. Es derecho de los donatarios recibir capacita-
ción, asistencia técnica y asesoría por parte del personal de
la Secretaría de Salud a efecto de observar las condiciones
sanitarias necesarias para operar los bancos de alimentos.

Artículo 20. Es derecho de los donatarios participar del be-
neficio de los programas que a efecto diseñe y ejecute la
Secretaría de Desarrollo Social con el propósito de finan-
ciar las necesidades de equipamiento de conservación y
transporte de los alimentos otorgados en donación.

Título Séptimo
De los Beneficiarios

Capítulo Único
Derechos y obligaciones de los beneficiarios

Artículo 21. Podrán beneficiarse con los programas y ac-
ciones relacionadas con la donación solidaria de alimentos
principalmente aquellas personas y grupos sociales que se
encuentren en situación de pobreza multidimensional ex-
trema y de inseguridad alimentaria, definidos en los “Line-
amientos y criterios generales para la definición, identifi-
cación y medición de la pobreza” publicados por el
Consejo Nacional de Evaluación en el Diario Oficial de la
Federación.

Podrán también ser beneficiarios todas aquellas personas y
grupos sociales con alguna condición de vulnerabilidad co-
mo lo son las víctimas y damnificados por fenómenos y de-
sastres naturales, los desplazados por situaciones de vio-
lencia y los migrantes extranjeros.

Artículo 22. Para participar en las acciones y programas
relacionadas con la donación solidaria de alimentos, los be-
neficiarios deberán cubrir los requisitos que establezca la
Secretaría y que serán difundidos por los operadores de los
Bancos de Alimentos.

Artículo 23. Es derecho de los beneficiarios recibir los ali-
mentos en donación en forma totalmente gratuita y recibir
toda la información relativa a la procedencia, contenidos,
calidad y caducidad del alimento que se les entrega en do-
nación.

Artículo 24. Los beneficiarios no podrán ser obligados, co-
accionados o inducidos a participar en actividades políti-
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cas, electorales, religiosas o de cualquier otra índole a cam-
bio de participar en las acciones y programas relacionados
con la donación solidaria de alimentos.

Artículo 25. Los beneficiarios no podrán comercializar los
productos que reciban como parte de los programas o ac-
ciones de la donación solidaria de alimentos

Artículo Segundo. Se reforma la fracción XII del artículo
3 y fracción II artículo 17 Bis de la Ley General de Salud

Ley General de Salud

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. …

…

XXI. …

XXII. El control sanitario de alimentos perecederos
y no perecederos así como de productos y servicios
en general incluyendo su proceso de importación y
exportación;

…

Artículo 17 Bis. La Secretaría de Salud ejercerá las atribu-
ciones de regulación, control y fomento sanitarios que con-
forme a la presente ley, a la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, y los demás ordenamientos
aplicables le corresponden a dicha dependencia en las ma-
terias a que se refiere el artículo 3o. de esta ley en sus frac-
ciones I, en lo relativo al control y vigilancia de los esta-
blecimientos de salud a los que se refieren los artículos 34
y 35 de esta ley: XIII, XIV, XXII, XXIII, XXIV, XXV,
XXVI, ésta salvo por lo que se refiere a cadáveres y
XXVII, esta última salvo por lo que se refiere a personas,
a través de un órgano desconcentrado que se denominará
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios.

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior compete
a la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
Sanitarios:

I. …

II. Proponer al Secretario de Salud la política nacional
de protección contra riesgos sanitarios así como su ins-
trumentación en materia de: establecimientos de salud;
medicamentos y otros insumos para la salud; disposi-
ción de órganos, tejidos, células de seres humanos y sus
componentes; alimentos y bebidas, alimentos perece-
deros otorgados en donación, productos cosméticos;
productos de aseo; tabaco, plaguicidas, nutrientes vege-
tales, sustancias tóxicas o peligrosas para la salud; pro-
ductos biotecnológicos, suplementos alimenticios, ma-
terias primas y aditivos que intervengan en la
elaboración de los productos anteriores; así como de
prevención y control de los efectos nocivos de los fac-
tores ambientales en la salud del hombre, salud ocupa-
cional y saneamiento básico;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Diputado Daniel Torres Cantú; Grupo Parlamentario PRI, “Iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se crea la Ley General para la Do-
nación Altruista de Alimentos” presentada ante el pleno de la Cámara
de Diputados el 29 de abril de 2016 y diputado Mauricio Alonso Tole-
do Gutiérrez presentada ante el pleno de la Asamblea Legislativa de la
Ciudad de México el 14 de abril del 2016.

2 “Inoperante la Ley de Donación de Alimentos”; nota de Karla Orte-
ga en: Luces del Siglo; Diario de circulación estatal; Cancún, Quinta-
na Roo; 23 de julio de 2013. http://lucesdelsiglo.com/index.php/noti-
cias/inoperante-la-ley-de-donacion-de-alimentos/205

3 Coneval; “Medición de las Carencias Sociales con base en la En-
cuesta Nacional del Ingreso Gasto de los Hogares 2012 y 2014”, Mé-
xico, 2015. http://www.coneval.org.mx/Medicion/Paginas/PobrezaIni-
cio.aspx

4 Secretaría de Desarrollo Social; Comunicado de Prensa Número
588/241213, “Minimizar las pérdidas de alimentos es uno de los prin-
cipales objetivos de la Cruzada Nacional Contra el Hambre”, 24 de di-
ciembre de 2013.

5 Ibídem.

6 Secretaría Técnica de la Comisión Intersecretarial para la Instrumen-
tación de la Cruzada Nacional Contra el Hambre; “Plan de Trabajo del
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Grupo de Desperdicio y Mermas de Alimentos de la Cruzada Nacional

Contra el Hambre”, México, D.F. a 17 de julio de 2013

7 http://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/65659/Evaluaci_n_
de_Impacto_Alimentario_.pdf  http://www.coneval.org.mx/Evalua-
cion/ECNCH/Paginas/Resultados_Intermedios_Cruzada.aspx

8 Secretaría de Desarrollo Social; “Plan de Trabajo del Grupo de Des-
perdicio y Mermas de Alimentos de la Cruzada Nacional Contra el
Hambre”, México, D.F. a 17 de julio de 2013.

9 “El robo por hambre en México encierra a 7 mil personas, la mayo-
ría mujeres, en la cárcel” Nota de Guadalupe Fuentes López; en: sin
embargo.mx periodismo digital con rigor. Nota de Guadalupe Fuentes
López, 14 de octubre de 2015. 

10 Diputado Daniel Torres Cantú; Grupo Parlamentario PRI, “Iniciati-
va con proyecto de decreto, por el que se crea la Ley General para la
Donación Altruista de Alimentos” presentada ante el pleno de la Cá-
mara de Diputados el 29 de abril de 2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de 2016.—
Diputado Francisco Xavier Nava Palacios (rúbrica).»

Se remite a las Comisiones Unidas de Desarrollo Social
y de Salud, para dictamen y a la comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión. 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

«Iniciativa que reforma el artículo 4o.-A de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, suscrita por los diputados Mirza Flores
Gómez y Jonadab Martínez García, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

Los suscritos, Mirza Flores Gómez y Jonadab Martínez
García, diputados integrantes del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura del Hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo señala-
do en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 77, numerales 1 y 2 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, someten a consideración del pleno
de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el penúltimo párrafo del artículo 4o.-A
de la Ley de Coordinación Fiscal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

“Todo lo que nace proviene necesariamente de una cau-
sa; pues sin causa nada puede tener origen”.

Platón

I. Planteamiento del problema

Hoy en día, la sociedad mexicana levanta cada vez más la
voz por la preocupante y creciente demanda de más y me-
jores servicios públicos, no obstante los presidentes muni-
cipales y/o jefes delegacionales1 reportan falta de liquidez
en sus haciendas públicas, situaciones que ponen en aprie-
tos a quien por voluntad popular dirige sus destinos.

La salida ante sus incumplimientos con la sociedad, se ha
replicado a nivel nacional, centrando sus argumentos en su
fragilidad financiera, y justificando esa situación en la de-
pendencia de los recursos transferidos (participaciones y
aportaciones gubernamentales) cuya cuantía se supedita a
condiciones y decisiones que les son ajenas.

En ese crítico entorno, uno de esos recursos que reciben los
municipios y delegaciones del país es el Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios (IEPS) de gasolinas y diésel,
descrito en el artículo 2o.-A, fracción II, de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios.

Su origen se remonta al ejercicio fiscal de 2008, año en el
que se registraron dos incrementos en los precios de las ga-
solinas y diésel; uno de ellos relacionado con la aplicación
de las cuotas adicionales establecidas en el artículo en co-
mento, cuya recaudación se distribuye a los estados, muni-
cipios y delegaciones de conformidad con lo descrito en el
artículo 4o.-A de la Ley de Coordinación Fiscal.

El IEPS de gasolinas y diésel se origina según la Ley del
IEPS de la manera siguiente:

“…Artículo 2o.-A. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 2o., fracción I, incisos D), y H), en la enajena-
ción de gasolinas y diésel en el territorio nacional, se
aplicarán las cuotas siguientes:

I. Gasolina menor a 92 octanos 36.68 centavos por litro.

II. Gasolina mayor o igual a 92 octanos 44.75 centavos
por litro.
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III. Diésel 30.44 centavos por litro.

Tratándose de fracciones de las unidades de medida, la
cuota se aplicará en la proporción en que corresponda a di-
chas fracciones respecto de la unidad de medida. 

Las cuotas establecidas en el presente artículo, se actuali-
zarán anualmente y entrarán en vigor a partir del 1 de ene-
ro de cada año, con el factor de actualización correspon-
diente al periodo comprendido desde el mes de diciembre
del penúltimo año hasta el mes de diciembre inmediato an-
terior a aquél por el cual se efectúa la actualización, mismo
que se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A del
Código Fiscal de la Federación. La Secretaría de Hacienda
y Crédito Público publicará el factor de actualización en el
Diario Oficial de la Federación durante el mes de diciem-
bre de cada año. Los contribuyentes trasladarán en el pre-
cio, a quien adquiera gasolinas o diésel, un monto equiva-
lente al impuesto establecido en este artículo, pero en
ningún caso lo harán en forma expresa y por separado. Las
cuotas a que se refiere este artículo no computarán para el
cálculo del impuesto al valor agregado. Los recursos que se
recauden en términos de este artículo, se destinarán a las
entidades federativas, municipios y demarcaciones territo-
riales, conforme a lo establecido en la Ley de Coordinación
Fiscal. Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, en
sustitución de las declaraciones informativas a que se re-
fiere esta ley, los contribuyentes presentarán a más tardar el
último día hábil de cada mes la información correspon-
diente a los litros de las gasolinas y diésel enajenados por
los que se haya causado el impuesto por cada expendio au-
torizado o establecimiento del contribuyente, en cada una
de las entidades federativas durante el mes inmediato ante-
rior; tratándose de enajenaciones a distribuidores de gaso-
linas y diésel, la información se presentará de acuerdo a la
entidad federativa en la que se ubique el punto de entrega
convenido con cada distribuidor. La Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público (SHCP) hará la distribución que co-
rresponda a las entidades federativas durante los primeros
diez días hábiles del mes inmediato posterior al mes en que
los contribuyentes hayan realizado el pago.”2

Por su parte el artículo 4-A de la Ley de Coordinación Fis-
cal señala que 

“Artículo 4o-A. La recaudación derivada de la aplica-
ción de las cuotas previstas en el artículo 2o-A, fracción
II de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, se dividirá en dos partes: I. Del total recauda-
do 9/11 corresponderá a las entidades federativas en

función del consumo efectuado en su territorio, de
acuerdo con la información que Petróleos Mexicanos y
los demás permisionarios para el expendio al público y
la distribución de gasolinas y diésel proporcione a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, complementa-
da, en su caso, con la información del Servicio de Ad-
ministración Tributaria y de la Comisión Reguladora de
Energía, siempre y cuando se encuentren adheridas al
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Los recursos
que obtengan las entidades federativas, municipios y de-
marcaciones territoriales, de acuerdo a lo previsto en es-
ta fracción, podrán afectarse en términos del artículo 9o.
de esta ley, siempre que la afectación correspondiente
en ningún caso exceda de 25 por ciento de los recursos
que les correspondan. Tratándose de obligaciones paga-
deras en dos o más ejercicios fiscales, para cada año po-
drá destinarse al servicio de las mismas lo que resulte
mayor entre aplicar el porcentaje a que se refiere el pá-
rrafo anterior a los recursos correspondientes al año de
que se trate o a los recursos correspondientes al año en
que las obligaciones hayan sido contratadas. II. Del to-
tal recaudado con motivo de la aplicación de las cuotas,
2/11 se destinarán a un Fondo de Compensación, el cual
se distribuirá entre las 10 entidades federativas que, de
acuerdo con la última información oficial del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía, tengan los meno-
res niveles de producto interno bruto per cápita no mi-
nero y no petrolero. Éste se obtendrá de la diferencia en-
tre el producto interno bruto estatal total y el producto
interno bruto estatal minero, incluyendo todos los ru-
bros contenidos en el mismo.”3

Según cálculos propios, con información de las cuentas pú-
blicas anunciadas por la SHCP, se estima que las participa-
ciones pagadas a los municipios por este impuesto pasaron
de 1,038.0 a 5,273.8 millones de pesos de 2008 al 2015,
respectivamente.

Para ejemplificar la importancia de este recurso, tan sólo
los municipios jaliscienses recibieron por concepto del
IEPS de gasolinas y diésel artículo 2- A, fracción II,
301,682,107 y 335,499,564 pesos en el 2014 y 2015, res-
pectivamente, cifras que representaron 2.0 por ciento del
total de participaciones y aportaciones distribuidas a los
ayuntamientos en esos años (15,387,265,965 y
16,495,125,822 pesos en el 2014 y 2015, respectivamente)
según cifras públicas del gobierno de Jalisco.4

No obstante, el IEPS de gasolinas y diésel artículo 2o.- A,
fracción II, al ser un impuesto que proviene del consumo
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de combustibles fósiles no se aplican directamente a accio-
nes como podrían ser mayor cobertura y mejores servicios
públicos (agua potable, drenaje, recolección de basura), pa-
vimentación y mejora en vialidades primarias y secunda-
rias, espacios públicos como parques y jardines cuidados y
atendidos, que sin duda la ciudadanía anhela para lograr
una mejor convivencia y reducción del índice de margina-
lidad que existen en muchos ejidos, comunidades agrarias
y colonias populares de los municipios mexicanos.

Nosotros, los diputados ciudadanos nos comprometimos a
luchar por la transparencia en la que incluimos la recauda-
ción de los impuestos, combatir su derroche y buscar que
su distribución mejore las condiciones de vida de los ciu-
dadanos y se obtenga un bienestar para ellos.

Por ello, identificamos que los recursos que reciben los
municipios por concepto del IEPS de gasolinas y diésel se-
gún lo dispuesto en el artículo 2o.-A, fracción II y artículo
4o.-A de la Ley de Coordinación Fiscal no tienen destino
específico y son de libre utilización, por lo que considera-
mos necesario que dichos recursos se consignen a fines es-
pecíficos combinados al combate del cambio climático,
conservación del medio ambiente, y acciones ligadas a la
reducción de riesgos naturales en beneficio de sus habitan-
tes y en pro, principalmente, de sus vidas.

Las acciones en las que dichos recursos deberán ser inver-
tidos se centrarían en infraestructura urbana y rural, movi-
lidad no motorizada y resiliencia, todas las anteriores liga-
das a mejorar los ecosistemas y medio ambiente de los
municipios, y acciones resilientes que coadyuven a la pre-
vención y disminución de riesgos de desastres y tengan un
impacto positivo en las finanzas públicas tanto nacionales,
estatales y municipales a corto plazo.

En otras palabras, estas acciones disminuirían los recursos
que año con año se invierten en la reconversión de ciuda-
des ante desastres urbanos, por ello las acciones resilientes
no sólo contemplarían la reducción de riesgos y daños de
catástrofes (como pérdidas humanas y bienes materiales),
sino permitirían a los municipios tener la capacidad de vol-
ver rápidamente a la situación estable anterior, protegiendo
ecosistemas y barreras naturales para mitigar inundaciones,
marejadas y otras amenazas frente a las cuales las ciudades
puedan ser vulnerables.

La inversión en infraestructura urbana y acciones ligadas a
la movilidad no motorizada sin duda contribuirían a la re-
ducción de la contaminación y preservación del medio am-

biente, y atender los clamores sociales de mejores servicios
ante el crecimiento de las zonas urbanas dispersas, disco-
nexas y expansivas que han fragmentado el espacio urbano
y aumentado las distancias y tiempos de traslado y afec-
tando sin duda la economía de las familias mexicanas.

Los beneficios económicos, sociales y ambientales de la
movilidad sustentable son altísimos. Al promover viajes
cortos y en corredores de transporte masivo, se reduce el
impacto financiero de costos de inversión y de manteni-
miento de la infraestructura urbana y los servicios de las
ciudades expandidas basadas en la movilidad en automóvil
particular. Los municipios son los primeros beneficiados al
reducir la carga presupuestal y poder enfocarse en otras
prioridades.

Pero socialmente la inversión en movilidad sustentable es
todavía más valiosa; reduce la inequidad en el acceso a bie-
nes y servicios en las ciudades, permitiendo que todas las
personas utilicen los sistemas de transporte que ampliarían
su cobertura, calidad y accesibilidad mediante mecanismos
de financiamiento y subsidio dirigidos a la movilidad sus-
tentable. Los 17 mil muertos y los cientos de miles de he-
ridos que todos los años genera nuestro actual modelo de
movilidad representan un costo inmenso para las familias
mexicanas, en especial para las de menor ingreso; una es-
trategia exitosa de inversión en movilidad sustentable re-
duce este costo significativamente.

Ambientalmente las emisiones contaminantes de una estra-
tegia basada en transporte público y movilidad no motori-
zada se reducen, coadyuvando a la solución del grave pro-
blema actual de la contaminación atmosférica y al futuro
del cambio climático. Los números son contundentes y es-
tablecen que cualquier solución de este problema pasa ne-
cesariamente por reducir drásticamente la cifra de vehícu-
los circulando e invirtiendo sumas muy importantes para
financiar movilidad sustentable.

Para lograrlo por igual, consideramos necesario que la re-
caudación que reciban los municipios y/o ayuntamientos
pase de 20 por ciento a 50 por ciento, como mínimo, de la
recaudación que corresponda a las entidades federativas, y
que de ese importe por lo menos en 50 por ciento se desti-
nen a acciones ligadas a infraestructura urbana y rural, mo-
vilidad no motorizada, y resiliencia.

No es sorpresa que organismos internacionales como lo es
el Banco Interamericano de Desarrollo señale que:

Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados126



“La infraestructura es vital para el crecimiento y el de-
sarrollo económico. La producción en las sociedades
modernas y la prestación de servicios básicos tales co-
mo la educación o la salud resultarían impensables sin
carreteras seguras, agua, saneamiento y electricidad.

Ninguna de las principales economías de la región (Ar-
gentina, Brasil, Chile y México) invirtió más de 3 por
ciento del producto interno bruto, muy lejos del 5 por
ciento recomendado para cerrar la brecha existente”.5

Nuestra propuesta buscaría que los capitales que el gobier-
no federal invierte en la reconstrucción de ciudades y co-
munidades disminuyan progresivamente; ya que para nos-
otros, diputados del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, consideramos que los recursos que la Coordina-
ción Nacional de Protección Civil destina a la atención de
desastres son excesivos y nos demuestra que debemos em-
prender acciones que giren en el entorno de la prevención.

Tan sólo de 2013 a 2015, los recursos presupuestados para
tales fines, ascendieron a 322,920.9, 335,191.0 y 346,587.5
miles de pesos, en los ejercicios fiscales 2013, 2014 y
2015, respectivamente, lo que representó en promedio un
incremento de 3.6 por ciento anualmente.

No estamos en contra del ejercicio de recursos públicos, lo
que consideramos necesario, es invertirlos con responsabi-
lidad y cultura, en este caso, de mitigación de riesgos.

En consecuencia, proponemos apoyar con acciones positi-
vas a los municipios en México, es por ello que explicamos
la necesidad de que parte de los recursos que les sean dis-
tribuidos por la recaudación de este impuesto IEPS de ga-
solinas y diésel se utilicen en acciones que incrementen y
mejoren la infraestructura existente a fin de permitir brin-
dar los mismos servicios a menor costo y en la mayoría de
los casos ofrecerlos por primera vez.

Por lo anteriormente expuesto, consideramos que imple-
mentar acciones que abatan el rezago de algunos munici-
pios en el país es necesario y urgente; no estamos propo-
niendo incremento de impuestos para estas acciones, sólo
pretendemos que su distribución se enfoque en desarrollar
la infraestructura urbana municipal con un efecto de pre-
vención de riesgos, lo que producirá comunidades más se-
guras y modernas. No esperemos más y hagamos lo co-
rrecto con honestidad, transparencia y rendición de
cuentas.

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el penúltimo párrafo del artículo
4o.-A del capítulo primero, De las participaciones de los
estados, municipios y Distrito Federal en ingresos fede-
rales, de la Ley de Coordinación Fiscal

Artículo Único. Que reforma el penúltimo párrafo del ar-
tículo 4o.-A del capítulo primero, De las participaciones de
los estados, municipios y Distrito Federal en ingresos fe-
derales, de la Ley de Coordinación Fiscal.

Artículo 4o.-A. La recaudación derivada de la aplicación
de las cuotas previstas en el artículo 2o.-A, fracción II, de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
se dividirá en dos partes:

I. …

II. …

Los municipios y demarcaciones territoriales recibi-
rán como mínimo 50 por ciento de la recaudación
que corresponda a las entidades federativas en tér-
minos de este artículo, y serán las autoridades loca-
les las que destinen anualmente por lo menos 50 por
ciento de los recursos recibidos en acciones ligadas a
infraestructura urbana y rural, movilidad no moto-
rizada y resiliencia. La distribución del porcentaje
mencionado por parte de las entidades federativas a
los municipios y demarcaciones territoriales deberá
realizarse cuando menos en 70 por ciento atendiendo
a los niveles de población.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el 1 de enero de
2017, previa publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Al no haberse modificado la ley objeto de la presente iniciativa con
motivo de las reformas políticas al Distrito Federal, actual Ciudad de
México, y al no haberse promulgado la Constitución Política de la mis-
ma,  se utilizarán los términos delegaciones y jefes delegacionales, re-
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firiéndose a las futuras demarcaciones territoriales y alcaldía, para los
efectos que haya lugar.

2 Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, disponible
en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm, consultada el
24 de junio de 2016.

3 Ley de Coordinación Fiscal, disponible en http://www.diputados.
gob.mx/LeyesBiblio/index.htm, consultada el 24 de junio de 2016.

4 Cfr. Recursos pagados a municipios, disponible en http://transparen-
ciafiscal.jalisco.gob.mx/transparencia-fiscal/rendicion_de_cuentas/re-
cursos-pagados-a-municipios, consultado el 24 de junio de 2016.

5 Financiamiento de la infraestructura en América Latina y el Caribe:
¿Cómo, Cuánto y Quién? – Banco Interamericano de Desarrollo, dis-
ponible en

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de septiembre de 2016.—
Diputados: Mirza Flores Gómez y Jonadab Martínez García (rúbri-
cas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS
ADULTAS MAYORES

«Iniciativa que adiciona el artículo 5o. de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la
diputada María Antonia Cárdenas Mariscal, del Grupo Par-
lamentario de Morena

La suscrita, María Antonia Cárdenas Mariscal, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario de Morena, de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
artículo 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
una fracción al artículo 5, de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Según datos de la Organización Mundial de la Salud entre
2000 y 2050, la proporción de los habitantes del planeta

mayores de 60 años se duplicará, pasando de 11 por ciento
a 22 por ciento. En números absolutos, este grupo de edad
pasará de 605 millones a 2000 millones en el transcurso de
medio siglo.1

Estas estadísticas muestran que la población mundial ha
aumentado su expectativa de vida. Con este fenómeno de
envejecimiento global, hay una alarmante prevalencia de
las enfermedades crónicas, degenerativas, con su respecti-
va necesidad de cuidado del adulto mayor. Ante los dife-
rentes sistemas de atención y el precio de estas necesidades
en salud y las estrategias adoptadas para afrontar este fe-
nómeno, se verá en la necesidad de crear políticas públicas
para su atención.

Como marca la página de la Organización Mundial para la
Salud (ver cita 1) antes referida: “entre 2000 y 2050 la can-
tidad de personas de 80 años o más aumentará casi cuatro
veces hasta alcanzar los 395 millones. Es un acontecimien-
to sin precedentes en la historia que la mayoría de las per-
sonas de edad madura e incluso mayores tengan unos pa-
dres vivos, como ya ocurre en nuestros días. Ello significa
que una cantidad mayor de los niños conocerán a sus abue-
los e incluso sus bisabuelos, en especial sus bisabuelas. En
efecto, las mujeres viven por término medio entre 6 y 8
años más que los hombres”.

El aumento de la esperanza de vida se da conforme al de-
sarrollo de la ciencia y la tecnología, el que la población
adulta mayor comience a ser mayor sobre el resto de la po-
blación tiene sus consecuencias, para las cuales los gobier-
nos no están preparados. Se debe elaborar un modelo inte-
gral de atención para la población mayor a través de la
promoción de un sano envejecimiento y de acciones socia-
les.

Hay que puntualizar que cuando el adulto mayor no goza
de seguridad social se torna más vulnerable su condición,
por lo que el tener los beneficios de seguridad social ten-
dría que ser una obligación.

En nuestro país, al igual que en otras regiones en vías de
desarrollo, la longevidad no va de la mano con la salud. La
morbilidad y discapacidad frecuentes en gran parte de la
población de los adultos mayores dirigen la atención sobre
su calidad de vida, donde el bienestar personal y social de-
penderá en gran medida del soporte familiar, comunitario e
institucional que reciba. Estas tres fuentes de apoyo cons-
tituyen una importante red social que integra a todas las
personas con quien el adulto mayor interactúa, con quien
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se siente unido y fortalecido y de quien recibe auxilio o
transferencias de tres tipos:

• Apoyo material, tiene que ver con los recursos mone-
tarios y no monetarios que el adulto mayor puede reci-
bir en forma de dinero, regalos, comida, ropa y realiza-
ción de algún trámite.

• Instrumental, se refiere a la ayuda que reciben en la-
bores del hogar, transporte, cuidado y acompañamiento.

• Emocional, se expresa en el cariño, confianza y preo-
cupación que se transmiten a través de visitarlos y escu-
charlos, además de la transmisión física de afecto.

En el ámbito internacional, el artículo 25 de la Declaración
Universal de los Derechos Humanos establece el derecho
de las personas a contar con un nivel de vida adecuado, que
le asegure la salud, alimentación, vestido, vivienda, asis-
tencia médica y social en la vejez.

En México, el Artículo 1o, párrafo quinto, constitucional,
especifica que la edad es uno de los motivos por los cuales
se prohíbe discriminar a las personas en el territorio nacio-
nal. Las personas adultas mayores, como todas las personas
en el territorio nacional, tienen reconocidos los derechos
humanos previstos en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales
firmados y ratificados por el Estado mexicano.

Ahora bien, según la Universidad de Guadalajara, en su li-
bro titulado “Condiciones sociales y calidad de vida del
adulto mayor”, se considera que en el año 2010 aproxima-
damente sólo 7 y 31 de cada 100 de los adultos mayores
que viven en municipios de muy alta y alta marginación,
respectivamente, recibieron el beneficio de la seguridad so-
cial; los restantes 93 y 69 de cada 100 se encontraban ex-
cluidos. Se trata de adultos mayores con reducido ingreso,
baja escolaridad, con condiciones de vivienda deficiente y
que habitan pequeñas localidades, carentes además de se-
guridad social.2

Esto hace que este grupo social se vuelva vulnerable, ya
que el simple reconocimiento de estos derechos, sin leyes
que las respalden, ni instrumentos jurídicos no cambiará la
situación de desventaja que representa esta estadística,
puesto que la estructura sin sustento jurídico no permite su
implementación, es decir, hay que avanzar y actualizar
siempre el marco jurídico para su bien.

Hay que resaltar que el 25 de junio de 2002, se publicó la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, que
tiene por objeto garantizar el ejercicio de los derechos de
las personas adultas mayores, así como establecer las bases
y disposiciones para su cumplimiento, mediante la regula-
ción de las políticas públicas nacionales para la observan-
cia de los derechos de las personas adultas mayores.

Derivado de esta Ley de  adultos mayores, se les otorgan
derechos de  una vida con calidad, un trato justo y digno,
seguridad social,  física y psicoemocional; derecho a la sa-
lud y la alimentación, a una familia, a  la educación y al tra-
bajo, así como protección ante cualquier situación de ex-
plotación o maltrato.

Sin embargo, hay un derecho que no está contemplado y
que sí existe en legislaciones locales que protegen a los
adultos mayores, es el derecho a estar informado de los ser-
vicios que se le otorgan en instancias de adulto mayor, ya
que al tener conocimiento de éstos, se podría determinar
con mayor seguridad y aprovechar los beneficios del cual
son acreedores.

Por otro lado, también tienen derecho de estar informados
en cuanto a la gerontología, para llevar a cabo acciones a
favor de su salud.

Este derecho de estar informado solo es el derecho a saber
para poder decidir lo que le convenga al implicado, deci-
sión personal pero con sustento, asi pues estos derechos
tienen que ir acompañados de conocer los programas de
protección jurídica y psicológica cuando así lo necesiten.

El derecho de acceso a la información por parte de este
grupo es fundamental para una sociedad que envejece día a
día, porque facilitará el ejercicio activo de sus derechos,
contribuirá a tener instituciones del adulto mayor mas
aprovechables y por ende confiables y responsables, es de-
cir, fortalece una sociedad más justa, equitativa e incluyen-
te.

Se debe de velar por el derecho de los mayores a estar in-
formados,  sobre las acciones gubernamentales y los pro-
gramas que a ellos les atañen y sean de su interés.

Hay que tener una visión preventiva, y está se obtiene con
información (lo que debe propiciar en el anciano mante-
nerse o bien incorporarse a su medio de manera autosufi-
ciente, lo que trae como resultado favorecer su condición
de persona activa). Para cumplir este propósito se necesita-
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ron planes y programas de estudios diseñados para el cum-
plimiento de expectativas educativas, ya que los adultos
mayores constituyen un grupo vulnerable que merece es-
pecial protección de los órganos del Estado, ya que su edad
avanzada los coloca en muchas ocasiones en una situación
de discriminación que se debe combatir a través de la pro-
tección reforzada de sus garantías.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto, que adiciona una fracción al artículo 5 de la
Ley de los Derechos de los Adultos Mayores

Único. Se adiciona una fracción al artículo 5, de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, para quedar
como sigue:

Artículo 5. De manera enunciativa esta ley reconoce a las
personas adultas mayores los siguientes derechos:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

X. De la información

a) Estar informado de los servicios que prestan
las instancias del adulto mayor y los costos de es-
tos.

b) Tener acceso a la información de los progra-
mas gerontológicos, para llevar a cabo acciones a
favor de su salud si así lo requiere.

c) Ser informado de los programas de protección
jurídica y psicológica cuando lo necesite.

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://www.who.int/ageing/about/facts/es/

Página de la Organización Mundial de la Salud, Consulta el 5 de julio
de 2016.

2. Coordinadores: Flores Villavicencio María Elena, Vega López Ma-
ría Guadalupe, González Pérez Guillermo Julián, “Condiciones socia-
les y calidad de vida del adulto mayor.” Introducción, pagina 11, edi-
torial Universidad de Guadalajara, centro universitario de ciencias de
la salud.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de
2016.— Diputada María Antonia Cárdenas Mariscal (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen. 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

«Iniciativa que reforma el artículo 16 de la Ley General pa-
ra la Inclusión de las Personas con Discapacidad, a cargo
de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Marbella Toledo Ibarra, diputada federal a
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el párrafo segun-
do, del artículo 16, de la Ley General para la Inclusión de
las Personas con Discapacidad, con base en la siguiente
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Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud (OMS), en su instru-
mento denominado La Clasificación Internacional del Fun-
cionamiento, de la Discapacidad y de la Salud1 define la
discapacidad como un término genérico que abarca defi-
ciencias, limitaciones de la actividad y restricciones a la
participación.

Al amparo de esta definición, podemos decir que se en-
tiende por discapacidad la interacción entre las personas
que padecen alguna enfermedad (por ejemplo, parálisis ce-
rebral, síndrome de Down y depresión) y factores persona-
les y ambientales (por ejemplo, actitudes negativas, trans-
porte y edificios públicos inaccesibles y un apoyo social
limitado).

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas
(ONU)2, alrededor de 10 por ciento de la población mun-
dial, o sea 650 millones de personas, vive con una discapa-
cidad, lo que los convierte en la mayor minoría del mundo.
Esta cifra está aumentando debido al crecimiento de la po-
blación, los avances de la medicina y el proceso de enveje-
cimiento.

Por ejemplo, la OMS, ha señalado que en los países donde
la esperanza de vida es superior a los 70 años, en promedio
alrededor de 8 años o 11.5 por ciento de la vida de un indi-
viduo transcurre con incapacidades. Cabe decir además
que según el Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD), 80 por ciento de las personas con disca-
pacidad vive en países en desarrollo3.

En los países de la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE), las tasas de discapacida-
des son notablemente más altas entre los grupos con me-
nores logros educacionales. El promedio es de 19 por cien-
to, en comparación con 11 por ciento entre los que tienen
más educación4.

En la mayoría de los países de la OCDE, se informa de que
las mujeres tienen una incidencia más alta de discapacida-
des que los hombres. Esta misma organización reconoce
que las mujeres con discapacidad experimentan múltiples
desventajas, siendo objeto de exclusión debido a su género
y a su discapacidad5.

La discapacidad es muy diversa. Si bien algunos problemas
de salud vinculados con la discapacidad acarrean mala sa-
lud y grandes necesidades de asistencia sanitaria, eso no

sucede con otros. Sea como fuere, todas las personas con
discapacidad tienen las mismas necesidades que la pobla-
ción en general y, en consecuencia, necesitan tener acceso
a los servicios corrientes de asistencia que brinda el Esta-
do.

Por otra parte, cabe subrayar que dependiendo del grupo y
las circunstancias, las personas con discapacidad pueden
experimentar una mayor vulnerabilidad a afecciones se-
cundarias, comorbilidad, enfermedades relacionadas con la
edad y una frecuencia más elevada de comportamientos
nocivos para la salud y muerte prematura.

Esta problemática se acentúa a raíz de los obstáculos físi-
cos que les presuponen un acceso desigual a los edificios
de servicios públicos (sobre todo hospitales y centros de
salud), la mala señalización, las puertas estrechas, las esca-
leras interiores, los baños inadecuados y las zonas de esta-
cionamiento inaccesibles, generando obstáculos para usar
los establecimientos del estado para la prestación de servi-
cios.

Para solventar esta problemática, México, el 2 de mayo de
2008, se sumó a la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad.

La Convención señala en su artículo 9, que

Artículo 9.

Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vi-
vir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adopta-
rán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones
con las demás, al entorno físico, el transporte, la infor-
mación y las comunicaciones, incluidos los sistemas y
las tecnologías de la información y las comunicaciones,
y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o
de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Es-
tas medidas, que incluirán la identificación y elimina-
ción de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán,
entre otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, vi-
viendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo;
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b) Los servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emer-
gencia.

2. Los Estados parte también adoptarán las medidas per-
tinentes para:

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de
normas mínimas y directrices sobre la accesibilidad de
las instalaciones y los servicios abiertos al público o de
uso público;

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcio-
nan instalaciones y servicios abiertos al público o de uso
público tengan en cuenta todos los aspectos de su acce-
sibilidad para las personas con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas
en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan las
personas con discapacidad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al
público de señalización en braille y en formatos de fácil
lectura y comprensión; 

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e in-
termediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes pro-
fesionales de la lengua de señas, para facilitar el acceso
a edificios y otras instalaciones abiertas al público;

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apo-
yo a las personas con discapacidad para asegurar su ac-
ceso a la información;

g) Promover el acceso de las personas con discapacidad
a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y
las comunicaciones, incluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la
distribución de sistemas y tecnologías de la información
y las comunicaciones accesibles en una etapa temprana,
a fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles
al menor costo.”

Como podemos advertir del contenido del precepto norma-
tivo en cita, se establece dentro del sistema jurídico mexi-
cano el derecho humano a la accesibilidad desde la pers-
pectiva de la discapacidad, centrándose en aquellos
aspectos externos a la persona con discapacidad, esto es, el
entorno físico, en el cual un sujeto con cualquier limitación

puede funcionar de forma independiente, a efecto de que
participe plenamente en todos los aspectos de la vida en
igualdad de condiciones con los demás.

Para ello, se establece que los Estados, incluidos México,
deberán identificar los obstáculos y las barreras de acceso
y, en consecuencia, proceder a eliminarlos, además de ofre-
cer formación a todas las personas involucradas en los pro-
blemas de accesibilidad a los que se enfrentan las personas
con discapacidad.

Bajo esta tesitura, resulta inconclusa la existencia de la
obligación para nuestro Estado de asegurar que, el entorno
físico se refiere a los edificios y a las vías públicas, así co-
mo a otras instalaciones exteriores e interiores, incluidas
las escuelas, las viviendas, las instalaciones médicas y los
lugares de trabajo, tengan en cuenta los aspectos relativos
a la accesibilidad de las personas con discapacidad.

Por ello, los diputados ciudadanos fieles a una política que
promueva el empoderamiento de las personas, en aras de
construir ciudades inclusivas y accesibles para todos, pro-
ponemos para su discusión y, en su caso aprobación, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo, del
artículo 16, de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo, del artícu-
lo 16, de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad, para quedar como sigue:

Artículo 16. …

Las dependencias y entidades competentes de la adminis-
tración pública federal, estatal y municipal, además de vi-
gilar el cumplimiento de las disposiciones que en materia
de accesibilidad, desarrollo urbano y vivienda se estable-
cen en la normatividad vigente; deberán identificar los
obstáculos y las barreras de acceso físico a que se en-
frenten las personas con discapacidad y, en consecuen-
cia, proceder a eliminarlos. Cuando se trate de instala-
ciones o servicios públicos que estén a cargo de
entidades privadas, éstas deberán tener en cuenta los
aspectos relativos a la accesibilidad de las personas con
discapacidad.

…
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…

I. a III. …

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Organización Mundial de la Salud. Clasificación Internacional del
Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud: CIF. 2001. El obje-
tivo principal de esta clasificación es brindar un lenguaje unificado y
estandarizado, y un marco conceptual para la descripción de la salud y
los estados relacionados con la salud. 

2 https://www.un.org/development/desa/disabilities-es/algunos-datos-
sobre-las-personas-con-discapacidad.html

3 Organización Mundial de la Salud, Banco Mundial. Informe mundial
sobre la discapacidad. 2011.

4 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OC-
DE). OECD Reviews of Health Systems: Mexico 2016. 2016

5 Ibídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la Honorable Cáma-
ra de Diputados, México, a 4 de octubre de 2016.— Diputada Marbe-
lla Toledo Ibarra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que adiciona los artículos 2o. y 5o. de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo
Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

México atraviesa por una etapa de degradación y agota-
miento de los recursos naturales, el cuarto Informe de Go-

bierno del licenciado Enrique Peña Nieto demuestra que
los objetivos plasmados en el Plan Nacional de Desarrollo
están lejos de cumplirse, por un lado, tres de los seis obje-
tivos, se pronostica no se cumplirán y los tres restantes
apenas se cumplirán de forma parcial si se destinan de for-
ma significativa esfuerzos y recursos para dicho propósito.

En relación a lo anterior, actualmente México no ha tenido
un crecimiento sostenible, ya que la producción de bienes
y servicios con valor ambiental se estima en 1.06 por cien-
to del producto interno bruto (PIB), cifra que en los últimos
cuatro años no ha crecido, manteniendo su promedio en la
línea base establecida al inicio del gobierno en turno.

Asimismo, en 4 años de gobierno, apenas se han logrado
generar 80 mil empleos verdes y de igual forma no existe
información precisa que permita determinar el grado de
avance en la disminución de gases de efecto invernadero
(GEI) y lograr un crecimiento sostenido con base en una
economía baja en carbono. Eso sin mencionar que existe
total omisión por disminuir la vulnerabilidad de los ecosis-
temas y los impactos del cambio climático en las poblacio-
nes de municipios con alta vulnerabilidad.

La industria del plástico en México

En este contexto, uno de los grandes desafíos que enfrenta
México es el manejo integral de los residuos sólidos, ya
que la tendencia indica un crecimiento promedio anual en-
tre 1995 y 2016 de 2.17 por ciento y, se observa, la gene-
ración de residuos sólidos urbanos aumentará en los próxi-
mos años de continuar con el consumo actual sin políticas
que incidan en los comportamientos, tanto de la población
como del sector empresarial para disminuir esta generación
a través de prácticas del reuso y/o reciclaje como se mues-
tra en la gráfica1.

Desde esta perspectiva, uno de los temas pendientes en ma-
teria de residuos sólidos es implementar mecanismos para
internalizar o disminuir los costos ambientales por su ge-
neración por medio de la modificación de conductas de
producción y consumo con impactos positivos al medio
ambiente y la maximización de beneficios económicos y
sociales.
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Fuente: elaboración propia con base en datos del Sistema de Informa-
ción Nacional para la Gestión Integral de los Residuos.

*Los datos de 2017 a 2020, son estimaciones realizadas en función de
la tendencia actual de generación de residuos sólidos urbanos.

La industria del PET en México

La presente iniciativa tiene la pretensión de ser un instru-
mento de política fiscal que modifique las conductas sobre
producción de residuos sólidos plásticos, específicamente,
los referidos a los envases fabricados con tereftalato de po-
lietileno (PET), el enfoque presentado tiene una visión de
sostenibilidad sobre este recurso y busca incentivar el reci-
claje del mayor número de envases que actualmente se en-
cuentran en disposición final, así como gradualmente la
menor producción de los mismos a base de resina virgen.

De acuerdo con datos del Sistema de Información Nacional
para la Gestión Integral de los Residuos, la producción de
envases de plástico en México ha reportado un alto creci-
miento en los últimos 20 años, al pasar de 1,336.3 mil to-
neladas a 4,748.9 mil toneladas Gráfica 2. En general su
crecimiento acumulado ha sido de cerca de 400 por ciento,
no así, el del mercado de reciclaje.

Fuente: elaboración propia con base en datos del Sistema de Informa-
ción Nacional para la Gestión Integral de los Residuos.

*Los datos de 2017 a 2020, son estimaciones realizadas en función de
la tendencia actual de generación de residuos sólidos urbanos.

Asimismo, en lo que respecta al PET se calcula anualmen-
te existe una producción estimada de 800 mil toneladas de
envases con un porcentaje de crecimiento promedio de 13
por ciento, es decir, de 104 mil toneladas más al año, sin
que hasta el momento exista un manejo adecuado post-con-
sumo de los mismos. En su mayoría, los envases se utilizan
para refrescos no retornables, retornables y agua embote-
llada véase Gráfica 3. 

Fuente: INECC. Estudio de Análisis de Ciclo Vida (ACV) del manejo
de envases de bebidas de polietileno tereftalato (PET) en la fase de
pos-consumo.

Riesgos a la salud y al ambiente de la disposición final
de plásticos y PET

La contaminación de los ecosistemas por la disposición de
plástico, incluido PET, no es un problema excluyente de
México, de hecho, existe un grado importante por conta-
minación del agua, aire y suelo “ocasionada en gran medi-
da, por los grandes volúmenes de residuos que se generan
diariamente y que recibe escaso o nulo tratamiento adecua-
do. Esta situación se agrava porque la basura, que está con-
formada por residuos de composición muy variada, gene-
ralmente se junta y mezcla durante las labores de
recolección lo que dificulta su manejo final”1.

En el caso de los plásticos y el PET, representan un riesgo
para el ambiente porque no pueden ser degradados por el
entorno. Los plásticos, incluido el PET, no se oxidan ni se
descomponen con el tiempo, por lo que requiere un mane-
jo y tratamiento adecuado, no se omite mencionar existen
ya algunos envases en el mercado que son biodegradables,
no obstante, hasta el momento ninguno ha demostrado su
eficiencia de eliminación en los sitios de disposición final
donde se alojan. Un método práctico para su manejo es el
reciclaje, utilizado en mayor medida en los envases fabri-
cados con PET y resulta un proceso bastante sencillo.
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Las líneas relevantes de la problemática ambiental ocasio-
nada por el manejo inadecuado del PET se relacionan con
categorías de impacto en: “(…) el cambio climático, el
agotamiento de los recursos abióticos, el agotamiento de la
capa de ozono, la eco toxicidad en agua, la eutrofización y
acidificación”2. Las líneas problemáticas antes menciona-
das se pueden minimizar si se incide de forma positiva en
el sistema de reciclado y se desincentiva la producción de
PET a base de resina virgen y se sustituye por PET a base
de resina reciclada obtenida en los procesos de manejo
post-consumo.

En este sentido, se estima que el nivel de incidencia de re-
ciclaje de PET nacional asciende a 20 por ciento, es decir,
de las 800,000 toneladas de envases producidos se reciclan
160 mil toneladas; 24 por ciento se recicla en el extranjero;
47 por ciento queda en disposición final y 9 por ciento en
disposición al ambiente, véase Gráfica 4.

Fuente: INECC. Estudio de Análisis de Ciclo Vida (ACV). Óp. cit.

Beneficios ambientales de impulsar el reciclaje nacional
de PET

El reciclaje como una forma de minimizar los impactos al
medio ambiente por el actual manejo inadecuado de PET
trae consigo una serie de ventajas tanto ambientales como
sociales y económicas, caso contrario, de acuerdo con el
Instituto Nacional de Ecología, los envases PET tardan
aproximadamente “500 años en degradarse, ocasionando
problemas de contaminación del suelo y agua”3, además de
representar un problema de salud pública.

Por ende, México debe considerar una línea estratégica de
reciclaje a nivel nacional con un verdadero sentido de res-
ponsabilidad social para el sector empresarial a través de
medidas fiscales que cambien su conducta de producción
de envases con resina virgen por resina reciclada para la
producción de envases de polietileno de tereftalato: PET.
Por ejemplo, si se emplea una estrategia de reciclaje nacio-

nal, se obtienen beneficios al cien por ciento con respecto
al actual sistema mixto nacional/extranjero de reciclaje. En
términos concretos, por mencionar un dato, en el aspecto
cambio climático se evitarían 700 mil toneladas CO2 Eq.,
liberadas a la atmosfera en comparación con las 350 mil to-
neladas CO2 Eq., reportadas para el escenario actual. 

En términos generales, el Estudio de Análisis de Ciclo Vi-
da (ACV) del manejo de envases de bebidas de polietileno
tereftalato (PET) en la fase de post-consumo del Instituto
Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC) seña-
la en sus conclusiones que:

“[…] Se puede mejorar el (…) desempeño ambiental
del actual esquema de reciclaje […] si se instrumenta
una estrategia de reciclaje cien por ciento nacional ya
que, (…) presenta ventajas ambientales potenciales en
todos los esquemas de incremento de reciclaje nacional
sin exportación para reciclaje en el extranjero, esto es
debido a las emisiones evitadas correspondientes al
transporte marítimo. Asimismo, se confirma por lo tan-
to, que los esquemas de acopio y reciclaje de PET en
México presentan ventajas ambientales importantes por
la sustitución de resinas vírgenes en el mercado. Los es-
quemas de acopio y reciclaje mejoran la eficiencia del
uso de los recursos naturales y disminuyen las emisio-
nes generadoras de potenciales de impactos ambienta-
les. Dado lo anterior, se recomienda, establecer meca-
nismos de política pública que favorezcan el
mejoramiento de los sistemas de valorización de la bo-
tella PET post-consumo, especialmente favoreciendo su
reciclaje en el mercado nacional4.

Siguiendo esta lógica, una de las políticas públicas imple-
mentadas por los gobiernos en el mundo en materia am-
biental se ha realizado a través de la creación de impuestos
ecológicos o impuestos verdes, como instrumentos de po-
lítica fiscal que contribuyen no sólo como principio de re-
caudación, sino en el fondo, logran un impacto en la con-
ducta del contribuyente y, en consecuencia, de la industria
que destina recursos para la utilización de los ecosistemas,
pero no así, para evitar la degradación y agotamiento eco-
lógico, con lo que los impuestos verdes prevén e incentivan
conductas para lograr el desarrollo sostenible.

Por tanto la presente iniciativa pretende desincentivar las
conductas actuales de consumo y producción de envases
PET a partir de resina virgen y estimular el reciclaje y la
producción de envases PET de resina de reciclaje, a través
de una tasa impositiva de $3.50 (tres pesos con cincuenta
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centavos) por kilo de los envases producidos con resina
virgen; los envases provenientes de resina reciclada queda-
rán fuera de esta tasa impositiva.

La tasa impositiva por sí misma no genera beneficios am-
bientales directos, pero sí desincentiva el uso de PET vir-
gen al sustituirlo por PET resina reciclada, y esto impacta
en los envases que terminan en disposición final, además,
se prevé la recaudación obtenida por este concepto sea des-
tinada a implementar planes de manejo de residuos sólidos
y acopio en los municipios con alto grado de disposición de
residuos sólidos de PET que para su fin de termine la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales con ba-
se en información estratégica a fin de fomentar el acopio y
reciclaje a nivel nacional.

Entre los beneficios esperados al aprobar la presente ini-
ciativa destacan:

• La recaudación estimada que podría llegar a ser de al-
rededor de 1 mil 568 millones de pesos. Esto basado en
el cálculo de que la tasa sería de 3 mil 500 pesos por to-
nelada de tereftalato de polietileno virgen (PET), que
tendría como universo recaudatorio 56 por ciento de los
envases de PET, que cada año quedan sin reciclar (apro-
ximadamente 448 mil toneladas anuales). En la idea de
que dicha recaudación se reduzca progresivamente por
efectos del reciclaje del PET.

• Los ingresos recaudados se propone sea destinados pa-
ra acciones y proyectos relacionados a la Prevención y
Gestión Integral de Residuos (70 por ciento), los que se-
ría determinados por la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales con base en los objetivos y metas
establecidos en el Programa Nacional para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos y el Programa
Nacional para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos de Manejo Especial, que establece la Ley Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos. Así como, para el Fondo de Cambio Climático es-
tablecido en la Ley General de Cambio Climático (30
por ciento). 

• Se crearán empleos al fomentar la institucionalización
formal, por la mayor demanda del sector industrial, de
PET post-consumo, en cuanto a los esquemas de acopio,
por aumento de personal para la separación en la fuente
(programas de separación) y aumento de la eficiencia de
separación en el sistema de recolección (pre-pepena, pe-
pena y plantas de separación).

• Se reduciría de forma significativa el consumo de ba-
rriles de petróleo utilizados para la realización de la PET
resina virgen. Sin mencionar el ahorro de consumo eléc-
trico que actualmente se utiliza para este propósito.

• Se reducirían los espacios utilizados actualmente para
disposición final de PET, lo que en términos ambienta-
les traería beneficios por la disminución de los ecosiste-
mas así como del agua, aire y suelo.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y de los artículos
6o., numeral 1, fracción I, 77 numerales 1 y 4, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, el suscrito diputado
Juan Fernando Rubio Quiroz, somete a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un inciso K a la fracción
I del artículo 2 y se adiciona un párrafo noveno al ar-
tículo 5, de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios

Artículo Único. Se adiciona un inciso k a la fracción I del
artículo 2 y se adiciona un último párrafo al artículo 5o., de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de los
siguientes bienes:

A) a la J). ...

K). A los envases fabricados con tereftalato de polie-
tileno virgen (PET) que cumplan la función de con-
tener y proteger un producto para su distribución,
comercialización y consumo, retornables y no retor-
nables, se aplicará una tasa impositiva de 3.50 pesos
por cada kilogramo.

Artículo 5o. ...

…
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…

…

…

…

…

…

La tasa impositiva a que se refiere el artículo 2, inciso K,
de la fracción I de esta ley, no será aplicable cuando los en-
vases provengan de materiales reciclados o de reúso fabri-
cados a nivel nacional, siempre y cuando el envase conser-
ve sus propiedades de reciclaje y/o cuando el contribuyente
compruebe la recuperación de al menos 30 por ciento del
total de toneladas de envases que produce en un año.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en coordina-
ción con la Secretaría de Economía, y la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, tendrá la obligación de
establecer un mecanismo de control de la enajenación, pro-
ducción, importación y reciclamiento de los envases fabri-
cados con PET, a fin de que se pueda llevar a cabo la fis-
calización y recaudación correspondiente.

Adicionalmente, la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, deberá desarrollar los inventarios de ci-
clo de vida de los envases PET postconsumo mediante la
definición de diferentes estrategias de consulta y obtención
de información, y en coordinación con el sector social, aca-
démico y empresarial, deberá desarrollar un inventario de
envases a base de PET virgen y PET de resina reciclada. La
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales deberán emitir de
manera conjunta las reglas de carácter general para exentar
del impuesto antes referido a las personas físicas o morales
cuando los envases provengan de materiales reciclados o
de reúso. Los recursos provenientes por este concepto se
destinarán por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
previa validación técnica de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, de acuerdo a las reglas de ca-
rácter general que determinen para tal efecto con base en lo
siguiente: 70 por ciento del ingreso recaudado se destinará
para acciones y proyectos relacionados a la prevención y
gestión integral de residuos, que determine la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales con base en los ob-

jetivos y metas establecidos en el Programa Nacional para
la Prevención y Gestión Integral de los Residuos y el Pro-
grama Nacional para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos de Manejo Especial. El 30 por ciento restante
del ingreso recaudado se destinará al Fondo de Cambio
Climático establecido en la Ley General de Cambio Cli-
mático.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales debe-
rán emitir de manera conjunta en un plazo no mayor a 180
días posteriores a la entrada en vigor del presente decreto,
las reglas de carácter general a que hace referencia el últi-
mo párrafo del artículo 5o. de esta ley.

Notas:

1 Arturo Cristán Frías, Irina Ize Lema y Arturo Gavilán García. Situa-

ción de los envases plásticos en México. INECC. 

2 INECC. Estudio de Análisis de Ciclo Vida (ACV) del manejo de en-
vases de bebidas de polietileno tereftalato (PET) en la fase de pos-con-
sumo.

3 INE. Dirección General de Investigación en Política y Economía
Ambiental, Precios de los materiales recuperados a través de la pepe-

na, (México: Thesis Consultores SC, 2002)

4 INECC. Estudio de Análisis de Ciclo Vida (ACV). Óp. cit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016.— Diputado
Juan Fernando Rubio Quiroz (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 
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LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 2o., 3o. y
8o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, a cargo del diputado Jonadab Martínez García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Jonadab Martínez García, diputado integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6, numeral 1, inciso I; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del Pleno, la presente iniciativa con proyec-
to de decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo 2°
fracción I, inciso A, una fracción XXXVII al artículo 3°; y
se reforma la fracción D) del numeral I, del artículo 8° de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.

Exposición de Motivos

Fue en 1524 cuando se trajo el arbusto de la vid a la Nue-
va España, convirtiéndose nuestro país en el primero del
continente americano en donde se cultivó la uva. 

492 años después, la industria vitivinícola en México tiene
un valor de 15 mil millones de pesos, produciéndose un
promedio de 20 millones de litros cada año. 

Se estima que se requieren inversiones de aproximadamen-
te 25 mil dólares por hectárea, y hay que esperar de cinco
a seis años para la primera producción de vino.

En nuestro país, la plantación de uva en general, está con-
formada por 29 mil hectáreas, de ellas 4 mil son de uva pa-
ra vino de mesa, es decir, sólo 14 por ciento; según el Con-
sejo Mexicano Vitivinícola, integrado por 30 asociados,
como LA Cetto, Casa Madero y Monte Xanic. 

Hoy día, Baja California Norte, Sonora, Aguascalientes,
Zacatecas, Coahuila, Chihuahua, Guanajuato, Nuevo León
y Querétaro son considerados entidades vinícolas.1

De estos, los Estados de Baja California Norte, Sonora,
Coahuila y Querétaro son las entidades federativas más im-
portantes en la siembra y producción de vino. 

En México, de cada 10 botellas que se venden; 6.5 son de
vino tinto, 3 de vino blanco (1 de vino blanco espumoso) y
cinco de vino rosa.2

Lo anterior es mínimo, si lo comparamos con las 211 mil
hectáreas que tienen Chile, las 227 mil de Argentina y las
más de 425 mil que hay en Estados Unidos dedicadas al
cultivo de la vid para la producción de vino.3

Franja mundial del vino

Las dos franjas vinícolas en el planeta, están geográfica-
mente comprendidas entre las latitudes 50 grados norte y
30 grados norte sobre la línea ecuatorial y 30 grados norte
y 50 grados norte por debajo de la línea ecuatorial.

Es en la zona norte del globo donde se encuentran los paí-
ses que por tradición son considerados como los producto-
res de vinos de la mejor calidad; la franja norte comprende
países asiáticos, europeos, norte de África y América del
Norte. En la zona sur, la franja pasa por Australia, Sudáfri-
ca y América del Sur.

En el hemisferio Norte, la franja del vino incluye las re-
giones europeas que se extienden desde el mar del Norte a
la cuenca mediterránea, el norte de África, Madeira y Ca-
narias, Oriente Medio (región originaria de la vid), incluso
China y Japón, incipientes productores actuales. Hacia
Occidente comprende las regiones norteamericanas de
California y México, hasta la comarca de Aguascalien-
tes. En el hemisferio sur la franja del vino incluye Chile y
Argentina en Latinoamérica, Sudáfrica, Australia y Nueva
Zelanda.4

Lo que principalmente caracteriza a estas zonas geográfi-
cas son las condiciones climáticas y como estas afectan a
los viñedos. Los elementos climáticos más importantes pa-
ra la viticultura son las temperaturas, las precipitaciones, la
humedad de la zona y el viento.

Excepcionalmente la viticultura se ha experimentado en
zonas ajenas a las franjas del vino, como Canadá.5

Chile es famoso por la uva carménère; Uruguay, por la tan-
nat, y a decir de los expertos, México debería explotar su
cabernet sauvignon (que se cultiva en dos de las cinco prin-
cipales zonas productoras de México: la península de Baja
California y Coahuila).6
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Así entonces, es un hecho que desgraciadamente nuestro
país ha desaprovechado su posición geográfica privilegia-
da para ser una potencia mundial en relación a la produc-
ción y comercio de vino, en beneficio de la nación en su
conjunto. 

“En México, el consumo de vino per cápita anual en
2015 fue de 650 mililitros, cuando en España (1 millón
de hectáreas dedicadas al cultivo de vid) y Francia (792
mil hectáreas) beben 35 y 45 litros cada año, respecti-
vamente, en Italia 45 litros per cápita; Argentina 25 li-
tros per cápita;”7 “Chile 20 litros per cápita y Estados
Unidos de América 10 litros per cápita).”8

“Se espera que el consumo en nuestro país para la pró-
xima década aumente a 2 litros per cápita anual.”9

“Sin embargo, se estima que hoy día, del consumo total
en México, el 70% es de vino importado.”10

“De acuerdo con la Asociación Nacional de Distribui-
dores de Vinos y Licores, la industria en México man-
tiene crecimientos anuales desde el 2005 de entre 8 y 10
por ciento, tanto en consumo (el mexicano bebía hace
una década 200 mililitros anuales) como en produc-
ción.”11

“Se pronostica que en el año 2020 se va a triplicar el
consumo a 180 millones de litros anuales en México. De
estos, se espera que la mitad sea de vinos mexicanos, es
decir, la industria vitivinícola espera crecer en participa-
ción de mercados de 30 a 50 %.” 12

Existe un cambio y diversificación del consumidor de vino
en México, el consumo se ha popularizado (debido a su ca-
lidad) y lo consumen tanto hombres como mujeres.

Sin embargo, de acuerdo con el Consejo Mexicano Vitivi-
nícola, “de cada 10 botellas que se consumen en el país,

tres son nacionales y el resto son importadas. Así mismo,
cifras del organismo arrojan que en el mercado hay más de
5,000 etiquetas, de ellas 500 son producidas en nuestro pa-
ís.

Lo anterior debido a que el precio de los vinos mexicanos
oscila entre los 100 y los 1000 pesos”.13

¿Qué es un vino de mesa y un vino de fruta?

“Vino de mesa: Es el más común  y ligero de los vinos, que
se bebe comúnmente durante la comida, a diferencia de
otros vinos que suelen consumirse más al acompañar ape-
ritivos o incluso junto al postre. En general, en la Unión
Europea se refiere al vino de inferior calidad que no tiene
ni una denominación de origen, ni una indicación geográ-
fica. En Francia y Luxemburgo se le llama “vin de table”,
en Rumania “vin de masa”, en Portugal “vino de mesa”, en
Italia “vino da tavola”, en Grecia “epitrapezios oinos” y en
Alemania “Deutscher Tafelwein”14

“Entre los tipos de vinos de mesa encontramos: Vino blan-
co, tinto, rosado, clarete, enverados y chacolís, dulces na-
turales, nobles, gasificados, generosos, licorosos genero-
sos, licorosos, aromatizados y espumosos naturales”.15

Los vinos se pueden clasificar de la siguiente manera:

Por color: Vino tinto, blanco, rosado y clarete.

Por envejecimiento: Vino de año, joven o cosecha;
crianza, reserva (RSV) y gran reserva.

Por la cantidad de tipos de uvas: Vino varietal o mo-
novarietal y de corte, de assemblage, genérico o multi-
varietal.

Según la presión de los gases disueltos: Vinos tranqui-
los, espumosos (de aguja, de perla o perlado, espumo-
sos: tradicionales y gasificados) 

Según la cantidad de azúcar: Vinos tranquilos: vino
seco, semiseco, semidulce y dulce; Vinos espumosos:
Brut nature, extra-brut, brut, extraseco, semiseco, seco y
dulce.

Según la denominación: La Unión Europea distingue
las siguientes denominaciones: Vino de mesa, de tierra
o vin de pays, y vino de calidad producido en una región
determinada.16
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Vino de fruta: Si bien el vino de vid proviene de una
fruta (la uva), la denominación de vinos de fruta es fre-
cuentemente aplicada a bebidas fermentadas con una
preparación muy semejante a la del tradicional vino (de
vid). Los vinos de frutas son producidos en países en los
cuales su clima permite la producción de frutas vinifi-
cables, existiendo vinos de frutas de zonas frescas y de
zonas cálidas.17

Categorías de las bebidas alcohólicas.

Las bebidas alcohólicas pueden ser agrupadas en dos cate-
gorías: bebidas fermentadas (donde se incluye al vino y
la cerveza) elaboradas desde hace siglos, y bebidas desti-
ladas. 

Sabemos que para destilar primero se debe fermentar.

La fermentación (oxidación) es un proceso anaeróbico re-
alizado por la levadura (hongo unicelular del género Sac-
charomyces que produce enzimas capaces de provocar la
fermentación alcohólica de los hidratos de carbono), mien-
tras que la destilación implica un estado de ebullición. 

La fermentación es el proceso natural por el que el mosto
azucarado se descompone: los carbohidratos y los azúcares
(glucosa y fructosa esencialmente) reaccionan con la leva-
dura (microorganismo que realiza la fermentación alcohó-
lica) para formar sustancias más sencillas (alcohol etílico y
dióxido de carbono). La solución que se obtiene puede
concentrarse por medio de la destilación.

En dicho proceso, el azúcar de la materia prima se con-
vierten en alcohol, por eso casi siempre se utilizan frutas,
porque tienen buen contenido de azúcar, y además contie-
nen otros nutrientes que son buenos para la levadura. Con
este proceso solo se obtienen bebidas con un contenido má-
ximo de alcohol equivalente a la tolerancia máxima del mi-
croorganismo (14,18 y 23° grados).

Los grados Gay- Lussac (°GL) son la medida de alcohol
contenida en volumen, o sea, la concentración de alcohol
contenida en una bebida; estos nos indican el porcentaje de
la bebida que es alcohol puro.

El proceso es relativamente simple cuando el sustrato a
fermentar es el jugo de una fruta, pero cuando el sustra-
to es almidón, como el caso de la cebada (para producir
cerveza) el arroz y el maíz, la levadura no lo puede fer-
mentar directamente, por lo que deberá ser transformado

químicamente en azúcar, mediante el proceso de sacarifi-
cación, el cual consiste en una ebullición del sustrato ami-
láceo y una posterior adición de una enzima hidrolítica
(amilasa) en forma químicamente pura o en forma de cul-
tivo microbiano. Una vez lograda la sacarificación del al-
midón, podrá ser sometido al proceso de fermentación. 

Ejemplos de bebidas fermentadas: Vino (a partir de la
Uva), Sidra (a partir de la manzana) y cerveza (a partir de
la cebada) siendo esta última la de mayor consumo. 

Por su parte, la destilación es la acción de separar, me-
diante calor los distintos elementos líquidos de una mezcla,
aprovechando las distintas volatilidades de los compuestos
a separar. 

El instrumento utilizado para la destilación en el laborato-
rio, es el alambique y el campo de acción donde más se uti-
liza es la industria química, en donde se recurre a la desti-
lación para la separación de mezclas.

La destilación produce alcoholes con mayor graduación al
separar el agua de estos.

Entre los tipos de destilación se encuentran: Destilación
fraccionada, por vapor, al vacío, molecular centrifuga, su-
blimación y destructiva.

El principio de la destilación se basa en las diferencias que
existen entre los puntos de ebullición del agua (100° C) y
el alcohol (78.5°C).

Por el contrario, el punto de congelación del agua son los
0°C y del alcohol los 114°C.

Si un recipiente que contiene alcohol es calentado a una
temperatura que supere los 78.3°, pero sin alcanzar los
100°C, el alcohol se vaporizara y separara del líquido ori-
ginal, para posteriormente juntarlo y recondensarlo en un
líquido con mayor contenido alcohólico.

Así entonces, la destilación es la separación del alcohol del
resto de componentes (principalmente agua). Como todos
los fermentados contienen alcohol mezclado con agua, se
realiza la destilación para separarlos. El fundamento es que
si se utiliza una temperatura de 80 u 85°C, el alcohol se
evapora pero el agua no, entonces el alcohol en forma de
vapor se hace circular por un condensador que lo enfría y
lo vuelve a convertir en líquido, pero esta vez se deposita
en un material aparte para separarlo. Esta destilación da
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una bebida con aproximadamente 40% de alcohol etílico,
mientras que un fermentado contiene entre 5% y 10% de
alcohol. 

Los licores se obtuvieron al intentar moderar el potente al-
cohol etílico, mediante la adición de varios tipos de frutos,
hierbas y especias.

Vinos de fruta

La elaboración del vino o vinificación es el conjunto de
procesos que llevan al mosto a una bebida alcohólica de-
nominada vino. El proceso principal por el que ocurre esta
transformación es la fermentación alcohólica.

La vinificación, que es el tema de nos concierne, es la ela-
boración de vino a partir de frutas mediante un proceso de
fermentación controlada de la fruta.

La materia prima para producir vino es la fruta. El vino ela-
borado a partir de frutas es una alternativa para el desarro-
llo del sector agrícola, ya que da un valor agregado a la fru-
ta.

Es importante incentivar el valor agregado de los produc-
tos del campo, ya que en éste caso además de generar em-
pleos, son utilizadas las mermas de fruta cosechadas para
procesarlas, es decir se genera un ingreso adicional al agri-
cultor y se genera un ingreso adicional para la compra de
otros insumos como: botellas, productos químicos, deter-
gentes, fabricación de maquinaria, etc.

México tiene un enorme potencial en la industria de fabri-
cación de vino que no ha sido cabalmente desarrollada ni
aprovechada, siendo el caso de los vinos elaborados con
una fruta distinta a la uva, lo cual deja al productor inci-
piente en absoluta desventaja económica de mercado.

En este sentido, se tiene una enorme variedad de frutas que
se dejan pudrir, al no haber una industria para su aprove-
chamiento; cuando se podrían utilizar para la fabricación
de vino de frutas.

Ya existen aproximadamente 17 productores de vino de
frutas no de uva, que van introduciendo su producto en el
mercado, a fin de llegar al paladar de los consumidores,
pudiéndose encontrar vino de moras, de pitahaya o fruta
del dragón, de naranja, de jamaica y de manzana; todos
ellos de alta calidad.

Estos productores, al ser incipiente la industria y sin un
mercado sólido, hacen enormes esfuerzos económicos pa-
ra competir y estar presentes en las mesas de los consumi-
dores.

Los principales estados donde se produce vino de frutas no
de uva son: Jalisco con vinos de moras (arándano, fram-
buesa, zarzamora, ciruela y jamaica), Puebla (Manzana y
Pitahaya), Veracruz (naranja) y Chihuahua (manzana), con
una cantidad que no excede los 100 mil litros anuales de
producción. Sin embargo, logrando el aprovechamiento de
las mermas de los huertos se puede lograr fácilmente la
producción y venta de 1 millón de litros anuales, en el cor-
to plazo, dependiendo de las temporadas de cosecha.

Para poder introducir un nuevo producto en un mercado
acostumbrado a ciertos sabores y aromas, se requiere de
mucho esfuerzo e inversión en promoción, publicidad y
mercadotecnia, razón por la que al recibir el apoyo fiscal
de exención del IEPS, los productores de vino de frutas no
de uva, estarán en mejor condición de invertir para lograr
la introducción de esos productos tanto en México como en
el extranjero.

Así mismo, es importante apoyar el esfuerzo innovador de
los productores que intentan romper paradigmas en los pro-
cesos de fermentación tradicionales de la uva, y buscan co-
locar nuevos productos en el mercado nacional e interna-
cional, productos que según la historia de México son
elaborados desde tiempos inmemoriales. 

Los historiadores nos hablan de las bebidas alcohólicas in-
dígenas no destiladas de México, también llamadas bebi-
das de frutos.

Aún antes de la llegada de los españoles a América, las ci-
vilizaciones precolombinas ya disfrutaban de una enorme
variedad de bebidas alcohólicas elaboradas por medio de la
fermentación, mismas que tienen un alto contenido de pro-
teínas, carbohidratos y vitaminas.

En varios países del continente americano desde la época
prehispánica, las bebidas fermentadas han sido una cos-
tumbre cotidiana y ceremonial.

Ejemplo de ello tenemos a:

El cavi:(mandioca hervida fermentada) consumido en Bra-
sil. 
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El Colonche: que se obtiene por fermentación del jugo de
las tunas o frutos de varios nopales, en especial de duraz-
nillo, tuna pintadera, tuna tapona y tuna cardona. 

El procedimiento que se sigue para preparar la bebida en la
actualidad es en esencia el mismo desde hace siglos. Las
tunas se pelan y machacan, se cuelan y su jugo se hierve
durante dos o tres horas. Después de enfriarse, se deja fer-
mentar unos cuantos días. 

El pulque: El aguamiel que se extrae del agave, de cuya
fermentación se obtiene el pulque.

El sendecho en el estado de México: bebida de maíz ama-
rillo germinado, mismo que se deja quince días secar al sol,
posteriormente se muele para hervirlo con piloncillo.
Cuando se enfría, se añade pulque y se deja fermentar por
cinco días.

El tejuino en Jalisco: Se elabora con masa de nixtamal, pi-
loncillo y se deja fermentar en una olla de barro entre 2 y
3 días, y

La chicha: que se fabrica con agua de cebada, piña y ma-
sa de maíz prieto; dejándose acedar cuatro días y entonces
se le agregaba dulce, clavo y canela. 

Posteriormente se dejaba fermentar cuatro días antes de be-
berse, también había fermentos de miel, de piña, maíz, et-
cétera; es consumida en Colombia y Perú; 

En el orden mundial, el consumo de vino de fruta en los Es-
tados Unidos de América, Canadá, Europa y Asia va cre-
ciendo en mayor porcentaje, en comparación a otras bebi-
das alcohólicas.

En Estados Unidos de América se consumieron en 2015, la
cantidad de 28.9 millones de litros de vino de fruta no de
uva, con un valor de 4 mil 082.1 millones de dólares, con
un crecimiento del 45.3% entre 2010 y 2015. 

En China, las ventas totales del 2015, fueron del orden de
2 mil 255.9 millones de litros. 

Desafortunadamente no tenemos estadísticas en México
del crecimiento del mercado de vino de fruta, debido al po-
co volumen de ventas.

Como hemos mencionado, un vino de frutas se obtiene por
la fermentación de los azúcares contenidos en el mosto

que se transforman en alcohol principalmente, junto con
otros compuestos orgánicos, se puede intentar hacer vino
de frutas a partir de frutas dulces principalmente, con aro-
mas y sabores fuertes y agradables. 

Sólo la uva y el plátano maduro tienen azúcar suficiente
para producir un vino con alta graduación alcohólica (entre
los 10 y 14º GL).

Los vinos de frutas son bebidas resultantes de la fermenta-
ción alcohólica de frutas de estación bastante maduras:
uva, manzana, fresa, ciruela, cereza, durazno (melocotón),
mandarina, tomate, plátano, piña, maracuyá, naranja, kiwi,
mango, melón, sandía, etc.

El proceso de producción del vino de frutas está conforma-
do por las siguientes etapas: Recepción, lavado, selección,
preparación de la fruta, extracción de la pulpa, extracción
del jugo, preparación del mosto, fermentación, trasiego,
filtrado, estandarizado, envasado y sellado.18

¿Cuáles son los beneficios en la salud por consumir vi-
no de mesa?

Existe la opinión de que existe una relación entre el consu-
mo moderado del vino de mesa y sus efectos beneficiosos
para la salud.

En la Unión Europea, el vino es considerado un comple-
mento alimenticio, por lo que se grava con tasas mínimas
del 1 al 3%, y en España tiene una tasa del 0%.19

El resultado de lo anterior queda claro por algunos datos de
la Organización Internacional de la Viña y el Vino (OIV),
del cual desgraciadamente México no es un Estado
Miembro, y que son los siguientes:
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En países vitivinícolas (España y Argentina) al vino de me-
sa se le ha declarado exento de imposiciones fiscales, ¿por
qué? porque se le considera un complemento de la ali-
mentación diaria.

“Los complementos alimenticios se definen como una
fuente concentrada de nutrientes u otras sustancias alimen-
ticias autorizadas que tienen un efecto nutricional o fisio-
lógico. Estos refuerzan los nutrientes que se ingieren en los
alimentos, por eso las cantidades recomendadas son míni-
mas.

Por lo general se utilizan como complemento, que puede
repetirse o no. Las formas más consumidas son las cápsu-
las y los comprimidos”.21

El vino contiene vitaminas, minerales, ácidos, aminoáci-
dos, polifenoles antioxidantes y algunos otros nutrientes
que el organismo necesita para su correcto funcionamien-
to.

El consumo controlado, en especial de vino tinto, permite
obtener beneficios como la prevención de problemas cardí-
acos, la reducción del colesterol malo (lipoproteínas de ba-
ja densidad, LDL, del inglés low density lipoproteins) y el
aumento del bueno (lipoproteínas de alta densidad, HDL,
del inglés High density lipoprotein), el retraso en la de-
mencia senil y hasta la adquisición de polifenoles antican-
cerígenos.

“En cuanto a las “calorías por porción” se estima que el
contenido de las mismas sea aproximadamente de: vino
tinto, 125; vino blanco, 121; y vino espumoso, 84”.22

Varias son las ventajas para la salud confirmadas sobre el
consumo de una copa de vino tinto por día, entre ellas:

• Protegen el corazón, debido a la cantidad de polifeno-
les que presenta (que provienen de la cáscara y las se-
millas de las uvas) los cuales eliminan los radicales li-
bres (causantes de enfermedades cardiovasculares, al
aumentar considerablemente los niveles de LDL, ade-
más de aumentar el riesgo de cáncer, en particular de
boca, faringe y esófago. Los radicales libres también es-
tán involucrados en la enfermedad de Parkinson, el Alz-
heimer, la arterioesclerosis y la diabetes);

• Previene la demencia;

• Reduce el riesgo de padecer artritis reumática;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I 143

20



• Previene la gripe y los resfríos;

• Reduce la posibilidad de sufrir cáncer de garganta;

• Previene enfermedades cardiovasculares, tanto en los
hombres como en las mujeres;

• Ayuda a tratar dolencias y trastornos tales como la dia-
betes, la demencia o la osteoporosis; 

• Disminuye los daños del cigarrillo  en los vasos san-
guíneos;

• Previene enfermedades cardiovasculares al disminuir
la posibilidad de padecer una enfermedad coronaria, ya
que disminuye la producción de LDL y aumentando el
HDL;

• Previene la aparición de aterosclerosis (enfermedad
causada por la degeneración de las arterias);

• Equilibra la presión arterial;

• Reduce la formación de cálculos renales;

• Evita la aparición de la Enfermedad de Alzheimer: las
investigaciones demostraron que el resveratrol (un com-
puesto del vino tinto) produce efectos neuroprotectores,
ayudando a que esta condición no se desarrolle;

• Ayuda a mantenerse despiertos o en vigilia;

• Mejora la digestión;

• Mejora la circulación sanguínea;

• Reduce los riesgos de padecer diabetes;

• Previene el envejecimiento prematuro de las células de
la memoria;

• Mejora las várices;

• Evita el cáncer de próstata;

• Favorece la asimilación de las proteínas;

• Mejora el aspecto de la piel;

• Ayuda en la visión y previene enfermedades como la
retinopatía diabética;

• Reduce el dolor y las molestias de las hermorroides;

• Disminuye las alergias por sus propiedades antihista-
mínicas; y

• Evita la formación de coágulos de sangre23

El IEPS y el vino

Ahora bien, y centrándonos en la materia de la presente ini-
ciativa de ley:

Existen dos tipos de impuestos:

• Impuestos directos: gravan el ingreso o capital de las
personas.

• Impuestos Indirectos: gravan el consumo de las perso-
nas (entre los que se encuentra el impuesto especial so-
bre producción y servicios (IEPS)).

El impuesto especial sobre producción y servicios (IEPS)
es un impuesto indirecto que paga el consumidor y no el
productor o distribuidor de los bienes y servicios.

El IEPS es considerado como un gravamen al consumo o
impuesto indirecto, que se paga por la producción y venta
o importación de bebidas con contenido alcohólico y cer-
veza, tabacos labrados, diésel, refrescos y bebidas hidra-
tantes o rehidratantes, y cuya característica es que el suje-
to pasivo (el contribuyente) lo puede trasladar a otras
personas, de manera tal que no sufre el impacto económi-
co del gravamen, sino que recae en forma definitiva sobre
el consumidor final.24

El Estado mexicano, con el cobro del IEPS al vino, ha da-
do por resultado que no se consuma vino en México, per-
judicando con ello al sector vitivinícola nacional.

La industria de vino de fruta, en éstos momentos no gene-
ra IEPS en una cantidad importante, por su bajo consumo,
sin embargo tiene un enorme potencial que puede ser apo-
yado con la eliminación del IEPS en el precio al consumi-
dor final, y así repercutir en la preferencia del consumidor
por la disminución de su costo, creando las condiciones pa-
ra competir con empresas que cuentan con maquinaria es-
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pecializada y con precios escalados por volumen, y así
igualar las bebidas de alto consumo con las de poca pre-
sencia actual.

Todo aumento o disminución de un impuesto al consumo
no afecta de manera directa al flujo de efectivo de los pro-
ductores o distribuidores de los bienes y servicios grava-
dos, pero afecta o beneficia a los consumidores finales.

La competitividad de un producto o servicio depende de su
precio de venta, ya que el mejor precio al que se ofrezca un
mismo producto será el que elija el consumidor.

La carga fiscal que hoy día tiene el vino de mesa en nues-
tro país es del 42.5% (al sumar el efecto conjunto de la ta-
sa del 26.5% del IEPS y la tasa del 16% del IVA) lo cual se
conoce como doble tributación.

La doble tributación solo tiene un efecto; la disminución de
competitividad de un producto ante productos importados
de menor precio.

Recordemos que los impuestos, además de perseguir fines
recaudatorios, deben y pueden buscar “fines extra fisca-
les”, como es el promover el desarrollo de un sector de la
economía.

Consideramos que la aplicación de la tasa del 0% de
IEPS al vino de mesa tiene una razón extrafiscal.

El consumo de bienes extranjeros, por tener un precio final
más accesible para el consumidor, perjudica la competiti-
vidad de la producción nacional.

Cuando una exención obedece a fines extrafiscales, gene-
rando con ello un trato desigual, este último se encuentra
justificado.

En este sentido, el solicitar un tratamiento fiscal para el
vino de mesa, distinto al otorgado a las bebidas alcohó-
licas destiladas, tiene una justificación objetiva, que es
fortalecer y desarrollar la industria vinícola mexicana. 

“Las exenciones no violan el principio de equidad tri-
butaria cuando dicho beneficio obedece a fines extrafis-
cales consistentes en proteger o impulsar el desarrollo
de las industrias”.25

Por lo tanto, las leyes tributarias deben tratar igual a los
iguales y desigual a los desiguales.

En ocasiones los impuestos a pagar han dependido de ra-
zonamientos fuera de toda lógica, pero aun así se han co-
brado, y ello solo ha perjudicado la calidad de vida de las
personas (en el caso que nos ocupa lo relativo a su salud).

Las contribuciones pueden servir como instrumentos efica-
ces en relación a impulsar el desarrollo financiero, econó-
mico o social (fin extra fiscal de la contribución). Contra-
rio a ello, el IEPS tiene entre sus efectos negativos el
promover el bajo crecimiento de los sectores, la informali-
dad en la producción y venta de bienes, lo anterior debido
a la disminución de las ventas legales por el alto costo, lo
cual tiene por efecto el cierre de pequeñas empresas, con la
consecuente pérdida de empleos; así entonces el IEPS es el
inicio de un círculo vicioso.

El IEPS ha contribuido a que el consumo per cápita de un
producto (en este caso el vino de frutas) disminuya, y la
exención de esta contribución produciría directamente lo
contrario. 

El motivo de esta iniciativa es que por medio de un fin
extra fiscal, se contribuya al fortalecimiento de la in-
dustria vinícola en México, particularmente con el ob-
jetivo de incrementar el consumo del vino de mesa en
nuestro país, cuando la enajenación se efectué al públi-
co en general.

Los vinos de mesa son  bebidas con contenido alcohóli-
co fermentadas, que las hacen distintas de los líquidos
con contenido alcohólico que se obtienen por medio de
la destilación.

Consideramos que el precio de venta al público del vino de
mesa, debe de ser exento del IEPS.

Estamos ciertos que el tratamiento fiscal dado hoy día al
vino de mesa no es el correcto, lo cual repercute negativa-
mente en el desarrollo del sector vinícola nacional.

Recalcamos, el objetivo central de la presente iniciativa
con proyecto de decreto es establecer una tasa de 0% en
el IEPS para los vinos de mesa.

Consideramos que con esta propuesta se promoverían las
condiciones propicias para el progreso económico del sec-
tor vitivinícola nacional.

Así mismo, y contrario a lo anterior, estimamos que el ac-
tual IEPS a los vinos de mesa, no es acorde a la capacidad
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contributiva de la población, lo cual inhibe su consumo per
cápita y con ello se afecta al sector vitivinícola nacional.

Este tratamiento fiscal no es nuevo, se aplica en diversos
países (Unión Europea y Argentina) y con ello se impulsa
al sector, fortaleciendo con ello a la economía en general.

Los párrafos primero y noveno del artículo 25 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos estable-
cen:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desa-
rrollo nacional para garantizar que éste sea integral y
sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y
su régimen democrático y que, mediante la competitivi-
dad, el fomento del crecimiento económico y el empleo
y una más justa distribución del ingreso y la riqueza,
permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de
los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad
protege esta Constitución. La competitividad se enten-
derá como el conjunto de condiciones necesarias pa-
ra generar un mayor crecimiento económico, promo-
viendo la inversión y la generación de empleo.

…

La ley alentará y protegerá la actividad económica que re-
alicen los particulares y proveerá las condiciones para que
el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desa-
rrollo económico nacional, promoviendo la competitivi-
dad e implementando una política nacional para el de-
sarrollo industrial sustentable que incluya vertientes
sectoriales y regionales, en los términos que establece esta
Constitución.

Creemos que el vino de mesa debe tener un trato diferen-
ciado, el cual sería válido, ya que es una bebida fermenta-
da con contenido alcohólico y no obtenida mediante desti-
lación.

Por lo anterior, esta propuesta estaría sustentada en el prin-
cipio de equidad tributaria (artículo 31, fracción IV de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos),
al ser el vino de mesa cualitativamente distinto a las be-
bidas destiladas

La cerveza, que también es una bebida fermentada, en la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios
(IEPS) goza de un tratamiento preferencial, al considerarse

exenta de este impuesto la venta al público en general. (Ar-
tículo 8°.-, fracción 1, literal d))

Incluso en el artículo 3°.-, fracción II de la misma Ley se
decreta:

Artículo 3o.- Para los efectos de esta Ley se entiende
por: 

I….

II.  Cerveza, la bebida fermentada, elaborada con
malta de cebada, lúpulo, levadura y agua o con infusio-
nes de cualquier semilla farinácea procedente de gramí-
neas o leguminosas, raíces o frutos feculentos o azúca-
res como adjuntos de la malta, con adición de lúpulo o
sucedáneos de éste.

Llama la atención que el mismo artículo, en su numeral I,
literal b) establece:

Bebidas refrescantes, las elaboradas con un mínimo de
50% a base de vino de mesa, producto de la fermenta-
ción natural de frutas, pudiéndose adicionar agua, bióxi-
do de carbono o agua carbonatada, jugo de frutas, extracto
de frutas, aceites esenciales, ácido cítrico, azúcar, ácido
benzoico o ácido sórbico o sus sales como conservadores,
así como aquéllas que se elaboran de destilados alcohólicos
diversos de los antes señalados.

¿Por qué entonces, el vino de mesa, al cual considera la
misma ley en estudio un producto de la fermentación na-
tural de frutas, no tiene el mismo trato?

En cuanto a los grados de alcohol en el vino, estos se pue-
den dividir de la siguiente manera:

Muy bajo (menos de 12,5%)

Moderadamente baja (12,5 a 13,5%)

Alta (13,5 a 14,5%)

Muy alto (más del 14,5%)26

Es importante tener en cuenta que el contenido del alcohol
de los vinos de mesa varía incluso entre las mismas cose-
chas, debido a las  tenues diferencias en el proceso mismo
de fermentación. 
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En general, el vino de mesa contiene de 8 a 14% de alco-
hol por cada 100 mililitros de vino.27

Por su parte, el nivel de graduación alcohólica de la cerve-
za es normalmente de entre 2.5 y 12 ABV% (porcentaje de
alcohol por volumen). 28

Para que el vino de mesa mexicano y por ende el sector vi-
tivinícola (entendiendo a la viticultura como el cultivo de
uva y a la vinicultura, como la fabricación del vino) crezca
y se desarrolle, además de estar relacionado con otros sec-
tores, como el turismo y el agrícola, son necesarias políti-
cas públicas adecuadas, contrario a esto, un impuesto alto
inhibe el consumo de los productos.

El IEPS es un impuesto indirecto que afecta con su au-
mento, o beneficia con su disminución, al poder adquisiti-
vo del consumidor.

Un impuesto gravoso, al formar parte del precio de venta
final, afecta la competitividad comercial de un producto
frente a productos importados, en el caso que nos ocupa, el
vino de mesa. Lo anterior, tiene un solo efecto: disminuye
el volumen de ventas de este bien.

Consideramos que al establecer una tasa del 0% del IEPS
al vino de mesa, se generaría un círculo virtuoso ya que
disminuye el precio del producto, lo vuelve competitivo,
esto beneficia al consumidor final y favorece el desarrollo
del sector vitivinícola y de los sectores relacionados.

Lo anterior, implica una mayor recaudación a largo plazo
por concepto del Impuesto Sobre la Renta (ISR) y el Im-
puesto al Valor Agregado (IVA), lo que compensaría la pér-
dida de recaudación vía IEPS.

Por lo anterior, el fin principal de la presente iniciativa
es el establecimiento de una tasa del 0% del IEPS al vi-
no de mesa, lo cual sería una política tributaria fruc-
tuosa a largo plazo.

Con esta propuesta, se beneficia tanto a corto como a largo
plazo, al consumidor y al productor, además que incre-
menta la demanda de vino de mesa nacional.

Creemos que con la presente propuesta se beneficia al pro-
ductor, al consumidor, al sector vitivinícola, a los sectores
relacionados y al Servicio de Administración Tributaria; es
decir a todos los involucrados en el tema que nos ocupa. 

El no cobrar el IEPS a los vinos de mesa tendría por resul-
tado lo siguiente:

• Disminuiría el precio de este producto. 

• Incrementaría el consumo de los productos nacionales.

• Fortalecería al sector vitivinícola nacional.

• Combatiría la competencia desleal de los productos
ilegales y adulterados.

• Contribuiría a la salud pública, al evitar el consumo de
productos fraudulentos, y por ello altamente riesgosos
para la salud de las personas.

• Mejoraría la salud de las personas que lo consumieran
moderadamente.

El implementar una tasa del 0% por concepto de IEPS a los
vinos de mesa, incrementaría el auto de recaudación por
IVA (mayor consumo). Por el contrario el actual esquema
no permite el crecimiento dinámico de la industria y el con-
sumo de este producto es pobre.

A pesar de que existe una  correlación entre el gasto y el in-
greso público (presupuesto público) se apuesta por tener
ingresos por impuestos y no por consumo, aunque estos se-
an mínimos, además de no impulsar por medio de políticas
públicas al sector vitivinícola nacional, es decir se omite la
protección de mercados.

Consideramos que al tasar al vino de mesa con el IEPS ac-
tual, el consumo de este producto se inhibe, por su precio,
afectando con ello al sector en general.

El consumo es lo que fortalece a un sector, si no hay com-
pra, la industria no puede crecer, por lo que la disminución
directa del precio del producto es lo que beneficia inme-
diatamente al consumidor en particular y al sector en gene-
ral.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 11 de octubre de 2016 / Apéndice  I 147



Decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo
2o., fracción I, inciso a); una fracción XXXVII al ar-
tículo 3o.; y se reforma la fracción d) del numeral I, del
artículo 8o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios

Para quedar de la siguiente manera.

Artículo 2o.- Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I.  En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14° G.L.  . .
26.5%

2.  Con una graduación alcohólica de más de 14° y
hasta 20°G.L. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .30%

3. Con una graduación alcohólica de más de 20°G.L
53%

En el caso de la enajenación o, en su caso, en la
importación de vinos de mesa se aplicara la tasa
de  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .0%.

B)  …

Artículo 3°.- Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I… a XXXVI. …

XXXVII. Vino de mesa, Bebida con contenido alcohó-
lico que se produce a partir de la fruta, a través de la fer-
mentación natural de su mosto, por medio de la acción
metabólica de levaduras.

Artículo 8°.- No se pagará el impuesto establecido en esta
Ley: 

I.  Por las enajenaciones siguientes:

a) … c)

d) Las de cerveza, bebidas refrescantes, puros y
otros tabacos labrados, vino de mesa,  así como las

de los bienes a que se refiere el inciso F) de la frac-
ción I del artículo 2° de esta Ley, que se efectúen al
público en general, salvo que el enajenante sea fa-
bricante, productor, envasador, distribuidor o impor-
tador de los bienes que enajene…”

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrara en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Notas:

1 http://mundoejecutivo.com.mx/economia-negocios/2015/04/15/des-
corche-industria

2 http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2013/06/03/vino-mexi-
co

3 http://licoresreyes.es/espana-pais-con-mas-terreno-dedicado-al-culti-
vo-de-la-vid/

4http://www.clubplaneta.com.mx/bar/regiones_vinicolas_del_mun-
do.htm

5 http://www.vinorema.com/noticias_detalle.php?noticia=20

6https://www.google.com.mx/search?q=franja+del+vino&espv=2&bi
w=911&bih=425&tbm=isch&imgil=ICfi4FlyccvrfM%253A%253Bv
ZHYQXHVkb2EuM%253Bhttp%25253A%25252F%25252Fslide-
player.es%25252Fslide%25252F6132405%25252F&source=iu&pf=
m&fir=ICfi4FlyccvrfM%253A%252CvZHYQXHVkb2EuM%252C_
&usg=__H09PwpR1v5roBPQ7EhC8cDQZSsQ%3D&ved=0ahU-
KEwjM9f-cwI3PAhXszIMKHb7GBl0QyjcIJA&ei=WozYV8zg
HuyZjwS-jZvoBQ#imgrc=ICfi4FlyccvrfM%3A

7 http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2013/06/03/vino-mexi-
co

8 http://www.elvigia.net/columnas/assertum/2010/8/17/vino-mesa-
mexicano-competi t ividad-comercial- impuestos-consumo-
123390.html

9 http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2013/06/03/vino-mexi-
co
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10 http://www.elvigia.net/columnas/assertum/2010/8/17/vino-mesa-
mexicano-competi t ividad-comercial- impuestos-consumo-
123390.html

11 http://www.milenio.com/negocios/Incrementa_consumo_de_vi-
no_en_Mexico-vinos_espanoles_0_629337299.html

12 http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2013/06/03/vino-me-
xico

13 http://mundoejecutivo.com.mx/economia-negocios/2015/04/15/
descorche-industria

14 https://es.wikipedia.org/wiki/Anexo:Tipos_de_vino

15 https://semevalaolla.net/tipos-de-vinos-de-mesa/
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20 http://licoresreyes.es/espana-pais-con-mas-terreno-dedicado-al-cul-
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21 http://www.fortepharma.com/es/ficha-consejos/los-complementos-
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22 http://www.elespectador.com/opinion/el-vino-alimento

23 http://mejorconsalud.com/las-ventajas-de-beber-vino-cada-dia/

24 http://www.rankia.mx/blog/sat-servicio-administracion-tributa-
ria/3083836-que-ieps-tablas-2016

25http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/dernotmx/cont/12
5/est/est4.pdf

26 http://www.imujer.com/gourmet/2010/10/08/graduacion-alcoholi-
ca-del-vino

27 http://www.alcoholcontents.com/wine/

28 http://www.imujer.com/gourmet/2011/08/08/grados-de-alcohol-de-
la-cerveza

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016.— Diputado
Jonadab Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 7o., 9o. y
13 de la Ley General de Asentamientos Humanos, a cargo
de la diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Ma. Victoria Mercado Sánchez, Diputada
Federal a la LXIII Legislatura, integrante del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los ar-
tículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta asamblea, la presen-
te iniciativa de ley con proyecto de decreto por la que se
reforma diversas disposiciones de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, en materia de resiliencia por cambios
de uso de suelo, al tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

Los objetivos en la promoción de los cambios de uso de
suelo van desde la protección de la tierra como área de con-
servación ambiental y aquellos destinados a las actividades
propias del campo (sobre todo si se trata de su cuidado an-
te la alteración o destrucción como consecuencia de activi-
dades ajenas a las tareas agropecuarias) hasta la adquisi-
ción y redistribución de los suelos con fines de densidad
poblacional de territorios principalmente o bien, por patro-
nes de consumo en general, por urbanización o industriali-
zación, generalmente acompañados de algún proyecto pro-
ductivo debidamente soportado con estudios y análisis de
factibilidades para su implementación.

En nuestro país el término “cambio de uso de suelo” pare-
ce un concepto ligado a algunos sectores de la sociedad
quienes sin ningún pesar pretenden obtener mayores bene-
ficios del tipo de utilidad que pueda dársele a la tierra y de
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su usufructo; así es como de forma contraria existen casos
en los que lo primero es la consolidación de un proyecto
mientras que la integridad humana y el cuidado del medio
ambiente quedan en segundo plano.

Tan sólo por mencionar un ejemplo, es común observar
que las grandes constructoras y desarrolladoras de vivien-
da sean quienes promuevan otra utilidad de la tierra por to-
dos los medios, para dar paso a la etapa de enajenación de
las mismas muchas de las veces sin implementar siquiera
algún proyecto para la recuperación de los ecosistemas
afectados o para el establecimiento de mecanismos que
promuevan ciudades y zonas urbanas con capacidades resi-
lientes a consecuencia de los cambios de uso de suelo.

Con lo anterior es posible afirmar que los cambios de uso
de suelo son en esencia un aspecto fundamental a conside-
rar dentro de los programas de acción de la protección ci-
vil, sobre todo si tomamos en cuenta que la mano del hom-
bre juega un papel muy importante en la generación
habitual de momentos de crisis e inclusive contextos dis-
ruptivos asociados a estos cambios y peor aún si no se
cuenta con los análisis previos para la reducción de riesgos
y estudios de factibilidad.  

Estudios realizados para el informe final sobre las “Estra-
tegias de Protección Civil y Gestión de Riesgo Hidromete-
orológico ante el Cambio Climático” del Instituto Nacional
de Ecología, señalan que no es ajeno que los cambios de
uso de suelo vengan acompañados como algún efecto de
origen  antropogénico.1

Contaminación de los suelos, reblandecimientos, inunda-
ciones o sequías, deforestación y un desorden ecológico
generalizado, son los efectos más comunes en estos cam-
bios e inclusive en ocasiones altamente amenazantes para
la población y a su vez encontrados a lo largo y ancho del
territorio nacional. 

Mientras tanto, diversos programas se han puesto en mar-
cha para la atención de vulnerabilidades de la población, de
su entorno de vida y del medio ambiente, debido a los efec-
tos de la especulación y el mal uso del suelo, sin embargo,
cabe resaltar que nuestra sociedad aún está adaptada a as-
pectos de atención reactivos y no a medidas proactivas de
prevención y de protección civil.

Ejemplo de lo anterior consta en los Atlas de riesgo en to-
do el país, siendo estos los que forman parte de una serie
de instrumentos de planeación que permiten identificar los

puntos de riesgo en los municipios y localidades, habitual-
mente establecidos conforme lo señalan las condiciones
con alto grado de susceptibilidad a los efectos destructivos
de fenómenos geológicos e hidrológicos por asentamientos
humanos irregulares y deforestación principalmente.2

Queda claro que la aplicación de los Atlas no se trata de
instrumentos establecidos sin un mecanismo sistemático,
sin embargo la intensión de esta iniciativa es abonar un po-
co sobre aspectos que no sólo deban ser regulatorios y que
al mismo tiempo pueden calcular y prevenir posibles suce-
sos que pongan en riesgo la integridad de la gente, sino
también que logren arraigar en la población un mejor y más
amplio sentido de resiliencia. 

El estudio serio que antecede a la aprobación del cambio de
uso de suelo en cualquier territorio o localidad, no deja de
ser la base para garantizar la estabilidad y la integridad de
sus poblaciones, pero la preparación y educación hacia una
mayor capacidad de adaptación frente a un escenario ad-
verso y de inminentes riesgos es también parte medular pa-
ra el desarrollo óptimo en cada persona.    

La experiencia hasta el momento sólo ha permitido esta-
blecer medidas técnicas y administrativas en busca de mi-
tigar los daños potenciales para las personas y sus bienes,
pero por increíble que parezca se diseñan estas medidas so-
bre aspectos consumados y no planeados estratégicamente
bajo una percepción resiliente. 

Por otra parte es preciso señalar que los derechos de la pro-
piedad y la seguridad de la tenencia de la tierra conllevan a
un cambio fundamental en el destino final del uso del sue-
lo y su posible conservación, pues se trata de un elemento
jurídico que determina la propiedad de la tierra y la dispo-
sición a usufructuarla, invertir en ella o realizar acciones de
conservación de la misma.

En este sentido, vale la pena recordar que con base en nues-
tra Constitución, la Nación transmite el dominio de las tie-
rras a particulares para formar así la propiedad privada, así
como también para fijar diversas modalidades y limitacio-
nes que sean de interés público y faculta mediante leyes se-
cundarias la propiedad comunal refiriéndose a comunida-
des y ejidos con un régimen especial. 

Paradójicamente este orden normativo permite y en mu-
chas ocasiones fomenta la transformación del uso de suelo
conforme la necesidad o los intereses de propietarios y po-
sesionarios. Con lo anterior se da paso a condiciones in-
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contables que representan un costo demasiado oneroso pa-
ra terceras personas, pues dependiendo el destino final de
los terrenos puede repercutir incluso en el riesgo de la in-
tegridad de las mismas. Caso concreto se vislumbra como
ya lo hemos comentado párrafos atrás, en la consolidación
de grandes áreas destinadas para viviendas a través de des-
arrolladores potenciales o para complejos centros comer-
ciales sin ningún tipo de proyecciones resilientes. 

Frente a ello se conjuntan factores que deterioran el medio
ambiente y las condiciones de habitabilidad de la gente.
Encontramos degradación y pérdida de rendimiento fores-
tal y agrícola en terrenos y parcelas, excesivos costos de
azolves en presas, deterioro de ecosistemas terrestres y
acuáticos además de la migración de pueblos y el empo-
brecimiento de los mismos principalmente por factores
asociados al abandono y cambio de uso de suelo de las tie-
rras, terrenos y parcelas.

Sucesos lamentables como grandes deslaves y el derrumbe
de casas o de edificios completos; el hundimiento de colo-
nias enteras a causa de socavones no detectados en tiempo
y forma al momento de poblar y urbanizar algunas zonas
no aptas para tales fines, así como inundaciones no con-
templadas por pasar por alto algún estudio de factibilidad,
son aspectos comúnmente conocidos a diario por la falta de
seriedad en los cambios de uso de suelo.

Resulta necesario precisar que la Ley General de Asenta-
mientos Humanos faculta a los municipios a establecer en
sus planes o programas de desarrollo urbano, lo conducen-
te a los cambios de uso de suelo, y a las entidades federa-
tivas a legislar en materia de ordenamiento territorial de los
asentamientos humanos y de desarrollo urbano de los cen-
tros de población, sin embargo hasta la fecha no se han es-
tablecido mecanismos que homologuen factores comunes
como los que señala la propia Ley General de Protección
Civil en materia de resiliencia. 

Por otra parte la Ley General de Protección Civil contem-
pla un concepto más amplio sobre el término  de resilien-
cia, quedando éste en su artículo 2, fracción XLVIII como:
“la capacidad de un sistema, comunidad o sociedad poten-
cialmente expuesta a un peligro para resistir, asimilar,
adaptarse y recuperarse de sus efectos en un corto plazo y
de manera eficiente, a través de la preservación y restaura-
ción de sus estructuras básicas y funcionales, logrando una
mejor protección futura y mejorando las medidas de reduc-
ción de riesgos”.3 Así entonces aducimos la no generación
de nuevos riesgos, las acciones que permitan afrontar y re-

cuperarse de un desastre, aquellas para la preparación, la
reducción de riesgos, y la atención efectiva de emergen-
cias. En este orden de ideas es que la presente propuesta
busca ser congruente con uno de los principios de la ges-
tión del riesgo que es “no crear ni permitir riesgos en la
planeación y el ordenamiento territorial” sino por el con-
trario, busca generar condiciones que nos permita acercar-
nos lo más posible a una cultura resiliente.  

Esta iniciativa pretende inferir en la decisión que tomen los
organismos públicos a través de disposiciones adecuadas
que respondan también a las medidas preventivas de pro-
tección civil.     

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción del pleno, la siguiente iniciativa de ley con proyecto
de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 7o.
y se adiciona una fracción XVI al mismo artículo, reco-
rriéndose la actual XVI para ser la XVII; se adiciona un se-
gundo párrafo a la fracción X del artículo 9o.; se adiciona
una fracción II al artículo 13, recorriéndose la actual II pa-
ra ser la III y así las demás en su orden, todos de la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, para quedar como sigue:

Ley General de Asentamientos Humanos

Capítulo Segundo
De la Concurrencia y 

Coordinación de Autoridades

Artículo 6o. ...

Artículo 7o. ...

...

...

...

III. Prever a nivel nacional las necesidades de reservas
territoriales para el desarrollo urbano con la interven-
ción, en su caso, de la Secretaría de Desarrollo Agra-
rio, Territorial y Urbano, considerando la disponibili-
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dad de agua determinada por la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y regular en coordina-
ción con los gobiernos estatales y municipales los me-
canismos para satisfacer dichas necesidades;  

Artículo 7o. ...

De I a XV. ...

XVI. Coordinar las acciones que el Ejecutivo Fede-
ral convenga con los gobiernos locales en materia de
resiliencia, producto de las modificaciones de uso de
suelo con fines de desarrollo regional y urbano así
como de ordenamiento territorial de los asentamien-
tos humanos, considerando toda opinión hecha a so-
licitud expresa al Centro Nacional de Prevención de
Desastres de la Secretaría de Gobernación sobre el
cambio de uso de suelo a realizarse, cerciorándose de
la no existencia de zona de alto riesgo, y en su caso
para conocer las medidas para su reducción.

Artículo 8o. ...

Artículo 9o. ...

De I a IX. ...

X. ...

Toda expedición de autorizaciones, licencias o per-
misos de uso de suelo, construcción, fraccionamien-
tos, subdivisiones, fusiones, relotificaciones y condo-
minios, deberá fundamentarse con base a la opinión
hecha a solicitud expresa al Centro Nacional de Pre-
vención de Desastres de la Secretaría de Goberna-
ción sobre el cambio de uso de suelo a realizarse, cer-
ciorándose de la no existencia de zona de alto riesgo,
y en su caso para conocer las medidas para su re-
ducción.

...

Capítulo Tercero
De la Planeación del Ordenamiento 

Territorial de los Asentamientos Humanos y del Desa-
rrollo Urbano de los Centros de Población

Artículo 11. ...

Artículo 12. ...

Artículo 13. ...

I. ...

II. La promoción de las políticas públicas implemen-
tadas por el Centro Nacional de Prevención de De-
sastres de la Secretaría de Gobernación en materia
de resiliencia de la sociedad y en estricto apego a las
modificaciones de uso de suelo con fines de desarro-
llo regional y urbano así como de ordenamiento te-
rritorial de los asentamientos humanos. 

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Notas:

1 Estrategias de Protección Civil y Gestión de Riesgo Hidrometeoro-
lógico Ante el Cambio Climático (en línea): Instituto Nacional de Eco-
logía.México.<http://webcache.googleusercontent.com/search?q=ca-
che:lUA-y_CWcFsJ:www.inecc.gob.mx/descargas/cclimatico/
e2008h_prot_civil.pdf+&cd=14&hl=es-419&ct=clnk&gl=mx> (con-
sulta: 27 de septiembre de 2016).

2 Atlas de Riesgos (en línea): SEGOB. <http://www.cenapred. unam.
mx/es/Publicaciones/archivos/297-INFOGRAFAATLASDERIES-
GOS.PDF> (consulta: 27 de septiembre de 2016).

3 Ley General de Protección Civil (en línea): Cámara de Diputados
<http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGPC_030614.pdf>
(consulta: 27 de septiembre de 2016).

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a cuatro de octubre de
2016.— Diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
namiento Territorial, para dictamen. 
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